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DECRETOS CITADOS Y RELACIONADOS CON LA LEY 26.522 

 

1. 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

Decreto 1467/2009 

Promúlgase la Ley 26.522. 

Bs. As., 10/10/2009 

POR TANTO: 

Téngase por Ley de la Nación Nº 26.522 cúmplase, comuníquese, 

publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. 

— FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. Fernández. 
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2. 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

Decreto 1225/2010 

Reglaméntase la Ley Nº 26.522. 

Bs. As., 31/8/2010 

 

VISTO la Ley Nº 26.522, la Resolución AFSCA Nº 174/10 y su 

modificatoria AFSCA Nº 232/10 y el Expediente Nº 762/10 del registro 

de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el Expediente citado tramita la Reglamentación de la Ley Nº 

26.522 de SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Que mediante la Resolución AFSCA Nº 174/10, prorrogada por su similar 

AFSCA Nº 232/10 se inició el Procedimiento de Elaboración Participativa 

de Normas del Decreto Reglamentario de la Ley Nº 26.522. 

Que el proyecto de reglamentación citado se sometió a la consideración 

de la ciudadanía para que exprese sus opiniones y propuestas, por el 

plazo de QUINCE (15) días. 

Que en el marco del proceso se recibieron las siguientes presentaciones: 

ACTUACIONES Nros. 020605/10 correspondiente a SERVICIOS DE 

RADIO Y TELEVISION DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE CORDOBA 

S.A., 020724/10 de la ASOCIACION DE RADIODIFUSORES 

LICENCIATARIOS INDEPENDIENTES DE BUENOS AIRES, 020892/10 de 

la CAMARA DE DIPUTADOS de la PROVINCIA DEL CHACO, 021073/10 de 

la ASOCIACION ARGENTINA DE TELEDIFUSORAS PYMES Y 

COMUNITARIAS, 021182/10 de Walter León ZERGA, 021272/10 de la 
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ASOCIACION DE RADIOS Y MEDIOS INDEPENDIENTES COMUNITARIOS 

BONAERENESES, 021793/10 del CONSEJO PROFESIONAL DE 

INGENIERIA DE TELECOMUNICACIONES, ELECTRONICA Y 

COMPUTACION, 021820/10 de Guillermo Roberto VAUTIER, 021989/10 

de Juan Pablo GUGLIOTTA, 022104/10 del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, 022031/10 y 022230/10 de la RED 

INTERCABLE, 022121/10, 023504/10 y 022876/10 de los Ingenieros y 

Profesionales de la Radiodifusión (varios); 022206/10 y 022207/10 del 

INSTITUTO NACIONAL DE ASOCIATIVISMO Y ECONOMIA SOCIAL, 

022215/10 de Jorge A. CASTRILLON, 022262/10 del Dr. Pedro 

ARRUVITO, 022329/10 de Roxana María KAHALE, 021059/10 de la 

CONFEDERACION DE RADIOS Y MEDIOS DE COMUNICACION, 

021058/10 de la ASOCIACION DE RADIODIFUSORAS BONAERENSES 

DEL INTERIOR DE LA REPUBLICA ARGENTINA, 022264/10 de la 

DELEGACION 5 UPCN COMFER, 022483/10 de la SOCIEDAD ARGENTINA 

DE LOCUTORES, 022571/10 el CELS, 022553/10 de ARPA, 022633/10 

de la CAMARA ARGENTINA DE PRODUCTORAS INDEPENDIENTES DE 

TELEVISION, 022498/10 y 023201/10 de COSITMECOS, 022813/10 de 

la ASOCIACION MUNDIAL DE RADIOS COMUNITARIAS, 022619/10, 

022620/10 y 22621/10 de ARAFREM, 022873/10 de CAPPSA, 

022653/10 de TELEFE, 022843/10 de DIRECTV ARGENTINA S.A., 

022707/10 de Christian Pablo LAGE, 023161/10 de TELEVISION 

ASSOCIATION OF PROGRAMMERS - LATIN AMERICA, 022800/10 de 

ATVC, 022792/10, 022795/10 y 022797/10 de Eduardo Marcelo VILA, 

023059/10 de la ASOCIACION CIVIL RADIO MARIA, 022981/10 de 

TORNEOS Y COMPETENCIAS S.A., 022982/10 de FOX SPORTS LATINA 

AMERICA S.A., 023035/10 de la RED NACIONAL DE MEDIOS 

ALTERNATIVOS, 022978/10 de ATA ASOCIACION DE 

TELERADIODIFUSORAS ARGENTINAS, 023232/10 de PUERTO RADIAL 

S.A., 023233/10 de FM DEL BARRIO SRL, 023536/10 de la CAMARA 

ARGENTINA DE CABLEOPERADORES PYME y 023535/10 de NIHUIL S.A. 

Que también se recibieron propuestas, a través de la dirección de correo 

electrónico participativa@afsca.gov.ar, correspondientes a Jorge Héctor 

CARRIAZO, Martín IZQUIERDO, Marina COLER en representación de 

COMESA, Marcia FERRANDO, Walter LEON, Philip PEREZ de la CAMARA 

ARGENTINA DE ANUNCIANTES, la AGRUPACION VECINOS DE TANDIL, 

Guillermo ACOSTA VISEDO, Emanuel SZUCHMAN, José TORRES por la 

ASOCIACION DE RADIODIFUSORES DE MISIONES, Aurelio DI 
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FRANCESCO, Jorge BRIZUELA CACERES, Luis OLMOS, Jorge LOPEZ, 

ASOCIACION DE RADIODIFUSORAS BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE 

LA REPUBLICA ARGENTINA, Javier DELLAMAGGIORE, Lucas Patricio 

NAVARRO, Jorge CARRERAS, AATECO, ARLIBA, Antonio AGÜERO, 

CORAMECO - CONFEDERACION DE RADIOS Y MEDIOS DE 

COMUNICACION DE LA ARGENTINA, Mario Pedro OSUNA, Javier 

RUFINO, LA RADIO SAN PEDRO, FORO ARGENTINO DE RADIOS 

COMUNITARIAS, LA PLATA YA, Evangelina CHARPIN, Juan 

SCHUMACHER, Gonzalo ANDRES, Alejandro SALINAS, Lorena VANESA, 

Leticia GRISENDI, Sergio MARTINEZ TURK, Rolando CASTILLO, Jorge 

GONZALEZ MELO, Edgardo MASSAROTTI, Verónica VILLANUEVA, 

Guillermo CALIGARIS de la ASOCIACION SEGURO SOCIAL VIAL ENTRE 

RIOS DE PROTECCION RECIPROCA, Florencia CAVAGNARO de la 

ASOCIACION ARGENTINA DE AGENCIAS DE PUBLICIDAD, FAICA, 

Eleonora RABINOVICH de ASOCIACION POR LOS DERECHOS CIVILES, 

Edgardo FORM, Dr. Miguel Julio RODRIGUEZ VILLAFAÑE, CAMARA DE 

COOPERATIVAS DE TELECOMUNICACIONES, Sergio GELMAN de 

SOCIEDAD ARGENTINA DE LOCUTORES, FORO DEL PERIODISMO 

ARGENTINA, SINDICATO DE PRENSA DE ROSARIO, David MATZKIN, 

Paula Luciana CASTELLO de AMARC, CASACIDN, CONSEJO ASESOR DE 

LA COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, SAVIAA, Ismael Federico 

HUASCARRIAGA, RED NACIONAL DE MEDIOS ALTERNATIVOS, 

ASOCIACION DE COMUNICACION Y CULTURA LA COLECTIVA, Hernán 

FARIAS DOPAZO, Analía RODRIGUEZ, CTERA, ASOCIACION GSM, 

COLSECOR, José Luís FERRANDO, César ARESE, Diego BORIS y Miguel 

GOMEZ. 

Que por NOTA Nº 522-D.E/AFSCA/10 del INSTITUTO SUPERIOR DE 

ENSEÑANZA RADIOFONICA y 0852-AFSCA/CRYC/ FMCL/10, las áreas 

del referido organismo también hicieron sus propuestas. 

Que la Resolución AFSCA Nº 174/10, se publicó en el Boletín Oficial el 

30/06/2010 y el 01/07/2010 a los fines de dar acabado cumplimiento a 

lo dispuesto por el Decreto Nº 1172 de fecha de 3 de diciembre de 2003 

- Acceso a la Información Pública. 

Que corresponde en primer término verificar la sustanciación de dicho 

proceso, efectuada por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—. 
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Que el proceso referido precedentemente, se inició por acto 

administrativo expreso de la Autoridad Responsable, mediante el dictado 

de la Resolución AFSCA Nº 174/10 —dictada por la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL, Autoridad 

de Aplicación de la Ley Nº 26.522—, de conformidad con lo dispuesto en 

su artículo 12. 

Que se ha verificado así el cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 12 

del Anexo V del Decreto Nº 1172/03. 

Que en relación a la publicidad del acto de apertura para el 

Procedimiento de Elaboración Participativa de Normas, éste se publicó 

en el Boletín Oficial, con fechas 30/06/2010 y 01/07/2010. 

Que la Resolución AFSCA Nº 174/10 ha estado publicada 

ininterrumpidamente en la página de Internet de la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, 

desde el 30 de junio de 2010 hasta la fecha, habiéndose dado así 

cumplimiento a lo prescripto en el artículo 13 del Anexo V del Decreto 

Nº 1172/03. 

Que en relación a las propuestas y opiniones incorporadas en el 

Expediente citado en el VISTO corresponde tener presente las 

consideraciones que a continuación se efectúan. 

Que el artículo 3º, inciso h), de la Ley de SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL establece dentro de los objetivos de los 

servicios de comunicación audiovisual: "La actuación de los medios de 

comunicación en base a principios éticos". 

Que existen en materia de derecho comparado reglamentaciones éticas, 

impuestas por el Estado por vía de leyes u otras reglamentaciones, o 

autoimpuestas por las organizaciones de periodistas. 

Que la Ley Nº 26.522 no establece disposiciones atinentes a la actuación 

de los servicios de comunicación audiovisual, algo que la diferencia 

sustancialmente de la Ley Nº 22.285, que integraba a su articulado 

múltiples disposiciones que regulaban la información y limitaban o 

sancionaban a los actuantes que difundían la misma. 

Que la Ley Nº 26.522, en su artículo 2º establece "... la comunicación 

audiovisual en cualquiera de sus soportes resulta una actividad social de 
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interés público, en la que el Estado debe salvaguardar el derecho a la 

información, a la participación, preservación y desarrollo del Estado de 

Derecho, así como los valores de la libertad de expresión". 

Que el artículo 3º de la precitada norma establece para los servicios de 

comunicación audiovisual y los contenidos de sus emisiones, entre otros, 

los siguientes objetivos: "... a) La promoción y garantía del libre 

ejercicio del derecho de toda persona a investigar, buscar, recibir y 

difundir informaciones, opiniones e ideas, sin censura, en el marco del 

respeto al Estado de Derecho democrático y los derechos humanos, 

conforme las obligaciones emergentes de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos y demás tratados incorporados o que sean 

incorporados en el futuro a la Constitución Nacional;… g) El ejercicio del 

derecho de los habitantes al acceso a la información pública;... i) La 

participación de los medios de comunicación como formadores de 

sujetos, de actores sociales y de diferentes modos de comprensión de la 

vida y del mundo, con pluralidad de puntos de vista y debate pleno de 

las ideas;...". 

Que en virtud de las consideraciones antes señaladas, deberán ser los 

servicios de comunicación los que se autorregulen en materia de ética 

profesional. 

Que se recepciona el aporte efectuado por COSIMETCOS en los términos 

propuestos para el artículo 3º inciso h) de la reglamentación de la Ley 

Nº 26.522. 

Que en relación a las definiciones, en el Procedimiento de Elaboración 

Participativo de Normas, se han presentado propuestas sobre términos a 

considerar en lo que refiere a conceptos contemplados en el artículo 4º 

de la Ley Nº 26.522. 

Que en tal sentido se ha procedido a definir el término "Telefilme" 

(conforme artículo 9º Ley Nº 26.522). 

Que a los fines de determinar el alcance de los conceptos incorporados 

al texto de la Ley Nº 26.522, como los previstos por el legislador en los 

artículos 67 y 98 inciso a), relativo a "obras de ficción", se han 

establecido las características más relevantes, el tiempo de duración, y 

destino de la explotación comercial, tomándose en consideración, a 

dichos fines, las propuestas efectuadas por el CONSEJO FEDERAL DE 
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COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, COSITMECOS y ATA, incorporándose en 

virtud de dichos aportes, los caracteres básicos a considerar en materia 

de obras audiovisuales, tales como, "Miniseries de televisión" y "Series 

de televisión". 

Que el artículo 6º de Ley Nº 26.522 regula el empleo de "servicios 

conexos", bajo determinadas condiciones, estimándose necesario 

precisar los alcances de su prestación. Para ello y con el objeto de evitar 

situaciones de conflicto, o errores de interpretación, corresponde 

corresponde disponer que no podrán ser afectados los servicios de 

comunicación audiovisual a la prestación de servicios de 

telecomunicaciones, a excepción de los supuestos expresamente 

autorizados por la Ley Nº 26.522 y la presente reglamentación. 

Que los canales de información al abonado, así como aquellos que dan 

acceso temático, son parte integrante de la guía electrónica de 

programación y por lo tanto sujetos a lo prescripto por el artículo 6º de 

la Ley Nº 26.522, en la medida que no incluyan programas o publicidad, 

ya que tal es una de las previsiones específicas del precitado artículo 6º 

en su inciso b). 

Que las previsiones citadas han sido consideradas en virtud de los 

aportes efectuados por COSITMECOS y por Juan Francisco BARRETO en 

nombre de DIRECTV. 

Que las competencias establecidas en el artículo 7º de la Ley Nº 26.522, 

correspondientes a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, abarcan la administración, 

adjudicación, control y cuanto concierne a la gestión de los segmentos 

del espectro radioeléctrico destinados al servicio de radiodifusión. 

Que por ello deben comprender las relacionadas con las bandas de 

frecuencias atribuidas a la radiodifusión, de acuerdo a los convenios 

firmados por la REPUBLICA ARGENTINA, en el marco de la UNION 

INTERNACIONAL DE TELECOMUNICACIONES y demás organismos 

internacionales. 

Que lo dispuesto resulta coincidente con las propuestas presentadas por 

ARBIA, CORAMECO, AATECO, ARMICOBO, FARCO y EL CONSEJO 

FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL y los Señores Antonio 
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AGÜERO, Lucas P. NAVARRO, Alejandro SALINAS, Sergio Damián 

MARTÍNEZ TURK y Orlando Rolando CASTILLO. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—, en concordancia con lo dispuesto por el 

artículo 7º de la Ley Nº 26.522, es competente para entender en la 

gestión técnica del espectro radioeléctrico, conjuntamente con la 

autoridad competente en materia de telecomunicaciones, en particular 

en lo que refiere al dictado de reglamentos y normas técnicas de los 

servicios de comunicación audiovisual, con el objeto de maximizar su 

utilización. 

Que respecto al artículo 8º de la Ley Nº 26.522, se han recibido diversas 

propuestas, debiendo destacarse las de Jorge David MATZKIN y Eduardo 

Marcelo VILA, a través de las cuales proponen establecer que la 

recepción de las emisiones de radiodifusión por suscripción onerosa se 

encuentra sujeta a las modalidades de competencia transparente de la 

actividad y con arreglo a las disposiciones de la Ley Nº 24.240, de 

Defensa del Consumidor, y de la Ley Nº 25.156, de Defensa de la 

Competencia. 

Que los servicios de comunicación audiovisual por suscripción onerosos, 

como todo servicio, se encuentran alcanzados por los principios básicos 

de la Ley Nº 24.240 de Defensa del Consumidor, en tanto acuerda como 

objeto de la misma "la defensa del consumidor o usuario, entendiéndose 

por tal a toda persona física o jurídica que adquiere o utiliza bienes o 

servicios en forma gratuita u onerosa como destinatario final, en 

beneficio propio o de su grupo familiar o social". 

Que la norma citada precedentemente establece las condiciones de 

oferta, información y, en especial, el principio por el cual, en caso de 

duda sobre la aplicación de los principios de dicha ley, prevalecerá la 

más favorable al consumidor. 

Que resulta de aplicación la Ley Nº 25.156 de Defensa de la 

Competencia, en tanto regula los actos o conductas prohibidas 

relacionados con la producción e intercambio de bienes o servicios, 

como así también prácticas monopólicas donde prevalezca una posición 

dominante y aquellas relacionadas con concentraciones y fusiones, entre 

otras. 
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Que el artículo 10 de la Ley Nº 26.522 establece: "Créase como 

organismo descentralizado y autárquico en el ámbito del PODER 

EJECUTIVO NACIONAL, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, como autoridad de 

aplicación de la presente ley". 

Que debe considerarse la naturaleza jurídica de la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— y las 

competencias atribuidas por la Ley Nº 26.522. 

Que "competencia" es un concepto que se refiere a la titularidad de una 

potestad que un órgano administrativo posee sobre una determinada 

materia. 

Que el término "competencia" puede ser definido como "...el complejo 

de funciones atribuidas a un órgano administrativo o como la medida de 

la potestad atribuida a cada órgano." (M. MARIENHOFF - Tratado de 

Derecho Administrativo - Ed. Abeledo PERROT - 1995 Tomo I, pág. 

590). 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— es la Autoridad de Aplicación de la ley que 

regula los servicios de comunicación audiovisual o servicios de 

radiodifusión y que entiende en la adjudicación, desenvolvimiento y 

extinción de las licencias de los precitados servicios. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—, tiene, en materia de administración propia, 

las competencias asignadas en forma estandarizada a las entidades 

descentralizadas y autárquicas. 

Que debe precisarse que los elementos esenciales de la Administración 

autárquica son: 1) personalidad jurídica del ente: trátase de una 

persona jurídica de derecho público interno; 2) patrimonio afectado al 

cumplimiento de los fines asignados a la entidad autárquica; 3) fin 

público, es decir que el organismo autárquico tiene como razón de ser el 

cumplimiento de finalidades públicas, cuya satisfacción originariamente 

le compete al Estado "strictu sensu". (M. MARIENHOFF - Tratado de 

Derecho Administrativo - Ed. Abeledo PERROT - 1995 – Tomo I, págs. 

405-406). 
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Que la PROCURACION DEL TESORO DE LA NACION señaló que "La 

autarquía es la más clásica de las formas de descentralización 

administrativa, que implica el desprendimiento de una actividad del 

Estado al tronco común y, para atenderla, se constituye una entidad 

separada, con ley, autoridades, poderes y responsabilidades propias" 

(Dictámenes 239:26). 

Que ampliando el concepto precedente el Alto Organismo Asesor ha 

expresado: "El concepto de autarquía no encierra la noción de 

independencia absoluta del ente frente al poder administrador central, 

limitación que importa la sujeción del organismo, en el grado pertinente, 

a las medidas dispuestas por el poder central. El vínculo de 

subordinación se mantiene por cuanto las entidades autárquicas 

integran la Administración Pública, de manera tal que están obligadas a 

respetar los lineamientos y principios de conducta y política 

administrativa generales que se fijen para la administración en su 

conjunto, con alcance para todas las ramas de ésta" (v. Dictámenes 

239:026). 

Que en la autarquía, desaparece la relación de dependencia jerárquica 

con el órgano central, la que es reemplazada por el control 

administrativo, un control de tutela (Conf. Dictámenes 204:28; 239:26 

y 115). 

Que el contralor de tutela sobre las entidades autárquicas, se encuentra 

reconocido por el artículo 94 y siguientes del Reglamento de 

Procedimientos Administrativos. Decreto Nº 1759/72 T.O. 1991, 

mediante la figura del recurso de alzada, en cuanto establece que, 

contra los actos administrativos definitivos emanados del órgano 

superior de un ente autárquico, tal como es el caso de la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA —, 

procede el recurso de alzada. 

Que el artículo 96 del Reglamento de Procedimientos Administrativos. 

Decreto Nº 1759/72 T.O. 1991, determina además que: "El ministro o 

secretario de la PRESIDENCIA DE LA NACION en cuya jurisdicción actúe 

el ente autárquico, será competente para resolver en definitiva el 

recurso de alzada". 
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Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— ha sido creada en el ámbito del PODER 

EJECUTIVO NACIONAL, no teniendo determinado un Ministerio o 

Secretaría en cuya jurisdicción actúe el organismo, por lo que será el 

PODER EJECUTIVO NACIONAL quien entienda en los recursos de alzada 

contra los actos administrativos definitivos que dicte la misma. 

Que en relación a las competencias atribuidas por el artículo 12 de la 

Ley Nº 26.522, a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, se ha considerado la 

propuesta elevada por COSITMECOS. 

Que la propuesta se ha incorporado al inciso a) del precitado artículo de 

la reglamentación, tendiente a delimitar el ámbito al que se refiere o 

aplica la facultad interpretativa determinada por el legislador a la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

Que para dotar de una mayor ejecutividad a las misiones y funciones 

establecidas en el artículo 12, incisos 4) y 6) de la Ley Nº 26.522, debe 

instruirse a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL —AFSCA—, a que requiera a la COMISION NACIONAL DE 

COMUNICACIONES y oportunamente a la SECRETARIA DE 

COMUNICACIONES, la conformación de un COMITE REGULATORIO 

CONJUNTO PERMANENTE. 

Que a fin de alentar la industria nacional de producción de contenidos y 

el arraigo de los servicios de comunicación audiovisual en sus 

respectivos emplazamientos, se establecen para los concursos públicos, 

mecanismos de ponderación positivos de las ofertas que contemplen 

dichas características. 

Que son objetivos de la Ley Nº 26.522, propender a que los servicios de 

comunicación audiovisual tiendan al "...fortalecimiento de acciones que 

contribuyan al desarrollo cultural, artístico y educativo de las localidades 

donde se insertan..." (artículo 3º inciso j) y promover "...el desarrollo 

equilibrado de una industria nacional de contenidos que preserve y 

difunda el patrimonio cultural y la diversidad de todas las regiones y 

culturas que integran la Nación..." (artículo 3º inciso k). 
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Que en orden a las misiones y funciones de la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, resulta 

necesario establecer la actualización de los registros de consulta pública 

creados por la Ley Nº 26.522 y de la documentación respaldatoria de la 

información en ellos consignada. 

Que a los efectos de la evaluación del nivel y efectos de las emisiones 

radioeléctricas en el cuerpo humano y en el ambiente, según lo 

dispuesto por el artículo 12, inciso 35, de la Ley Nº 26.522, la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA— deberá efectuarlas de modo conjunto, con la autoridad 

competente en la materia. 

Que el CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, ha sido 

establecido por los artículos 15 y 16 de la Ley Nº 26.522, en el ámbito 

de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Que del análisis de las normas relativas al CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL se infiere que es una entidad a la que se 

le han atribuido determinadas competencias, pero no se lo ha dotado de 

personalidad jurídica propia en sentido estricto. 

Que dicho Consejo no posee los atributos de un ente autárquico o 

descentralizado. 

Que entre las competencias otorgadas por la Ley Nº 26.522, la 

atribución de la remoción de sus directores —si bien con la mayoría 

agravada del voto de los DOS TERCIOS (2/3) del total de sus 

integrantes— reconoce al CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL un carácter distinto al de una simple dependencia. 

Que en el marco de las funciones atribuidas al CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL deben consignarse las de 

asesoramiento, colaboración y control. 

Que la atribución de la remoción de los miembros de la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— 

resulta compatible con la función de control, mientras que el resto de las 

atribuciones son compatibles con las funciones de colaboración y 

asesoramiento. 
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Que el CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL es un 

órgano de asesoramiento, colaboración y control - en los términos 

establecidos por la Ley Nº 26.522 de la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, sin 

personalidad jurídica ni autarquía propia. 

Que respecto a la capacidad patrimonial del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, el artículo 97, inciso d), establece que 

del total de la recaudación debe destinarse "El VEINTIOCHO POR 

CIENTO (28%) a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—; incluyendo los fondos para 

el funcionamiento del CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL". 

Que en consecuencia, puede inferirse que el CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, no posee asignación específica de 

recursos, siendo la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— quien deberá proveer los 

fondos destinados a su funcionamiento. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— debe implementar los mecanismos técnicos, 

legales y financieros para la provisión de los recursos necesarios para el 

funcionamiento del CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL. 

Que a los efectos de determinar los montos requeridos para el 

funcionamiento del CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL, este deberá elaborar y presentar ante la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— 

un proyecto de presupuesto anual. 

Que en relación a las misiones del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL consignadas en el artículo 15, inciso l), 

de la Ley Nº 26.522, debe darse previa intervención a la Autoridad de 

Aplicación en materia de telecomunicaciones, requiriéndose su opinión, 

mediante el dictado de los dictámenes correspondientes. 

Que respecto a la convocatoria del concurso del FONDO DE FOMENTO 

CONCURSABLE, debe realizarse con anterioridad a cada llamado, la 
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selección de los jurados intervinientes y la elaboración de las grillas de 

puntaje a las que deberán someterse las respectivas postulaciones. 

Que conforme la naturaleza jurídica del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, previamente analizada, debe 

establecerse el mecanismo para la contratación del personal afectado a 

su ámbito y la supervisión del mismo. 

Que los poderes y mandatos generales para cuyo otorgamiento ha sido 

facultado, deben serlo en el marco de las atribuciones acordadas al 

CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. 

Que en relación al artículo 21 de la Ley Nº 26.522, se han enumerado 

de manera enunciativa aquellas entidades que son consideradas 

consideradas por la precitada Ley como asociaciones sin fines de lucro. 

Que se consideraron las propuestas presentadas por ARLIBA, ARBIA – 

ASOCIACION DE RADIODIFUSORAS BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE 

LA REPUBLICA ARGENTINA, CONFEDERACION DE RADIOS Y MEDIOS DE 

COMUNICACION DE ARGENTINA —CO.RA.ME.CO—, CUMBRE 1410 khz, 

AATECO, ARMICOBO y otros, que solicitaron se contemple la especial 

condición de los licenciatarios que por su giro comercial, potencia, 

localización geográfica y cantidad de licencias, encuadren en lo que se 

conoce como Micro y Pequeña Empresa. 

Que se consideraron la Ley Nº 25.300 y sus disposiciones 

complementarias y los objetivos previstos en la Ley Nº 26.522, 

elaborándose la reglamentación aplicable a las Micro y Pequeñas 

Empresas de comunicación audiovisual, estableciendo diferenciaciones 

positivas, con el fin de: "Velar por el desarrollo de una sana 

competencia y la promoción de la existencia de los más diversos medios 

de comunicación que sea posible, para favorecer el ejercicio del derecho 

humano a la libertad de expresión y la comunicación." (Artículo 12, 

inciso 10 de la Ley Nº 26.522). 

Que para definir los caracteres de una Micro y Pequeña Empresa de 

servicios de comunicación audiovisual, se tomaron como base los 

criterios establecidos en la Disposición Nº 147 del 23 de octubre de 

2006 de la SUBSECRETARIA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y 

DESARROLLO REGIONAL, del ex MINISTERIO DE PRODUCCION. 
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Que se han considerado las presentaciones de las siguientes empresas: 

ENCUENTRO NACIONAL DE ORGANIZACIONES TERRITORIALES DE 

PUEBLOS ORIGINARIOS, ARBIA - ASOCIACION DE RADIODIFUSORAS 

BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE LA REPUBLICA ARGENTINA, —CO. 

RA.ME.CO— CONFEDERACION DE RADIOS Y MEDIOS DE 

COMUNICACION DE ARGENTINA, MEDIO PYME, AATECO, Lucas P. 

NAVARRO - FM FANTASIA 88.9, ARMICOBO, FARCO, RADIO JOVEN 91.5 

MHZ Alejandro SALINAS, SENSACION 100.5 MHZ, LEON AM 1480, FM 

93.3), Héctor Edgardo MASSAROTTI, AMARC ARGENTINA, COSITMECOS 

– CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE 

COMUNICACION SOCIAL Horacio ALRRECEYGOR, entre otros. 

Que resulta razonable incorporar los criterios mínimos en base a los 

cuales se deben formular las solicitudes de autorización, detallando 

aquellos datos que se consideran relevantes para la adecuada 

evaluación de las mismas, sin perjuicio de las facultades atribuidas a la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—, para la determinación de otros criterios pertinentes y la 

implementación de las modalidades de presentación. 

Que en relación a los artículos 24 y 25 de la Ley Nº 26.522, corresponde 

realizar algunas consideraciones. 

Que como consecuencia lógica de la aplicación de los principios del 

derecho, deben exigirse las mismas condiciones de admisibilidad a 

aquellas personas que, de manera directa o indirecta con motivo de 

transferencias de acciones o cuotas partes, ingresen a sociedades 

licenciatarias o permisionarias, en los supuestos previstos por la Ley y 

sus disposiciones complementarias. 

Que resulta razonable establecer que la inhabilitación a la que se refiere 

el artículo 24, inciso f), requerirá de sentencia firme, para tener los 

efectos inhibitorios contemplados en la Ley Nº 26.522, a los fines de 

garantizar el debido proceso, no lesionar el principio de inocencia, —de 

jerarquía constitucional— y no establecer restricciones arbitrarias o 

irrazonables. 

Que respecto al artículo 24, inciso h), se consideraron las propuestas de 

Jorge David MATZKIN, de Eduardo Marcelo VILA, de Jorge CARRERAS y 

de Alexia HARO, toda vez que a los fines tutelares de la Ley, no es 
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indiferente que un funcionario público integre los órganos de 

administración y control de las entidades sin fines de lucro, de la misma 

forma que no le es indiferente a la Ley que un funcionario público sea al 

mismo tiempo titular o socio directa o indirectamente de una sociedad 

licenciataria de servicios de comunicación audiovisual, razón por la cual, 

se prohíbe dicha posibilidad. 

Que sobre las personas jurídicas licenciatarias y a los fines de 

salvaguardar el acabado cumplimiento de las normas contempladas en 

la Ley Nº 26.522, se establece que la modificación de los estatutos o 

contratos sociales de las empresas titulares de licencias y autorizaciones 

de servicios de comunicación audiovisual, deberá ser aprobada por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA —. 

Que de otra forma, podrían variarse las circunstancias que permitieron a 

la sociedad acceder a la licencia o permiso del que se trate, sin que la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA— tome conocimiento de ello. 

Que el texto del artículo 25 de la Ley Nº 26.522 expresamente establece 

que las condiciones exigidas, lo son tanto para el proceso de 

adjudicación, como para todo el plazo de vigencia de la licencia o 

permiso. 

Que corresponde señalar el orden de prelación normativa imperante en 

nuestro país, a la luz de los artículos 31 y 75 incisos 22 y 23 de la 

CONSTITUCION NACIONAL. 

Que los Tratados y Convenios Internacionales tienen jerarquía superior a 

las leyes y resultan de aplicación tanto a la Ley Nº 26.522 como a las 

demás leyes de la REPUBLICA ARGENTINA y se integran a los plexos 

normativos con la jerarquía antes señalada. 

Que sobre los acuerdos de promoción y protección recíproca de 

inversiones suscriptos por la REPUBLICA ARGENTINA, deben realizarse 

algunas consideraciones. 

Que el MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO 

INTERNACIONAL Y CULTO, en dictamen de fecha 6 de noviembre de 

1998 señaló que: "Los tratados sobre promoción y protección recíproca 
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de inversiones suscriptos por nuestro país amparan en uno de los 

Estados Parte las inversiones realizadas en su territorio por inversores 

del otro Estado Parte. El contenido y formulación de los convenios es 

muy similar ya que responden a un modelo base de negociación, que 

incorpora algunos elementos y particularidades fundadas en 

requerimientos de nuestro ordenamiento o tradición jurídica o bien en 

decisiones de conveniencia política". 

Que continúa expresando que: "En la mayoría de los convenios el 

ámbito material de aplicación está limitado a las "inversiones" admitidas 

por los Estados de conformidad con sus leyes y reglamentaciones. De 

este modo, se subraya la libertad que tienen los Estados de admitir o no 

una inversión de otro Estado, o de imponer requisitos, formalidades o 

condiciones a la aceptación de la inversión, conforme su legislación 

interna." 

Que debe tenerse en cuenta que existen Tratados Internacionales en los 

que la REPUBLICA ARGENTINA se ha comprometido a proteger y 

garantizar el trato nacional y el de la nación más favorecida, a 

inversiones de esos países una vez establecidas o admitidas conforme a 

la legislación nacional. 

Que existen también Tratados Internacionales, como el suscripto con los 

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, donde se garantiza ese tratamiento 

aun en la etapa previa a su efectivo establecimiento o admisión, siempre 

que se trate de inversiones a realizar en sectores que las partes no se 

hubieran expresamente reservado. 

Que la posibilidad de que se celebren acuerdos internacionales de 

distinta categoría y amplitud se deriva de la facultad soberana del 

Estado. 

Que la Consejería Legal del MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, 

COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO consideró conveniente aplicar una 

interpretación, ajustada a lo establecido en los textos de los Tratados, 

con el objeto de resguardar la libertad del Estado nacional de admitir o 

no inversiones extranjeras en sectores en los que existirían restricciones 

contempladas en la legislación Nacional. 

Que a lo precedentemente señalado, debe sumarse el criterio de 

reciprocidad, que fue receptado en oportunidad de sancionarse la Ley Nº 
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25.750, en cuanto esta establece que la propiedad de los medios de 

comunicación, que se definen en el artículo 3º de la misma, deberá ser 

de empresas nacionales, permitiéndose la participación de empresas 

extranjeras hasta un máximo del TREINTA POR CIENTO (30%) del 

capital accionario y que otorgue derecho a voto hasta por el mismo 

porcentaje del TREINTA POR CIENTO (30%), y que dicho porcentaje 

podrá ser ampliado en reciprocidad con los países que contemplan 

inversiones extranjeras en sus medios de comunicación, hasta el 

porcentaje en que ellos lo permiten. 

Que se excluyó de los alcances de la Ley Nº 25.750 a los medios de 

comunicación que a la fecha de entrada en vigencia de la ley fuesen de 

titularidad o control de personas físicas o jurídicas extranjeras, y a los 

contratos de cesión de acciones, cuotas o de transferencia de la 

titularidad de la licencia celebrados con anterioridad a la fecha de 

entrada en vigencia de ley, y que no contasen con la aprobación de los 

organismos competentes. 

Que desde la sanción de la Ley Nº 25.750 existe una limitación expresa 

en la legislación interna relativa a la propiedad de los bienes culturales 

por parte de empresas extranjeras en general y de los servicios de 

comunicación audiovisual en particular, cuyo límite se encuentra dado 

por las condiciones de reciprocidad por un lado y por los términos 

fijados por los Convenios Internacionales por otro, criterio que ha sido 

contemplado en la Ley Nº 26.522. 

Que en aquellos casos que no se encuentren alcanzados por las 

disposiciones antes fijadas, deberá estarse en primer término a lo que 

dispongan los Tratados y Convenios internacionales que resulten de 

aplicación en cada caso en particular y en segundo término a lo 

determinado por el ordenamiento jurídico argentino, a partir de la 

sanción de la Ley Nº 25.750. 

Que idéntico criterio debe establecerse para la aplicabilidad del artículo 

29 de la Ley Nº 26.522. 

Que el cumplimiento de las obligaciones fiscales, laborales y sociales 

previstas en la Ley Nº 26.522, deberá acreditarse mediante la 

presentación de certificado de libre deuda expedido por la respectiva 

entidad recaudatoria. 
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Que en el caso de las asociaciones sin fines de lucro la acreditación de la 

viabilidad del proyecto deberá ser analizada de acuerdo a las 

características del contexto del emprendimiento. 

Que se consideraron los aportes de SAL —SOCIEDAD ARGENTINA DE 

LOCUTORES —, de la señora Roxana JARA, del señor Rodolfo 

GONZALEZ, de AMARC Argentina y de la señora Ursula BALESTRIERE. 

Que corresponde determinar que las personas de existencia ideal 

deberán acreditar la totalidad de la integración societaria hasta su 

última controlante, detallando el capital social y la cantidad de acciones 

o cuotas parte que tengan los socios en cada nivel. 

Que asimismo deberán establecerse los criterios que resultarán de 

aplicación cuando las controlantes finales sean sociedades que realizan 

oferta pública de acciones, toda vez que la prohibición es a las 

sociedades licenciatarias. 

Que debe asegurarse que los controles establecidos sean los suficientes 

para resguardar el adecuado cumplimiento de las disposiciones de la Ley 

Nº 26.522 y no su desnaturalización, por la utilización de mecanismos 

societarios y/o financieros. 

Que debe tenerse presente lo dispuesto por las NORMAS DE LA 

COMISION NACIONAL DE VALORES (N.T. 2001) aprobadas por la 

Resolución General Nº 368 de fecha 17 de mayo de 2001. 

Que las consideraciones previas resultan extensivas a lo dispuesto por el 

artículo 54 de la Ley Nº 26.522 en lo pertinente. 

Que respecto al artículo 30 de la presente Reglamentación, se han 

considerado los aportes de la ASOCIACION RADIODIFUSORES 

LICENCIATARIOS INDEPENDIENTES, de —COMESA— COOPERATIVAS 

PROVEEDORAS DE ENERGIA ELECTRICA de la PROVINCIA de BUENOS 

AIRES, de Jorge FULLANA, de Héctor Edgardo MASSAROTTI, de Verónica 

VILLANUEVA, de José Néstor TOLEDO - RED INTERCABLE, de las 

CONFEDERACIONES DE COOPERATIVAS Y MUTUALES de nuestro país, 

de la —COSITMECOS— CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES 

DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL, y de Horacio 

ARRECEYGOR —COMESA—. 
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Que se han definido aquellos elementos que procuran el interés de la 

población implementando una evaluación integral de dicho interés en la 

prestación del nuevo servicio, en consideración de factores como el 

fomento y/o difusión del entorno cultural local, los beneficios de la 

inversión que se realice en la zona, la creación de fuentes de trabajo en 

la localidad de prestación, y toda otra circunstancia donde se evidencie 

un beneficio para la comunidad local. 

Que se ha elaborado un procedimiento tendiente a evitar la 

consolidación de prácticas anticompetitivas y dar un debido proceso a 

las disposiciones del artículo 30 de la presente Reglamentación. 

Que a tales efectos, se ha previsto el deber de notificar cualquier 

solicitud de adjudicación de licencia de televisión por vínculo físico 

presentada por una asociación sin fines de lucro prestadora de servicios 

públicos, a los licenciatarios operativos de la localidad en la que dicha 

asociación realiza el pedido. 

Que en caso de presentarse oposición a una solicitud de licencia se 

extraerán copias del expediente y se remitirán a la Autoridad de 

Aplicación de la Ley Nº 25.156 para que expida el dictamen requerido 

por la Ley Nº 26.522. La presentación de oposiciones no implicará la 

suspensión del trámite pero el acto administrativo de otorgamiento 

quedará sujeto a las condiciones de adjudicación que dictamine la 

autoridad competente. 

Que las asociaciones sin fines de lucro prestadoras de servicios públicos 

deberán consignar mediante declaración jurada de inversiones, los 

costos correspondientes, las obras civiles e infraestructuras del servicio, 

equipamiento técnico, sistema radiante, antenas satelitales y todo otro 

elemento necesario para el desarrollo del sistema. 

Que deberán acreditar la titularidad de los equipamientos necesarios 

para instalar el servicio y del equipamiento electrónico a utilizar y de las 

torres y antenas, como asimismo su cálculo de estructura, planos del 

lugar físico de implementación del sistema, indicando obras civiles a 

realizar y su valorización. 

Que a los fines del inciso b) del artículo 30 de la Ley Nº 26.522 deberán 

presentar detalle de todos los servicios brindados por la asociación y 



23 
 

estados contables con informe de auditoría correspondientes a los DOS 

(2) últimos ejercicios económicos. 

Que se faculta a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— para ordenar auditorías 

integrales a fin de verificar la inexistencia de prácticas anticompetitivas 

y para requerir en caso de conflicto, a la Autoridad de Aplicación de la 

Ley Nº 25.156 que evalúe las circunstancias del caso, con especial 

atención a los modos de comercialización y etapas de expansión de la 

red sobre bienes propios. 

Que la Ley Nº 26.522 establece condiciones específicas a las sociedades 

que son titulares de servicios de comunicación audiovisual y que en el 

marco de la actividad que realizan y su carácter de interés público, 

están sometidas a un régimen particular y específico. 

Que si bien resulta subsidiaria la aplicación de la Ley Nº 19.550 (t.o. 

1984) y sus modificatorias, no se pueden invocar disposiciones de dicha 

ley para contravenir lo dispuesto por la Ley Nº 26.522. 

Que con el objeto de cumplir con el objetivo previsto en la Ley Nº 

26.522, de proveer a "...la construcción de una sociedad de la 

información y el conocimiento, que priorice la alfabetización mediática y 

la eliminación de las brechas en el acceso al conocimiento y las nuevas 

tecnologías...", debe consignarse que la expresión "otras actividades de 

comunicación", a las que refiere el artículo 31, inciso c) primera parte de 

la Ley Nº 26.522, posibilita, tal como lo permitía el régimen anterior, 

que los licenciatarios o permisionarios de servicios de comunicación 

audiovisual puedan realizar actividades de telecomunicaciones conforme 

las pautas previstas por el Decreto Nº 764 de fecha 3 de setiembre de 

2000 y sus modificatorias y complementarias. 

Que la precitada disposición tiende a incentivar la inversión en redes y la 

optimización en el uso de las redes ya existentes, redundando en claro 

beneficio a los usuarios y consumidores de estos servicios. 

Que la prestación de servicios de telecomunicaciones estará supedita a 

las disposiciones de los regímenes específicos aplicables en la materia, y 

sujeta a las limitaciones de la Ley Nº 26.522. 
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Que para la elaboración del artículo 32 de la presente Reglamentación 

se consideraron la propuestas de: ARAMI —ASOCIACION 

RADIODIFUSORES DE MISIONES— José TORRES; ARBIA – ASOCIACION 

DE RADIODIFUSORAS BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE LA 

REPUBLICA ARGENTINA; CO.RA.ME.CO CONFEDERACION DE RADIOS Y 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN DE ARGENTINA; CUMBRE 1410KHZ / 97.3 

MHZ DIRECTOR: Antonio AGÜERO; AATECO, LUCAS P. NAVARRO - FM 

FANTASIA 88.9 MHZ MAIPÚ MENDOZA; ARMICOBO ASOCIACION DE 

RADIOS Y MEDIOS INDEPENDIENTES COMUNITARIOS BONAERENSES; 

FARCO FORO ARGENTINO DE RADIOS COMUNITARIAS Néstor BUSSO, 

RADIO JOVEN 91.5 MHz. Alejandro SALINAS, SENSACION 100.5 MHz; 

COPITEC – CONSEJO PROFESIONAL DE INGENIERIA DE 

TELECOMUNICACIONES, ELECTRONICA Y COMPUTACION; LEON AM 

1480, FM 93.3, CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, 

AMARC ARGENTINA; COSITMECOS – CONFEDERACION SINDICAL DE 

TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL, RADIO 

MARÍA - Virginia Laura CAPITANELLI. 

Que se ha regulado el procedimiento de convocatoria a concurso 

público, a fin de garantizar el acceso a las licencias de los servicios de 

comunicación audiovisual. 

Que para evitar el dispendio de actividad administrativa, la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— 

deberá fijar períodos por año, durante los cuales se admitirá la 

presentación de las respectivas solicitudes. 

Que las presentaciones efectuadas fuera del término previsto para cada 

período, se deben tener como presentadas para el período posterior. 

Que quien hubiere solicitado la apertura de un concurso público y 

notificado de su convocatoria, no participare del mismo, debe ser pasible 

de ser inhibido para solicitar la apertura de un nuevo concurso por un 

tiempo determinado, a fin de desincentivar presentaciones inoficiosas. 

Que cuando corresponda que la licencia sea expedida por el PODER 

EJECUTIVO NACIONAL, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL remitirá las actuaciones del respectivo 

proyecto de decreto a los fines de completar la tramitación y examen de 

la misma previo al dictado del acto administrativo de adjudicación. 
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Que se faculta a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— para resolver sobre las 

características de los llamados a concursos públicos, en virtud de la 

disponibilidad de espectro y la incorporación de nuevas tecnologías. 

Que la incorporación de nuevas localizaciones radioeléctricas al Plan 

Técnico de frecuencias debe ser realizada en forma conjunta por la 

Autoridad de Aplicación en materia de telecomunicaciones y por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA —. 

Que no en todos los lugares existe disponibilidad de técnicos y/o 

ingenieros en condiciones de elaborar los informes técnicos pertinentes 

y que existen casos en que el costo de dichos informes encarecen 

excesivamente la tramitación de una licencia, tomando en consideración 

por ejemplo los costos de traslado del profesional a un zona de frontera. 

Que por ello, debe facultarse a la Autoridad de Aplicación a determinar 

los casos en que se admitirá que la acreditación de las condiciones 

técnicas de las emisoras sea efectuada mediante asesoría técnica de las 

universidades que se desempeñen en la región en que esté prevista la 

instalación de las estaciones. 

Que es necesario que la Autoridad de Aplicación celebre convenios de 

asistencia técnica que permitan la realización de las intervenciones 

profesionales de las mismas. 

Que se tomarán como base los datos poblacionales establecidos por el 

último Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas, elaborado por 

el INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y CENSOS (INDEC). 

Que en su carácter de Autoridad de Aplicación de la Ley Nº 26.522, y en 

cumplimiento de lo dictado por el artículo 12, inciso 7), los demás 

requisitos y modalidades de solicitud de la apertura de concursos e 

inclusión de frecuencias en el Plan Técnico serán establecidos por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

Que se han considerado las propuestas de ARAMI ASOCIACION 

RADIODIFUSORES DE MISIONES José TORRES Presidente; ARBIA - 

ASOCIACION DE RADIODIFUSORAS BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE 
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LA REPUBLICA ARGENTINA; CO.RA. ME.CO, CONFEDERACION DE 

RADIOS Y MEDIOS DE COMUNICACION DE ARGENTINA CUMBRE 

1410KHZ / 97.3 MHZ DIRECTOR: Antonio AGÜERO, AATECO, Lucas P. 

NAVARRO - FM FANTASIA 88.9 MHZ; ARMICOBO, FARCO —FORO 

ARGENTINO DE RADIOS COMUNITARIAS—, Néstor BUSSO, RADIO 

JOVEN 91.5 MHZ; LEON AM 1480, FM 93.3, Héctor Edgardo 

MASSAROTTI, CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, 

COSITMECOS —CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS 

MEDIOS DE COMUNICACION SOCIAL—; RED NACIONAL DE MEDIOS 

ALTERNATIVOS; Radio TUCURAL; Ismael Federico HUASCARRIAGA y 

RADIO MARÍA. 

Que con fundamento en el artículo 12, incisos 5), 7) y 10) de la Ley Nº 

26.522, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — debe considerar los requerimientos 

comunicacionales al momento de determinar los llamados a concurso 

público y determinar en cada caso, el valor de los pliegos atendiendo a 

la tipología del servicio a prestar en función de sus características 

técnicas y de si se trata de emisoras con o sin fines de lucro. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá llamar a concurso público destinado a 

Micro y Pequeñas Empresas. 

Que respecto al artículo 34 de la Ley N° 26.522 se han considerado las 

propuestas del SINDICATO DE PRENSA DE ROSARIO, Florencia 

SANJULIAN, y de FOPEA —FORO DE PERIODISMO ARGENTINO—. 

Que se ha considerado relevante incorporar dentro de los presupuestos 

para la adjudicación, aquellos que hacen a la producción de contenidos 

locales, lo que resulta coherente con lo dispuesto por el artículo 31 de la 

Ley N° 26.522, en cuanto establece dentro de los objetivos de la ley el 

fortalecimiento de acciones que contribuyan al desarrollo cultural, 

artístico y educativo de las localidades donde se insertan los servicios de 

comunicación audiovisual. 

Que en similar sentido se han definido criterios que importen pautas de 

evaluación que resultaran garantes de la pluralidad, el acceso 

democrático e igualitario a los servicios de comunicación audiovisual y el 
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aporte al desarrollo de la industria de contenidos que deviene de la 

capacitación de los trabajadores del sector. 

Que para la elaboración del artículo 35 de la presente Reglamentación, 

se han considerado los aportes de AMARC Argentina, contemplándose a 

tales efectos las particularidades económico financieras que condicionan 

a las asociaciones sin fines de lucro y a las Micro Empresas, con el 

objeto de eliminar los impedimentos de naturaleza económica para 

acceder al carácter de licenciatarios de este tipo de organizaciones. 

Que debe tenerse presente que uno de los objetivos propuestos por la 

Ley N° 26.522, es "La administración del espectro radioeléctrico en base 

a criterios democráticos y republicanos que garanticen una igualdad de 

oportunidades para todos los individuos en su acceso por medio de las 

asignaciones respectivas" (artículo 3°, inciso l). 

Que se han considerado las propuestas de la SAL —SOCIEDAD 

ARGENTINA DE LOCUTORES—, de la COSITMECOS —CONFEDERACION 

SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

SOCIAL— y de RADIO MARIA —Virginia Laura CAPITANELLI—. 

Que resulta adecuado establecer los requisitos que deben ser cumplidos 

por quienes soliciten autorizaciones. 

Que son requisitos mínimos una memoria descriptiva del proyecto 

técnico, a los fines de analizar la viabilidad técnica del proyecto y una 

propuesta cultural que dé constancia de las condiciones en que se 

propone cumplimentar los objetivos de la Ley N° 26.522 en cuanto a la 

satisfacción del derecho a la libertad de expresión, derecho a la 

información y a la comunicación; como asimismo a los valores de la 

diversidad, el pluralismo y al desarrollo de la sociedad de la información. 

Que deberá acreditarse la sustentabilidad del proyecto de la emisora a 

promover y de su infraestructura, y la producción propia, en las cuotas 

que establece la Ley N° 26.522. 

Que respecto al artículo 38 se han contemplado los aportes de la 

COSITMECOS —CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL—. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— definirá los procedimientos y condiciones para 
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el acceso a servicios satelitales y por suscripción de vínculo físico, en 

orden a lo dispuesto por el artículo 12, inciso 8) de la Ley N° 26.522. 

Que en lo concerniente al artículo 39 de la presente Reglamentación, se 

han considerado los aportes de la COSITMECOS —Confederación 

Sindical de Trabajadores de los Medios de Comunicación Social—. 

Que las emisiones regulares sólo comenzarán a partir de la habilitación 

que en tal sentido se dicte, y toda emisión previa a dicho acto, sólo será 

considerada emisión de prueba, sin posibilidad de publicidad. 

Que para la elaboración de la reglamentación del artículo 40 de la Ley 

N° 26.522, se han considerado los aportes de ARLIBA, FARCO, —FORO 

ARGENTINO DE RADIOS COMUNITARIAS—; SAL —SOCIEDAD 

ARGENTINA DE LOCUTORES—; SINDICATO DE PRENSA DE ROSARIO y 

COSITMECOS —CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS 

MEDIOS DE COMUNICACION SOCIAL—. 

Que la ley anteriormente vigente no diferenciaba en materia de duración 

de licencias a los servicios de radiodifusión y a los denominados 

servicios complementarios. 

Que tampoco son diferenciados por la Ley N° 26.522, que establece 

idénticos plazos de duración de la vigencia de los servicios de 

comunicación audiovisual, incluyan o no la utilización de espectro, como 

así tampoco hace distinción entre ellos la ley en los requisitos para su 

prórroga. 

Que se han establecido los lineamientos mínimos a los que debe 

ajustarse la tramitación de los pedidos de prórroga de licencias. 

Que se ha merituado que resulta razonable exceptuar de la realización 

de audiencias públicas, a los procedimientos de prórroga en las 

localidades de menos de TREINTA MIL (30.000) habitantes, y siempre 

que no se registre inscripción en el registro de interesados cuya 

apertura disponga al efecto la Autoridad de Aplicación. 

Que se han considerado los aportes del SINDICATO DE PRENSA DE 

ROSARIO, de la COSITMECOS y de la CONFEDERACION SINDICAL DE 

TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACION SOCIAL en 

relación al artículo 43 de la Ley N° 26.522. 
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Que al momento de la adjudicación de una licencia, se le exige al 

licenciatario la presentación de un proyecto técnico, en el que detalle la 

infraestructura y bienes que se afectarán al servicio de comunicación 

audiovisual, es decir que se utilizarán para hacer posible el desarrollo de 

la actividad comunicacional. 

Que estos son bienes esenciales, los que se considerarán como bienes 

afectados, toda vez que sin los mismos sería impensable brindar el 

servicio del que se trate. A título de ejemplo, un transmisor es 

imprescindible para operar una estación de radiodifusión sonora. 

Que según el tipo de servicio, es el pliego en virtud del cual se adjudica 

el que define los bienes esenciales, es decir aquellos que se reputarán 

afectados al servicio. 

Que estos bienes gozan de un privilegio particular, en defensa de los 

derechos, no solo del licenciatario que ejerce la actividad, sino también 

de los usuarios de dicho servicio, que de otra forma podrían ver 

comprometida la regular prestación del servicio por haberse alterado la 

situación de los bienes que conforman la infraestructura necesaria para 

su prestación. 

Que uno de los principios que informa el derecho de las comunicaciones 

es el interés social en la continuidad de la actividad, interés que prima 

sobre los intereses individuales. 

Que este interés se vería frustrado si por vía indirecta, esto es, privando 

a la licencia de sus bienes esenciales, se impidiese el desarrollo de la 

actividad comunicacional. 

Que los bienes afectados y la licencia son un todo inseparable, ya que 

no es posible el pleno ejercicio de la segunda, si se carece de los 

primeros. 

Que cabe considerar que los bienes constituyen un activo del que 

dispone el licenciatario. 

Que dicho activo se encuentra condicionado en su libre disposición toda 

vez que su alteración podría determinar la imposibilidad de prestar el 

servicio comunicacional, razón por la cual los licenciatarios deben 

solicitar a la Autoridad de Aplicación la autorización correspondiente 
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para ejercer sobre ellos actos de disposición, tales como su enajenación, 

prenda o hipoteca. 

Que es el licenciatario el que realiza un acto de disposición inicial al 

establecer que determinados bienes serán afectados a la prestación del 

servicio de comunicación audiovisual; y dicho acto de disposición, limita 

actos de disposición subsiguientes. 

Que frustraría el principio de continuidad de la actividad comunicacional, 

y por ende el interés público que existe sobre la misma, si se permitiese 

su venta, embargo, u otros actos tendientes a privar a la licencia del 

bien que necesita para su funcionamiento. 

Que el legislador ha protegido dichos bienes, sancionando con nulidad 

cualquier acto que en detrimento de los mismos sea realizado. Y lo ha 

hecho con el fin proteger la actividad comunicacional, que ha sido 

definida en el artículo 2° de la Ley N° 26.522, como una actividad de 

interés público. 

Que esta disposición tiene su antecedente directo en el artículo 63 de la 

Ley N° 22.285, por lo que la condición de afectación al servicio y su 

consecuente inembargabilidad, no es novedosa. 

Que debe considerarse que la Ley N° 22.285 requería la propiedad de 

toda la infraestructura y de los bienes afectados, por parte del titular de 

la licencia. 

Que los sucesivos pliegos de adjudicación fueron morigerando dicho 

requisito, admitiéndose que parte de la infraestructura o de los bienes 

fuesen de terceros, siempre que el licenciatario tuviese sobre los 

mismos un justo título que le permitiese su utilización y siempre que 

esto no implicase en la práctica el corrimiento o desnaturalización de la 

titularidad de la licencia. 

Que en cada caso y según el servicio del que se trate, se definirán las 

disposiciones que deberán contener los pliegos de adjudicación en 

cuanto a los criterios de aceptación de la utilización de infraestructura y 

bienes de terceros por parte del licenciatario. 

Que sea que se trate de bienes del licenciatario o de terceros, los 

mismos se considerarán esenciales en los términos y condiciones que 

para cada servicio determine su respectivo pliego de adjudicación y 
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serán objeto de las limitaciones previstas por el artículo 43 de la Ley N° 

26.522. 

Que con relación al artículo 44 de la presente Reglamentación, se han 

considerado las propuestas de la SAL; de la COSITMECOS —

CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE 

COMUNICACIÓN SOCIAL—; de Roxana JARA y de Rodolfo GONZALEZ 

SILPITUCIA. 

Que sin perjuicio de la casuística que en cada caso se recepta, es 

preciso delimitar claramente algunos supuestos en los que se configura 

la delegación de explotación. 

Que uno de los supuestos es otorgar exclusividad sobre los espacios 

publicitarios en más de la mitad de los espacios de publicidad. 

Que en atención a las obligaciones derivadas del artículo 65 de la Ley N° 

26.522 en materia de programación propia, debe entenderse que existe 

exclusividad cuando más del TREINTA POR CIENTO (30%) de los 

espacios de programación y/o emisión sea contratado por una persona 

física o jurídica distinta al licenciatario, permisionario o autorizado. 

Que tomando en consideración lo expresado en relación a los bienes 

afectados se establece que la sustitución de bienes afectados por bienes 

de un tercero sin la debida autorización y sin poseer sobre ellos justo 

título que autorice su utilización, podría tener como consecuencia una 

desnaturalización de la titularidad de las licencias. 

Que en relación al artículo 45 de la presente Reglamentación, 

corresponde señalar que se han considerado las propuestas de la 

COSITMECOS —CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS 

MEDIOS DE COMUNICACION SOCIAL— y de Juan Francisco BARRETO 

para DIRECTV. 

Que conforme el artículo 65, la Autoridad de Aplicación determinará los 

alcances territoriales y de población de las licencias. 

Que se ha considerado pertinente establecer que la unidad territorial 

para el alcance de una licencia es el territorio existente dentro de la 

demarcación de los límites de cada estado municipal o departamento. 
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Que en atención a las diferencias poblacionales y demográficas 

existentes en el territorio de la REPUBLICA ARGENTINA, resulta 

adecuado establecer que el criterio antes señalado puede flexibilizarse 

para contemplar unidades productivas mayores a la del departamento o 

municipio, mediante la figura de la extensión de la licencia en caso de 

zonas colindantes con menor densidad demográfica que la del área de 

procedencia, previa solicitud explícita en tal sentido y con la obligación 

de contar con un canal propio por localidad o la posibilidad de operar 

una señal regional si se dieran las condiciones de población previstas 

por el artículo 65, inciso 3. c) de la Ley N° 26.522. En estos supuestos 

las extensiones pasarán a formar parte de la licencia. 

Que en relación a las licencias ya existentes se mantendrá la asignación 

territorial adjudicada a las mismas y a sus extensiones autorizadas, si 

las hubiere. 

Que las licencias, más sus extensiones autorizadas, serán consideradas 

como una unidad territorial servida por una licencia, debiendo ajustarse 

a lo dispuesto por el artículo 65, inciso 3. c) de la Ley N° 26.522 o la 

posibilidad de operar una señal regional si se dieran las condiciones de 

población previstas por dicha norma. 

Que en base a los criterios señalados deberá efectuarse el cálculo de las 

VEINTICUATRO (24) licencias de servicios por suscripción con vínculo 

físico y del máximo de mercado del TREINTA Y CINCO POR CIENTO 

(35%) previstos en el artículo 45 de la Ley N° 26.522. 

Que a fin de determinar el TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) 

previsto en el artículo 45 de la Ley N° 26.522, el mercado de televisión 

por suscripción, se considerará uno a nivel nacional, es decir sobre el 

total de abonados en las diferentes modalidades. 

Que el artículo 45 citado constituye una de las herramientas previstas 

por el legislador para promover y estimular la competencia y la 

inversión en el sector, como así también prevenir y desalentar las 

prácticas monopólicas, las conductas anticompetitivas, predatorias y/o 

de abuso de posición dominante, dotando a la Autoridad de Aplicación 

de facultades en la materia. 

Que en este sentido, se ha facultado a la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL para establecer 
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condiciones para garantizar la competitividad entre las diferentes formas 

de prestación de servicios de televisión por suscripción y para 

determinar las condiciones de distribución de la señal de generación 

propia a otras plataformas o servicios. 

Que en relación al artículo 47 de la presente Reglamentación se han 

considerado las propuestas de Héctor Edgardo MASSAROTTI y de 

ASOCIACION GSM – Sebastian M. CABELLO. 

Que lo preceptuado por el legislador en el artículo 47 de la ley, es una 

hipótesis de trabajo hacia el futuro, en atención a que futuros 

desarrollos tecnológicos permitan una mejor utilización de los recursos, 

sean espectro, infraestructura u otros, aplicados a los servicios de 

comunicación audiovisual. 

Que a tales efectos se ha establecido un sistema de evaluación de las 

nuevas tecnologías en relación a los servicios existentes. 

Que debe contemplarse la evolución de los servicios previstos en la Ley, 

a saber: televisión abierta, televisión por suscripción, radiodifusión 

sonora, y las nuevas tecnologías, en virtud de lo cual corresponde la 

realización de DOS (2) informes anuales. 

Que en relación al artículo 49 de la presente Reglamentación, debe 

considerarse la imposibilidad de prever las zonas de vulnerabilidad 

social, toda vez que dicha condición puede ser sobreviniente, por 

ejemplo debido al acaecimiento de un desastre natural y por ello, a los 

fines de su determinación será la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— la que deberá establecer 

criterios debidamente fundados para considerar una localidad como zona 

de vulnerabilidad social. 

Que se han considerado las propuestas formuladas por Héctor Edgardo 

MASSAROTTI, Marcos SALOMÓN y de la COSITMECOS - 

CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE 

COMUNICACIÓN SOCIAL para la elaboración de la reglamentación del 

artículo 50 de la Ley N° 26.522. 

Que la extinción de la licencia por el vencimiento de los plazos del 

artículo 50, inciso a) de la Ley en cuestión, se producirá de pleno 
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derecho, por el mero transcurso del tiempo y el acto que así lo disponga 

tendrá efectos declarativos y retroactivos a la fecha del vencimiento. 

Que vencido el plazo de la licencia o su prórroga, el licenciatario podrá 

continuar con las emisiones regulares en las mismas condiciones de 

adjudicación, hasta tanto la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— disponga el cese de las 

emisiones o las medidas transitorias de continuidad del servicio a las 

que se refiere el artículo 50, última parte, de la Ley N° 26.522. 

Que se requiere resolución judicial firme para configurar la causal de 

extinción de la licencia por la incapacidad del licenciatario o su 

inhabilitación en los términos del artículo 152 bis del Código Civil de la 

Nación. Idéntica consideración debe realizarse a los fines de la causal de 

extinción de licencia derivada de la quiebra del licenciatario, prevista en 

el artículo 50 inciso g) de la Ley N° 26.522. 

Que en relación a la renuncia a que se refiere el artículo 50, inciso e), de 

la Ley N° 26.522, la misma constituye un acto de disposición, y por ello 

deberá formularse a través de la firma del licenciatario o su 

representante legal, que acredite la documentación de la cual surgen 

sus facultades y mandato suficientes para tal acto debidamente 

certificada, e importará asimismo la renuncia al conjunto de la actividad 

económica del área de prestación. 

Que en el caso de extinción de una licencia, el pliego del respectivo 

concurso público otorgará un puntaje adicional a aquellas solicitudes y 

propuestas presentadas que contemplen la continuidad del personal de 

la antecesora en la explotación del servicio de que se trate. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá además establecer para dicho concurso 

público, dentro de los criterios de evaluación de solicitudes y 

propuestas, el otorgamiento de un puntaje adicional, para el caso de la 

compra de los bienes afectados a dicho servicio por parte del oferente al 

respectivo concurso público, previa tasación de los bienes afectados 

aceptada por su titular. 

Que debe considerarse que la Ley N° 26.522 establece como uno de los 

principios en materia de servicios de comunicación audiovisual el de la 



35 
 

continuidad de la prestación, con prescindencia de las contingencias que 

pudiesen afectar a la licencia. 

Que además la ley protege especialmente a los trabajadores del sector y 

reconoce la necesidad de resguardar sus fuentes de trabajo. 

Que por ello determina a ambos fines la posibilidad de establecer 

medidas transitorias cuyo objetivo final es dar efectivo cumplimiento a 

los principios antes señalados. 

Que resulta adecuado establecer los criterios básicos aplicables a las 

medidas transitorias determinadas para la continuidad de las emisiones. 

Que la oportunidad para su adopción es al momento de dictarse la 

extinción de la licencia, o cuando se haya producido por parte de su 

titular el abandono de la emisora. 

Que excepcionalmente deben contemplarse las situaciones en las que se 

encuentre en peligro la normal prestación del servicio del que se trate. 

Que la Autoridad de Aplicación, podrá por resolución fundada y a los 

fines de la continuidad del servicio, designar un delegado administrador 

con las facultades necesarias para el cumplimiento de dichos fines. 

Que en estos casos, la explotación se realizará bajo el nombre de 

fantasía de la identificación técnica de la emisora constituyéndose un 

fondo de afectación específico a tal efecto y se dispondrán las medidas 

necesarias para preservar las fuentes de trabajo hasta una nueva 

adjudicación. 

Que la prestación de tareas por parte de los trabajadores no deberá 

importar su absorción como personal dependiente del Estado en general 

o de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— en particular por ningún título legal o 

contractual. 

Que en caso de quiebra, la Autoridad de Aplicación propondrá la 

designación del delegado administrador al tribunal interviniente para 

que proceda a la misma en las condiciones que corresponda entender, 

por aplicación del principio de continuidad de la explotación prevista en 

el artículo 50, último párrafo, de la Ley N° 26.522. 
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Que el término de suspensión injustificada de las emisiones, establecido 

en el artículo 50, inciso j), de la Ley N° 26.522, se deberá computar y 

acumular por cada día de suspensión injustificada, en el plazo de UN (1) 

año calendario. 

Que la extinción de la licencia prevista en el artículo 50 de la Ley N° 

26.522, cualquiera fuere el supuesto, será precedida de los 

procedimientos previstos en el Título VI de la referida ley, a los fines de 

garantizar el debido proceso adjetivo. 

Que la Ley N° 26.522 ha establecido en su artículo 53 que serán nulas 

las decisiones adoptadas en las reuniones o asambleas de socios en las 

que no hayan participado, exclusivamente, aquellos reconocidos como 

tales por la Autoridad de Aplicación. 

Que en función de ello se ha establecido el procedimiento de carácter 

preventivo, tendiente a evitar las nulidades sobrevinientes de decisiones 

societarias adoptadas con participación de socios no autorizados, 

mediante el cual la Autoridad de Aplicación podrá constatar la 

participación de socios autorizados en las asambleas de las sociedades 

titulares de servicios de comunicación audiovisual. 

Que conforme el artículo 12, inciso 12) de la Ley N° 26.522, la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA— es la autoridad competente a los fines de fiscalizar y verificar 

el cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley y los 

compromisos asumidos por los prestadores de los servicios de 

comunicación audiovisual y radiodifusión en los aspectos técnicos, 

legales, administrativos y de contenidos, por lo que a ella corresponde la 

facultad de implementar el registro al que se refiere el artículo 56 de la 

norma precitada y establecer las modalidades y requisitos para su 

presentación al mismo. 

Que el artículo 57 de la Ley N° 26.522 establece la obligación de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA— de llevar actualizado, con carácter público, el REGISTRO 

PUBLICO DE LICENCIAS Y AUTORIZACIONES. 

Que corresponde determinar los datos básicos que deberán consignarse 

en el precitado registro, sin perjuicio de las facultades en la materia 
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atribuidas a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Que a efectos del REGISTRO PUBLICO DE SEÑALES Y PRODUCTORAS 

previsto en el artículo 58 de la Ley N° 26.522, se dispone la 

actualización anual del mismo, en las condiciones que determine la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA—; para lo cual se deberá acreditar el mantenimiento de las 

condiciones requeridas. 

Que en cuanto al REGISTRO PUBLICO DE AGENCIAS DE PUBLICIDAD Y 

PRODUCTORAS PUBLICITARIAS previsto en el artículo 59 de la Ley N° 

26.522, se ha dispuesto la registración de las mismas ante la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

Que los licenciatarios o autorizados a prestar los servicios regulados en 

la ley podrán difundir avisos publicitarios de cualquier tipo provenientes 

de anunciantes que los contraten en forma directa teniendo en 

consideración la propuesta de la CAMARA ARGENTINA DE 

ANUNCIANTES. 

Que por su parte la COSITMECOS entiende que corresponde considerar 

excluidos de la obligación los casos de promociones propias de los 

prestadores de servicios de comunicación audiovisual cursada o pautada 

por terceros registrados. 

Que ambas propuestas se ajustan a criterios de razonabilidad. 

Que en relación a los artículos 62 y 63 de la Ley N° 26.522, se han 

considerado las propuestas de ARLIBA, ARBIA, CO.RA. ME.CO., Antonio 

AGÜERO, Lucas NAVARRO, ARMICOBO, Alejandro SALINAS, Sergio 

Damián MARTINEZ TURK, Orlando Rolando CASTILLO, SINDICATO DE 

PRENSA DE ROSARIO y de la COSITMECOS. 

Que la reglamentación de los artículos 62 y 63 de la Ley N° 26.522, 

debe contemplar que a los efectos de la constitución de redes el titular 

y/o representante legal de una de las estaciones involucradas deberá 

adjuntar copia certificada y con fecha cierta del convenio o contrato de 

creación de red, en la cual se determinen: a) La(s) estación(es) 

cabecera(s); b) Las emisoras integrantes de la red; c) Tipo de 
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prestador; d) El plazo de la contratación; e) Los porcentajes de 

retransmisión; f) Los horarios de transmisión simultánea; g) La 

programación a retransmitir; h) La programación de cada emisora; y 

otros requisitos, establecidos en forma expresa y mediante resolución 

fundada. 

Que cuando se autorice la transmisión en red, la Autoridad de Aplicación 

determinará el límite de cantidad de horas de red, en cada caso, para lo 

cual atenderá a que la cantidad de horas de programación a ser 

preservada para ser emitida de origen, por cada estación, incluya 

SESENTA (60) minutos en el HORARIO CENTRAL, además del servicio 

informativo propio. 

Que se entiende por HORARIO CENTRAL, la banda horaria entre las 

19.00 y las 23.00 para televisión, y de 07.00 a 10.00 horas y de 19.00 a 

22.00 horas para radiodifusión sonora. 

Que con el fin de garantizar el ejercicio del derecho de los habitantes al 

acceso a la información pública, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, mediante resolución 

fundada, podrá autorizar otros porcentajes de programación en red o 

vinculación de emisoras de diverso tipo o clase de servicio, en atención 

a las circunstancias de cada caso. 

Que las autorizaciones se extenderán por el plazo de UN (1) año y serán 

renovables en forma anual a solicitud de los interesados. 

Que existen cabeceras múltiples cuando al menos TRES (3) estaciones 

de la red propuesta no sean titulares de más del SESENTA POR CIENTO 

(60%) de los derechos de la programación que las vincula. 

Que serán acontecimientos de interés relevante los que defina el 

CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION AUDIOVISUAL por aplicación del 

artículo 15 de la Ley N° 26.522. 

Que los hechos que tengan carácter noticioso y no sucedan de modo 

habitual ni previsiblemente, quedan exceptuados de la tramitación de la 

definición o calificación como tales por el CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Que respecto al artículo 65 de la presente Reglamentación, se han 

considerado las propuestas de Alejandra TORRES; FORO DE 
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COMUNICACION PUNTANO; ASOCIACION ARGENTINA DE ACTORES; 

S.R.T. S.A. MULTIMEDIO - SERVICIOS DE RADIO Y TELEVISION DE LA 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE CORDOBA; ARBIA —ASOCIACION DE 

RADIODIFUSORAS BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE LA REPUBLICA 

ARGENTINA—; CO.RA.ME.CO. —CONFEDERACION DE RADIOS Y 

MEDIOS DE COMUNICACION—; CUMBRE 1410KHZ / 97.3 MHZ; 

AATECO; Lucas P. NAVARRO - FM FANTASIA 88.9; ARMICOBO —

ASOCIACION DE RADIOS Y MEDIOS INDEPENDIENTES COMUNITARIOS 

BONAERENSES —; FARCO —FORO ARGENTINO DE RADIOS 

COMUNITARIAS—; - RADIO JOVEN 91.5 MHZ; Andrés WURSTEN, 

Gonzalo ANDRES, SENSACIÓN 100.5 MHZ; LEON AM 1480, AMARC 

Argentina, y de la COSITMECOS —CONFEDERACION SINDICAL DE 

TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACION SOCIAL—. 

Que a los fines del cumplimiento de las cuotas de música independiente 

en las zonas rurales, de baja densidad demográfica y/o de difícil acceso 

a los autores, compositores e intérpretes que la producen y ejecutan, los 

interesados deberán proveer lo necesario para ofrecer un listado de las 

obras disponibles y facilitar los modos de disposición a través de las 

sociedades de gestión correspondientes. 

Que la promoción de contenidos locales, debe tener por objetivo no sólo 

el acceso a la información por parte de los usuarios de los servicios de 

comunicación audiovisual, sino también dar acabado cumplimiento a lo 

dispuesto como objetivos para los servicios de comunicación 

audiovisual, dentro de los cuales el legislador estableció: la promoción 

de la expresión de la cultura popular y el desarrollo cultural, educativo y 

social de la población; el fortalecimiento de acciones que contribuyan al 

desarrollo cultural, artístico y educativo de las localidades donde se 

insertan; el desarrollo equilibrado de una industria nacional de 

contenidos que preserve y difunda el patrimonio cultural y la diversidad 

de todas las regiones y culturas que integran la Nación (artículo 3°, 

inciso f), inciso k), inciso j) en lo pertinente e inciso l). 

Que en virtud de este mandato debe asegurarse la promoción de 

contenidos de toda índole. 

Que por ello, y sin perjuicio de la libertad de programación del prestador 

del servicio de comunicación audiovisual y de la real duración de los 

servicios de noticieros a los efectos del cálculo de la producción local, la 
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imputación de tales espacios informativos a ese porcentaje mínimo de 

producción propia no podrá superar el CINCUENTA POR CIENTO (50%) 

de ese subtotal, considerado por cada media jornada de emisión, a fin 

de promover otro tipo de realizaciones de contenidos o programas. 

Que se exceptuará de tal obligación a los canales temáticos. 

Que los servicios de televisión por suscripción no podrán reducir la 

cantidad de señales por debajo del número de señales propuestas al 

momento de la adjudicación, toda vez que ello atentaría contra la 

pluralidad de contenidos que busca promover la Ley N° 26.522. 

Que la ley dispone que los servicios de televisión por suscripción 

ordenen su grilla de programación de forma tal que todas las señales 

correspondientes al mismo género se encuentren ubicadas en forma 

correlativa y dando prioridad a las señales locales, regionales y 

nacionales y a aquellas señales destinadas a programas infantiles, 

educativos e informativos. 

Que a tales efectos se faculta a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— para que dicte las 

medidas pertinentes para el cumplimiento de esta disposición y para 

modificar o actualizar el régimen de ordenamiento de la grilla de 

programación y para autorizar el apartamiento de las disposiciones 

contendidas en el mismo, si se acreditan razones de fuerza mayor que 

así lo requieran. 

Que como criterios mínimos para el ordenamiento de la grilla deberían 

consignarse que las grillas de programación de los sistemas de 

televisión por suscripción deberán incluir a las señales inscriptas en el 

Registro Público de Señales y Productoras en el género 

Periodísticas/Noticias, a los fines de propender al más amplio acceso a la 

información por parte de sus usuarios. 

Que si no existiese acuerdo de retransmisión por cuestiones económicas 

entre el titular de cualquiera de las señales Periodísticas/Noticias y el 

titular del servicios de comunicación audiovisual, este último no podrá 

excusarse de retransmitir la señal si la misma le es entregada por su 

titular sin cargo. 
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Que también deberá ordenarse la ubicación de la señal de producción 

propia, la ubicación de las señales generadas por RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO y otras señales donde el ESTADO 

NACIONAL sea parte y de las señales locales de televisión abierta, 

ubicadas en la zona de distribución del servicio. 

Que para la retransmisión por parte de los servicios por suscripción de 

las señales de televisión abierta que se encuentren en su área de 

cobertura, las mismas deberán ser proporcionadas en los formatos y con 

las tecnologías con las que son generadas, no pudiendo establecerse 

distinción o exclusividad al respecto. 

Que las emisiones de televisión abierta, la señal local de producción 

propia en los sistemas por suscripción y los programas informativos, 

educativos, culturales y de interés general de producción nacional, 

deben incorporar medios de comunicación visual adicional en el que se 

utilice subtitulado oculto (closed caption), lengua de señas y audio 

descripción, para la recepción por personas con discapacidades 

sensoriales, adultos mayores y otras personas que puedan tener 

dificultades para acceder a los contenidos. 

Que se define como subtitulado oculto (closed caption), al dispositivo 

adicional de cuadros de texto localizados en la pantalla que reproducen 

visualmente los sonidos, efectos sonoros, música, diálogos y los 

mensajes hablados que acompañan a las imágenes que se emiten. El 

mismo no resulta de aplicación para la programación donde el contenido 

de audio se encuentre impreso sobre la pantalla y los programas de 

música instrumental. 

Que se define como Lengua de Señas Argentina, a la lengua natural de 

expresión y configuración gesto-espacial y percepción visual o incluso 

táctil utilizada por personas con discapacidad auditiva. 

Que se entiende como Audiodescripción para personas con discapacidad 

visual, a la programación auditiva secundaria donde se narran sucesos y 

escenarios que no son reflejados en el diálogo de escena. 

Que se especifica como Audiodescripción para personas con 

discapacidad intelectual a la programación auditiva secundaria cuyo 

contenido es transmitido en "lenguaje simplificado" (lenguaje con 

estructura gramatical básica, no extensa y sin términos técnicos). 
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Que los programas que deberán audiodescribirse bajo esta última 

modalidad serán programas informativos, de servicios públicos e 

institucionales. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— establecerá las condiciones de progresividad 

en la implementación de los distintos sistemas, los que deberán ser 

incluidos en la totalidad de la programación. 

Que la efectiva aplicación de los sistemas de subtitulado oculto (closed 

caption), de la audio descripción (visual e intelectual) y de la Lengua de 

Señas Argentina, refleja el compromiso de la REPUBLICA ARGENTINA en 

colaborar de manera efectiva en el desarrollo de medios y recursos 

diseñados para facilitar o promover la vida independiente, 

autosuficiente, y la integración total a la sociedad, en condiciones de 

igualdad, de personas con discapacidad. 

Que realizaron aportes la ASOCIACION ARGENTINA DE SORDOS, la 

CONFEDERACION ARGENTINA DE SORDOS (CAS), la FEDERACION 

ARGENTINA DE INSTITUCIONES DE CIEGOS Y AMBLÍOPES (FAICA), la 

RED POR LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

(REDI), la COMISION DE DISCAPACIDAD DEL CONSEJO CONSULTIVO 

DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, 

COMERCIO INTERNACIONAL Y CULTO y especialistas en accesibilidad 

digital y FARCO; los que han solicitado la implementación del subtitulado 

oculto, la audiodescripción para personas con discapacidad visual, la 

audiodescripción para personas con discapacidad intelectual, y la 

implementación de la Lengua de Señas Argentina. 

Que la presente reglamentación establece que la implementación de las 

mismas, deberá realizarse con tecnología de última generación, a los 

efectos de garantizar servicios de calidad, conforme a las buenas 

prácticas internacionales. 

Que la normativa dispuesta para dichos fines, exige el cumplimiento por 

parte de los radiodifusores, de una cantidad de horas diarias de 

programación; ampliándose dicha obligatoriedad en forma progresiva. 

Que la medida se promueve, en consonancia con lo establecido en el 

artículo 5° inciso b) del ANEXO de la Resolución de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas N° 48/96, el que dispone que los Estados deben 
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elaborar estrategias para que los servicios de información y 

documentación sean accesibles a diferentes grupos de personas con 

discapacidad. Asimismo se establece que con la finalidad de 

proporcionar el acceso a la información deben utilizarse tecnologías 

apropiadas, para el acceso a la información oral a las personas con 

deficiencias auditivas o dificultades de comprensión. 

Que el PODER EJECUTIVO NACIONAL, respondiendo a lo prescripto en el 

artículo 3° de la Convención Interamericana para la Eliminación de 

Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con 

Discapacidad, pone en ejecución las medidas necesarias para eliminar la 

discriminación contra las personas con discapacidad. 

Que la reglamentación propuesta para artículo 66 de la Ley N° 26.522, y 

su efectiva aplicación, reconoce la importancia de la accesibilidad al 

entorno físico, social, económico y cultural, a la salud y la educación y a 

la información y las comunicaciones, para que las personas con 

discapacidad puedan gozar plenamente de todos los derechos humanos 

y las libertades fundamentales, permitiéndoles vivir en forma 

independiente, propiciando así su plena participación en todos los 

aspectos de la vida de nuestra sociedad. Tal es uno de los objetivos de 

la Ley N° 26.522, en cuanto establece en su artículo 3°, inciso n) el 

deber de garantizar el derecho de acceso a la información y a los 

contenidos de las personas con discapacidad. 

Que la cuota de pantalla que establece el artículo 67 de la Ley N° 

26.522, para ser efectiva, debe establecer la obligatoriedad de que la 

exhibición sea en horario de gran audiencia. 

Que para evitar que en un solo trimestre se estrenen la mayor parte de 

las películas adquiridas, en perjuicio de las grillas de los otros 

trimestres, se distribuirán los estrenos por trimestre. 

Que la presente establecerá un registro en cabeza del INSTITUTO 

NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES —INCAA— que tiene por 

finalidad poner en conocimiento de los adquirentes las películas y los 

telefilmes en condiciones de ser adquiridos. 

Que se fija la obligatoriedad del pago en aportes dinerarios durante la 

producción de la obra que se adquiere, para que la adquisición forme 

parte del presupuesto de realización del audiovisual. 
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Que se establece una obligación de información de cantidad y precio de 

las películas adquiridas. 

Que se establece la obligatoriedad de reserva de titularidad de la 

producción audiovisual en al menos un CINCUENTA Y UNO POR CIENTO 

(51%) de los derechos autorales y de los derechos de comercialización. 

Que se han considerado los aportes de RADIO MARÍA —Virginia Laura 

CAPITANELLI —, en la reglamentación del artículo 68, tendientes a la 

protección de niñas, niños y adolescentes. 

Que al inicio del horario establecido como apto para todo público y a su 

finalización, deberá emitirse claramente, en forma escrita y oral, la 

leyenda "A PARTIR DE ESTE MOMENTO COMIENZA EL HORARIO APTO 

PARA TODO PUBLICO", y "A PARTIR DE ESTE MOMENTO FINALIZA EL 

HORARIO APTO PARA TODO PUBLICO", respectivamente. 

Que para la identificación visual de la calificación, en el caso de 

largometrajes y/o telefilmes, será de aplicación lo dispuesto por la 

Resolución INCAA N° 1045 del 30 de mayo de 2006, modificada por su 

similar N° 750 del 9 de mayo de 2007. 

Que de manera previa a la difusión de flashes o avances informativos, 

contenidos noticiosos o de alto impacto que puedan vulnerar los 

principios de protección al menor en horarios no reservados para público 

adulto, se deberá insertar la leyenda: "ATENCION, CONTENIDO NO 

APTO PARA NIÑAS, NIÑOS O ADOLESCENTES." 

Que se establece el mínimo de TRES (3) horas diarias de la 

programación de los servicios televisivos abiertos para ser destinadas a 

contenidos especialmente dedicados a niños, niñas y adolescentes. Que 

se ha definido con mayor precisión los alcances de la participación de 

niños y niñas menores de DOCE (12) años en programas que se emitan 

luego de las 22.00 horas, considerando tales a las actuaciones, 

demostraciones de destrezas, habilidades, representaciones artísticas o 

cualquier tipo de actividad en las que niños y/o niñas participen o 

realicen durante su desarrollo, debiendo indicarse en forma explícita, si 

el programa ha sido grabado o se emite en vivo. 

Que respecto al artículo 69, debe considerarse acceso restringido 

cuando el mismo no es posible en forma inmediata, sino que entre el 
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usuario de dicho servicio y el contenido al que se pretende acceder, 

existe un protocolo específico, una suerte de obstáculo que intermedia 

entre el contenido y el usuario. 

Que a los efectos de la difusión de la información referida a la donación 

y/o transplante de órganos humanos a través de los servicios de 

comunicación audiovisual, la presente reglamentación dispone que no 

podrán facilitarse ni divulgarse informaciones que permitan la 

identificación del donante y/o del receptor de órganos humanos; 

destacándose que la promoción de la donación u obtención de órganos o 

tejidos humanos se realizará siempre de forma general, prohibiéndose la 

difusión de información de la donación de órganos o tejidos en beneficio 

de personas concretas, o de centros sanitarios o instituciones 

determinadas. 

Que el artículo 72 de la Ley N° 26.522 establece que los titulares de 

licencias y autorizaciones de servicios de comunicación audiovisual 

deberán observar determinadas obligaciones. 

Que entre las obligaciones que prevé la presente reglamentación, se 

encuentran las destinadas a la atención de clientes y usuarios, 

debiéndose proporcionar a éstos, la información completa y detallada 

acerca de todas las características de los servicios ofrecidos, y el precio 

de los mismos, de corresponder; requiriéndose a los prestadores de 

servicios de comunicación audiovisual por suscripción a título oneroso, 

entre otros aspectos, la obligatoriedad de garantizar la transparencia del 

precio del abono o suscripción que apliquen a cada uno de los servicios 

brindados a sus clientes, y de brindar a los clientes, la facturación 

detallada de la totalidad de los cargos por los servicios que presten, 

incluidas las promociones y cargos por venta o locación de equipos 

terminales, si los hubiere. 

Que con carácter obligatorio, los titulares deben llevar los libros de 

Registro de Transmisiones, de Guardia de Operadores de Estudio, y de 

Guardia de Operadores de Planta Transmisora. Asimismo, los 

prestadores tienen la obligación de brindar gratuitamente el servicio 

para el monitoreo de las emisiones, en forma inmediata al requerimiento 

fehaciente de la Autoridad de Aplicación. 
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Que se ha establecido el plazo de reserva o mantenimiento de las 

grabaciones, desde que se produjera la emisión, mediante la tecnología 

adecuada para su conservación; como así también, que dicho material 

esté disponible para su entrega a requerimiento de la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Que los prestadores de servicios de comunicación audiovisual deberán 

asegurar el cumplimiento de las normas y especificaciones técnicas en 

materia de equipos y aparatos de radiodifusión y telecomunicaciones 

empleados y de los requisitos técnicos que en cada caso resulten 

aplicables como así también de las reglas del buen arte y las calidades 

de servicio establecidas por las reglamentaciones vigentes, las que 

serán brindadas en condiciones de calidad y eficiencia, según los 

parámetros exigidos por la Autoridad de Aplicación. 

Que se han considerado al respecto las propuestas de Lorena TELLO, 

TAP —TELEVISION ASSOCIATION OF PROGRAMMERS LATIN AMERICA—, 

CAPPSA (Cámara de Productores y Programadores de Señales 

Audiovisuales), TELEFE y ATA. 

Que los mecanismos tendientes a la implementación del Abono Social, 

deben atender las diferentes realidades socioeconómicas, demográficas 

y de mercado, facultándose en este sentido, a la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, a que 

pueda convocar a audiencias públicas regionales, disposición que resulta 

de las consideraciones realizadas en base a las propuestas de ARBIA, 

CORAMECO, AATECO, y ARMICOBO. 

Que el ordenamiento jurídico en su conjunto debe ser armónico, por lo 

que debe adecuarse lo dispuesto en el artículo 74 a los preceptos y 

normas de la Ley N° 26.571 que regula la publicidad electoral en los 

servicios de comunicación audiovisual, estableciéndose que la misma no 

será computada como tiempo de publicidad. 

Que debe incluirse en la obligación de la difusión de la cadena nacional a 

las señales nacionales inscriptas en el género Periodísticas/ Noticias. 

Que al respecto debe considerarse lo expresado en oportunidad de 

analizar la colegiación obligatoria de periodistas, por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva N° 

5/1985: "La libertad de expresión es una piedra angular en la existencia 
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misma de una sociedad democrática. Es indispensable para la formación 

de la opinión pública. Es también conditio sine qua non para que los 

partidos políticos, los sindicatos, las sociedades científicas y culturales, y 

en general, quienes deseen influir sobre la colectividad puedan 

desarrollarse plenamente. Es, en fin, condición para que la comunidad, a 

la hora de ejercer sus opciones, esté suficientemente informada. Por 

ende, es posible afirmar que una sociedad que no está bien informada 

no es plenamente libre". 

Que ha dicho la doctrina respecto al derecho de acceso a la información 

que: "Un segundo abordaje de las posibilidades de conceptualización de 

la información parte de su consideración ya no como presupuesto de 

ejercicio de un derecho individual, sino de su carácter de bien público o 

colectivo. En este sentido, la tematización de la información no se limita 

a las dimensiones de tipo individual, sino que cobra un marcado carácter 

público o social. Funcionalmente, este carácter público o social tiende a 

relevar el empleo instrumental de la información no como —o no sólo 

como— factor de autorrealización personal, sino como mecanismo o 

andamiaje de control institucional, tanto frente a autoridades públicas 

como frente a particulares cuya situación de poder de injerencia o 

inducción permite la determinación de conductas de otros particulares o 

su misma subordinación." (EL ACCESO A LA INFORMACION COMO 

DERECHO – Victor ABRAMOVICH/Christian COURTIS, Anuario de 

Derecho a la Comunicación; Año 1 Vol. 1 (2000); Editorial Siglo XXI, 

Buenos Aires). 

Que conforme las previsiones del Decreto N° 1792/83, se estima 

necesario, a los efectos de la información de la hora oficial, que las 

emisoras de televisión abierta dispongan en la parte inferior de la 

pantalla durante los espacios de programación, la hora oficial en los 

términos previstos en dicha norma. 

Que en relación a las estaciones de radiodifusión sonora, se deberá 

requerir que informen la hora oficial DOS (2) veces por hora, en forma 

tal que se pueda identificar la información suministrada. 

Que en relación al Título III, Capítulo VII de la Ley N° 26.522, relativo al 

derecho al acceso a los contenidos de interés relevante se ha procedido 

a ordenar el procedimiento para la determinación de los eventos 

considerados como de interés relevante por parte del CONSEJO 
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FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL y se ha establecido la 

facultad de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— para determinar las condiciones de emisión de 

dichos eventos. 

Que se han dispuesto las pautas y procedimientos mínimos a los que 

debe ajustarse la transmisión de un evento calificado como de interés 

relevante. 

Que al respecto debe tenerse en cuenta que el objetivo del Capítulo 

mencionado es asegurar la transmisión por servicios de televisión 

abierta de los eventos a los que se les ha atribuido el carácter precitado. 

Que para la elaboración de la propuesta de reglamentación del artículo 

81, se han considerado las presentaciones de BRISUELA CÁCERES, 

Héctor Edgardo MASSAROTTI, el CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, SAL —SOCIEDAD ARGENTINA DE 

LOCUTORES—, COSITMECOS - CONFEDERACION SINDICAL DE 

TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACION SOCIAL, CAPPSA 

—CAMARA DE PRODUCTORES Y PROGRAMADORES DE SEÑALES 

AUDIOVISUALES—, y Christian Pablo LAGE. 

Que los tiempos para la difusión de publicidad serán computados desde 

el inicio de la programación diaria comunicada a la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, 

o la que ésta constate en virtud del monitoreo de las emisiones. 

Que la publicidad deberá emitirse en tandas que deberán estar 

identificadas al inicio y al final como "espacio publicitario". 

Que respecto a la difusión de mensajes publicitarios de producción 

distinta a la nacional, nacional, deben tenerse en cuenta las condiciones 

establecidas por tratados y convenios internacionales, estando sujeta a 

la condición de que proceda de un país con el que existan condiciones 

de reciprocidad para la difusión de contenidos audiovisuales 

publicitarios, debiendo invocar y acreditar tal condición la agencia o 

anunciante interesado. 

Que la contratación de las señales está sujeta al acuerdo de partes, no 

pudiendo el titular de servicios de comunicación audiovisual disponer de 
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los minutos de publicidad asignados a las señales ni insertar en dicha 

señal publicidad propia. 

Que las partes deben concertar las condiciones de contratación de la 

señal, salvo en los casos en que la señal sea de distribución gratuita o 

sea parte de la grilla de programación dispuesta por el artículo 65, inciso 

3.b), de la Ley N° 26.522. 

Que cuando se emita publicidad durante el desarrollo de los programas 

mediante sobreimpresos, zócalos o cualquier modalidad o tecnología que 

permita incluir mensajes publicitarios, ellos deberán insertarse 

únicamente en la parte inferior de la pantalla no pudiendo abarcar más 

del quinto de la misma y respetando los tiempos máximos de publicidad 

horaria establecidos en la Ley N° 26.522. 

Que en las transmisiones de espectáculos deportivos, la emisión de 

publicidad dentro del desarrollo del juego sólo podrá hacerse cuando 

éste se encuentre momentáneamente detenido y sin que afecte la 

visibilidad de la escena. 

Que se considera contraria a los intereses de niños, niñas y 

adolescentes aquella publicidad dirigida a ellos en la que se promueva la 

compra de un bien o de un servicio, explotando su inexperiencia o 

credulidad, o en la que aparezcan persuadiendo de la compra a sus 

padres o tutores. No se deberá inducir a error sobre las características 

de los productos, ni sobre su seguridad, ni tampoco sobre la capacidad y 

aptitud necesarias en los niños, niñas o adolescentes, que puedan ser 

utilizados sin producir daño para sí o a terceros. 

Que los profesionales del ámbito de la salud que se presenten en los 

anuncios publicitarios, deberán acompañar su presentación, con nombre 

y apellido, especialidad y número de matrícula; esto último de acuerdo a 

lo dispuesto por el MINISTERIO DE SALUD. 

Que deberá indicarse en la publicidad de productos medicinales cuando 

su prescripción solo sea bajo receta. 

Que aquellos productos relacionados con la salud, de venta libre, que 

directa o indirectamente puedan tener consecuencias en la salud, tales 

como productos o suplementos dietarios, prótesis y/o dispositivos de 

tecnología médica, cosméticos, odontológicos, bebidas energizantes, 
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productos alimenticios o cualquier otro producto que tenga o pueda 

tener incidencia sobre la salud, sólo podrán publicitarse si dan 

cumplimiento íntegramente a las disposiciones dictadas por la autoridad 

competente en la materia. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá requerir a la justicia que evalúe la 

situación y ordene suspender preventivamente la publicidad que se 

encuentre en presunta infracción a la normativa que rige la materia, 

cuando potencialmente se pueda producir un daño en la salud de las 

personas. 

Que cuando el aviso publicitario contenga la mención de un atributo 

beneficioso para la salud que se anuncie como objeto de certificación, 

acreditación, respaldo, apoyo o aval de cualquier naturaleza por 

organizaciones y asociaciones científicas, de la salud o profesionales de 

dichas ciencias a título individual, será exigible a dicha organización o 

profesional acreditar haber realizado en forma fehaciente estudios, 

análisis, relevamientos o investigaciones que prueben su conocimiento 

respecto del producto anunciado. 

Que los anuncios que brinden datos estadísticos, resultados de 

investigaciones y encuestas, deberán incluir leyendas escritas y orales, 

que indiquen la fuente de dicha información y el número de casos sobre 

los cuales se realizaron los estudios. 

Que en relación al artículo 82 de la Ley N° 26.522, se han considerado 

las propuestas de FARCO - FORO ARGENTINO DE RADIOS 

COMUNITARIAS, SAL SOCIEDAD ARGENTINA DE LOCUTORES, TAP –

TELEVISION ASSOCIATION OF PROGRAMMERS LATIN AMERICA—, 

COSITMECOS —CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL—, y CAPPSA —CAMARA DE 

PRODUCTORES Y PROGRAMADORES DE SEÑALES AUDIOVISUALES—. 

Que la contratación de publicidad deberá ser realizada con arreglo a las 

disposiciones de la Ley N° 24.240 de Defensa del Consumidor y de la 

Ley N° 25.156, de Defensa de la Competencia. 

Que para resguardar la integralidad narrativa de obras audiovisuales 

tales como largometrajes cinematográficos y películas concebidas para 

la televisión, realizada por señales transmitidas a través de servicios por 
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suscripción, solo podrá interrumpirse una vez cada período completo de 

TREINTA (30) minutos. 

Que los tiempos para la difusión de publicidad serán computados desde 

el inicio de la programación diaria comunicada a la Autoridad de 

Aplicación, o la que ésta constate en virtud del monitoreo de las 

emisiones. 

Que por la naturaleza de los programas, como por ejemplo los 

deportivos que involucran la transmisión de eventos de duración e 

interrupciones pautados, o de obras narrativas que no pueden ser 

interrumpidas para la transmisión de publicidad, para no alterar su 

unidad argumental, o bien la facultad de los titulares de adecuar y 

distribuir sus minutos de publicidad de forma tal de optimizar los 

mismos, se ha considerado pertinente establecer que podrá promediarse 

a lo largo de toda la transmisión diaria, la cantidad de minutos de 

publicidad asignados a cada titular, de forma tal que el porcentual no 

exceda los minutos asignados en virtud de la Ley N° 26.522. 

Que para la determinación del promedio, se computarán las horas 

diarias de emisión dentro de los horarios declarados por los 

licenciatarios, permisionarios o autorizados; y cuando se trate de 

señales que transmitan VEINTICUATRO (24) horas continuadas, se 

computará en forma diaria desde las CERO (0:00) horas del día anterior. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL podrá permitir la inclusión de publicidad no tradicional 

durante la programación, siempre y cuando no perjudique la integridad 

y el valor de las emisiones y se compute dentro de los tiempos máximos 

de emisión fijados por ley. 

Que respecto al artículo 83, sin perjuicio de lo ya expuesto en materia 

de aplicación de tratados y convenios internacionales, considerandos a 

los que se remite por motivos de brevedad, es pertinente aclarar que la 

ley hace la distinción entre señal nacional y extranjera en base a su 

programación y no en base al origen del capital o la sede de la persona 

jurídica titular de los derechos de propiedad de la señal. 

Que por ello quien solicite el trato nacional en el marco de convenios 

recíprocos de inversiones, deberá acreditar el cumplimiento de la 

condición de inversor, a fin de determinar en qué medida se encuentra 
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amparado como tal por las disposiciones de tratados o convenios 

internacionales, conforme las condiciones de su suscripción. 

Que para la reglamentación del artículo 84 de la presente 

Reglamentación, se ha considerado conveniente que la inspección 

técnica de habilitación —tal como es el procedimiento actual— lo sea a 

través de profesionales matriculados o bien, y para los casos que así se 

determine, mediante profesionales que actúan en el marco de convenios 

suscriptos con universidades nacionales. 

Que se han considerado disposiciones respecto de las instalaciones, 

infraestructuras, equipos, sistemas y redes necesarios para el 

funcionamiento de los servicios de comunicación audiovisual, así como 

para la prestación misma del servicio, y el cumplimiento de lo 

establecido por la legislación vigente en materia de salud pública. 

Que la instalación de equipos, infraestructuras, sistemas y redes 

necesarias para el funcionamiento de los servicios de comunicación 

audiovisual, así como la prestación misma del servicio, deberán contar 

previamente con una evaluación de impacto ambiental, en los casos 

determinados en la respectiva reglamentación. 

Que en consonancia con las propuestas formuladas por la ASOCIACION 

DE RADIODIFUSORAS BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE LA 

REPUBLICA ARGENTINA —ARBIA—; CONFEDERACION DE RADIOS Y 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN DE ARGENTINA —CO.RA.ME.CO.—; 

CUMBRE 1410 KHz / FM 97.3 MHz.; AATECO; LUCAS P. NAVARRO - FM 

FANTASIA, 88.9 MHz.; ASOCIACION DE RADIOS Y MEDIOS 

INDEPENDIENTES COMUNICATRIOS BONAERENSES —ARMICOBO —; - 

FORO ARGENTINO DE RADIOS COMUNITARIAS —FARCO—; RADIO 

JOVEN, 91.5 MHz.; SENSACIÓN, 100.5 MHz.; LEON - AM 1480 KHz. / 

93.3 MHz.; CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, ha 

resultado necesario establecer el criterio de planificación de las 

frecuencias de los distintos servicios de comunicación audiovisual, que 

aseguren la presencia de todos los actores que la Ley N° 26.522 

considera relevantes para la democratización del sector. 

Que los planes técnicos vigentes al tiempo de la sanción de Ley N° 

26.522 y los que se aprueben al amparo del artículo 156, inciso c) de la 

misma, serán adaptados en forma progresiva, conforme los criterios 
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establecidos en el párrafo que antecede, de conformidad con los 

sucesivos relevamientos, convocatorias y estimaciones de demanda que 

deban realizarse al efecto, y las previsiones obligatorias que contiene el 

artículo 89 de la Ley N° 26.522. 

Que se han considerado los aportes de la Red Nacional de Medios 

Alternativos, de Radio TUCURAL y de ATA para la reglamentación del 

artículo 90. 

Que en el plazo dispuesto por el artículo 90 de la Ley N° 26.522 deberán 

adoptarse los recaudos técnicos y realizarse los avisos públicos 

correspondientes 

Que a los efectos de las facultades otorgadas para la modificación de 

parámetros técnicos, cuando la misma se disponga con la finalidad de 

procurar una canalización de los servicios que permita la optimización 

del espectro radioeléctrico, facilitando el ingreso de nuevos prestadores, 

no será considerada una afectación de competencia en el área de 

cobertura de la licencia cuyos parámetros sean objeto de modificación. 

Que debe considerarse para la reglamentación del artículo 91 de la Ley 

N° 26.522, la existencia de circunstancias especiales de índole técnica, 

geográfica y económica que hagan necesario alterar el sistema físico de 

transporte y distribución de programas orales o visuales de servicios de 

comunicación audiovisual, pudiendo efectuarse el enlace utilizando otros 

medios de vínculo cuando así lo autorice la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, con sujeción 

a la norma técnica. 

Que el uso de las facilidades satelitales deberá ser realizado conforme 

las condiciones establecidas en el Decreto N° 92/97 (texto conforme 

Resolución N° 3609/1999 de la SECRETARIA DE COMUNICACIONES y 

Decreto N° 793/99). 

Que se han considerado las propuestas del CONSEJO PROFESIONAL DE 

INGENIERIA, DE TELECOMUNICACIONES, ELECTRONICA Y 

COMPUTACION —COPITEC— y del Ingeniero Juan Carlos MOLLO, por lo 

que resulta pertinente introducir la exigencia de presentar un estudio 

técnico que avale las autorizaciones experimentales a que refiere el 

artículo 92 de la Ley N° 26.522 para su consideración por parte del 
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organismo con competencia, lo que posibilitará la evaluación de su 

conveniencia y utilidad para el progreso del sector. 

Que debe considerarse como base imponible, a los fines de la 

determinación del gravamen a ingresar, la facturación bruta menos la 

deducción del impuesto a los ingresos brutos tributados en las 

Provincias y/o en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, con el 

objeto de no configurar una doble imposición. 

Que el cómputo establecido por el artículo incorporado a continuación 

del artículo 50 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (T.O. 1997) y 

sus modificaciones podrá ser utilizado por los licenciatarios, 

permisionarios, autorizados y titulares de registro de señales. Ello 

requiere de aclaración toda vez que el texto de la norma precitada 

remite a la Ley N° 22.285. 

Que para los considerandos precedentes se han receptado parcialmente 

las propuestas de DIRECTV ARGENTINA S.A. y TAP – TELEVISION 

ASSOCIATION OF PROGRAMMERS LATIN AMERICA. 

Que se enumeran los actos a través de los cuales se interrumpe la 

prescripción de las acciones para determinar y exigir el pago del 

gravamen, teniendo en cuenta los principios generales del derecho con 

relación al instituto en análisis. 

Que a los fines del artículo 96 se ha establecido el criterio de fuente 

argentina en términos similares a los contemplados por la Ley de 

Impuesto a las Ganancias, de forma tal que las señales calificadas como 

extranjeras, tendrán como base imponible para la determinación del 

gravamen previsto por la Ley N° 26.522, la facturación bruta derivada 

de cualquier acto o actividad descripta por la ley como hecho imponible, 

susceptible de producir efectos en el territorio de la REPUBLICA 

ARGENTINA, independientemente del lugar de su origen, y sin tener en 

cuenta nacionalidad, domicilio o residencia del titular o de las partes que 

intervengan en las operaciones, ni el lugar de celebración de los 

contratos, deducido de lo que se hubiese pagado en el país en carácter 

de ingresos brutos. 

Que para la reglamentación del artículo 97, se han considerado las 

propuestas de BRISUELA CÁCERES por el Colegio Profesional de 

Comunicadores Sociales de la PROVINCIA de LA RIOJA, CAPIT —
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CAMARA ARGENTINA DE PRODUCTORAS INDEPENDIENTES DE 

TELEVISION—, COSITMECOS - CONFEDERACION SINDICAL DE 

TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACION SOCIAL y de los 

Músicos Independientes Diego BORIS y Cristian ALDANA. 

Que en atención a las nuevas cuotas de producción nacional 

establecidas en la Ley N° 26.522, resulta pertinente asignar recursos 

para la producción de los contenidos requeridos por la precitada norma. 

Que en relación a los fondos asignados para los proyectos especiales de 

comunicación audiovisual, la Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo 

la administración y gestión del Fondo previsto en la Ley N° 26.522, 

debiendo para su afectación proceder a la selección de proyectos por 

concurso, a cuyo fin constituirá un comité de evaluación al que invitará 

a participar a representantes del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Que hasta tanto se conforme el Instituto Nacional de Música, los fondos 

asignados por el inciso g) del artículo 97 de la Ley N° 26.522 serán 

percibidos por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, y deberán ser afectados 

conforme lo establecido en dicha norma, no pudiendo modificarse su 

finalidad. 

Que en consideración a la propuesta efectuada por COSITMECOS – 

CONFEDERACION CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE 

LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL, se han establecido las cuotas 

de producción de obras de ficción que permiten acceder a los beneficios 

previstos en el artículo 98, inciso a). 

Que el reglamento para los procedimientos a dictarse debe ajustarse a 

la Ley N° 19.549. 

Que se han considerado las propuestas del señor Héctor Edgardo 

MASSAROTTI relacionadas con la aplicación de la Ley N° 19.549. 

Que respecto al carácter ejecutivo de las multas, corresponde tener 

presente lo expresado por el artículo 604 del CODIGO PROCESAL CIVIL 

Y COMERCIAL DE LA NACION. 

Que en la tipificación de las faltas se ha considerado la propuesta del 

Señor Héctor Edgardo MASSAROTTI y teniendo en cuenta el principio a 
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través del cual se establece que en caso de duda, corresponde estar a 

favor de la interpretación que más favorezca al administrado, se estima 

que las faltas de este artículo se distinguen de aquellas establecidas 

como graves. Consecuentemente, toda aquélla que no sea calificada 

como grave, deberá considerarse como falta leve. 

Que se han recibido las propuestas de Pedro ARRUVITO, Eduardo Macelo 

VILA, y COSITMECOS. 

Que la reiteración debería considerarse a partir de que quede firme la 

sanción en sede administrativa, conforme el criterio que surge de la 

PROCURACION DEL TESORO DE LA NACION. (Conf. Dict. 244:97, 

244:772 y 249:290). 

Que se entenderá por conducta reincidente y/o reiterada cuando se 

hubiese cometido en CUATRO (4) oportunidades la misma conducta 

tipificada como falta y/o incumplimiento normativo durante el transcurso 

del mismo año calendario. 

Que el artículo 13 de la Ley N° 26.522 establece la conformación del 

presupuesto que le corresponde a la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— para su 

funcionamiento, no pudiendo destinarse tales fondos a un objeto distinto 

del indicado por la norma legal, y debiendo considerarse la existencia de 

deudas relativas a multas y gravámenes, que en algunos casos por los 

montos involucrados, su pago en una sola vez, podría comprometer el 

normal funcionamiento de los servicios de comunicación audiovisual. 

Que existen casos en que la administración no cuenta con las 

herramientas necesarias para la producción de pruebas a los fines de 

comprobar los hechos cuya sanción se encuentra tipificada, por lo que 

corresponde dotarla de un mecanismo a través del cual la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA — 

pueda solicitar al PODER JUDICIAL DE LA NACION que ordene su 

producción. 

Que cabe tener presente que el anticipo probatorio es una institución 

que contiene ciertas características propias y otras vinculadas con la 

estructura general de la prueba, teniendo por finalidad adelantar 

pruebas, cumpliendo una función sustancialmente conservatoria para 

asegurar el resultado efectivo de un procedimiento. 
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Que el acto que disponga la caducidad de la licencia debe cumplir 

necesariamente los recaudos de los artículos 7° y 8° de la Ley N° 

19.549. 

Que en relación al artículo 153 se han considerado los aportes de 

COSITMECOS —CONFEDERACION SINDICAL DE TRABAJADORES DE LOS 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL— y de ATA. 

Que se debe propender al "... desarrollo equilibrado de una industria 

nacional de contenidos que preserve y difunda el patrimonio cultural y la 

diversidad de todas las regiones y culturas que integran la Nación..." por 

lo que resulta pertinente conformar Consejos Mixtos integrados por 

representantes del PODER EJECUTIVO NACIONAL, referentes del sector 

privado, con o sin fines de lucro, y por referentes del sector público, 

servicios de comunicación audiovisual del sector público y académicos y 

de los sectores del trabajo buscando establecer un proceso de 

dinamización y planificación estratégica participativa; y promover la 

creación de Consejos Provinciales de Comunicación Audiovisual y el 

fortalecimiento de agencias públicas de referencia a través de los 

gobiernos provinciales y municipales. 

Que se han recibido los aportes de Marcelo RUSSOMANO, Personal 

Docente del INSTITUTO SUPERIOR DE ENSEÑANZA RADIOFONICA —

ISER— Jorge GONZÁLEZ MELO, SAL —SOCIEDAD ARGENTINA DE 

LOCUTORES— y de COSITMECOS - CONFEDERACION SINDICAL DE 

TRABAJADORES DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL. 

Que los títulos expedidos por el INSTITUTO SUPERIOR DE ENSEÑANZA 

RADIOFONICA —ISER—, una vez acreditadas sus carreras ante el 

MINISTERIO DE EDUCACION, tendrán validez nacional conforme a las 

disposiciones de la Ley N° 24.521, sus complementarias y acuerdos 

establecidos para la educación superior. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— establecerá las condiciones de registración y 

habilitación de los títulos de locutor, operador y demás funciones 

técnicas, expedidos por el INSTITUTO SUPERIOR DE ENSEÑANZA 

RADIOFONICA —ISER—, y por las instituciones de nivel universitario o 

terciario autorizadas a tal efecto por el MINISTERIO DE EDUCACION, 

cuando fuere pertinente. 
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Que en el marco de lo dispuesto por el artículo 159 de la Ley N° 26.522, 

resulta necesario disponer un régimen especial, que contemple las 

legítimas expectativas de los permisionarios y al mismo tiempo no 

comprometa la disponibilidad de espectro para nuevos prestadores. 

Que las emisoras inscriptas en el Registro abierto por el Decreto N° 

1357 de fecha 1° de diciembre de 1989, respecto de las cuales se 

hubiere solicitado su reinscripción en virtud de lo dispuesto por la 

Resolución ex COMFER N° 341/93 y cuyos permisos precarios y 

provisorios se encuentren vigentes, continuarán emitiendo con los 

parámetros oportunamente declarados, en tanto la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA — 

no disponga su adecuación progresiva como consecuencia de la 

incompatibilidad con servicios licenciatarios y/o autorizados que cuenten 

con contornos protegidos. La potencia radiada efectiva de dichos 

servicios no podrá exceder UN (1) KW o la potencia menor que se 

hubiere declarado al tiempo de solicitar la reinscripción. 

Que a los efectos de la culminación del Régimen de Normalización de 

Estaciones de Frecuencia Modulada, respecto de las localidades en las 

que hubieren permisos precarios y provisorios y emisoras reconocidas 

vigentes (cfr. Resolución ex COMFER N° 1366/06), la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— 

convocará a un concurso público cerrado, al que serán invitados a 

participar como oferentes los titulares de permisos precarios y 

provisorios y estaciones reconocidas vigentes y los peticionantes de 

adjudicaciones directas ratificadas —en el marco de la convocatoria 

dispuesta por la Resolución ex COMFER N° 76/99 y sus prórrogas, para 

las zonas de conflicto configuradas como consecuencia de que la 

demanda registrada al amparo de dicha convocatoria excedió la 

disponibilidad de frecuencias que verificaba el Plan Técnico Básico 

Nacional de Frecuencias para el Servicio de Frecuencia Modulada—, en 

virtud de los pertinentes relevamientos y procedimientos de ratificación 

convocados por la citada autoridad. 

Que en aplicación de los principios de economía, sencillez y eficacia, 

resulta menester establecer un procedimiento abreviado para neutralizar 

los conflictos de la interactividad perjudicial entre servicios 

audiovisuales, a través del establecimiento de un proceso de mediación 

voluntaria. 
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Que, tal incorporación, resulta conteste con las opiniones vertidas por la 

ASOCIACION DE RADIODIFUSORAS BONAERENSES Y DEL INTERIOR DE 

LA REPUBLICA ARGENTINA —ARBIA—; AATECO; Lucas P. NAVARRO - 

FM FANTASIA, 88.9 MHz.; ASOCIACION DE RADIOS Y MEDIOS 

INDEPENDIENTES COMUNITARIOS BONAERENSES —ARMICOBO—; 

RADIO JOVEN, 91.5 MHz.; SENSACIÓN, 100.5 MHz.; LEON - AM 1480 

KHz. / 93.3 MHz.; CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL; ASOCIACION DE RADIODIFUSORES DE MISIONES —

ARAMI—. 

Que el artículo 161 de la Ley N° 26.522, establece que "Los titulares de 

licencias de los servicios y registros regulados por esta ley, que a la 

fecha de su sanción no reúnan o no cumplan los requisitos previstos por 

la misma, o las personas jurídicas que al momento de entrada en 

vigencia de esta ley fueran titulares de una cantidad mayor de licencias, 

o con una composición societaria diferente a la permitida, deberán 

ajustarse a las disposiciones de la presente en un plazo no mayor a UN 

(1) año desde que la autoridad de aplicación establezca los mecanismos 

de transición. Vencido dicho plazo serán aplicables las medidas que al 

incumplimiento —en cada caso— correspondiesen. Al solo efecto de la 

adecuación prevista en este artículo, se permitirá la transferencia de 

licencias. Será aplicable lo dispuesto por el último párrafo del artículo 

41". 

Que deben preverse en primer término los criterios a los que deberán 

ajustarse los procesos de adecuación. 

Que dicha adecuación podrá ser voluntaria, posibilitándose a los 

titulares de licencias de los servicios y registros regulados por la Ley N° 

26.522, que a la fecha de su sanción no reúnan o no cumplan los 

requisitos previstos por la misma, o a las personas jurídicas que al 

momento de la entrada en vigencia de dicha Ley fueran titulares de una 

cantidad mayor de licencias, o con una composición societaria diferente 

a la permitida, iniciar el trámite de adecuación mediante declaración 

jurada, a través del cual propongan la regularización de su situación. 

Que la Autoridad de Aplicación podrá asimismo realizar de oficio la 

constatación respecto a la efectiva adecuación a las disposiciones del 

artículo 161 de la Ley N° 26.522, por parte de la totalidad de los 

licenciatarios. 
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Que la adecuación prevista en el artículo 161 de la Ley N° 26.522, podrá 

realizarse por transferencia de licencias, la que será permitida solo a 

dichos efectos. 

Que las transferencias requeridas para la adecuación podrán ser 

voluntarias o de oficio. 

Que en el supuesto de transferencias voluntarias los licenciatarios 

podrán transferir las licencias de que sean titulares a un tercero que 

cumpla con los requisitos legales, de conformidad con las condiciones 

previstas por la ley, o bien otorgarle dicha facultad a la Autoridad de 

Aplicación para la licitación respectiva. 

Que en el supuesto de transferencia de oficio, la Autoridad de Aplicación 

dispondrá la transferencia de las licencias a los efectos de la adecuación 

en caso de que los titulares de las licencias no dieran cumplimiento a las 

disposiciones de la ley y de la presente reglamentación en los plazos 

previstos. 

Que los criterios propuestos tienden a efectivizar la voluntad del 

legislador en esta materia, en ejercicio de legítimas atribuciones 

emanadas del ejercicio de su poder de policía, alineándose con el 

imperativo emanado del artículo 42 de la CONSTITUCION NACIONAL, en 

tanto le impone "la defensa de la competencia contra toda forma de 

distorsión de los mercados". 

Que debe tenerse presente que si una posición dominante en el mercado 

de bienes y servicios es en sí misma contraproducente y contraria al 

establecimiento de las reglas de una economía de mercado y 

contradictoria con una dinámica eficiente de la misma, es 

particularmente grave cuando el predominio se verifica en los medios de 

comunicación, pues afecta los valores más elementales de una sociedad 

democrática, que se nutre del derecho a la información, a una 

concepción de la comunicación más plural, a la libertad de expresión, al 

pluralismo informativo, a la multiplicidad de las fuentes de información, 

y a las distintas manifestaciones de las diversidades culturales y sociales 

del sistema a nivel regional y nacional. (Eduardo SEMINARA - Fabían 

BICCIRÉ - "Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual: Esencial para 

el Fortalecimiento de la Democracia". UNIVERSIDAD NACIONAL DE 

ROSARIO). 
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Que la Ley N° 26.522 busca garantizar la libertad de expresión en todas 

sus modalidades, promoviendo el más amplio pluralismo y diversidad de 

las manifestaciones que pudieran existir en la sociedad argentina en 

cumplimiento de los objetivos que el legislador ha promovido al dar 

fuerza normativa a los artículos 2° y 3° de dicha norma. 

Que estos objetivos se verían frustrados de no corregirse las situaciones 

preexistentes. 

Que la DECLARACION DE PRINCIPIOS SOBRE LIBERTAD DE EXPRESION, 

aprobada por la COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

en octubre de 2000, expresa: "Los monopolios u oligopolios en la 

propiedad y control de los medios de comunicación deben estar sujetos 

a leyes antimonopólicas por cuanto conspiran contra la democracia al 

restringir la pluralidad y diversidad que asegura el pleno ejercicio del 

derecho a la información de los ciudadanos." 

Que en relación al artículo 162 de la Ley N° 26.522, debe contemplarse 

la situación de las radios que provocan interferencias que afectan las 

emisiones y comprometen la utilización del espectro, por lo cual y sin 

perjuicio de lo dispuesto por el citado artículo 162, si se verificasen 

interferencias reiteradas, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá ordenar el cese de las 

transmisiones. 

Que lo considerado en el referido artículo, no es la condición de 

clandestinidad o ilegalidad, para lo cual debe estarse a lo dispuesto por 

el artículo 162 de la Ley N° 26.522, sino una medida provisoria —

mientras se sustancia dicho trámite—, tendiente a evitar que se 

comprometan las frecuencias de la seguridad pública, las frecuencias 

asignadas a las fuerzas de seguridad, fuerzas armadas, seguridad de las 

fronteras, seguridad de las comunicaciones o que impidan el 

desenvolvimiento normal de los servicios de comunicación audiovisual. 

Que teniendo en cuenta la existencia de procedimientos en trámite, 

iniciados por el entonces COMITE FEDERAL DE RADIODIFUSION, deben 

adoptarse medidas para la resolución de los trámites pendientes, con el 

carácter de disposiciones complementarias. 

Que en tal sentido se dispone que las solicitudes de adjudicación directa 

de licencias para la instalación, funcionamiento y explotación de 
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estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia, 

formuladas en las localizaciones comprendidas en la Resolución ex 

COMFER N° 1366/06, en el marco de las convocatorias efectuadas por el 

ex COMITE FEDERAL DE RADIODIFUSION, en virtud del Régimen de 

Normalización de Emisoras de Frecuencia Modulada (Decreto N° 310 de 

fecha 20 de marzo de 1998 y sus modificaciones) que hubieren sido 

efectuadas con anterioridad a la entrada en vigencia del presente 

decreto y se encuentren pendientes de resolución, serán resueltas a 

través del procedimiento por el que han sido convocadas (adjudicación 

directa), previa verificación del cumplimiento de los requisitos que cada 

pliego estableciera para regir el trámite de que se trate. 

Que hasta tanto se concluya con el procedimiento de regularización de 

estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia (FM) y 

a fin de garantizar las reservas de espectro establecidas en la ley, se 

podrá adjudicar únicamente, en el área primaria de servicio de que se 

trate, a UNA (1) misma persona física o jurídica o sus vinculadas, UNA 

(1) licencia de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia (FM), 

limitándose, a estos efectos, el máximo previsto en el artículo 45, inciso 

2, apartado b), de la Ley N° 26.522. 

Que para el supuesto de los concursos públicos convocados para la 

adjudicación de licencias para la instalación, funcionamiento y 

explotación de servicios de radiodifusión, cuya apertura se hubiere 

producido con anterioridad a la entrada en vigencia del presente 

Decreto, encontrándose pendientes de resolución, se deberá propiciar el 

dictado del respectivo acto administrativo, debiéndose cumplir con los 

requisitos establecidos en los respectivos pliegos de bases y condiciones 

de cada procedimiento de selección. 

Que las licencias que resulten adjudicadas en función de lo dispuesto en 

el referido artículo, lo serán por el plazo de QUINCE (15) años, 

prorrogables por DIEZ (10) años. 

Que la autoridad competente para resolver los trámites referidos en los 

párrafos precedentes, será la indicada en el artículo 32 de la Ley N° 

26.522, debiéndose observar en su resolución el régimen de 

multiplicidad definido por el artículo 45 y concordantes de la Ley 

mencionada. 
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Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— está facultada para la determinación y 

ejecución de todas las medidas tendientes a concluir con los procesos de 

normalización. 

Que las solicitudes de adjudicación directa de licencias para la 

instalación, funcionamiento y explotación de estaciones de servicios 

complementarios de radiodifusión (Resoluciones ex COMFER N° 725/91 

y ex COMFER N° 275/09), que hubieren sido efectuadas con 

anterioridad a la entrada en vigencia del presente decreto y se 

encuentren pendientes de resolución, serán resueltas a través del 

procedimiento por el que han sido convocadas (adjudicación directa), 

previa verificación del cumplimiento de los requisitos que cada pliego 

establezca. 

Que la autoridad competente para resolver los trámites referidos en los 

párrafos precedentes, será la indicada en el artículo 38 de la Ley N° 

26.522, debiéndose observar en su Resolución el régimen de 

multiplicidad definido por el artículo 45 y concordantes de dicha ley. 

Que la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— está facultada para convocar a quienes poseen 

medidas judiciales contra la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— y/o el ex COMITE FEDERAL 

DE RADIODIFUSION en virtud de procesos derivados de controversias 

sobre la adjudicación, instalación, y explotación de licencias, para 

resolver los diferendos, en cuanto sea pertinente, mediante la 

suscripción de un convenio transaccional que deberá ser homologado 

judicialmente. 

Que ha tomado intervención el Servicio Jurídico competente de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas 

por el artículo 99, incisos 1 y 2 de la CONSTITUCION NACIONAL y por el 

artículo 156 de la Ley N° 26.522. 
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Por ello, 

 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

 

DECRETA: 

Artículo 1° — Apruébase la reglamentación de la Ley N° 26.522 de 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, la que como Anexo I, 

integra el presente decreto. 

Art. 2° — Facúltase a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— a dictar las normas 

complementarias y aclaratorias de la reglamentación que se aprueba por 

el presente decreto. 

Art. 3° — El presente decreto entrará en vigencia el día de su 

publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 4° — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL 

DEL REGISTRO OFICIAL y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — 

Aníbal D. Fernández. 

ANEXO I 

ARTICULO 1°.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 2°.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 3°.- Incisos a), b), c), d), e), f) y g) Sin reglamentar. 

Inciso h).- El objetivo previsto en el artículo 3°, inciso h), de la Ley N° 

26.522, importa por parte de los servicios de comunicación audiovisual, 

la autorregulación y la observancia de principios éticos en materia 

informativa y la adopción de buenas prácticas en el ejercicio de la 

actividad comunicacional. 

Incisos i), j), k), l), m), n) y ñ) Sin reglamentar. 

ARTICULO 4°.- Adóptanse a los efectos de la aplicación de la Ley N° 

26.522, las siguientes definiciones: 
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Miniseries de televisión: Aquellas obras audiovisuales para televisión 

que, por razón de su duración, puedan ser objeto de emisión dividida en 

hasta CUATRO (4) partes y que, cuando tenga lugar su emisión en estas 

condiciones, la duración conjunta de estas películas no supere los 

DOSCIENTOS (200) minutos. 

Obra audiovisual de ficción: Es un programa donde concurren 

artísticamente autores, actores y músicos, realizado en exteriores o en 

estudios y que desarrolla conflictos humanos a través de un género 

dramático dentro de cualquier estética y/o formato. 

Series de televisión: La obra audiovisual formada por un conjunto de 

episodios de ficción, animación o documental con o sin título genérico 

común, destinada a ser emitida o radiodifundida por operadores de 

televisión en forma sucesiva y continuada, pudiendo cada episodio 

corresponder a una unidad narrativa o tener continuación en el episodio 

siguiente. 

Telefilme: La obra audiovisual unitaria de ficción cuya duración sea 

superior a SESENTA (60) e inferior a DOSCIENTOS (200) minutos, tenga 

desenlace final y con la singularidad de que su explotación comercial 

esté destinada a su emisión o radiodifusión por operadores de televisión 

y no incluya en primer término para estreno su exhibición en salas de 

cine. 

ARTICULO 5°.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 6°.- Servicios conexos o interactivos son los contenidos o 

servicios asociados a los programas audiovisuales, incorporados por los 

prestadores de servicios de comunicación audiovisual, a los que el 

público puede acceder a través de distintos procedimientos. 

No podrán ser afectados los servicios de comunicación audiovisual a la 

prestación de servicios de telecomunicaciones, a excepción de los 

expresamente autorizados por la Ley N° 26.522 y la presente 

reglamentación. 

Inciso a) Sin reglamentar. 

Inciso b).- Se entenderá que, los canales de información al abonado, así 

como aquellos que dan acceso temático, son parte integrante de la guía 

electrónica de programación y por lo tanto sujetos a lo que prevé el 
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artículo 6° de la Ley N° 26.522, en la medida que no incluyan 

programas o publicidad. 

ARTICULO 7°.- La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— entenderá en la gestión 

técnica del espectro radioeléctrico, conjuntamente con la autoridad 

competente en materia de telecomunicaciones, respecto del dictado de 

reglamentos y normas técnicas de los servicios de comunicación 

audiovisual, con el objeto de maximizar su utilización. La normativa 

aprobada deberá asegurar la calidad y compatibilidad técnica de las 

redes de radiodifusión con estricto cumplimiento de las normas, 

Convenios y Tratados Internacionales en la materia. La AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA — 

determinará aquellas estaciones de servicios de comunicación 

audiovisual que deban individualizarse con una señal identificatoria. Las 

señales distintivas serán adjudicadas, conforme la modalidad que 

establezca la Autoridad de Control, de acuerdo con las especificaciones, 

reglamentos nacionales y Convenios Internacionales aplicables. 

ARTICULO 8°.- Cuando se trate de servicios de comunicación 

audiovisual onerosos (suscripción o abono), los mismos estarán sujetos 

a las disposiciones de la Ley N° 24.240 de Defensa del Consumidor y de 

la Ley N° 25.156 de Defensa de la Competencia y sus respectivas 

modificatorias. 

ARTICULO 9°.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 10.- El PODER EJECUTIVO NACIONAL resolverá los recursos 

de alzada interpuestos contra actos administrativos dictados por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

ARTICULO 11.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 12.- Inciso 1) Debe entenderse por interpretar, a la 

declaración del sentido de las reglas aplicables a la actividad de los 

servicios de comunicación audiovisual en el marco del ejercicio propio de 

las funciones administrativas que le competen a la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Incisos 2) y 3) Sin reglamentar. 
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Inciso 4) La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—, con el objeto de dar cumplimiento a lo 

establecido en el artículo 12, incisos 4) y 6) de la Ley N° 26.522, deberá 

requerir a la COMISION NACIONAL DE COMUNICACIONES y 

oportunamente a la SECRETARIA DE COMUNICACIONES, la 

conformación de un COMITÉ REGULATORIO CONJUNTO PERMANENTE. 

Inciso 5) Sin reglamentar. 

Inciso 6) Reglamentado con el Inciso 4) de este artículo. 

Inciso 7) En los pliegos de bases y condiciones para la obtención de 

licencias de televisión, se contemplará la asignación de mayor valor o 

puntaje a la propuesta que incorpore un porcentual significativo dentro 

del especificado para la producción nacional o local, y que involucre a 

autores, técnicos, actores, músicos, directores y artistas, que 

corresponda a obras de ficción. 

Inciso 8) Sin reglamentar. 

Inciso 9) La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—, actualizará los registros de consulta pública 

creados por la Ley N° 26.522 y la documentación respaldatoria de la 

información en ellos consignados, debiendo señalar, la fecha de la 

última actualización efectivamente realizada. 

Incisos 10), 11), 12), 13), 14), 15), 16), 17), 18), 19), 20), 21), 22), 

23), 24), 25), 26), 27), 28), 29), 30), 31), 32), 33) y 34) Sin 

reglamentar. 

Inciso 35) La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— realizará las actividades previstas en el inciso 

35 del artículo 12 de la Ley N° 26.522, de modo conjunto con la 

autoridad competente en la materia. 

ARTICULO 13.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 14.- Reglamentado por Decreto N° 1525 del 21 de octubre de 

2009. 

ARTICULO 15.- La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— establecerá los mecanismos 
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técnicos, legales y financieros para la provisión de los recursos 

necesarios para el funcionamiento del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. A tales efectos, el CONSEJO FEDERAL 

DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL deberá elaborar y presentar ante la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA— un proyecto de presupuesto anual, cuyos gastos no deberán 

exceder del DOS POR CIENTO (2%) de lo efectivamente percibido por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA— en el año anterior por aplicación de lo establecido en el 

artículo 97, inciso d) de la Ley N° 26.522. 

Incisos a), b), c), d), e), f), g), h), i), j) y k) Sin reglamentar. 

Inciso l) A los efectos de los criterios de elaboración del Plan de 

Servicios, se le dará intervención, con anterioridad a la remisión de los 

antecedentes, a la Autoridad de Aplicación en materia de 

telecomunicaciones a fin de que aporte su opinión con el dictamen o 

dictámenes correspondientes en un plazo de TREINTA (30) días corridos 

desde la convocatoria a tratar el punto. 

Inciso m) Para la convocatoria al concurso del FONDO DE FOMENTO 

CONCURSABLE, se deberá realizar, con anterioridad a cada llamado, la 

selección de los jurados intervinientes y las grillas de puntaje a las que 

deberán someterse las postulaciones. 

Incisos n), ñ) y o) Sin reglamentar. 

ARTICULO 16.- Reglamentado por el Decreto N° 1525 del 21 de octubre 

de 2009. Asimismo se dispone que: 

1) A los fines de lo dispuesto por el artículo 14, inciso d) del Decreto N° 

1525/09, el CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

deberá solicitar a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— la contratación requerida, 

con cargo al presupuesto asignado al referido Consejo Federal en el 

artículo 15 de la presente reglamentación. 

2) Lo dispuesto por el artículo 14, inciso g) del Decreto N° 1525/09, se 

entenderá a los fines de la representación del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL en relación a las atribuciones conferidas 

por el artículo 15 de la Ley N° 26.522. 
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3) El Presidente del CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL ejercerá facultades de superintendencia y disciplinarias 

del personal del CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. 

La realización de sumarios, si correspondiese será requerida, a la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

ARTICULO 17.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 18.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 19.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 20.- Sin Reglamentar. 

ARTICULO 21.- Inciso a) Sin reglamentar. 

Inciso b) A los fines de lo dispuesto por el artículo 21, inciso b) de la Ley 

N° 26.522, son personas de existencia ideal de derecho privado sin fines 

de lucro: las cooperativas, mutuales, fundaciones y asociaciones 

definidas como tales por las normas vigentes. 

Asimismo, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— reconocerá la naturaleza de Micro y Pequeña 

Empresa. A tales fines deberá definir las características de las empresas 

que serán consideradas como tales contemplando las especificidades 

propias. 

Sin perjuicio de otros requisitos que fije la Autoridad de Aplicación, 

deberán aplicarse los siguientes criterios: 

1) Serán consideradas Micro y Pequeñas Empresas aquellas que 

registren hasta el nivel máximo de las ventas totales anuales, excluido 

el Impuesto al Valor Agregado (IVA) y el impuesto interno que pudiera 

corresponder, expresado en PESOS ($), detallados en la categoría 

"Servicios" conforme la Ley N° 25.300 de Fomento para la Micro, 

Pequeña y Mediana Empresa y sus disposiciones complementarias. 

Se entenderá por "valor de las ventas totales anuales", el valor que 

surja del promedio de los últimos TRES (3) años a partir del último 

balance inclusive, o información contable equivalente adecuadamente 

documentada. 
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En los casos de empresas cuya antigüedad sea menor que la requerida 

para el cálculo establecido en el párrafo anterior, se considerará el 

promedio proporcional de ventas anuales verificado desde su puesta en 

marcha. 

Para las empresas recientemente constituidas y a los efectos de 

determinar su pertenencia al segmento de las Micro y Pequeñas 

Empresas, en el marco de la Ley N° 26.522, se tomarán los valores 

proyectados por la empresa para el primer año de actividad. Dichos 

valores tendrán el carácter de declaración jurada y estarán sujetos a 

verificación al finalizar el primer año de ejercicio. 

Cuando de la determinación de los valores reales al cabo de dicho 

período resulte que la empresa no califica dentro del segmento Micro y 

Pequeña Empresa, dejará de gozar de los beneficios que hubiere 

obtenido en tal calidad según el criterio que establezca la Autoridad de 

Aplicación. 

No serán consideradas Micro y Pequeñas Empresas aquellas que, 

reuniendo los requisitos establecidos, se encuentren controladas por o 

vinculadas a empresas o grupos económicos. 

Es de aplicación subsidiaria lo dispuesto por los artículos 5°, 6°, 9°, 10 y 

11 de la Disposición N° 147 del 23 de octubre de 2006 de la 

SUBSECRETARIA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y DESARROLLO 

REGIONAL, del ex MINISTERIO DE PRODUCCION. 

2) Ninguna Micro Empresa de servicios de comunicación audiovisual 

podrá tener más de UNA (1) licencia o permiso. 

3) Ninguna Pequeña Empresa podrá tener más de TRES (3) licencias o 

permisos de servicios de comunicación audiovisual. 

4) Deberá en cada caso acreditarse el arraigo local. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — establecerá los beneficios que se otorgarán a 

los prestadores que califiquen como Micro o Pequeña Empresa. 

ARTICULO 22.- La Autoridad de Aplicación establecerá un mecanismo 

abreviado de adjudicación para las personas de derecho público estatal 

y no estatal. 
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ARTICULO 23.- Sin reglamentar. 

ARTCULO 24.- Los requisitos previstos en el artículo 24 de la Ley N° 

26.522, deberán ser cumplidos por las personas de existencia visible 

que ingresen —de manera directa o indirecta— con motivo de la 

transferencia de acciones o de cuotas partes de las licenciatarias en los 

supuestos autorizados por la Ley N° 26.522 o en virtud de procesos de 

reorganización societaria. 

Incisos a), b), c), d) y e) Sin reglamentar. 

Inciso f) La inhabilitación a la que se refiere el presente inciso requerirá 

de sentencia firme. 

Inciso g) Sin reglamentar. 

Inciso h) No se considerarán meros integrantes a quienes ocupen cargos 

en los órganos de dirección o de fiscalización de las entidades. 

Inciso i) Sin reglamentar. 

ARTICULO 25.- Los requisitos previstos en el artículo 25 de la Ley N° 

26.522, deberán ser cumplidos por las personas de existencia ideal que 

ingresen —de manera directa o indirecta— con motivo de la 

transferencia de acciones o cuotas partes de las licenciatarias, en los 

supuestos autorizados por la Ley N° 26.522 o en virtud de procesos de 

reorganización societaria. 

La modificación de los estatutos o contratos sociales de las empresas 

titulares de licencias o autorizaciones de servicios de comunicación 

audiovisual deberá ser aprobada por la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Incisos a) y b) Sin reglamentar. 

Inciso c) Será aplicable la Ley N° 25.750 – Preservación de Bienes y 

Patrimonios Culturales en lo pertinente. 

Incisos d) Sin reglamentar. 

Inciso e) A los fines dispuestos en el artículo 25 inciso e) de la Ley N° 

26.522 toda emisión de acciones, bonos, debentures, títulos o cualquier 

tipo de obligaciones negociables o constitución de fideicomisos sobre sus 
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acciones deberá contar con la autorización por parte de la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, 

en forma previa a su concreción. 

Inciso f) El cumplimiento de las obligaciones fiscales, laborales y sociales 

previstas en la Ley N° 26.522, deberá acreditarse mediante la 

presentación de certificado de libre deuda expedido por la respectiva 

entidad recaudatoria. 

Inciso g) En los casos de asociaciones sin fines de lucro la acreditación 

de la viabilidad del proyecto deberá ser analizada de acuerdo a las 

características del contexto del emprendimiento. 

ARTICULO 26.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 27.- Al iniciar un pedido de adjudicación de licencia de 

servicios de comunicación audiovisual o de autorización de transferencia 

de acciones o cuotas partes, la persona de existencia ideal peticionante 

deberá acreditar la totalidad de la integración societaria hasta su última 

controlante, detallando el capital social y la cantidad de acciones o 

cuotas partes que tengan los socios en cada nivel. 

ARTICULO 28.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 29.- La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— deberá evaluar en particular 

las relaciones jurídicas preexistentes a la fecha de sanción de la Ley N° 

26.522, tomando en consideración los regímenes legales que han sido 

aplicables en la materia y la existencia de Tratados y Convenios 

Internacionales en los que la Nación sea parte. 

ARTICULO 30.- La evaluación integral del interés de la población tendrá 

en cuenta factores como el fomento y/o difusión del entorno cultural 

local, los beneficios de la inversión que se realice en la zona, la creación 

de fuentes de trabajo en la localidad de prestación y toda otra 

circunstancia donde se evidencie un beneficio para la comunidad local. 

Se debe notificar la solicitud presentada a los licenciatarios operativos 

de la localidad. 

En caso de presentarse oposición a una solicitud de licencia se extraerán 

copias del expediente y se remitirán a la Autoridad de Aplicación de la 
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Ley N° 25.156 y sus modificaciones para que expida el dictamen 

requerido por la Ley N° 26.522. La presentación de oposiciones no 

implicará la suspensión del trámite pero el acto administrativo de 

otorgamiento quedará sujeto a las condiciones de adjudicación que se 

dictamine como resultado de la remisión mencionada. 

Inciso a) Las asociaciones sin fines de lucro prestadoras de servicios 

públicos deberán consignar, mediante declaración jurada de inversiones, 

los costos correspondientes, las obras civiles e infraestructuras del 

servicio, equipamiento técnico, sistema radiante, antenas satelitales y 

todo otro elemento necesario para el desarrollo del sistema. Los valores 

insertos en dicha declaración deberán ser certificados por Contador 

Público Nacional, mediante instrumento debidamente legalizado. 

Deberán acreditar la titularidad de los equipamientos necesarios para 

instalar el servicio y del equipamiento electrónico a utilizar y de las 

torres y antenas, como asimismo su cálculo de estructura, planos del 

lugar físico de implementación del sistema, indicando obras civiles a 

realizar y su valorización. 

Inciso b) A los fines de este inciso deberán presentar detalle de todos 

los servicios brindados por la asociación y estados contables con informe 

de auditoría correspondientes a los DOS (2) últimos ejercicios 

económicos. 

Inciso c) La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá ordenar auditorías integrales a fin de 

verificar la inexistencia de prácticas anticompetitivas. 

Inciso d) En caso de conflicto podrá requerirse a la Autoridad de 

Aplicación de la Ley N° 25.156 y sus modificaciones que evalúe las 

circunstancias del caso, con especial atención a los modos de 

comercialización y etapas de expansión de la red sobre bienes propios. 

Inciso e) Sin reglamentar. 

ARTICULO 31.- Incisos a) y b) Sin reglamentar. 

Inciso c) Los licenciatarios o permisionarios de servicios de 

comunicación audiovisual podrán realizar actividades de 

telecomunicaciones conforme las pautas previstas por el Decreto N° 764 

del 3 de septiembre de 2000 y sus modificatorias y complementarias y 
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con las limitaciones de la Ley N° 26.522 en materia de servicios 

públicos. 

ARTICULO 32.- Las solicitudes de apertura de concursos públicos para la 

adjudicación de licencias de servicios de comunicación audiovisual que 

utilicen espectro radioeléctrico, deberán ser presentadas por ante la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — fijará como mínimo DOS (2) períodos por 

año, durante los cuales se admitirá la presentación de las respectivas 

solicitudes. Las presentaciones efectuadas fuera del término previsto 

para cada período, se tendrán como presentadas para el período 

posterior. 

La totalidad de los concursos públicos serán llamados y sustanciados por 

la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Cuando corresponda que la licencia sea expedida por el PODER 

EJECUTIVO NACIONAL, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— remitirá las actuaciones con 

el respectivo proyecto de decreto y nota de elevación, a los fines de 

completar la tramitación y examen de la misma, previo al dictado del 

acto administrativo de adjudicación. 

Facúltase a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— a resolver sobre las características de los 

llamados a concursos públicos, en virtud de la disponibilidad de espectro 

y la incorporación de nuevas tecnologías. 

La incorporación de nuevas localizaciones radioeléctricas en el Plan 

Técnico de Frecuencias se realizará en las condiciones que fijen en 

conjunto la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — y la Autoridad de Aplicación en materia de 

telecomunicaciones. 

Quien hubiere solicitado la apertura de un concurso público y notificado 

de su convocatoria, no participare del mismo, no podrá requerir la 

apertura de un concurso público, por el término de DOS (2) años, 
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contados a partir de la última solicitud. La Autoridad de Aplicación 

determinará en qué casos se admitirá que la acreditación de las 

condiciones técnicas de las emisoras sea efectuada mediante asesoría 

técnica de las universidades que se desempeñen en la región en que 

esté prevista la instalación de las estaciones. 

A tal efecto, la Autoridad de Aplicación deberá celebrar los convenios de 

asistencia técnica que permitan la realización de las intervenciones 

profesionales correspondientes. 

Los concursos públicos para el otorgamiento de licencias para servicios 

de comunicación audiovisual abierta, adjudicadas por el PODER 

EJECUTIVO NACIONAL, y las correspondientes a los servicios de 

comunicación audiovisual abierta y servicios de comunicación 

audiovisual por suscripción que utilicen vínculos radioeléctricos no 

satelitales y que se encuentren planificadas, adjudicadas por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—, que sean objeto de convocatoria a partir de la presente 

reglamentación, deberán contemplar en forma previa al llamado al 

respectivo concurso público, los datos poblacionales establecidos por el 

último Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas, elaborado por 

el INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y CENSOS (INDEC). 

Los requisitos y modalidades de solicitud de la apertura de concursos e 

inclusión de frecuencias en el Plan Técnico serán establecidos por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—. 

ARTICULO 33.- La Autoridad de Aplicación determinará para cada 

concurso el valor de los pliegos atendiendo a la tipología del servicio a 

prestar en función de sus características técnicas y de si se trata de 

emisoras con o sin fines de lucro. La AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá llamar 

a concurso público destinado a Micro y Pequeñas Empresas. 

ARTICULO 34.- Inciso a) En la evaluación se asignará mayor valor o 

puntaje a las propuestas vinculadas con la producción local. 

Inciso b) Deberán tenerse en cuenta favorablemente, entre otros 

aspectos, la propuesta que tienda a la desconcentración de la propiedad 

de los servicios de comunicación audiovisual; la transparencia en la 
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identidad de los propietarios reales del servicio; la separación formal y 

operativa entre los intereses periodísticos de aquellos comerciales, 

financieros, particulares, gubernamentales o de cualquier otra 

naturaleza, y el respeto y fomento a la pluralidad de voces. 

Incisos c), d) y e) Sin reglamentar. 

Inciso f) Deberán tenerse en cuenta favorablemente, entre otros 

aspectos, la propuesta de programas de capacitación de los 

trabajadores. 

Inciso g) y h) Sin reglamentar. 

ARTICULO 35.- En los casos de las emisoras sin fines de lucro, y de 

Micro Empresas, la acreditación de la viabilidad del proyecto deberá ser 

analizada de acuerdo a las características del emprendimiento a fin de 

no vulnerar el derecho de acceder a la condición de licenciatario. 

ARTICULO 36.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 37.- El otorgamiento de las autorizaciones para las personas 

de derecho público estatal y no estatal, universidades nacionales, 

institutos universitarios nacionales, Pueblos Originarios e Iglesia 

Católica, se realizará a solicitud de la entidad interesada y de manera 

directa, teniendo presente, cuando fuera pertinente, la disponibilidad de 

espectro, la preexistencia de servicios similares a los solicitados en la 

misma o distinta área de cobertura y/o la superposición de frecuencias 

en dicha localización y las reservas previstas en el artículo 89 de la Ley 

N° 26.522. 

Las personas interesadas en la obtención de la autorización establecida 

en el artículo 22 de la Ley N° 26.522, deberán presentar una propuesta 

comunicacional que responda a los objetivos enumerados en el artículo 

3° de la citada ley. Esta propuesta, además deberá contener, entre 

otros aspectos, el área de cobertura solicitada, las especificaciones de 

carácter técnico, el correspondiente plan de programación y su forma de 

financiamiento, debiéndose observar las previsiones establecidas en la 

Ley N° 26.522 y en la presente reglamentación. Esta propuesta deberá 

ser de acceso público. 

La representación de las personas de derecho público estatal y no 

estatal, universidades nacionales, institutos universitarios nacionales, 
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Pueblos Originarios e Iglesia Católica será ejercida por la autoridad de 

mayor jerarquía de las mismas, debiéndose acreditar la representación 

invocada, ante la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, mediante instrumento 

otorgado según las formalidades exigidas por el ordenamiento jurídico 

vigente, y los propios del ámbito al cual representan, y certificadas las 

firmas correspondientes. 

En oportunidad de solicitarse una autorización, el requirente deberá 

presentar una memoria descriptiva del proyecto técnico y cultural que 

dé constancia de las condiciones en que se propone cumplimentar los 

objetivos de la Ley N° 26.522 en cuanto a la satisfacción del derecho a 

la libertad de expresión, derecho a la información y a la comunicación; 

como asimismo a los valores de la diversidad, el pluralismo y al 

desarrollo de la sociedad de la información. 

Sin perjuicio de que la asignación se realice por vía de autorización sin 

concurso previo, como requisito de su procedencia, se deberá acreditar 

la sustentabilidad del proyecto de la emisora a promover y de su 

infraestructura, y la producción propia, en las cuotas que establece la 

Ley N° 26.522. 

ARTICULO 38.- Las licencias para servicios satelitales y para la 

prestación de servicios por vínculo físico se adjudicarán según los 

procedimientos y condiciones que establezca la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

ARTICULO 39.- Se entiende por fecha de inicio de las emisiones 

regulares, la establecida en la resolución que habilita el servicio, en los 

términos del artículo 84 de la Ley N° 26.522, dictada por la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA —. 

ARTICULO 40.- La solicitud de prórroga de las licencias deberá ser 

efectuada en el plazo mínimo de DIECIOCHO (18) meses y un plazo 

máximo de TREINTA Y SEIS (36) meses, anteriores a la fecha de 

vencimiento de las mismas, sin excepción. En dicha oportunidad, el 

licenciatario deberá acreditar que mantiene todas las condiciones 

exigidas por la Ley N° 26.522 en los aspectos personal, societario, 

patrimonial y los antecedentes del requirente y que no ha sido 

sancionado reiteradamente con falta grave. Asimismo, se requerirá la 
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documentación necesaria para verificar el cumplimiento de los 

porcentajes de programación que exige la ley con relación a los 

contenidos, según el tipo de que se trate. 

El solicitante de la prórroga deberá presentar: 

1. Memoria que sintetice el desempeño realizado desde la obtención de 

la licencia; 

2. Propuesta de programación adecuada a la experiencia de la 

explotación sobre cuyo servicio se solicita la prórroga de licencia; 

En el caso que las evaluaciones efectuadas en los aspectos que 

anteceden se encuentren aprobadas, se iniciará el procedimiento de 

audiencia pública. 

Podrán exceptuarse del proceso de audiencia pública, los procedimientos 

de prórroga de licencia de servicios de comunicación audiovisual cuya 

área de servicio sean localidades de menos de TREINTA MIL (30.000) 

habitantes, siempre que no se registre ninguna inscripción en el registro 

de interesados cuya apertura disponga al efecto la Autoridad de 

Aplicación. La Autoridad de Aplicación establecerá las demás condiciones 

de convocatoria y desarrollo de las audiencias públicas. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — deberá resolver sobre la expedición de la 

prórroga dentro de los CIENTO OCHENTA (180) días hábiles desde la 

realización de la audiencia pública, plazo durante el cual deberá verificar 

la continuidad de las condiciones de adjudicación de la licencia por parte 

del solicitante y sus socios o integrantes. 

De corresponder, se podrán solicitar informes a la Autoridad de 

Aplicación de la Ley N° 25.156. 

La audiencia pública se realizará en las condiciones de celebración 

establecidas en el régimen general aplicable. 

ARTICULO 41.- La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá autorizar 

transferencias de acciones o cuotas partes en proporciones mayores a 

las establecidas en el artículo 41 de la Ley N° 26.522, únicamente 
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cuando los titulares de origen se encuentren alcanzados por los 

supuestos previstos en los artículos 51 y 52 de la ley citada. 

Los organismos competentes deberán solicitar copia certificada del acto 

administrativo emanado de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL que autoriza la transferencia de acciones 

o cuotas parte o la emisión de acciones, bonos, debentures, títulos o 

cualquier tipo de obligaciones negociables o la constitución de 

fideicomisos sobre sus acciones. 

La inscripción realizada en incumplimiento de lo dispuesto en este 

artículo será nula, sin perjuicio perjuicio de las sanciones que pudieran 

corresponder al funcionario que la autorice. 

ARTICULO 42.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 43.- Los bienes afectados a un servicio de comunicación 

audiovisual, imprescindibles para su prestación regular, detallados en 

los pliegos de bases y condiciones y en las propuestas de adjudicación 

como equipamiento mínimo de cada estación, y los elementos que se 

incorporen como reposición o reequipamiento, son parte integrante de la 

licencia o autorización y por ende inembargables. 

Los bienes afectados podrán ser enajenados o gravados con prendas o 

hipotecas para el mejoramiento del servicio o en el supuesto que 

pudiera comprometerse la continuidad del mismo, requiriéndose para 

ello, la previa conformidad de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

La inobservancia de lo establecido en el presente artículo determinará la 

nulidad del acto jurídico celebrado y configurará falta grave, según la 

tipificación establecida por la Ley N° 26.522 y la presente 

reglamentación. 

El listado original y efectivo de los bienes afectados deberá ser 

entregado a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— conjuntamente con la 

solicitud de habilitación técnica. Cuando se los sustituya, deberá ser 

siempre por bienes y equipamiento de titularidad del licenciatario. 

ARTICULO 44.- Inciso a) Sin reglamentar. 
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Inciso b) Se entiende que existirá exclusividad cuando al menos el 

SESENTA POR CIENTO (60%) de los espacios publicitarios de fuente 

privada sea contratado por una persona física o jurídica distinta a la del 

licenciatario, permisionario o autorizado. 

Inciso c) Se entiende que existirá exclusividad cuando más del TREINTA 

POR CIENTO (30%) de los espacios de programación y/o emisión sea 

contratado por una persona física o jurídica distinta al licenciatario, 

permisionario o autorizado. 

Inciso d) Sin perjuicio de otras modalidades, se considerará que existe 

negocio jurídico que posibilita la sustitución de los titulares de la 

explotación cuando se reemplacen bienes afectados al servicio por 

bienes de terceros. No se configurará este supuesto cuando la 

sustitución sea autorizada por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— y el licenciatario acredite 

poseer sobre los bienes título suficiente para su utilización. 

Inciso e) Sin reglamentar. 

ARTICULO 45.- Inciso 1) a) Sin reglamentar. 

Inciso 1) b) Sin reglamentar. 

Inciso 1) c) Se establece que la unidad territorial para el alcance de una 

licencia es el territorio existente dentro de la demarcación de límites de 

cada Estado Municipal o Departamento. 

Se podrán contemplar unidades productivas mayores a la del 

Departamento o Municipio mediante la figura de la extensión de la 

licencia en caso de zonas colindantes con menor densidad demográfica 

que la del área de procedencia, previa solicitud explícita en tal sentido y 

con la obligación de contar con un canal propio por localidad o la 

posibilidad de operar una señal regional si se dieran las condiciones de 

población previstas por el artículo 65, inciso 3. c) de la Ley N° 26.522. 

A los efectos del cálculo de las VEINTICUATRO (24) licencias de servicios 

por suscripción y del máximo de mercado del TREINTA Y CINCO POR 

CIENTO (35%) previstos en el artículo 45 de la Ley N° 26.522, se 

mantendrá la asignación territorial adjudicada a las licencias y sus 

extensiones, autorizadas, si las hubiere. Las licencias más sus 

extensiones autorizadas serán consideradas como una unidad territorial 
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servida por una licencia, debiendo ajustarse a lo dispuesto por el artículo 

65, inciso 3. c) de la ley citada, por cada extensión. 

En estos casos, la Autoridad de Aplicación fijará el plazo para la 

instalación de la señal propia en la zona extendida, cuando así 

correspondiera correspondiera en virtud del artículo 65, inciso 3. c) de 

dicho cuerpo legal. 

A fin de determinar el TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) previsto en 

el artículo 45 de la Ley N° 26.522, el mercado de televisión por 

suscripción, se considerará uno a nivel nacional, es decir sobre el total 

de abonados en las diferentes modalidades. La Autoridad de Aplicación 

podrá establecer condiciones para garantizar la competitividad entre las 

diferentes formas de prestación de servicios de televisión por 

suscripción. 

Inciso 2) Sin reglamentar. 

Inciso 3) La Autoridad de Aplicación determinará las condiciones de 

distribución de la señal de generación propia a otras plataformas o 

servicios. 

ARTICULO 46.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 47.- Por semestre se analizará un tipo de servicio: televisión 

abierta, radio, televisión por suscripción y nuevas tecnologías. Los 

CUATRO (4) informes se consolidarán en un informe final que será 

elevado cada DOS (2) años 

ARTICULO 48.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 49.- La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— definirá las áreas de alta 

vulnerabilidad social en razón de las circunstancias que en cada caso se 

presenten, las que deberán estar debidamente fundadas. 

ARTICULO 50.- La extinción de la licencia prevista en el artículo 50 de la 

Ley N° 26.522, cuando correspondiese, será precedida de los 

procedimientos previstos en el Título VI de la referida ley. 

Extinguida una licencia en los términos del artículo 50 de la Ley N° 

26.522, está prohibido el desmantelamiento de la infraestructura hasta 
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tanto la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — emita autorización expresa en tal sentido. 

Inciso a) La extinción de la licencia por el vencimiento de los plazos del 

artículo 50, inciso a), de la Ley N° 26.522, se producirá de pleno 

derecho, por el mero transcurso del tiempo. El acto que así lo disponga 

tendrá efectos declarativos y retroactivos a la fecha del vencimiento. 

Una vez vencido el plazo de la licencia o su prórroga, el licenciatario 

podrá continuar con las emisiones regulares en las mismas condiciones 

de adjudicación, hasta tanto la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— disponga el cese de las 

emisiones o las medidas transitorias de continuidad del servicio a las 

que se refiere el artículo 50, última parte, de la Ley N° 26.522. 

Inciso b) Sin reglamentar. 

Inciso c) Podrá declararse la extinción de la licencia, por la incapacidad 

del licenciatario o su inhabilitación en los términos del artículo 152 bis 

del Código Civil de la Nación cuando la resolución judicial que así lo 

disponga, quede firme. 

Inciso d) Sin reglamentar. 

Inciso e) La renuncia a la licencia a que refiere el artículo 50, inciso e), 

de la Ley N° 26.522, deberá formularse a través de la firma del 

licenciatario o su representante legal, que acredite la documentación de 

la cual surgen sus facultades y mandato suficiente para tal acto de 

disposición, debidamente certificada. 

La licencia respecto de la cual procede la renuncia importará la renuncia 

al conjunto de la actividad económica del área de prestación. Respecto a 

la infraestructura afectada a su explotación, la misma quedará afectada 

a la prestación del servicio hasta que se disponga el cese. 

Inciso f) Sin reglamentar. 

Inciso g) Podrá declararse la extinción de la licencia por quiebra del 

licenciatario, prevista en el artículo 50 inciso g) de la Ley N° 26.522, 

cuando la resolución judicial que así lo disponga, quede firme. 

Incisos h) e i) Sin reglamentar. 
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Inciso j) El término de suspensión injustificada de las emisiones, 

establecido en el artículo 50, inciso j), de la Ley N° 26.522, se deberá 

computar y acumular por cada día de suspensión injustificada, en el 

plazo de UN (1) año calendario. 

Extinción de la licencia: En el caso de extinción de una licencia, el pliego 

del respectivo concurso público otorgará un puntaje adicional a aquellas 

solicitudes y propuestas presentadas que contemplen la continuidad del 

personal de la antecesora en la explotación del servicio de que se trate. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — podrá además establecer para dicho concurso 

público, dentro de los criterios de evaluación de solicitudes y 

propuestas, el otorgamiento de un puntaje adicional, para el caso de la 

compra de los bienes afectados a dicho servicio por parte del oferente al 

respectivo concurso público, previa tasación de los bienes afectados 

aceptada por su titular. 

Producida la extinción de la licencia y ordenado el cese efectivo del 

servicio, el ex licenciatario procederá al desmantelamiento de los bienes 

afectados en el plazo que se le fije, si éstos no fueran adquiridos por el 

nuevo licenciatario. La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL podrá disponer el desmantelamiento por 

cuenta y riesgo del exlicenciatario o adoptar las medidas de resguardo 

necesarias para impedir su utilización clandestina. 

Continuidad de la prestación del servicio. Respecto de las medidas 

transitorias establecidas en el último párrafo del artículo 50 de la Ley N° 

26.522, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—, podrá disponerlas cuando se declare la 

extinción de la licencia o cuando se haya producido por parte de su 

titular el abandono de la emisora. Excepcionalmente deberá 

contemplarse la situación de los servicios de comunicación audiovisual 

cuya actividad y normal prestación del servicio se encuentre en peligro 

en el marco de actuaciones sumariales. 

La Autoridad de Aplicación podrá por resolución fundada, y a los fines de 

la continuidad del servicio, designar un delegado administrador con las 

facultades necesarias para el cumplimiento de dichos fines. En estos 

casos, la explotación se realizará bajo el nombre de fantasía de la 
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identificación técnica de la emisora constituyéndose un fondo de 

afectación específico a tal efecto y se dispondrán las medidas necesarias 

para preservar las fuentes de trabajo hasta una nueva adjudicación. 

La prestación de tareas por parte de los trabajadores no importará su 

absorción como personal dependiente del Estado en general o de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA— en particular por ningún título legal o contractual. 

En caso de quiebra, la Autoridad de Aplicación propondrá la designación 

del delegado administrador al tribunal interviniente para que proceda a 

la misma en las condiciones que corresponda entender, por aplicación 

del principio de continuidad del servicio previsto en el artículo 50, último 

párrafo, de la Ley N° 26.522. 

ARTICULO 51.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 52.- En los casos de pérdida de las condiciones y requisitos 

personales por parte de los socios de sociedades comerciales exigidos 

por la Ley N° 26.522, la propuesta de recomposición societaria 

respectiva debe ser presentada en un plazo de SESENTA (60) días. 

ARTICULO 53.- Las sociedades licenciatarias deberán comunicar a la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—, con una anticipación mínima de TREINTA (30) días la 

realización de asambleas o reuniones de socios, su fecha y el orden del 

día respectivo. Asimismo, deberán remitir conjuntamente con la 

notificación de la realización de la asamblea o reunión de socios 

correspondiente, copia certificada del libro del Registro de Socios o 

Accionistas que participarán de la misma. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— controlará que la composición societaria de la 

asamblea o reunión de socios corresponda a la aprobada oportunamente 

y comunicará a la sociedad en cuestión, en forma previa a la realización 

de la asamblea, los resultados del análisis de la documentación 

presentada. 

ARTICULO 54.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 55.- Sin reglamentar. 
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ARTICULO 56.- La Autoridad de Aplicación deberá establecer los 

requisitos y modalidades del registro previsto en el artículo 56 de la Ley 

N° 26.522. 

ARTICULO 57.- REGISTRO PUBLICO DE LICENCIAS Y AUTORIZACIONES. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL llevará actualizado, con carácter público, el REGISTRO 

PUBLICO DE LICENCIAS Y AUTORIZACIONES, el que deberá consignar 

respecto a las personas físicas o jurídicas titulares de licencias y 

autorizaciones, la información que a continuación se detalla: 

1. Licenciatarios: 

a) Nombre/s y apellido/s y/o razón social del titular; 

b) Personería jurídica; 

c) Nombre comercial y de fantasía; 

d) Tipo de servicio; 

e) Documentación que acredite la condición fiscal, N° de CUIT, y 

Documento Nacional de Identidad del presentante; 

f) Domicilio de prestación del servicio y Código Postal Argentino; 

g) Domicilio constituido en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES; 

h) Teléfono; 

i) Correo electrónico; 

j) Conformación societaria, si la hubiera, identificación de los socios 

(Nombre/s y Apellido/s, y Documento Nacional de Identidad), y sus 

porcentajes de participación en la sociedad; 

k) Nombre/s y Apellido/s, y Documento Nacional de Identidad de los 

miembros de los órganos de administración, control y/o fiscalización; 

l) Fecha de otorgamiento de la licencia; 

m) Fecha de vencimiento de la licencia; 

n) Prórrogas de la licencia; 
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ñ) Parámetros técnicos de otorgamiento de la licencia; 

o) Area de prestación de la licencia; 

p) Infraestructura y bienes afectados al servicio en los términos del 

artículo 43 de la Ley N° 26.522; 

q) Sanciones aplicadas; 

r) Otras licencias vigentes; 

s) Licencias no vigentes; 

t) Otros requisitos que sean establecidos por la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

2. Autorizados: 

a) Titular de la autorización; 

b) Jurisdicción; 

c) Tipo de servicio autorizado; 

d) Area de prestación de la autorización; 

e) Documentación que acredite la condición fiscal, N° de CUIT, y 

Documento Nacional de Identidad del presentante; 

f) Domicilio de prestación del servicio y Código Postal Argentino; 

g) Domicilio constituido en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES; 

h) Teléfono; 

i) Correo electrónico; 

j) Responsable jurisdiccional; 

k) Miembros de los órganos de dirección y fiscalización, de 

corresponder; 

l) Area de prestación; 

m) Infraestructura y bienes afectados al servicio en los términos del 

artículo 43 de la Ley N° 26.522; 
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m) Sanciones aplicadas; 

n) Otros servicios autorizados; 

ñ) Otros requisitos que sean establecidos por la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Los registros previstos en el presente artículo deberán ser actualizados 

anualmente en las condiciones que determine la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, para lo 

cual se deberán acreditar el mantenimiento de las condiciones 

requeridas. 

ARTICULO 58.- Reglamentado por Decreto N° 904 de fecha 28 de junio 

de 2010. 

El Registro previsto en el artículo 58 de la Ley N° 26.522 deberá ser 

actualizado anualmente en las condiciones que determine la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA—; para lo cual se deberá acreditar el mantenimiento de las 

condiciones requeridas. 

ARTICULO 59.- Registro Público de Agencias de Publicidad y Productoras 

Publicitarias. Los responsables de las agencias de publicidad y 

productoras publicitarias deberán completar y presentar ante la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA—, el formulario que podrá ser retirado de la sede principal de 

la Autoridad de Aplicación y/o sus respectivas delegaciones. 

El formulario constará de los siguientes datos: 

a) Nombre y apellido y/o razón social del titular; 

b) Personería jurídica; 

c) Constitución de un domicilio legal en la REPUBLICA ARGENTINA; 

d) Domicilio constituido en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES; 

e) Identificación y domicilio legal del representante legal designado a los 

efectos de la Ley N° 26.522 y la presente reglamentación; 

f) Nombre comercial y de fantasía, si lo hubiere; 
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g) Documentación que acredite la condición fiscal; 

h) Nómina de clientes, productos y medios pautados; 

i) Otros requisitos que sean establecidos por la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

ARTICULO 60.- Reglamentado por Decreto N° 904 de fecha 28 de junio 

de 2010. 

ARTICULO 61.- Los licenciatarios, registrados o autorizados a prestar los 

servicios regulados en la Ley N° 26.522, podrán difundir avisos 

publicitarios de cualquier tipo, provenientes de anunciantes que los 

contraten en forma directa, siempre que estos últimos se encuentren 

inscriptos en el Registro Público de Agencias de Publicidad y Productoras 

Publicitarias. 

Considéranse excluidos de la obligación de cursada o pautada por 

terceros registrados, los casos de promociones propias de los 

prestadores de servicios de comunicación audiovisual. 

ARTICULO 62.- A los efectos de la constitución de redes, a las que se 

refieren los artículos 62 y 63 de la Ley N° 26.522, el titular y/o 

representante legal de una de las estaciones involucradas deberá 

adjuntar copia certificada y con fecha cierta del convenio o contrato de 

creación de red, en el cual se exprese: 

a) La(s) estación(es) cabecera(s); 

b) Las emisoras integrantes de la red; 

c) Tipo de prestador; 

d) El plazo de la contratación; 

e) Los porcentajes de retransmisión; 

f) Los horarios de transmisión simultánea; 

g) La programación a retransmitir; 

h) La programación de cada emisora. 
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Todo otro requisito que deba ser cumplido por quienes soliciten 

autorización para la constitución de redes deberá ser establecido por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA— de forma expresa, mediante resolución fundada. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá autorizar por resolución fundada otros 

porcentajes de programación en red o vinculación de emisoras de 

diverso tipo o clase de servicio, en atención a las circunstancias de cada 

caso. 

Las autorizaciones se extenderán por el plazo de UN (1) año y serán 

renovables en forma anual a solicitud de los interesados. 

ARTICULO 63.- La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— determinará el límite de 

cantidad de horas de red, en cada caso, para lo cual atenderá a que la 

cantidad de horas de programación a ser preservada para ser emitida de 

origen, por cada estación, incluya SESENTA (60) minutos en el 

HORARIO CENTRAL, además del servicio informativo propio. 

Se entiende por HORARIO CENTRAL, la banda horaria de 19.00 a 23.00 

horas para televisión y de 07.00 a 10.00 horas y de 19.00 a 22.00 horas 

para radiodifusión sonora. 

Existirán cabeceras múltiples cuando al menos TRES (3) estaciones de la 

red propuesta no sean titulares de más del SESENTA POR CIENTO 

(60%) de los derechos de la programación que las vincula. 

Serán acontecimientos de interés relevante los que defina el CONSEJO 

FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL por aplicación del artículo 

15 de la Ley N° 26.522. Los hechos que tengan carácter noticioso y no 

sucedan de modo habitual ni previsiblemente, quedan exceptuados de la 

tramitación de la definición o calificación como tales por el CONSEJO 

FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. 

ARTICULO 64.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 65.- Inciso 1.a. i) Sin Reglamentar. 

Inciso 1.a. ii) A los fines de garantizar el cumplimiento de las cuotas de 

música independiente en las zonas rurales, de baja densidad 
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demográfica y/o de difícil acceso a los autores, compositores e 

intérpretes que la producen y ejecutan, los interesados deberán proveer 

lo necesario para ofrecer un listado de las obras disponibles y facilitar 

los modos de disposición a través de las sociedades de gestión 

correspondientes. 

Inciso 1. a. iii) Sin reglamentar. 

Inciso 1. b) Sin reglamentar. 

Inciso 2. a) Sin Reglamentar. 

Inciso 2. b) Sin perjuicio de la libertad de programación del prestador 

del servicio de comunicación audiovisual y de la real duración de los 

servicios de noticieros a los efectos del cálculo de la producción local, la 

imputación de tales espacios informativos a ese porcentaje mínimo de 

producción propia no podrá superar el CINCUENTA POR CIENTO (50%) 

de ese subtotal, considerado por cada media jornada de emisión, a fin 

de promover otro tipo de realizaciones de contenidos o programas. Se 

exceptuará de tal obligación a los canales temáticos. 

La Autoridad de Aplicación deberá establecer los mecanismos necesarios 

a fin de fomentar la producción de obras de ficción de origen nacional o 

local, como así también el tiempo u horas mensuales de programación 

que contenga ese tipo de obras. 

Inciso 2. c) Sin Reglamentar. 

Inciso 3) Los servicios de televisión por suscripción no podrán reducir la 

cantidad de señales por debajo del número de señales propuestas al 

momento de la adjudicación. 

Inciso 3. a) Sin Reglamentar. 

Inciso 3. b) Los servicios de televisión por suscripción deberán ordenar 

su grilla de programación de forma tal que todas las señales 

correspondientes al mismo género se encuentren ubicadas en forma 

correlativa. La grilla de programación deberá dar prioridad a las señales 

locales, regionales y nacionales y a aquellas señales destinadas a 

programas infantiles, educativos e informativos. 
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Las grillas de programación de los sistemas de televisión por suscripción 

deberán respetar el ordenamiento que a tales efectos disponga la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—, y que incluirá a las señales inscriptas en el Registro Público 

de Señales y Productoras en el género "Periodísticas/Noticias". De no 

existir acuerdo de retransmisión por cuestiones económicas entre el 

titular de cualquiera de las señales "Periodísticas/Noticias" y el titular del 

servicio de comunicación audiovisual, este último no podrá excusarse de 

retransmitir la señal si la misma le es entregada por su titular sin cargo. 

El ordenamiento de las grillas de programación deberá determinar la 

ubicación de la señal de producción propia, las señales generadas por 

RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO y otras 

señales donde el ESTADO NACIONAL sea parte y las señales locales de 

televisión abierta, ubicadas en la zona de distribución del servicio. 

El ordenamiento de las grillas de programación deberá respetar el 

criterio de agrupamiento temático. 

La Autoridad de Aplicación es competente para modificar o actualizar el 

régimen de ordenamiento de la grilla de programación y para autorizar 

el apartamiento de las disposiciones contendidas en el mismo, si se 

acreditan razones de fuerza mayor que así lo requieran. 

Inciso 3. c) Sin perjuicio de la libertad de programación del prestador 

del servicio de comunicación audiovisual y de la real duración de los 

servicios de noticieros a los efectos del cálculo de la producción local, la 

imputación de tales espacios informativos a ese porcentaje mínimo de 

producción propia no podrá superar el CINCUENTA POR CIENTO (50%) 

de ese subtotal, considerado por cada media jornada de emisión, a fin 

de promover otro tipo de realizaciones de contenidos o programas. 

Inciso 3. d) Para la retransmisión por parte de licenciatarios de servicios 

por suscripción de las señales de televisión abierta que se encuentren en 

el área de cobertura, las mismas deberán ser proporcionadas a los 

licenciatarios de servicios por suscripción en los formatos y con las 

tecnologías con las que son generadas dichas señales, no pudiendo 

establecerse distinción o exclusividad. 

Inciso 3. Apartados e) y f) Sin Reglamentar. 
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Inciso 3. g) Sin perjuicio de la libertad de programación del prestador 

del servicio de comunicación audiovisual y de la real duración de los 

servicios de noticieros a los efectos del cálculo de la producción local, la 

imputación de tales espacios informativos a ese porcentaje mínimo de 

producción propia no podrá superar el CINCUENTA POR CIENTO (50%) 

de ese subtotal, considerado por cada media jornada de emisión, a fin 

de promover otro tipo de realizaciones de contenidos o programas. 

Inciso 3. h) Sin Reglamentar. 

ARTICULO 66.- A los efectos de la aplicación de lo dispuesto por el 

artículo 66 de la Ley N° 26.522: 

1. Subtitulado oculto. Entiéndese por subtitulado oculto (closed caption), 

al dispositivo adicional adicional de cuadros de texto localizados en la 

pantalla que reproducen visualmente los sonidos, efectos sonoros, 

música, diálogos y los mensajes hablados que acompañan a las 

imágenes que se emiten. No resulta de aplicación para la programación 

el contenido de audio que se encuentre impreso sobre la pantalla y los 

programas de música vocal no instrumental. 

El tiempo de implementación del subtitulado oculto, conforme las 

categorías establecidas en el artículo 96 de la Ley N° 26.522, 

comprenderá: 

a) Para las categorías A y B: acreditar como mínimo el subtitulado de 

SEIS (6) horas diarias de programación, priorizando las de carácter 

noticioso y/ periodístico, y el CIENTO POR CIENTO (100%) de las 

emisiones en el horario principal o prime time, dentro de los CIENTO 

OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de la presente 

reglamentación. A partir de dicho plazo, en forma progresiva, deberán 

incorporar en períodos sucesivos de CIENTO OCHENTA (180) días, TRES 

(3) horas diarias de programación subtitulada hasta completar la 

totalidad de su programación. 

b) Para la categoría C: acreditar como mínimo el subtitulado de DOS (2) 

horas diarias de programación, priorizando las de carácter noticioso y/ 

periodístico locales y horario principal o prime time, dentro de los 

CIENTO OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de la presente 

reglamentación. A partir de dicho plazo, deberán incorporar en períodos 

sucesivos de CIENTO OCHENTA (180) días, DOS (2) horas diarias de 
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programación subtitulada hasta completar la totalidad de su 

programación. 

c) Para la categoría D: acreditar como mínimo el subtitulado (oculto o 

no oculto) de DOS (2) horas diarias de programación, priorizando el 

noticiero local en el horario principal o prime time, dentro de los CIENTO 

OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de la presente 

reglamentación. A partir del plazo de UN (1) año, deberán incorporar, en 

forma anual y sucesiva, UNA (1) hora diaria de programación 

subtitulada hasta completar la totalidad de su programación. 

2. Audio descripción para personas con discapacidad visual. Entiéndese 

por audio descripción para personas con discapacidad visual, a la 

programación auditiva secundaria donde se narran sucesos y escenarios 

que no son reflejados en el diálogo de escena. Los programas que 

deberán audio describirse serán: películas, series, documentales, 

educativos y ficción (unitarios y tiras). 

a) Para las categorías A y B: acreditar como mínimo TRES (3) horas 

diarias de audio descripción en la programación, dentro de los CIENTO 

OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de la presente 

reglamentación. A partir de este plazo, en períodos sucesivos de CIENTO 

OCHENTA (180) días, deberán incorporar DOS (2) horas diarias de audio 

descripción hasta totalizar la programación. 

b) Para la categoría C: acreditar como mínimo DOS (2) horas diarias de 

audio descripción en la programación, dentro de los CIENTO OCHENTA 

(180) días de la entrada en vigencia de la presente reglamentación. A 

partir de este plazo, en períodos sucesivos de CIENTO OCHENTA (180) 

días, deberán incorporar UNA (1) hora diaria de audio descripción hasta 

totalizar la programación. 

c) Para la categoría D: acreditar como mínimo UNA (1) hora diaria de 

audio descripción en la programación, dentro de los CIENTO OCHENTA 

(180) días de la entrada en vigencia de la presente reglamentación. A 

partir de este plazo en forma anual y progresiva, deberán incorporar 

UNA (1) hora diaria de audio descripción hasta totalizar la 

programación. 

En el caso de los programas informativos y periodísticos, los locutores o 

periodistas leerán todos los textos que aparezcan en pantalla. Se 
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incorporará, además, la traducción de informes en idioma extranjero a 

través de una locución que se transmita por el canal de audio 

convencional al mismo momento que el audio original. 

3. Audio descripción para personas con discapacidad intelectual. 

Entiéndese por audio descripción para personas con discapacidad 

intelectual, a la programación auditiva secundaria cuyo contenido es 

transmitido en "lenguaje simplificado" (lenguaje con estructura 

gramatical básica, no extensa y sin términos técnicos). Los programas 

que deberán audio describirse bajo esta modalidad serán: programas 

informativos, de servicios públicos e institucionales. 

a) Para las categorías A y B: acreditar como mínimo UNA (1) hora diaria 

de audio descripción en la programación, dentro de los CIENTO 

OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de la presente 

reglamentación. A partir de este plazo, en períodos sucesivos de CIENTO 

OCHENTA (180) días, deberán incorporar UNA (1) hora diaria de audio 

descripción hasta totalizar la programación. 

b) Para la categoría C: acreditar como mínimo UNA (1) hora diaria de 

audio descripción en la programación, dentro de los CIENTO OCHENTA 

(180) días de la entrada en vigencia de la presente reglamentación. A 

partir de este plazo, en forma anual y progresiva, deberán incorporar 

UNA (1) hora diaria de audio descripción hasta totalizar la 

programación. 

c) Para la categoría D: acreditar como mínimo UNA (1) hora diaria de 

audio descripción en la programación, dentro de los CIENTO OCHENTA 

(180) días de la entrada en vigencia de la presente reglamentación. A 

partir de este plazo en forma anual y progresiva, deberán incorporar 

UNA (1) hora diaria de audio descripción hasta totalizar la 

programación. 

Hasta la implementación de la televisión digital se priorizarán los 

programas informativos, de servicios públicos e institucionales y las 

emisiones en el horario central o prime time. 

4. Lengua de Señas Argentina. Entiéndese por Lengua de Señas 

Argentina, a una lengua natural de expresión y configuración gesto-

espacial y percepción visual dactilológico utilizada por personas con 

discapacidad auditiva. 
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a) Para las categorías A y B: acreditar como mínimo DOS (2) horas 

diarias de programación traducida en Lengua de Señas Argentina, 

dentro de los CIENTO OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de 

la presente reglamentación. A partir de este plazo, en forma anual y 

progresiva deberán incorporar UNA (1) hora diaria de traducción hasta 

totalizar la programación. 

b) Para la categoría C: acreditar como mínimo UNA (1) hora diaria de 

programación traducida en Lengua de Señas Argentina, dentro de los 

CIENTO OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de la presente 

reglamentación. A partir de este plazo, en forma anual y progresiva, 

deberán incorporar UNA (1) hora diaria de traducción hasta totalizar la 

programación. 

c) Para la categoría D: acreditar como mínimo UNA (1) hora diaria de 

programación traducida en Lengua de Señas Argentina, dentro de los 

CIENTO OCHENTA (180) días de la entrada en vigencia de la presente 

reglamentación. A partir de este plazo en forma anual y progresiva, 

deberán incorporar UNA (1) hora diaria de traducción hasta totalizar la 

programación. 

Hasta la implementación de la televisión digital, se traducirá la Lengua 

de Señas Argentina a los programas educativos, informativos, de 

servicios públicos e institucionales. 

5. A los efectos de los dispuesto por el artículo 66 de la Ley N° 26.522, 

y sin perjuicio de los plazos establecidos para el subtitulado oculto, la 

audio descripción para personas con discapacidad visual, la audio 

descripción para personas con discapacidad intelectual y la Lengua de 

Señas Argentina, se establece que toda información de emergencia 

deberá ser transmitida en forma obligatoria, de acuerdo a las 

modalidades descriptas en los párrafos precedentes, de manera de 

garantizar el acceso a dicha información por parte de personas con 

discapacidad intelectual, auditiva y/o visual. 

6. La subtitulación, la audio descripción y la emisión en Lengua de Señas 

Argentina deberán realizarse con tecnología de última generación, a los 

efectos de garantizar servicios de calidad, conforme a la buenas 

prácticas internacionales. La implementación de nuevas tecnologías no 
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hará excluyente el derecho a la accesibilidad de información por parte 

de las personas con discapacidad auditiva, visual e intelectual. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA —, por resolución fundada, podrá establecer 

prórrogas en los plazos para incorporar los servicios servicios de 

accesibilidad señalados en el presente artículo, a los prestadores sin 

fines de lucro, a las personas de existencia ideal de derecho público 

estatal y no estatal, a las universidades nacionales e institutos 

universitarios nacionales, Pueblos Originarios e Iglesia Católica. Las 

personas que presenten los proyectos indicados en el artículo 97, inciso 

f) de la Ley N° 26.522, podrán solicitar financiamiento, para la 

adquisición de equipamiento y tecnología, con el fin de brindar los 

servicios de accesibilidad, indicados en el presente artículo. 

ARTICULO 67.- Las películas de largometraje y los telefilmes nacionales 

podrán ser de ficción, animación o documentales. 

Deberán exhibirse en la franja horaria existente entre las 21.00 y las 

23.00 horas del día de estreno. 

Los licenciatarios deberán distribuir los estrenos en igual proporción en 

los CUATRO (4) trimestres del año calendario. Cuando en UN (1) un 

trimestre se supere esa proporción, las diferencias se podrán compensar 

en el o en los trimestres sucesivos del mismo año calendario. Cuando el 

licenciatario haga uso del derecho a compensación, deberá estrenar al 

menos una película por trimestre. 

A los fines de facilitar la adquisición de los derechos de antena, el 

INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES AUDIOVISUALES —INCAA— 

creará un registro de películas nacionales y telefilmes en condiciones de 

ser adquiridos, el que será publicado en su página web en tiempo real. 

La adquisición no se podrá pagar en especies ni a través de canjes por 

espacios publicitarios. Deberá consistir en aportes dinerarios pagados 

durante la producción de la película o telefilme. 

Los licenciatarios deberán informar a la Autoridad de Aplicación el 

cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 67 de la Ley N° 

26.522 detallando el listado de obras audiovisuales adquiridas y el 
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precio pagado por cada película o telefilme, acompañando el 

correspondiente contrato de adquisición. 

Las productoras de las películas y telefilmes deberán reservar para si la 

titularidad de al menos el CINCUENTA Y UNO POR CIENTO (51 %) de los 

derechos de autor y de los derechos de comercialización sobre la obra 

audiovisual. En caso de coproducciones con otros países, el porcentaje 

indicado se aplicará sobre la parte argentina de la coproducción. 

Los derechos de antena se otorgarán en forma exclusiva hasta el 

estreno televisivo de la obra audiovisual. 

Las obras adquiridas de conformidad con lo dispuesto en el mencionado 

artículo 67 podrán ser exhibidas en el canal creado por Resolución 

INCAA N° 2589 del 27 de noviembre de 2009, en forma no exclusiva, 

sólo para el territorio argentino, una vez transcurrido el plazo de DOCE 

(12) meses a contar desde la fecha de su estreno televisivo. 

Los licenciatarios sólo podrán exhibir las obras audiovisuales en el 

servicio o señal para el cual fueron adquiridas. 

Los derechos adquiridos no podrán ser transferidos a otros 

licenciatarios. 

A los fines de la determinación de la facturación bruta anual del año 

anterior, deberá estarse a lo dispuesto en el Título V, Gravámenes, de la 

Ley N° 26.522. 

ARTICULO 68.- Los contenidos de la programación, de sus avances y de 

la publicidad, deberán ajustarse a las condiciones establecidas en la Ley 

N° 26.522. Al inicio del horario establecido como apto para todo público 

y a su finalización, deberá emitirse claramente, en forma escrita y oral, 

la leyenda "A PARTIR DE ESTE MOMENTO COMIENZA EL HORARIO APTO 

PARA TODO PÚBLICO", y "A PARTIR DE ESTE MOMENTO FINALIZA EL 

HORARIO APTO PARA TODO PÚBLICO", respectivamente. 

Para la identificación visual de la calificación, en el caso de 

largometrajes y/o telefilmes, será de aplicación lo dispuesto por la 

Resolución INCAA N° 1045 del 30 de mayo de 2006, modificada por su 

similar N° 750 del 9 de mayo de 2007 o la que en el futuro establezca la 

autoridad competente. 
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De manera previa a la difusión de flashes o avances informativos, 

contenidos noticiosos o de alto impacto que puedan vulnerar los 

principios de protección al menor en horarios no reservados para público 

adulto, se deberá insertar la leyenda: "ATENCION, CONTENIDO NO 

APTO PARA NIÑAS, NIÑOS O ADOLESCENTES." 

Como mínimo, TRES (3) horas diarias de la programación de los 

servicios televisivos abiertos deberán ser destinadas a contenidos 

especialmente dedicados a niños, niñas y adolescentes, cuya producción 

sea realizada por productoras nacionales en un porcentaje no inferior al 

CINCUENTA POR CIENTO (50%). 

Entiéndese por participación de niños y niñas menores de DOCE (12) 

años en programas que se emitan luego de las 22.00 horas a las 

actuaciones, demostraciones de destrezas, habilidades, 

representaciones artísticas o cualquier tipo de actividad en las que niños 

y/o niñas participen o realicen durante su desarrollo. Cuando se emita 

un programa con las características señaladas, deberá indicarse en 

forma explícita, si el programa ha sido grabado o si se emite en vivo. 

ARTICULO 69.- Se entenderá que existe codificación, cuando la 

posibilidad de acceso o restricción es posible por la acción deliberada de 

quien contrate o solicite el servicio o cuando para su acceso se requiera 

la utilización de un código personal e inviolable u otras modalidades. 

ARTICULO 70.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 71.- Sin perjuicio de que quienes produzcan, distribuyan, 

emitan o de cualquier forma obtengan beneficios por la transmisión de 

programas y/o publicidad deban velar por el cumplimiento de lo 

dispuesto en las normas establecidas en el artículo 71 de la Ley N° 

26.522, los mismos deberán observar, complementariamente, las 

obligaciones emergentes de la Ley N° 24.193 y sus modificatorias, 

respecto de la difusión de la información sobre la donación y/o 

trasplante de órganos humanos, en el siguiente sentido: 

1) No podrán facilitarse ni divulgarse informaciones que permitan la 

identificación del donante y/o del receptor de órganos humanos. 
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2) La promoción de la donación u obtención de órganos o tejidos 

humanos se realizará siempre de forma general y señalando su carácter 

voluntario, altruista y desinteresado. 

3) Se prohibe la difusión de información respecto de la donación de 

órganos o tejidos en beneficio de personas concretas, o de centros 

sanitarios o instituciones determinadas. 

ARTICULO 72.- Sin perjuicio de las obligaciones de los titulares de 

licencias y autorizaciones de servicios de comunicación audiovisual, 

establecidas en el artículo 72 de la Ley N° 26.522, los mismos deberán 

observar, complementariamente, las siguientes obligaciones emergentes 

de la Ley N° 19.798 de Telecomunicaciones y de la Ley N° 24.240 de 

Defensa del Consumidor y sus respectivas modificatorias: 

1. Atención a clientes y usuarios. Los prestadores de servicios de 

comunicación audiovisual deberán brindar a sus clientes y usuarios la 

atención debida, poniendo a su disposición los mecanismos que sean 

necesarios para presentar los reclamos que correspondan. Deberán 

proporcionar información completa y detallada acerca de todas las 

características de los servicios ofrecidos. 

2. Precio de los servicios de comunicación audiovisual por suscripción a 

título oneroso. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual 

por suscripción a título oneroso deberán garantizar la transparencia del 

precio del abono o suscripción que apliquen a cada uno de los servicios 

que brinden a sus clientes y deberán enviar a la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— los planes 

de precios fijados para sus respectivos abonos, la cantidad de abonados 

suscriptos a cada una de las modalidades de servicios ofrecidos y las 

promociones, si las hubiere. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA AFSCA — determinará la frecuencia y modalidad 

de remisión de la información requerida. 

3. Facturación detallada a clientes. Los prestadores de servicios de 

comunicación audiovisual por suscripción a título oneroso, deberán 

brindar a los clientes la facturación detallada de la totalidad de los 

cargos por los servicios que presten, incluidas las promociones y cargos 

por venta o locación de equipos terminales, si los hubiere. 
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4. Idioma Castellano. Los prestadores de servicios de comunicación 

audiovisual deberán brindar a los usuarios y/o clientes, en idioma 

castellano, la información relacionada con el uso de los servicios de 

comunicación audiovisual y el manejo, instalación y mantenimiento de 

equipos terminales, así como las facilidades adicionales que éstos 

brinden. 

5. Rúbrica de Libros. Será obligatorio para los servicios de comunicación 

audiovisual, llevar los siguientes libros, los que deberán ser rubricados 

por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

a. Libro de Registro de Transmisiones que deberá reflejar la 

programación y tandas publicitarias e información detallada de las 

transmisiones. 

b. Libro de Guardia de Operadores de Estudio en el cual se dejará 

constancia de las novedades técnicas que se produzcan. 

c. Libro de Guardia de Operadores de Planta Transmisora en el cual se 

anotarán las novedades que se produzcan. 

6. Monitoreo de Emisiones. Los prestadores de servicios de 

comunicación audiovisual tendrán la obligación de brindar gratuitamente 

el servicio para el monitoreo de las emisiones en forma inmediata al 

requerimiento fehaciente de la Autoridad de Aplicación, la que indicará 

el lugar exacto de la prestación para el control de emisiones en 

condiciones técnicas adecuadas, conforme los términos en que se 

concedió la licencia o autorización. 

7. Plazo de Reserva de las Grabaciones. El plazo de reserva o 

mantenimiento de las grabaciones es de TREINTA (30) días desde que 

se produjera la emisión, mediante la tecnología adecuada para su 

conservación. El material deberá estar disponible para su entrega a 

requerimiento de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, dentro del plazo de DIEZ 

(10) días desde que se solicite, salvo que por razones de urgencia dicha 

Autoridad Federal requiera un plazo menor. 
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En los casos que la producción emitida sea requerida para resguardo 

público, mediante solicitud del ARCHIVO GENERAL DE LA NACION, se 

remitirán DOS (2) copias. 

8. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual deberán 

asegurar el cumplimiento de las normas y especificaciones técnicas en 

materia de equipos y aparatos de radiodifusión y telecomunicaciones 

empleados, y de los requisitos técnicos que, en cada caso resulten 

aplicables. Así también, deberán cumplir las reglas del buen arte y las 

calidades de servicio establecidas por las reglamentaciones vigentes, los 

que serán brindados en condiciones de calidad y eficiencia, según los 

parámetros exigidos por la Autoridad de Aplicación. 

9. Aspectos Técnicos-Realización de nuevas obras. Información. 

Autorización. El prestador de servicios de comunicación audiovisual 

interesado en la realización de obras que modifiquen los aspectos 

técnicos considerados para la adjudicación de la licencia, autorización o 

permiso, como así también obras que impliquen traslado, remoción o 

modificación de las instalaciones, infraestructuras, equipos, y redes de 

los servicios de comunicación audiovisual, deberá requerir la previa 

autorización de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA—, informando el plan de obras 

respectivo. La Autoridad de Aplicación dispondrá que se realicen las 

tareas de supervisión y verificación correspondientes. Los gastos 

originados en la realización de obras nuevas, de ampliación o de 

mejoras de las existentes, y el traslado, remoción o modificación de las 

instalaciones, infraestructuras, equipos, sistemas y redes de los 

servicios de comunicación audiovisual, estarán exclusivamente a cargo 

del prestador de dichos servicios interesado en su ejecución. Así 

también, las demoliciones, ampliaciones, modificaciones o 

construcciones nuevas efectuadas. 

ARTICULO 73.- La Autoridad de Aplicación establecerá los mecanismos 

de implementación del Abono Social, contemplando las particularidades 

de cada situación, los que deberán contemplar como mínimo los 

siguientes extremos: 

1) Realidad socioeconómica, demográfica y de mercado de la región y 

de la localidad de aplicación. 
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2) Los beneficiarios deberán pertenecer a hogares de escasos recursos, 

a tal fin se tendrán en cuenta el nivel de ingresos, composición del 

grupo familiar, situación ocupacional, características de la vivienda, 

cobertura de salud, entre otros. 

3) Los beneficiarios deberán estar inscriptos en un padrón elaborado y 

habilitado a tal efecto por la Autoridad de Aplicación conjuntamente con 

la Autoridad del área social del Poder Ejecutivo Nacional. 

4) Podrá invitarse a las provincias, municipios y a la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires para que eliminen o disminuyan el monto 

correspondiente a impuestos y tasas incluidas en la facturación del 

servicio. 

Sin perjuicio de lo consignado precedentemente, la Autoridad de 

Aplicación procurará que en las Audiencias Públicas y en los 

Procedimientos de Elaboración Participativa de Normas que se 

implementen con relación al Abono Social, se aseguren mecanismos de 

participación federal. 

ARTICULO 74.- No se computará como tiempo de publicidad los espacios 

utilizados en cumplimiento de las disposiciones de la Ley N° 26.571 de 

Democratización de la Representación Política, la Transparencia y la 

Equidad Electoral y normas complementarias en materia electoral. 

ARTICULO 75.- Considéranse incluidos en la obligación de difusión de la 

cadena nacional a las señales nacionales inscriptas como de género 

Periodísticas/Noticias, en los Registros regulados por la presente 

reglamentación. 

La transmisión de la cadenas nacionales, provinciales o municipales 

deberá ser realizada en forma íntegra, sin alteraciones, cortes, 

sobreimpresos u otros agregados. 

ARTICULO 76.- Las emisoras de televisión abierta deberán colocar en la 

parte inferior de la pantalla durante los espacios de programación la 

hora oficial en los términos previstos en el Decreto N° 1792 del 19 de 

julio de 1983. La exhibición de la hora oficial se podrá efectuar de 

manera continuada o por períodos no inferiores a los SESENTA (60) 

segundos con intervalos de hasta CINCO (5) minutos. 
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Los servicios de radiodifusión sonora deberán informar la hora oficial 

DOS (2) veces por hora, anteponiendo un sonido distintivo que permita 

identificar la información horaria que será suministrada a continuación. 

ARTICULO 77.- El CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

deberá remitir a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— el listado de los 

acontecimientos declarados como de interés general para la 

retransmisión y emisión televisiva. 

ARTICULO 78.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 79.- La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— determinará si los 

acontecimientos de interés relevante deben ser transmitidos total o 

parcialmente en directo, o total o parcialmente en diferido. 

ARTICULO 80.- Cuando uno de los acontecimientos declarados como de 

interés general esté contratado para su emisión en exclusiva por un 

prestador de servicios de comunicación audiovisual que emita toda su 

programación por servicios por suscripción o por pago, podrá elegir 

entre emitir en directo y en abierto el acontecimiento o venderlo a otro 

prestador para su emisión en abierto y al precio fijado mediante subasta 

entre los prestadores interesados. En caso de que no reciba ninguna 

oferta, el prestador titular de los derechos de emisión en exclusiva está 

obligado a emitir el acontecimiento sin codificación alguna o si tuviera 

los medios tecnológicos a su disposición —ya fuere que operara en 

sistema multiplex u otros— por televisión en abierto y en diferido. 

Cuando uno de esos acontecimientos no esté contratado para su 

emisión televisiva, el titular de los derechos habrá de vender el derecho 

de emisión en abierto y directo a un precio fijado mediante subasta 

entre los interesados. 

ARTICULO 81.- A los efectos del artículo 81 de la Ley N° 26.522, los 

tiempos para la difusión de publicidad serán computados desde el inicio 

de la programación diaria comunicada a la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, o la que ésta 

constate en virtud del monitoreo de las emisiones. 
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La publicidad deberá emitirse en tandas que deberán estar identificadas 

al inicio y al final como "espacio publicitario". 

Inciso a) La difusión de mensajes publicitarios de producción distinta a 

la nacional estará sujeta a la condición de que proceda de un país con el 

que existan condiciones de reciprocidad para la difusión de contenidos 

audiovisuales publicitarios. La agencia o anunciante interesado deberá 

invocar y acreditar esta circunstancia. 

Inciso b) Sin reglamentar. 

Inciso c) En ningún caso el licenciatario del servicio de televisión por 

suscripción podrá insertar publicidad, sea o no de carácter local, en la 

señal proveniente de estaciones de televisión abierta que retransmita. 

Inciso d) Queda sujeto al acuerdo de las partes, salvo en los casos en 

que la señal sea de distribución gratuita o sea parte de la grilla de 

programación dispuesta por el artículo 65, inciso 3.b), de la Ley N° 

26.522. 

Sin perjuicio del acuerdo de partes, se deja establecido que los minutos 

de publicidad autorizados a las señales, no podrán ser cedidos a los 

licenciatarios de servicios de televisión por suscripción, ni podrán estos 

invocar derecho alguno sobre dichos minutos. 

Cuando se trate de señales de distribución gratuita o cuya inclusión 

obligatoria esté determinada por la grilla de programación ordenada por 

la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — en virtud de lo dispuesto por el artículo 65 

inc. 3.b) de la Ley N° 26.522, no podrá exigirse acuerdo alguno para su 

retransmisión. 

Inciso e) Con el objeto de evitar la contaminación visual, en los casos 

que se emita publicidad durante el desarrollo de los programas 

mediante sobreimpresos, zócalos o cualquier modalidad o tecnología que 

permita incluir mensajes publicitarios, ellos deberán insertarse 

únicamente en la parte inferior de la pantalla no pudiendo abarcar más 

del quinto de la misma, respetando los tiempos máximos de publicidad 

horaria establecidos en la Ley N° 26.522. 

En los casos de transmisiones de espectáculos deportivos, la emisión de 

publicidad dentro del desarrollo del juego sólo podrá hacerse cuando 
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éste se encuentre momentáneamente detenido y sin que afecte la 

visibilidad de la escena. Durante la difusión de la programación de los 

canales de televisión abierta y de las señales, no podrá insertarse 

promoción de otros programas. 

Incisos f) y g) Sin reglamentar. 

Inciso h) Se considera contraria a los intereses de niños, niñas y 

adolescentes aquella publicidad dirigida a ellos en la que se promueva la 

compra de un bien o de un servicio, explotando su inexperiencia o 

credulidad, o en la que aparezcan persuadiendo de la compra a sus 

padres o tutores. No se deberá inducir a error sobre las características 

de los productos, ni sobre su seguridad, ni tampoco sobre la capacidad y 

aptitud necesarias en los niños, niñas o adolescentes que puedan ser 

utilizados sin producir daño para sí o a terceros. 

Incisos i), j) y k) Sin reglamentar. 

Inciso l) Los profesionales del ámbito de la salud que se presenten en 

los anuncios publicitarios, deberán acompañar su presentación, con 

nombre y apellido, especialidad y número de matrícula; esto último de 

acuerdo a lo dispuesto por el MINISTERIO DE SALUD. 

La publicidad de productos medicinales cuya prescripción solo sea bajo 

receta, deberá ser debidamente especificada en los servicios de 

comunicación audiovisual. Aquellos productos relacionados con la salud, 

de venta libre, que directa o indirectamente puedan tener consecuencias 

en la salud, tales como productos o suplementos dietarios, prótesis y/o 

dispositivos de tecnología médica, cosméticos, odontológicos, bebidas 

energizantes, productos alimenticios o cualquier otro producto que 

tenga o pueda tener incidencia sobre la salud, sólo podrán publicitarse si 

dan cumplimiento íntegramente a las disposiciones dictadas por la 

autoridad competente en la materia. A tales fines la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— 

podrá requerir a la justicia que evalúe la situación y ordene suspender 

preventivamente la publicidad que se encuentre en presunta infracción a 

la normativa que rige la materia, cuando potencialmente se pueda 

producir un daño en la salud de las personas. 

Respaldo por Sociedades Científicas, ONGs, y otras organizaciones. 

Cuando el aviso publicitario contenga la mención de un atributo 
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beneficioso para la salud que se anuncie como objeto de certificación, 

acreditación, respaldo, apoyo o aval de cualquier naturaleza por 

organizaciones y asociaciones científicas, de la salud o profesionales de 

dichas ciencias a título individual, será exigible a dicha organización o 

profesional acreditar haber realizado en forma fehaciente estudios, 

análisis, relevamiento o investigaciones que prueben su conocimiento 

respecto del producto anunciado. 

Incisos m), n), ñ), o) y p) Sin reglamentar. 

Los anuncios que brinden datos estadísticos, resultados de 

investigaciones y encuestas, deberán incluir leyendas escritas y orales, 

que indiquen la fuente de dicha información y el número de casos sobre 

los cuales se realizaron los estudios que se mencionan. 

ARTICULO 82.- La contratación de publicidad deberá ser realizada con 

arreglo a las disposiciones de la Ley N° 24.240, de Defensa del 

Consumidor y de la Ley N° 25.156, de Defensa de la Competencia. 

Incisos a) y b) Sin reglamentar. 

Inciso c) Queda sujeto al acuerdo de las partes, salvo en los casos en 

que la señal sea de distribución gratuita o sea parte de la grilla de 

programación dispuesta por el artículo 65 inciso 3.b) de la Ley N° 

26.522, en los términos del artículo 82 inciso d) de dicha norma y su 

reglamentación. 

Inciso d) Sin reglamentar. 

Inciso e) La transmisión de obras audiovisuales tales como 

largometrajes cinematográficos y películas concebidas para la televisión, 

realizada por señales transmitidas a través de servicios por suscripción 

solo podrá interrumpirse una vez cada período completo de TREINTA 

(30) minutos. 

Inciso f) Los tiempos para la difusión de publicidad serán computados 

desde el inicio de la programación diaria comunicada a la Autoridad de 

Aplicación, o la que ésta constate en virtud del monitoreo de las 

emisiones. Los bloques podrán ser consecutivos y compensarse entre sí. 

A tales fines se computarán las horas diarias de emisión dentro de los 

horarios declarados por los licenciatarios, permisionarios o autorizados. 

Cuando se trate de señales que transmitan VEINTICUATRO (24) horas 
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continuadas, se computará en forma diaria desde las CERO (0:00) horas 

del día anterior. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — podrá permitir la inclusión de promociones, 

patrocinios y publicidad durante la programación, siempre y cuando no 

perjudique la integridad y el valor de las emisiones y se compute dentro 

de los tiempos máximos de emisión fijados por ley. 

ARTICULO 83.- Cuando existan Tratados o Convenios Internacionales 

aplicables a la materia deberá estarse a lo dispuesto en cada uno de 

ellos para la determinación de la aplicabilidad del trato nacional. 

ARTICULO 84.- Una vez obtenida la licencia, autorización o permiso, se 

procederá a realizar la instalación y puesta en funcionamiento del 

servicio requerido, debiendo supervisarla un profesional matriculado. El 

profesional actuante, director y/o responsable de la obra y sus 

instalaciones, deberá contar con su matrícula debidamente actualizada. 

La habilitación definitiva de la estación y el inicio de las transmisiones 

regulares tendrá lugar luego de aprobada la documentación técnica 

definitiva y la inspección técnica de sus instalaciones por parte de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA— conforme la normativa vigente en la materia. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — determinará los casos en que podrá 

acreditarse el cumplimiento de los requisitos técnicos a través de la 

certificación realizada por profesionales en el marco de Convenios con 

Universidades Nacionales que celebre la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, para cuyos 

casos fijará plazos específicos para los trámites de los interesados. 

La retransmisión no podrá alterar, ni modificar, en forma significativa, la 

característica técnica de la señal que recibe, que no sean su frecuencia y 

su amplitud. 

La Autoridad de Aplicación fijará las condiciones de autorización de 

estaciones repetidoras. 

En caso de que un servicio de comunicación audiovisual requiera la 

utilización de espacios de dominio público, la licencia o autorización no 
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presupone la obligación de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— de garantizar su 

disponibilidad. 

Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual deberán 

asegurar el cumplimiento de las normas y especificaciones técnicas en 

materia de equipos y aparatos de radiodifusión y telecomunicaciones 

empleados, y de los requisitos técnicos que, en cada caso, resulten 

aplicables. Asimismo, deberán cumplir las reglas del buen arte y las 

calidades de servicio establecidas por las reglamentaciones vigentes, los 

que serán brindados en condiciones de calidad y eficiencia, según los 

parámetros exigidos por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

El prestador de servicios de comunicación audiovisual interesado en la 

realización de obras que modifiquen los aspectos técnicos considerados 

para la adjudicación de la licencia, autorización o permiso, como así 

también obras que impliquen traslado, remoción o modificación de las 

instalaciones, infraestructuras, equipos, y redes de los servicios de 

comunicación audiovisual, deberá requerir la previa autorización de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

—AFSCA—, informando el plan de obras respectivo. A dichos fines la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA— dispondrá que se realicen las tareas de supervisión y 

verificación correspondientes. 

Los gastos originados en la realización de obras nuevas, de ampliación o 

de mejoras de las existentes y el traslado, remoción o modificación de 

las instalaciones, infraestructuras, equipos, sistemas y redes de los 

servicios de comunicación audiovisual estarán exclusivamente a cargo 

del prestador de dichos servicios interesado en su ejecución. 

Las instalaciones, infraestructuras, equipos, sistemas y redes necesarios 

para el funcionamiento de los servicios de comunicación audiovisual, así 

como la prestación misma del servicio, deberán cumplir con lo 

establecido por la legislación vigente en materia de salud pública. 

En tal sentido la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— en conjunto con la 

SECRETARIA DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE realizará 
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periódicamente estudios técnicos para evaluar el nivel y efectos de las 

emisiones radioeléctricas en el cuerpo humano y en el ambiente, al 

efecto de impedir todo tipo de emisiones que resulten nocivas a la salud 

o provoquen daño ambiental a los fines de ponerlo en conocimiento de 

las autoridades competentes. 

Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual deberán 

brindar servicios de forma tal que no se afecte el medio ambiente y los 

recursos naturales, observando lo dispuesto en la normativa vigente. 

Evaluación de Impacto Ambiental. La instalación de equipos, 

infraestructuras, sistemas y redes necesarias para el funcionamiento de 

los servicios de comunicación audiovisual, así como la prestación misma 

del servicio, deberán contar previamente con una evaluación de impacto 

ambiental, en los casos que lo determine la respectiva reglamentación. 

En cada tramitación de solicitud de licencias, autorizaciones o permisos, 

la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL —AFSCA— tendrá en especial consideración a aquellos 

proyectos de instalaciones de equipos, infraestructuras, sistemas y 

redes necesarias para la operación, prestación y explotación de servicios 

de comunicación audiovisual, que observen los principios determinados 

por la tecnología sustentable, de no afectación del medio ambiente y los 

recursos naturales. 

ARTICULO 85.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 86.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 87.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 88.- Determinación de la Norma Nacional de Servicio. 

Criterios técnicos. La formulación del Plan Técnico de Frecuencias, así 

como de la Norma Nacional de Servicio deberá tomar en cuenta una 

equitativa distribución de categorías y potencias entre los tipos de 

prestadores, que aseguren la coexistencia de servicios de alcance local y 

regional que expresen los criterios de diversidad previstos en la Ley N° 

26.522 en cuanto al origen de los prestadores y de los contenidos. Estos 

criterios deben atender, especialmente, a la posibilidad de permitir el 

ingreso de nuevos prestadores mediante la aplicación de las nuevas 

tecnologías en el uso y la gestión del espectro. 



110 
 

Los planes técnicos vigentes al tiempo del dictado de la presente norma 

y los que se aprueben al amparo del artículo 156, inciso c) de la Ley N° 

26.522, serán adaptados en forma progresiva, conforme los criterios 

establecidos en el párrafo que antecede, de conformidad con los 

sucesivos relevamientos, convocatorias y estimaciones de demanda que 

deban realizarse al efecto y las previsiones obligatorias que contiene el 

artículo 89 de dicha Ley. 

ARTICULO 89.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 90.- En el plazo previsto en el artículo 90 de la Ley N° 26.522 

deberán adoptarse los recaudos técnicos y realizarse los avisos públicos 

correspondientes. Estos últimos podrán ser difundidos con la 

colaboración de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— a través de su página de 

Internet y mensajes institucionales. 

A los efectos de las facultades otorgadas por el artículo 90 de la Ley N° 

26.522, la modificación de parámetros técnicos que se disponga con la 

finalidad de procurar la canalización de los servicios que permita la 

optimización del espectro radioeléctrico, facilitando el ingreso de nuevos 

prestadores, no será considerado una afectación de competencia en el 

área de cobertura de la licencia cuyos parámetros sean objeto de 

modificación. 

ARTICULO 91.- Cuando circunstancias especiales de índole técnica, 

geográfica y económica hagan necesario alterar el sistema físico de 

transporte y distribución de programas orales o visuales de servicios de 

comunicación audiovisual, el enlace podrá efectuarse utilizando otros 

medios de vínculo cuando así lo autorice la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, con sujeción 

a la normativa técnica correspondiente. 

El transporte mediante uso de las facilidades satelitales deberá ser 

realizado conforme las condiciones establecidas en el Decreto N° 92 de 

fecha 30 de enero de 1997 y sus modificatorias y complementarias. 

ARTICULO 92.- Incisos a) y b) Sin reglamentar. 

Inciso c) La propuesta de emisiones experimentales deberá estar 

respaldada por un informe técnico suscripto por un profesional con 
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competencia en la materia. La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— determinará los casos en que 

podrá acreditarse el cumplimiento de los requisitos técnicos de la 

solicitud de autorización a través de la certificación realizada por 

profesionales en el marco de Convenios con Universidades Nacionales 

que celebre la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

Incisos d) y e) Sin reglamentar. 

ARTICULO 93.- Rige el Sistema Argentino de Televisión Digital Terrestre 

(SATVDT), Decreto N° 1148/09 y Decreto N° 364/10. 

ARTICULO 94.- A los fines de la determinación del gravamen a ingresar 

se deducirá del monto de la facturación bruta, el impuesto a los ingresos 

brutos tributados en las Provincias y/o en la CIUDAD AUTONOMA DE 

BUENOS AIRES. 

El cómputo establecido por el artículo incorporado a continuación del 

artículo 50 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (T.O. 1997) y sus 

modificaciones podrá ser utilizado por los licenciatarios, permisionarios, 

autorizados y titulares de registro de señales. 

ARTICULO 95.- La prescripción de las acciones para determinar y exigir 

el pago del gravamen establecido en el artículo 94 y concordantes de la 

Ley N° 26.522, se interrumpirá por: 

1. Reconocimiento expreso o tácito de la obligación. 

2. Renuncia al término corrido de la prescripción en curso. 

3. Juicio de ejecución iniciado contra el obligado o por cualquier acto 

judicial tendiente a obtener el cobro de lo adeudado. 

4. Celebración de convenios de planes de pago. 

En los casos de los incisos 1 y 2, el nuevo término de prescripción 

comenzará a correr a partir del 1° de enero siguiente al año en que las 

circunstancias mencionadas ocurran. 

ARTICULO 96.- Inciso I) Sin reglamentar. 

Inciso II, apartados a), b), c), d), y e) Sin reglamentar. 
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Inciso II, apartado f), Las señales calificadas como extranjeras tendrán 

como base imponible la facturación bruta derivada de cualquier acto o 

actividad descripta por la ley como hecho imponible, susceptible de 

producir efectos en el territorio de la REPUBLICA ARGENTINA, 

independientemente del lugar de su origen, y sin tener en cuenta 

nacionalidad, domicilio o residencia del titular o de las partes que 

intervengan en las operaciones, ni el lugar de celebración de los 

contratos. 

Inciso II) apartado g) Sin reglamentar. 

ARTICULO 97.- Inciso a) El INSTITUTO NACIONAL DE CINE Y ARTES 

AUDIOVISUALES —INCAA— deberá destinar un porcentaje no inferior al 

VEINTICINCO POR CIENTO (25%) de los fondos que se le asignan por el 

inciso a) del artículo 97 de la Ley N° 26.522 a los fines de la promoción 

de la producción de contenidos para televisión y también créditos para 

su producción y/o subsidios, debiendo dictar a esos efectos las 

resoluciones correspondientes. 

Incisos b), c), d) y e) Sin reglamentar. 

Inciso f) La Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo la administración 

y gestión de los fondos previstos en el inciso f) del artículo 97 de la Ley 

N° 26.522, debiendo para su afectación proceder a la selección de 

proyectos por concurso, a cuyo fin constituirá un Comité de evaluación 

el que invitará a participar a representantes del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Inciso g) Hasta tanto se conforme el INSTITUTO NACIONAL DE MUSICA, 

los fondos asignados por el inciso g) del artículo 97 de la Ley N° 26.522 

serán percibidos por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—, y deberán ser afectados 

conforme lo establecido en dicha norma, no pudiendo modificarse su 

finalidad. 

ARTICULO 98.- A los fines de disponer los porcentajes de las exenciones 

o reducciones temporarias de los gravámenes establecidos en la Ley N° 

26.522, la Autoridad de Aplicación deberá considerar la proporción de la 

producción de obras de ficción de origen nacional o local. 

Incisos a) b), c), d) y e) Sin reglamentar. 
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Inciso f. 4). Establécese que deberán ser empleados dependientes 

directos de la emisora. 

Inciso g. 3). Establécese que deberán ser empleados directos de la 

emisora. 

ARTICULO 99.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 100.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 101.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 102.- Instrúyese a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— para que en el plazo de 

TREINTA (30) días a partir del dictado del presente decreto, elabore el 

"REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS PARA LA SUSTANCIACION DE 

SUMARIOS POR INFRACCIONES A LA LEY DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL", que deberá ajustarse a las previsiones 

de la Ley N° 19.549, sus modificatorias y sus complementarias. 

ARTICULO 103.- El cobro judicial de las multas impuestas, se hará 

efectivo por el procedimiento de ejecución fiscal previsto en el artículo 

604 del CODIGO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACION. 

A tal fin, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — emitirá una boleta de deuda, con título y 

fuerza ejecutiva suficiente, la que deberá contener: 

a) El número de orden; 

b) Lugar y fecha de emisión; 

c) El nombre y el domicilio de la persona física o jurídica sancionada; 

d) El detalle de las multas con referencia al expediente en que recayó, el 

importe de la deuda, su actualización e intereses; 

e) La firma del presidente de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA—. 

ARTICULO 104.- Falta leve. Las infracciones a las disposiciones de la Ley 

N° 26.522 no calificadas en la misma como falta grave constituirán falta 

leve, sin perjuicio de que su reiteración sea considerada como falta 

grave, conforme a lo dispuesto por el artículo 105 de la ley citada. 
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ARTICULO 105.- A los efectos de la reiteración, únicamente serán 

tenidas en cuenta las faltas que hayan sido sancionadas por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

—AFSCA— mediante el correspondiente acto administrativo notificado al 

infractor una vez agotada la vía administrativa con excepción del 

supuesto contemplado en el inciso a) del artículo 108 de la Ley N° 

26.522. 

Se entenderá por conducta reincidente y/o reiterada aquella conducta 

tipificada como falta y/o incumplimiento, cometido en CUATRO (4) 

oportunidades durante el transcurso del mismo año calendario. 

ARTICULO 106.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 107.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 108.- Cuando para la comprobación de los hechos cuya 

sanción se encuentre tipificada en el artículo 108 de la Ley N° 26.522, 

resulte necesaria la producción de pruebas que no puedan obtenerse por 

vía administrativa, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá solicitar al PODER 

JUDICIAL DE LA NACION que ordene su producción. 

Inciso a) Unicamente serán considerados actos atentatorios contra el 

orden constitucional de la Nación o utilización de los servicios de 

comunicación audiovisual para proclamar e incentivar la realización de 

tales actos, a aquellas conductas tipificadas por el artículo 36 de la 

CONSTITUCION NACIONAL, una vez declarada su comisión por 

sentencia judicial pasada en autoridad de cosa juzgada. 

Incisos b), c) d), e), f), g) y h) Sin reglamentar. 

Inciso i) Unicamente serán consideradas aquellas sentencias 

condenatorias que se encontrasen pasadas en autoridad de cosa 

juzgada. 

Inciso j) Unicamente serán tenidas en cuenta las transgresiones que 

hayan sido sancionadas por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA — y que habiendo sido 

fehacientemente notificado el infractor del correspondiente acto 

administrativo que así lo disponga, el mismo se encontrare firme 

administrativamente a la fecha de comisión de la nueva falta grave. 
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ARTICULO 109.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 110.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 111.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 112.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 113.- El acto administrativo que disponga la caducidad de la 

licencia deberá cumplir con los recaudos establecidos en los artículos 7° 

y 8° de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos N° 19.549. 

ARTICULO 114. Sin reglamentar. 

ARTICULO 115.- Sin reglamentar 

ARTICULO 116.- Sin reglamentar 

ARTICULO 117.- Sin reglamentar 

ARTICULO 118.- La inhabilitación dispuesta por el artículo 118 de la Ley 

N° 26.522 se aplicará una vez concluido el respectivo sumario en sede 

administrativa si fuera anterior a la fecha de presentación de la solicitud. 

Si la inhabilitación resultara sobreviniente, se deberá intimar a la 

adecuación de las condiciones societarias en virtud de lo dispuesto por 

el artículo 52 de la Ley N° 26.522 por vía de la aplicación del artículo 41, 

de dicha norma legal. 

Titulo VII.- (Artículos 119 a 144).- Sin reglamentar. 

ARTICULO 145.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 146.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 147.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 148.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 149.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 150.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 151.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 152.- Sin reglamentar. 
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ARTICULO 153. A los fines de la adopción de políticas públicas se 

conformarán Consejos Mixtos integrados por representantes del PODER 

EJECUTIVO NACIONAL, referentes del sector privado con o sin fines de 

lucro y referentes de los sectores públicos, de los servicios de 

comunicación audiovisual del sector público y académicos y de los 

sectores del trabajo, buscando establecer un proceso de dinamización y 

planificación estratégica participativa. 

Con ese mismo fin se promoverá la creación de Consejos Provinciales de 

Comunicación Audiovisual y el fortalecimiento de agencias públicas de 

referencia a través de los gobiernos provinciales y municipales con el 

objeto de sistematizar las oportunidades de crecimiento y definir las 

principales áreas de intervención para reducir las brechas competitivas 

del sector. 

ARTICULO 154.- Los títulos expedidos por el INSTITUTO SUPERIOR DE 

ENSEÑANZA RADIOFONICA —ISER—, una vez acreditadas sus carreras 

ante el MINISTERIO DE EDUCACION, tendrán validez nacional conforme 

a las disposiciones de la Ley N° 24.521 y sus modificatorias y a los 

acuerdos establecidos para la educación superior. El INSTITUTO 

SUPERIOR DE ENSEÑANZA RADIOFONICA —ISER— podrá reconocer 

como entidades adscriptas a aquellos establecimientos educativos que lo 

soliciten e impartan una capacitación equivalente y en relación con sus 

programas, carga horaria, nivel académico y selección de docentes. 

Sobre los establecimientos adscriptos, el ISER mantendrá una 

supervisión permanente, pudiendo suspender la adscripción si variasen 

las condiciones de su concesión. 

ARTICULO 155. La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— establecerá las condiciones 

de registración y habilitación de los títulos de locutor, operador y demás 

funciones técnicas, expedido por el INSTITUTO SUPERIOR DE 

ENSEÑANZA RADIOFONICA —ISER—, y por las instituciones de nivel 

universitario o terciario autorizadas a tal efecto por el MINISTERIO DE 

EDUCACION cuando fuere pertinente. 

La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA — contemplará un régimen de transición que 

respete los Regímenes de Habilitación de Locutores y Operadores 

vigentes para el otorgamiento de la habilitación de Locutor y/u Operador 
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Local a quienes se desempeñan como tales en localidades que carecen 

de instituciones en zonas cercanas que dicten la carrera o se encuentren 

ejerciendo la actividad en localidades que cuenten con instituciones que 

dicten la carrera desde antes de la primera promoción de profesionales 

egresados de dichos institutos. Dicho régimen de transición deberá regir 

hasta la primera promoción de profesionales egresados de los 

respectivos institutos. 

ARTICULO 156.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 157.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 158.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 159.- Las emisoras inscriptas en el Registro abierto por el 

Decreto N° 1357 de fecha 1° de diciembre de 1989, respecto de las 

cuales se hubiere solicitado su reinscripción en virtud de lo dispuesto por 

la Resolución ex COMFER N° 341/93 y cuyos permisos precarios y 

provisorios se encuentren vigentes, continuarán emitiendo con los 

parámetros oportunamente declarados, en tanto la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— 

no disponga su adecuación progresiva como consecuencia de la 

incompatibilidad con servicios licenciatarios y/o autorizados que cuenten 

con contornos protegidos. La potencia radiada efectiva de dichos 

servicios no podrá exceder de UN (1) KW o la potencia menor que se 

hubiere declarado al tiempo de solicitar la reinscripción. 

A los efectos de la culminación del Régimen de Normalización de 

Estaciones de Frecuencia Modulada, respecto de las localidades en las 

que hubieren permisos precarios y provisorios y emisoras reconocidas 

vigentes (cfr. Resolución ex COMFER N° 1366/06), la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— 

convocará a un concurso público cerrado, al que serán invitados a 

participar como oferentes los titulares de permisos precarios y 

provisorios y estaciones reconocidas vigentes y los peticionantes de 

adjudicación directa ratificadas —en el marco de la convocatoria 

dispuesta por la Resolución ex COMFER N° 76/99 y sus prórrogas, para 

las zonas de conflicto configuradas como consecuencia de que la 

demanda registrada al amparo de dicha convocatoria, excedió la 

disponibilidad de frecuencias que verificaba el Plan Técnico Básico 
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Nacional de Frecuencias para el Servicio de Frecuencia Modulada—, en 

virtud de los pertinentes relevamientos y procedimientos de ratificación 

convocados por la citada autoridad. 

ARTICULO 160.- A los efectos de lo dispuesto por el artículo 160 de la 

Ley N° 26.522 la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá convocar, de oficio o a 

petición de parte, a un proceso de mediación voluntaria para la solución 

de conflictos. 

ARTICULO 161.- La Autoridad de Aplicación establecerá los mecanismos 

de transición a los fines de adecuar la situación de la totalidad de los 

licenciatarios a lo dispuesto en la Ley N° 26.522, bajo los siguientes 

criterios: 

1) Adecuación voluntaria. 

Se posibilitará a los titulares de licencias de los servicios y registros 

regulados por la Ley N° 26.522, que a la fecha de su sanción no reúnan 

o no cumplan los requisitos previstos por la misma, o a las personas 

jurídicas que al momento de la entrada en vigencia de dicha Ley fueran 

titulares de una cantidad mayor de licencias, o con una composición 

societaria diferente a la permitida, iniciar el trámite de adecuación 

mediante declaración jurada, a través del cual propongan la 

regularización de su situación. 

2) Constatación de oficio. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, la Autoridad de 

Aplicación podrá proceder a constatar de oficio la efectiva adecuación a 

las disposiciones del artículo 161 de la Ley N° 26.522, por parte de la 

totalidad de los licenciatarios. 

3) Adecuación por transferencia de licencias. Al sólo efecto de la 

adecuación prevista en el artículo 161 de la Ley N° 26.522, se permitirá 

la transferencia de licencias, la que podrá efectuarse mediante los 

siguientes mecanismos: 

a) Transferencia voluntaria: Los licenciatarios podrán transferir las 

licencias de que sean titulares a un tercero que cumpla con los 

requisitos legales, de conformidad con las condiciones previstas por la 
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Ley, o bien otorgarle dicha facultad a la Autoridad de Aplicación para la 

licitación respectiva. 

b) Transferencia de oficio: La Autoridad de Aplicación dispondrá la 

transferencia de las licencias a los efectos de la adecuación en caso de 

que los titulares de las licencias no dieran cumplimiento a las 

disposiciones de la Ley y de la presente reglamentación en los plazos 

previstos. 

ARTICULO 162.- Si las emisoras a que refiere el artículo 162 de la Ley 

N° 26.522 causaren interferencias, la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL —AFSCA— podrá ordenar 

el cese de las transmisiones. Si se incumpliera la orden de cese de 

emisiones y hasta tanto se sustancie el trámite previsto en el citado 

artículo 162, la Autoridad de Aplicación dispondrá las medidas 

pertinentes para el cese de dichas emisiones. 

ARTICULO 163.- Sin reglamentar. 

ARTICULO 164.- Sin reglamentar. 

Disposiciones Complementarias 

ARTICULO I.- Dispónese que las solicitudes de adjudicación directa de 

licencias para la instalación, funcionamiento y explotación de estaciones 

de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia, formuladas en las 

localizaciones comprendidas en la Resolución ex COMFER N° 1366/06, 

en el marco de las convocatorias efectuadas por el ex-COMITE FEDERAL 

DE RADIODIFUSION —COMFER—, en virtud del Régimen de 

Normalización de Estaciones de Frecuencia Modulada (Decreto N° 310 

de fecha 20 de marzo de 1998 y sus modificaciones) que hubieren sido 

efectuadas con anterioridad a la entrada en vigencia del presente 

decreto y se encuentren pendientes de resolución, serán resueltas a 

través del procedimiento por el que han sido convocadas (adjudicación 

directa), previa verificación del cumplimiento de los requisitos que cada 

pliego estableciera para regir el trámite de que se trate. 

Hasta tanto se concluya con el procedimiento de regularización de 

estaciones de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia (FM) y 

a fin de garantizar las reservas de espectro establecidas en la ley, se 

podrá adjudicar únicamente, en el área primaria de servicio de que se 
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trate, a UNA (1) misma persona física o jurídica o sus vinculadas, UNA 

(1) licencia de radiodifusión sonora por modulación de frecuencia (FM), 

limitándose, a estos efectos, el máximo previsto en el artículo 45, inciso 

2, apartado b), de la Ley N° 26.522. 

Para el supuesto de los concursos públicos convocados para la 

adjudicación de licencias para la instalación, funcionamiento y 

explotación de servicios de radiodifusión, cuya apertura se hubiere 

producido con anterioridad a la entrada en vigencia del presente 

decreto, encontrándose pendientes de resolución, se deberá propiciar el 

dictado del respectivo acto administrativo, debiéndose cumplir con los 

requisitos establecidos en los respectivos pliegos de bases y condiciones 

de cada procedimiento de selección. Las licencias que resulten 

adjudicadas en función de lo dispuesto en el presente artículo, lo serán 

por el plazo de QUINCE (15) años, prorrogables por DIEZ (10) años. 

La autoridad competente para resolver los trámites referidos en los 

párrafos precedentes, será la indicada en el artículo 32 de la Ley N° 

26.522, debiéndose observar en su resolución el régimen de 

multiplicidad definido por el artículo 45 y concordantes de la ley 

mencionada. 

Facúltase a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL —AFSCA— a la determinación y ejecución de todas las 

medidas tendientes a concluir con los procesos de normalización. 

ARTICULO II- Las solicitudes de adjudicación directa de licencias para la 

instalación, funcionamiento y explotación de estaciones de servicios 

complementarios de radiodifusión (Resoluciones ex COMFER N° 725/91 

y N° 275/09), que hubieren sido efectuadas con anterioridad a la 

entrada en vigencia del presente decreto y se encuentren pendientes de 

resolución, serán resueltas a través del procedimiento por el que han 

sido convocadas (adjudicación directa), previa verificación del 

cumplimiento de los requisitos que cada pliego establezca. 

La autoridad competente para resolver los trámites referidos en el 

párrafos precedentes, será la indicada en el artículo 38 de la Ley N° 

26.522, debiéndose observar en su Resolución el régimen de 

multiplicidad definido por el artículo 45 y concordantes de dicha ley. 
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ARTICULO III.- Facúltase a la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL —AFSCA— para que convoque a quienes 

poseen medidas judiciales contra dicha Autoridad de Aplicación y/o el ex 

COMITÉ FEDERAL DE RADIODIFUSION —COMFER— en virtud de 

procesos derivados de controversias sobre la adjudicación, instalación, y 

explotación de licencias, para resolver los diferendos, en cuanto sea 

pertinente, mediante la suscripción de un convenio transaccional que 

deberá ser homologado judicialmente. 

ARTICULO IV.- El JEFE DE GABINETE DE MINISTROS resolverá los 

recursos de alzada interpuestos contra actos administrativos dictados 

por el entonces COMITE FEDERAL DE RADIODIFUSION y que a la fecha 

estuviesen pendientes de resolución. 
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3. 

FUNCIONAMIENTO DE LA AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL: SERVICIOS 

DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

Decreto 1525/2009 

Se establecen las previsiones necesarias para el funcionamiento 

de la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación 

Audiovisual. 

Bs. As., 21/10/2009 

VISTO la Ley Nº 26.522, y 

CONSIDERANDO: 

Que por la citada Ley Nº 26.522 se regularon los servicios de 

comunicación audiovisual en todo el ámbito de la REPUBLICA 

ARGENTINA. 

Que, asimismo, por el artículo 10 de la aludida norma se crea como 

organismo descentralizado y autárquico en el ámbito del PODER 

EJECUTIVO NACIONAL, la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, como autoridad de aplicación de dicha 

ley. 

Que, por su parte, por el artículo 15 del mismo plexo legal se crea el 

CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION AUDIOVISUAL, en el ámbito de 

la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL. 

Que resulta necesario proceder al dictado de las normas que permitan la 

puesta en funcionamiento de los organismos precitados a fin de permitir 

la aplicación de la Ley Nº 26.522. 

Que en tal sentido, se dispone que la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL iniciará sus funciones el 

día 10 de diciembre de 2009. 

Que asimismo, se establece el procedimiento para la designación de los 

integrantes del Directorio de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 
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COMUNICACION AUDIOVISUAL, tomándose como referencia las 

previsiones del Decreto Nº 222 del 19 de junio de 2003 para el 

nombramiento de los magistrados de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

DE LA NACION, con las particularidades propias del presente caso. 

Que cabe disponer las previsiones necesarias a los fines de posibilitar el 

inicio del funcionamiento del CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL, asignándose las funciones a los diferentes órganos del 

mismo. 

Que, asimismo, a los fines de la integración de la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL y del CONSEJO 

FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL se efectúan las invitaciones 

a los diferentes organismos previstos en la ley. 

Que ha tomado intervención el Servicio Jurídico competente. 

Que el presente se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el 

artículo 99, incisos 1 y 2, de la CONSTITUCION NACIONAL. 

 

Por ello, 

 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL, creada por el artículo 10 de la Ley Nº 

26.522 iniciará sus funciones el día 10 de diciembre de 2009. 

Art. 2º — Para la designación de los integrantes del Directorio de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

deberá seguirse el siguiente procedimiento: 

a) Los SIETE (7) integrantes del Directorio serán nombrados por el 

PODER EJECUTIVO NACIONAL, debiendo ser personas de alta 

calificación profesional en materia de comunicación social y poseer una 

reconocida trayectoria democrática y republicana, pluralista y abierta al 

debate y al intercambio de ideas diferentes. 
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b) El nombre y los antecedentes curriculares de las personas propuestas 

para integrar el Directorio de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL, se remitirán al PODER EJECUTIVO 

NACIONAL en un plazo máximo de TREINTA (30) días corridos previo a 

la fecha de inicio del mandato previsto en el artículo 14 sexto párrafo de 

la Ley Nº 26.522, los que en un plazo máximo de CINCO (5) días 

corridos se publicarán en el Boletín Oficial y en por lo menos DOS (2) 

diarios de circulación, durante TRES (3) días. En simultáneo con tal 

publicación se difundirán en la página oficial de la red informática de la 

PRESIDENCIA DE LA NACION. 

c) Las personas incluidas en la precitada publicación deberán presentar 

una declaración jurada con la nómina de todos sus bienes, en los 

términos y condiciones que establece el artículo 6º de la LEY DE ETICA 

DE LA FUNCION PUBLICA Nº 25.188 y sus modificatorias y su 

reglamentación. 

d) Asimismo, deberán adjuntar otra declaración en la que incluirán la 

nómina de las asociaciones civiles y sociedades comerciales que 

integren o hayan integrado en los últimos TRES (3) años relacionadas 

con la comunicación social. 

e) Las organizaciones no gubernamentales, los colegios y asociaciones 

profesionales y las entidades académicas, podrán en el plazo de DIEZ 

(10) días corridos a contar desde la última publicación en el Boletín 

Oficial, presentar ante la SECRETARIA DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS por escrito y de modo 

fundado y documentado, las observaciones y circunstancias que 

consideren de interés expresar sobre los incluidos en el proceso de 

preselección, con declaración jurada respecto de su propia objetividad 

con relación a los propuestos. 

f) Se requerirá a la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS 

PUBLICOS, preservando el secreto fiscal, un informe relativo al 

cumplimiento de las obligaciones impositivas de las personas 

eventualmente propuestas. 

g) En un plazo que no deberá superar los CINCO (5) días corridos a 

contar desde el vencimiento del establecido para la presentación de las 
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observaciones, el PODER EJECUTIVO NACIONAL designará a los 

integrantes del Directorio. 

h) En caso de renuncia, fallecimiento, incapacidad, inhabilidad, remoción 

o ausencia temporaria del Presidente, será reemplazado por el Director 

designado por el PODER EJECUTIVO NACIONAL. Si la ausencia fuese 

definitiva, deberá efectuarse el procedimiento establecido 

precedentemente dentro de los DIEZ (10) días corridos de producida la 

vacante. En caso de que se produzca la renuncia, fallecimiento, 

incapacidad, inhabilidad, remoción o ausencia definitiva del Director 

designado por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, éste deberá nombrar al 

reemplazante de acuerdo al procedimiento previsto precedentemente. 

i) El Directorio funcionará con la presencia del Presidente o quien lo 

reemplace, adoptando sus resoluciones por mayoría simple de los 

directores presentes. El Presidente o quien lo reemplace tendrá en todos 

los casos derecho a voto, y a doble voto en caso de empate. El 

Directorio sesionará al menos una vez cada TRES (3) meses, o cuando 

lo solicite el Presidente del Directorio. (Vigencia del texto originario del 

presente inciso restablecida por art. 3° del Decreto N° 1765/2012 B.O. 

2/10/2012) 

Art. 3º — A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 14, 

sexto párrafo de la Ley Nº 26.522, los mandatos de los miembros del 

Directorio deberán computarse desde el día 10 de diciembre de 2009, 

fecha a partir de la cual el Directorio comenzará a funcionar con los 

miembros designados. 

Art. 4º — Invítase a la COMISION BICAMERAL DE PROMOCION Y 

SEGUIMIENTO DE LA COMUNICACION AUDIOVISUAL para que proponga 

los nombres y remita los antecedentes curriculares de los TRES (3) 

miembros que integrarán en su representación el Directorio de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL. 

Art. 5º — Domicilio: El CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL constituirá su domicilio legal en la CIUDAD AUTONOMA 

DE BUENOS AIRES. 

Art. 6º — Gobierno: Son órganos de Gobierno: 

http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=202696
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a) el Plenario 

b) el Presidente 

c) el Vicepresidente 

Art. 7º — Plenario: El Plenario de miembros constituye la asamblea 

general y es el órgano máximo del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. Son sus atribuciones: 

a) Definir y aprobar las políticas del Consejo; 

b) Proponer pautas para la elaboración de los pliegos de bases y 

condiciones para los llamados a concurso o adjudicación directa de 

licencias; 

c) Confeccionar y elevar a la consideración del PODER EJECUTIVO 

NACIONAL el listado de eventos de trascendente interés público; 

d) Aprobar un informe anual sobre el estado de cumplimiento de la ley y 

del desarrollo de la radiodifusión en la República Argentina para ser 

remitido a la COMISION BICAMERAL DE PROMOCION Y SEGUIMIENTO 

DE LA COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL; 

e) Recibir un informe pormenorizado de gestión de los integrantes del 

Directorio de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL; 

f) Dictar su reglamento interno; 

g) Asesorar a la autoridad de aplicación a su solicitud; 

h) Proponer la adopción de medidas a la autoridad de aplicación; 

i) Proponer a los jurados de los concursos; 

j) Crear comisiones permanentes o ad hoc para el tratamiento de 

temáticas específicas en el marco de sus competencias; 

k) Entender en los criterios de elaboración del Plan de Servicios; 

I) Seleccionar, con base en un modelo objetivo de evaluación, los 

proyectos que se presenten al FONDO DE FOMENTO CONCURSABLE; 
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m) Proponer para su nombramiento por parte del PODER EJECUTIVO 

NACIONAL, DOS (2) directores de la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL, debiendo uno de ellos 

ser un académico representante de las facultades o carreras de ciencias 

de la información, ciencias de la comunicación o periodismo de 

universidades nacionales; 

n) Proponer para su nombramiento por parte del PODER EJECUTIVO 

NACIONAL, DOS (2) directores de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO, debiendo uno de ellos ser un académico 

representante de las facultades o carreras de ciencias de la información, 

ciencias de la comunicación o periodismo de universidades nacionales; 

ñ) Remover a los directores de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL por el voto de los DOS TERCIOS 

(2/3) del total de sus integrantes mediante un procedimiento en el que 

se haya garantizado en forma amplia el derecho de defensa, debiendo la 

resolución que se adopta al respecto estar debidamente fundada en las 

causales previstas en la ley; 

o) Aprobar el presupuesto anual de gastos y recursos y la Memoria y 

Balance del Consejo; 

p) Delegar en cualquiera de sus miembros el cumplimiento de funciones 

que a su criterio puedan cumplir o requieran soluciones inmediatas en 

beneficio del Consejo; 

q) Aprobar convenios o acuerdos de interés educativo, científico, cultural 

o tecnológico con entidades nacionales o internacionales, públicas o 

privadas; 

r) Aprobar las actas correspondientes a sus sesiones. 

Art. 8º — Participación: Para las entidades cuya representación prevén 

los incisos b), c) y h) del artículo 16 de la Ley Nº 26.522, el PODER 

EJECUTIVO NACIONAL podrá convocar a un Censo de entidades 

reconocidas a los fines de acreditar la representatividad de las mismas. 

Art. 9º — El PODER EJECUTIVO NACIONAL requerirá al CONSEJO 

INTERUNIVERSITARIO ARGENTINO que proponga para su designación a 

UN (1) representante de las emisoras de las universidades nacionales; y 
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UN (1) representante de las universidades nacionales que tengan 

facultades o carreras de comunicación. 

Art. 10. — Sesiones: El Plenario se reunirá: 

a) en sesión ordinaria DOS (2) veces al año; 

b) en sesión extraordinaria, cuando las circunstancias lo requieran por 

su urgencia o importancia, o a pedido de más del VEINTICINCO POR 

CIENTO (25%) de sus miembros. 

Art. 11. — Quórum: El Plenario podrá sesionar con la asistencia de la 

mayoría absoluta del total de sus miembros. 

Art. 12. — Decisiones: Las decisiones se adoptarán por el voto favorable 

de la mitad más uno de los miembros presentes, salvo en el caso de 

remoción de los miembros del Directorio de la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL, para la que se requerirá 

el voto de los DOS TERCIOS (2/3) del total de sus integrantes. 

A pedido de cualquiera de sus miembros y con aprobación del cuerpo la 

votación podrá ser nominal. 

Art. 13. — Reconsideración: Las decisiones adoptadas por el Plenario 

sólo podrán ser reconsideradas en la misma sesión o en las que medien 

entre uno y otro Plenario ordinario, una vez admitida formalmente por 

los DOS TERCIOS (2/3) de los miembros presentes. El acogimiento de la 

reconsideración requerirá como mínimo la aprobación de igual número 

de miembros que el que adoptó la decisión original. 

Art. 14. — Funciones: Son funciones del Presidente y del Vicepresidente 

del Consejo Federal: 

a) Resolver, disponer y realizar cuanto corresponda a la administración 

del Consejo; 

b) Coordinar y disponer las medidas necesarias para su mejor 

funcionamiento; 

c) Preparar el orden del día y convocar el Plenario; 

d) Resolver la contratación de personal temporario o definitivo; 
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e) Disponer la apertura de todo tipo de cuentas en entidades 

financieras; 

f) Elaborar anualmente el proyecto de Presupuesto y la Memoria y 

Balance general del Consejo; 

g) Disponer el otorgamiento de mandatos generales y especiales; 

Art. 15. — Presidente y Vicepresidente. La Presidencia y la 

Vicepresidencia serán ejercidas por los miembros del Consejo que a tal 

fin designe el Plenario. 

Art. 16. — Serán deberes y funciones del Presidente: a) Presidir los 

Plenarios que se lleven a cabo durante su mandato; 

b) Representar legalmente al CONSEJO FEDERAL DE LA COMUNICACION 

AUDIOVISUAL con facultad de ejercer derechos y contraer obligaciones 

y suscribir instrumentos públicos y privados, con el alcance de las 

atribuciones le confiera el Plenario; 

c) Cumplir y hacer cumplir las decisiones del Plenario; 

d) Encomendar al Vicepresidente el cumplimiento de actividades y de 

representaciones institucionales; 

e) Girar a las comisiones los asuntos entrados y responsabilizarse de su 

seguimiento; 

f) Ejercer facultades de superintendencia y disciplinarias del personal del 

Consejo, ad referéndum del Plenario; 

g) Decidir en caso de empate en las decisiones del Plenario. 

Art. 17. — Funciones del Vicepresidente: 

a) Desempeñar las actividades y representaciones que le encomiende el 

Presidente y dar cuenta de lo actuado; 

b) Reemplazar al Presidente en caso de ausencia o vacancia. 

Art. 18. — En caso de fallecimiento, renuncia, remoción o cesación del 

Presidente, el Vicepresidente completará el mandato de aquél, 

designándose otro en su lugar. En caso de vacancia del cargo de 
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Vicepresidente, el Plenario procederá a proponer la designación de otro 

miembro, para completar el mandato pendiente. 

Art. 19. — Secretaría Ejecutiva: La Secretaría Ejecutiva del CONSEJO 

FEDERAL DE LA COMUNICACION AUDIOVISUAL será ocupada por un 

profesional designado a tal efecto por el Plenario actuando en relación 

de dependencia, conforme a las instrucciones que se le impartan. 

Art. 20. — Funciones: Serán funciones a cargo del Secretario Ejecutivo: 

a) Realizar tareas de ordenación administrativa necesarias para el mejor 

funcionamiento del Consejo, incluido el seguimiento de las Comisiones; 

b) Organizar los Plenarios y las reuniones de las Comisiones creadas a 

efectos determinados; 

c) Llevar a cabo las gestiones ante los distintos organismos públicos y 

entidades privadas, conforme lo requieran las exigencias de su 

quehacer; 

d) Elaborar los proyectos de actas, proveídos, resoluciones y acuerdos 

plenarios, y refrendar las actuaciones; 

e) Suscribir la correspondencia ordinaria del Consejo, cuya firma no 

corresponda directamente a aquéllos; 

f) Cumplir con las directivas que le imparta el Presidente del Consejo; 

g) Controlar, manejar o rendir cuentas de los fondos del Consejo según 

se le instruya; 

h) Desempeñar los mandatos que se le otorguen con carácter general o 

especial; 

i) Supervisar al personal contratado temporaria o permanentemente, 

impartiendo las instrucciones necesarias para el mejor cumplimiento de 

las labores. Propondrá al Presidente, en caso necesario, la adopción de 

medidas disciplinarias. 

Art. 21. — Invítase a los señores Gobernadores y al señor Jefe de 

Gobierno de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, para que 

propongan a sus representantes en el CONSEJO FEDERAL DE 
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COMUNICACION AUDIOVISUAL, conforme lo prevé el artículo 16 inciso 

a) de la Ley Nº 26.522. 

Art. 22. — Invítase a las entidades que agrupan a los prestadores 

privados de carácter comercial, para que propongan a sus 

representantes en el CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL, conforme lo prevé el artículo 16 inciso b) de la Ley Nº 

26.522. 

Art. 23. — Invítase a los Pueblos Originarios reconocidos ante el 

INSTITUTO NACIONAL DE ASUNTOS INDIGENAS, para que propongan a 

su representante en el CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL, conforme lo prevé el artículo 16 inciso i) de la Ley Nº 

26.522. 

Art. 24. — El Interventor del COMITE FEDERAL DE RADIODIFUSION 

deberá convocar a las entidades, universidades y sectores 

individualizados en los incisos c), d), e), f), g) y h) del artículo 16 de la 

Ley Nº 26.522, a los fines previstos en el artículo 156 anteúltimo 

párrafo de dicha norma. 

Art. 25. — El CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, 

una vez constituido, deberá comunicar al PODER EJECUTIVO NACIONAL, 

en un plazo de DIEZ (10) días corridos, el nombre y los antecedentes 

curriculares de las personas propuestas para integrar el Directorio de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

de acuerdo a lo previsto en el artículo 14 segundo párrafo in fine de la 

Ley Nº 26.522, a los efectos de la aplicación del procedimiento 

establecido en el artículo 2º del presente. 

Art. 26. — Facúltase al Interventor del COMITÉ FEDERAL DE 

RADIODIFUSION, Licenciado Gabriel MARIOTTO, D.N.I. Nº 17.020.586, 

a realizar todos los actos necesarios para la constitución y puesta en 

funcionamiento de la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. 

Art. 27. — La presente medida entrará en vigencia el día de su 

publicación en el BOLETIN OFICIAL. 
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Art. 28. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 

Fernández. — Aníbal F. Randazzo. 

Antecedentes Normativos 

- Artículo 2°, inciso i) sustituido por art. 1° del Decreto N° 

319/2012 B.O. 7/3/2012. Derogado por art. 3° del Decreto N° 

1765/2012 B.O. 2/10/2012. 

  

 

4. 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL 

Decreto 904/2010 

Establécese el Registro Público de Señales y Productoras 

previsto por la Ley Nº 26.522 de Servicios de Comunicación 

Audiovisual. 

 

Bs. As., 28/6/2010 

VISTO el Expediente Nº 2646-AFSCA/09, y 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 58 de la Ley Nº 26.522 de Servicios de Comunicación 

Audiovisual establece la obligación de la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL de llevar actualizado, con 

carácter público, el REGISTRO PUBLICO DE SEÑALES Y PRODUCTORAS, 

derivando a la reglamentación la determinación de los datos registrales 

a completar por ellas y cuáles datos deberán ser de acceso público, 

debiendo la Autoridad de Aplicación establecer un mecanismo de 

consulta pública vía Internet. 

Que el precitado artículo dispone que serán incorporadas a dicho 

registro, las productoras de contenidos y las empresas generadoras y/o 

http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=194611
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=194611
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=202696
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=202696


133 
 

comercializadoras de señales o derechos de exhibición para distribución 

de contenidos y programas por los servicios regulados por la Ley Nº 

26.522. 

Que el artículo 60 de la mencionada ley establece las obligaciones que 

deben cumplir los responsables de la producción y emisión de señales 

empaquetadas, tales como inscribirse en el registro, designar un 

representante legal o agencia con poderes suficientes y constituir 

domicilio legal en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, cuyo 

incumplimiento será considerado falta grave. 

Que conforme a la definición del artículo 4º de la Ley Nº 26.522, se 

considera "señal" al contenido empaquetado de programas producido 

para su distribución por medio de servicios de comunicación audiovisual. 

Que, asimismo, se considera "productora" a la persona de existencia 

visible o ideal responsable y titular o realizadora del proceso de 

operaciones por las que se gestionan y organizan secuencialmente 

diversos contenidos sonoros o audiovisuales, para configurar una señal o 

programa, o productos audiovisuales. 

Que a los efectos de asegurar el cumplimiento de los objetivos previstos 

en la Ley Nº 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual, 

corresponde arbitrar los medios tendientes a identificar y registrar a las 

productoras de contenidos destinados a ser difundidos a través de los 

servicios regulados por dicha Ley y a las empresas generadoras y/o 

comercializadoras de señales. 

Que la Resolución Nº 4-AFSCA/09, que estableció un REGISTRO DE 

SEÑALES, no contempló la registración de productoras. 

Que la citada Resolución fue alcanzada por las medidas cautelares que 

impidieron la plena aplicación de la Ley Nº 26.522, frustrándose su 

objetivo de constituirse en un relevamiento de las señales que son 

emitidas en la REPUBLICA ARGENTINA. 

Que atento el tiempo transcurrido desde la sanción de la Ley Nº 26.522 

de Servicios de Comunicación Audiovisual, resulta necesario arbitrar las 

medidas tendientes a la inmediata y correcta identificación y registro de 

las señales y productoras, a los efectos previstos para cada uno de ellos 

en la precitada norma. 



134 
 

Que el artículo 156 de la Ley Nº 26.522 determina que la AUTORIDAD 

FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL debe 

elaborar los anteproyectos de reglamentación de la misma, para su 

elevación al PODER EJECUTIVO NACIONAL, a los fines de la suscripción 

del correspondiente decreto. 

Que el Servicio Jurídico pertinente ha tomado la intervención que le 

compete. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por 

el artículo 99, incisos 1 y 2 de la CONSTITUCION NACIONAL y por lo 

dispuesto en la Ley Nº 26.522 de SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL. 

 

Por ello, 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Establécese el REGISTRO PUBLICO DE SEÑALES Y 

PRODUCTORAS previsto en el artículo 58 de la Ley Nº 26.522 de 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL, el que será 

implementado por la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. 

Art. 2º — Las Productoras de contenidos destinados a ser difundidos a 

través de los servicios regulados por la Ley Nº 26.522 deberán 

consignar los siguientes datos, los cuales serán de acceso público: 

a.- Nombre y apellido o razón social del titular; 

b.- Personería jurídica; 

c.- Conformación societaria e identificación de los socios y de los 

miembros de los órganos de administración y control; 

d.- Constitución de domicilio legal en la REPUBLICA ARGENTINA; 

e.- Identificación y domicilio legal del representante legal designado a 

los efectos de la Ley Nº 26.522 de SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL; 
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f.- Nombre comercial o de fantasía; 

g.- Documentación que acredite la condición fiscal; 

h.- Carácter de la productora (independiente/ vinculada); 

La falta de inscripción de las productoras implicará la imposibilidad de 

individualizar los programas producidos por las mismas, a los fines del 

cumplimiento de las cuotas de producción nacional y/o independiente 

y/o propia, que prevé la Ley Nº 26.522 de SERVICIOS DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL. 

Art. 3º — Las empresas generadoras y/o comercializadoras de señales o 

derechos de exhibición para distribución de contenidos y programas por 

los servicios regulados por la Ley Nº 26.522 deberán consignar los 

siguientes datos, los cuales serán de acceso público: 

a.- Nombre y apellido o razón social del titular; 

b.- Personería jurídica; 

c.- Conformación societaria e identificación de los socios y de los 

miembros de los órganos de administración y control; 

d.- Constitución de domicilio legal en la REPUBLICA ARGENTINA; 

e.- Denominación y domicilio legal de quien comercializa la señal en la 

REPUBLICA ARGENTINA; 

f.- Documentación que acredite la condición fiscal; 

g.- Nombre comercial o de fantasía; 

h.- Género del contenido de la señal; 

i.- País de origen de la señal; 

j.- Identificación y domicilio legal del representante legal designado a los 

efectos de la Ley Nº 26.522 de SERVICIOS DE COMUNICACIÓN 

AUDIOVISUAL; 

k.- Fecha de registro; 

I.- Medio de transporte; 
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m.- Programación; 

n.- Sanciones aplicadas. 

Art. 4º — La falta de cumplimiento de la obligación de registración de 

las señales o la consignación de datos falsos será considerada falta 

grave. 

Art. 5º — El representante legal de los sujetos registrados será 

designado por medio de un instrumento público otorgado según las 

formalidades exigidas por el ordenamiento jurídico vigente. Dicho 

instrumento deberá ser presentado ante la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Art. 6º — La AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL expedirá la constancia de inscripción en el REGISTRO 

PUBLICO DE SEÑALES Y PRODUCTORAS para acreditarla ante los 

titulares de los Servicios de Comunicación Audiovisual. 

Art. 7º — Las modificaciones en los datos registrados deben ser 

denunciadas dentro de los TREINTA (30) días corridos de producidas, 

bajo apercibimiento de no ser oponibles a la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL ni a terceros. 

Art. 8º — Los sujetos contemplados por el Artículo 58 de la Ley Nº 

26.522 que se encuentren en actividad a la fecha de publicación del 

presente decreto, tendrán DIEZ (10) días hábiles para realizar su 

inscripción en el REGISTRO PUBLICO DE SEÑALES Y PRODUCTORAS. 

Art. 9º — La modalidad de presentación ante el REGISTRO PUBLICO DE 

SEÑALES Y PRODUCTORAS como así también la determinación de la 

documentación respaldatoria de los datos consignados y todo otro 

aspecto pertinente del REGISTRO PUBLICO DE SEÑALES Y 

PRODUCTORAS, será resuelto por la AUTORIDAD FEDERAL DE 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Art. 10. — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL 

DEL REGISTRO OFICIAL y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — 

Aníbal D. Fernández. 
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5. 

Remite a la norma de creación del SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS 

PÚBLICOS, SOCIEDAD DEL ESTADO: 

 

SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

Decreto 94/2001 

Decláranse disueltas y en estado de liquidación las sociedades 

ATC S.A. y TELAM S.A.I. y P. Créase el Sistema Nacional de 

Medios Públicos Sociedad del Estado. Estatuto Social. 

Transfiérense a dicho Sistema los servicios prestados por las 

empresas mencionadas y por diversas emisoras integrantes del 

Servicio Oficial de Radiodifusión. 

Bs. As., 25/1/2001 

VISTO lo dispuesto por las Leyes Nros. 22.285, 16.907, 20.705, 23.696, 

23.982 y 25.344 y los Decretos Nros. 544 de fecha 30 de marzo de 

1992, 3945 de fecha 12 de julio de 1968, 6050 de fecha 27 de 

setiembre de 1968 y 8306 de fecha 27 de diciembre de 1968, y 

CONSIDERANDO: 

Que la Ley N° 22.285 y sus modificatorias declara de interés público los 

servicios de radiodifusión con el fin de satisfacer plenamente los 

objetivos comunitarios que en ella se fijan mediante su prestación a 

través del Estado Nacional y de los particulares en un pie de igualdad, 

priorizando la aplicación de en principio de subsidiariedad que no tenga 

exclusivamente en miras el perseguir una mera actividad mercantil o 

lucrativa. 

Que en ese entendimiento el Estado Nacional no sólo ha transferido a la 

actividad privada la casi totalidad de la prestación de dicho servicio, sino 

que, en los casos estrictamente necesarios, la ha efectuado por sí a 

través de la emisora LS82 TV Canal 7 de Televisión, de las emisoras de 

radiodifusión de naturaleza comercial incluidas en los términos de la Ley 

N° 16.907 y de las emisoras de radiodifusión integrantes del Servicio 
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Oficial de Radiodifusión que conforman el conjunto denominado Radio 

Nacional (LRA). 

Que el sostenimiento de dicha actividad por parte del Estado Nacional ha 

sido complementada por las funciones ejercidas a través de TELAM S.A.I 

y P. cuyo paquete accionario fuera adquirido por el Estado Nacional en 

ejercicio de las facultades conferidas por la Ley N° 17.705 y los Decretos 

Nros. 6050/68, 8306/ 68 y 3945/68 dirigidas a asegurar a todos los 

habitantes del país el derecho a la información, aun en aquellos ámbitos 

territoriales donde la actividad privada no concurre por carecer de 

rentabilidad económica que justifique la inversión privada. 

Que tal proceder encuentra fundamento, además, en la necesidad de 

racionalizar los citados servicios, haciéndolos más efectivos y reduciendo 

los gastos operativos derivados del ejercicio de sus competencias a 

través de distintos entes y organismos que no se encuentran integrados 

entre sí y con funciones en muchos casos superpuestas, adecuando los 

recursos humanos y los bienes muebles e inmuebles de que aquéllas 

disponen, a fin de asignarlos en la forma más conveniente y productiva. 

Que, en tal sentido, hoy aparece necesario reunir en una sola cabeza 

todos los servicios a cargo del Estado Nacional que estuvieren 

estrechamente relacionados con los medios de comunicación social, 

dejando abierta la posibilidad de agregar aquellos medios electrónicos 

ya creados o que pudieren crearse en el futuro y respecto de los cuales 

su prestación se torne irrenunciable, incorporando en una dirección y 

administración centralizada las funciones y cometidos de las emisoras 

integrantes del Servicio Oficial de Radiodifusión -LRA1 RADIO NACIONAL 

BUENOS AIRES, LRA2 RADIO NACIONAL VIEDMA, LRA3 RADIO 

NACIONAL SANTA ROSA, LRA4 RADIO NACIONAL SALTA, LRA5 RADIO 

NACIONAL ROSARIO, LRA6 RADIO NACIONAL MENDOZA, LRA7 RADIO 

NACIONAL CORDOBA, LRA8 RADIO NACIONAL FORMOSA, LRA9 RADIO 

NACIONAL ESQUEL, LRA10 RADIO NACIONAL USHUAIA, LRA11 RADIO 

NACIONAL COMODORO RIVADAVIA, LRA12 RADIO NACIONAL SANTO 

TOME, LRA13 RADIO NACIONAL BAHIA BLANCA, LRA14 RADIO 

NACIONAL SANTA FE, LRA15 RADIO NACIONAL SAN MIGUEL DE 

TUCUMAN, LRA16 RADIO NACIONAL LA QUIACA, LRA17 RADIO 

NACIONAL ZAPALA, LRA18 RADIO NACIONAL RIO TURBIO, LRA19 

RADIO NACIONAL PUERTO IGUAZU, LRA20 RADIO NACIONAL LAS 

LOMITAS, LRA21 RADIO NACIONAL SANTIAGO DEL ESTERO, LRA22 
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RADIO NACIONAL SAN SALVADOR DE JUJUY, LRA23 RADIO NACIONAL 

SAN JUAN, LRA24 RADIO NACIONAL RIO GRANDE, LRA25 RADIO 

NACIONAL TARTAGAL, LRA26 RADIO NACIONAL RESISTENCIA, LRA27 

RADIO NACIONAL CATAMARCA, LRA28 RADIO NACIONAL LA RIOJA, 

LRA29 RADIO NACIONAL SAN LUIS, LRA30 RADIO NACIONAL SAN 

CARLOS DE BARILOCHE, LRA42 RADIO NACIONAL GUALEGUAYCHU, 

LRA51 RADIO NACIONAL JACHAL, LRA52 RADIO NACIONAL CHOS 

MALAL, LRA53 RADIO NACIONAL SAN MARTIN DE LOS ANDES, LRA54 

RADIO NACIONAL INGENIERO JACOBACCI, LRA55 RADIO NACIONAL 

ALTO RIO SENGUERR, LRA56 RADIO NACIONAL PERITO MORENO, 

LRA57 RADIO NACIONAL EL BOLSON, LRA58 RADIO NACIONAL PASO 

RIO MAYO y LRA59 RADIO NACIONAL GOBERNADOR GREGORES-, 

según las disposiciones del artículo 33 y siguientes de la Ley N° 22.285 

y sus modificatorias, la de las emisoras LV19 RADIO MALARGÜE, LU23 

RADIO LAGO ARGENTINO, LU4 RADIO PATAGONIA ARGENTINA, LT11 

RADIO GENERAL FRANCISCO RAMIREZ y LT12 RADIO GENERAL 

MADARIAGA de propiedad estatal a que hace referencia la Ley N° 

16.907 y las de las empresas ATC SOCIEDAD ANONIMA y TELAM S.A.I. 

y P. 

Que para la consecución de los fines reseñados resulta necesaria la 

creación de una Sociedad del Estado, regida por la Ley N° 20.705 la 

que, a su vez asegura un medio idóneo para ejercer las funciones de 

interés público que el ordenamiento jurídico ha encomendado al Estado 

Nacional, y que le permitirá actuar en un mercado desregulado y 

competitivo, asegurándole la máxima autonomía y libertad en su 

gestión. 

Que a fin de dotar a la nueva sociedad de un patrimonio saneado que le 

permita desenvolverse sin condicionamientos económicos desde su inicio 

y ante la asunción por el Estado Nacional de los pasivos de las empresas 

ATC SOCIEDAD ANONIMA —hoy en estado concursal con acuerdo 

preventivo homologado en vía de cumplimiento— y TELAM S.A.I. y P., 

en virtud de lo dispuesto por la Ley N° 25.344 y la aplicación subsidiaria 

de la Ley N° 23.982, deviene pertinente disponer la disolución y 

liquidación de las empresas precitadas de acuerdo al artículo 7° de la 

Ley N° 23.696. 

Que, a los fines expresados precedentemente, la disolución y liquidación 

de las empresas ATC SOCIEDAD ANONIMA y TELAM S.A.I. y P., se 
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llevará acabo en el ámbito de la SECRETARIA DE HACIENDA del 

MINISTERIO DE ECONOMIA. 

Que también debe disponerse la transferencia de los bienes y el 

personal de las empresas y entes objeto del presente acto, el que 

conservará la relación de empleo que le fuera aplicable. 

Que, por último, corresponde disponer la adjudicación a la nueva 

sociedad de la frecuencia de televisión LS82 TV Canal 7, actualmente en 

cabeza de ATC SOCIEDAD ANONIMA y las de las emisoras de radio 

precedentemente citadas. 

Que el servicio jurídico permanente de la SECRETARIA DE CULTURA Y 

COMUNICACION de la PRESIDENCIA DE LA NACION ha tomado la 

intervención que le compete. 

Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas 

por el artículo 99, inciso 1 de la Constitución Nacional y el artículo 9° de 

la Ley N° 20.705. 

 

Por ello: 

 

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 

 

DECRETA: 

Artículo 1° — Decláranse disueltas y en estado de liquidación a las 

sociedades ATC SOCIEDAD ANONIMA y TELAM S.A.I. y P., dependientes 

de la SECRETARIA DE CULTURA Y COMUNICACION de la PRESIDENCIA 

DE LA NACION, a partir de la fecha del presente. 

Art. 2° — Los procesos liquidatorios de las sociedades incluidas en el 

Artículo 1° del presente se desarrollarán en el ámbito de competencia de 

la SECRETARIA DE HACIENDA del MINISTERIO DE ECONOMIA. 

Art. 3° — El Estado Nacional, a través del MINISTERIO DE ECONOMIA se 

hará cargo de la cancelación de los pasivos de las sociedades liquidadas 

hasta el 30 de noviembre de 2000, inclusive, con aplicación, para los 
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pasivos consolidados, de la Ley N° 25.344, sus normas modificatorias, 

complementarias y reglamentarias y aplicación subsidiaria de la Ley N° 

23.982, sus normas modificatorias, complementarias y reglamentarias. 

El eventual pasivo devengado desde el 1° de diciembre de 2000 y hasta 

la fecha del presente, se transfiere a la Sociedad del Estado creada por 

el Artículo 4° del presente. 

Art. 4° — Créase SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS SOCIEDAD 

DEL ESTADO, en jurisdicción de la SECRETARIA DE CULTURA Y 

COMUNICACION de la PRESIDENCIA DE LA NACION, que tendrá por 

objeto administrar, operar y desarrollar los medios y servicios de 

radiodifusión sonora y televisiva, periodísticos y de transmisión de 

contenidos que se le transfieren por este Decreto y aquellos que en el 

futuro le sean encomendados por la citada Secretaría. 

Art. 5° — La administración financiera de SISTEMA NACIONAL DE 

MEDIOS PUBLICOS SOCIEDAD DEL ESTADO estará sujeta a las reglas 

que se mencionan en el Anexo I que forma parte integrante del 

presente, las cuales serán aplicadas sin perjuicio de lo dispuesto en la 

Ley N° 24.156 y sus decretos reglamentarios. Los actos que se realicen 

en contravención al presente artículo serán considerados nulos y sin 

efecto, sin perjuicio de la responsabilidad de quienes los realicen. 

Art. 6° — Apruébase el Estatuto Social de SISTEMA NACIONAL DE 

MEDIOS PUBLICOS SOCIEDAD DEL ESTADO, que como Anexo II forma 

parte integrante del presente. 

Art. 7° — Transfiérense a SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO el dominio de los bienes muebles e inmuebles 

cuya titularidad detentan ATC SOCIEDAD ANONIMA y TELAM S.A.I. y P., 

como así también los servicios de radiodifusión, periodísticos y de 

Agencia de Noticias y de Publicidad prestados por las mencionadas 

empresas y por las emisoras de radio integrantes del Servicio Oficial de 

Radiodifusión LRA1 RADIO NACIONAL BUENOS AIRES, LRA2 RADIO 

NACIONAL VIEDMA, LRA3 RADIO NACIONAL SANTA ROSA, LRA4 RADIO 

NACIONAL SALTA, LRA5 RADIO NACIONAL ROSARIO, LRA6 RADIO 

NACIONAL MENDOZA, LRA7 RADIO NACIONAL CORDOBA, LRA8 RADIO 

NACIONAL FORMOSA, LRA9 RADIO NACIONAL ESQUEL, LRA10 RADIO 

NACIONAL USHUAIA, LRA11 RADIO NACIONAL COMODORO RIVADAVIA, 
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LRA12 RADIO NACIONAL SANTO TOME, LRA13 RADIO NACIONAL BAHIA 

BLANCA, LRA14 RADIO NACIONAL SANTA FE, LRA15 RADIO NACIONAL 

SAN MIGUEL DE TUCUMAN, LRA16 RADIO NACIONAL LA QUIACA, LRA17 

RADIO NACIONAL ZAPALA, LRA18 RADIO NACIONAL RIO TURBIO, 

LRA19 RADIO NACIONAL PUERTO IGUAZU, LRA20 RADIO NACIONAL 

LAS LOMITAS, LRA21 RADIO NACIONAL SANTIAGO DEL ESTERO, LRA22 

RADIO NACIONAL SAN SALVADOR DE JUJUY, LRA23 RADIO NACIONAL 

SAN JUAN, LRA24 RADIO NACIONAL RIO GRANDE, LRA25 RADIO 

NACIONAL TARTAGAL, LRA26 RADIO NACIONAL RESISTENCIA, LRA27 

RADIO NACIONAL CATAMARCA, LRA28 RADIO NACIONAL LA RIOJA, 

LRA29 RADIO NACIONAL SAN LUIS, LRA30 RADIO NACIONAL SAN 

CARLOS DE BARILOCHE, LRA42 RADIO NACIONAL GUALEGUAYCHU, 

LRA51 RADIO NACIONAL JACHAL, LRA52 RA DIO NACIONAL CHOS 

MALAL, LRA53 RADIO NACIONAL SAN MARTIN DE LOS ANDES, LRA54 

RADIO NACIONAL INGENIERO JACOBACCI, LRA55 RADIO NACIONAL 

ALTO RIO SENGUERR, LRA56 RADIO NACIONAL PERITO MORENO, 

LRA57 RADIO NACIONAL EL BOLSON, LRA58 RADIO NACIONAL PASO 

RIO MAYO y LRA59 RADIO NACIONAL GOBERNADOR GREGORES y por 

las emisoras LV19 RADIO MALARGÜE, LU23 RADIO LAGO ARGENTINO, 

LU4 RADIO PATAGONIA ARGENTINA, LT11 RADIO GENERAL FRANCISCO 

RAMIREZ y LT12 RADIO GENERAL MADARIAGA, actualmente 

administradas por el Estado Nacional según la Ley N° 16.907. 

Art. 8° — Transfiérese a SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO el personal de las Sociedades y emisoras 

citadas en el Artículo 7° del presente. El personal transferido se regirá 

por el régimen laboral que le es aplicable al momento de su 

transferencia. Sin perjuicio de lo dispuesto, la SOCIEDAD DEL ESTADO 

creada por este Decreto, deberá cumplir la normativa vigente para el 

Sector Público Nacional en materia de negociación colectiva y todas 

aquellas medidas de incidencia económico salarial. 

Art. 9° — Adjudícanse a SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO las frecuencias de Radiodifusión sonora y 

televisiva cuya titularidad tienen asignadas ATC SOCIEDAD ANONIMA y 

las emisoras de radio citadas en el Artículo 7°. 

At. 10. — Delégase en la SECRETARIA DE CULTURA Y COMUNICACION 

de la PRESIDENCIA DE LA NACION el ejercicio de los derechos 

societarios que le corresponden al Estado Nacional, por su participación 
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en el capital accionario de SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Art. 11. — Facúltase al Jefe de Gabinete de Ministros a realizar las 

modificaciones presupuestarias que fueren necesarias para dar 

cumplimiento a lo normado por el presente decreto. 

Art. 12. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — DE LA RUA. — Chrystian G. Colombo. — 

José L. Machinea. 

 

ANEXO I 

REGLAS DE ADMINISTRACION FINANCIERA 

 

— Los ingresos de Operación deberán financiar como mínimo el 34% de 

los gastos corrientes en el ejercicio 2001. Esta relación deberá ser como 

mínimo del 44% y del 64% en los ejercicios 2002 y 2003, 

respectivamente. En los ejercicios sucesivos la relación porcentual 

mínima será del 70%. 

Los conceptos de ingresos y egresos especificados deberán corresponder 

a las definiciones del Manual de Clasificaciones Presupuestarias para el 

Sector Público Nacional de la SECRETARIA DE HACIENDA del 

MINISTERIO DE ECONOMIA. 

En los ejercicios presupuestarios 2001, 2002 y 2003 el aporte estatal, 

incluida la transferencia del COMITE FEDERAL DE RADIODIFUSION 

(COMFER) no podrá superar los importes de $ 57.000.000, $ 

46.000.000 y $ 27.600.000, respectivamente. 

Para los ejercicios sucesivos el aporte estatal será de hasta $ 

24.000.000. 

— La sociedad sólo podrá realizar operaciones de crédito público para 

financiar los gastos de capital. A estos efectos deberán contar con la 

aprobación previa que establecen las normas vigentes en materia de 

endeudamiento e inversión pública. 
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ANEXO II 

ESTATUTO SOCIAL 

SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO 

 

TITULO I. DENOMINACION, REGIMEN LEGAL, DOMICILIO Y DURACION. 

ARTICULO 1°. La Sociedad se denominará SISTEMA NACIONAL DE 

MEDIOS PUBLICOS SOCIEDAD DEL ESTADO, con sujeción al régimen 

establecido por la Ley N° 20.705, disposiciones pertinentes de la ley N° 

19.550 y modificatorias que le fueren aplicables, y a las normas del 

presente Estatuto. En el cumplimiento de las actividades propias de su 

objeto social en todos los actos jurídicos que formalice, podrá usar su 

nombre completo o SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS S. E. 

Respecto a las relaciones laborales, la Sociedad se regirá de acuerdo al 

régimen legal establecido por la Ley N° 20.744, y sus modificatorias o la 

que en el futuro las sustituya. 

ARTICULO 2°. El domicilio legal de la Sociedad se fija en jurisdicción de 

la Ciudad de Buenos Aires. La sede de la misma será establecida por el 

Directorio de la Sociedad. El Directorio podrá establecer, asimismo, 

administraciones zonales, delegaciones, agencias y representaciones, 

dentro o fuera del País. 

ARTICULO 3°. Su duración se establece en NOVENTA Y NUEVE (99) 

AÑOS, contados desde la fecha de su inscripción en el Registro Público 

de Comercio. Dicho término podrá ser prorrogado por resolución de la 

Asamblea Extraordinaria de Accionistas. 

ARTICULO 4°. El Poder Ejecutivo Nacional ejercitará a través de la 

SECRETARIA DE CULTURA Y COMUNICACION de la PRESIDENCIA DE LA 

NACION, o el organismo que en el futuro la sustituya, los derechos que 

le corresponden por su participación en el capital de la Sociedad. 

TITULO II. OBJETO SOCIAL 
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ARTICULO 5°. La Sociedad tendrá por objeto la administración, 

operación y desarrollo de los medios y servicios de radiodifusión, 

periodísticos y de transmisión de contenidos, sirviendo de cabecera del 

Servicio Oficial de Radiodifusión (SOR). Para tal fin, estará 

especialmente facultada para: 

a) Operar y explotar los servicios de radiodifusión de señales de 

televisión, por medio de la frecuencia LS82 TV CANAL 7, de conformidad 

con los objetivos establecidos por la legislación vigente, integrando el 

Servicio Oficial de Radiodifusión, mediante la producción, emisión y 

transporte de señales de televisión de diversa índole, por cualquier 

medio electrónico existente o que pudiere crearse en el futuro. 

b) Operar y explotar los servicios de radiodifusión sonora de LRA1 

RADIO NACIONAL BUENOS AIRES y de la red de emisoras que integran 

el Servicio Oficial de Radiodifusión, denominado en su conjunto "RADIO 

NACIONAL", LRA2 RADIO NACIONAL VIEDMA; LRA3 RADIO NACIONAL 

SANTA ROSA; LRA4 RADIO NACIONAL SALTA; LRA5 RADIO NACIONAL 

ROSARIO; LRA6 RADIO NACIONAL MENDOZA; LRA7 RADIO NACIONAL 

CORDOBA; LRA8 RADIO NACIONAL FORMOSA; LRA9 RADIO NACIONAL 

ESQUEL, LRA10 RADIO NACIONAL USHUAIA; LRA11 RADIO NACIONAL 

COMODORO RIVADAVIA; LRA12 RADIO NACIONAL SANTO TOME; LRA13 

RADIO NACIONAL BAHIA BLANCA; LRA14 RADIO NACIONAL SANTA FE; 

LRA15 RADIO NACIONAL SAN MIGUEL DE TUCUMAN; LRA16 RADIO 

NACIONAL LA QUIACA; LRA17 RADIO NACIONAL ZAPALA; LRA18 RADIO 

NACIONAL RIO TURBIO; LRA19 RADIO NACIONAL PUERTO IGUAZU; 

LRA20 RADIO NACIONAL LAS LOMITAS; LRA21 RADIO NACIONAL 

SANTIAGO DEL ESTERO; LRA22 RADIO NACIONAL SAN SALVADOR DE 

JUJUY; LRA23 RADIO NACIONAL SAN JUAN; LRA24 RADIO NACIONAL 

RIO GRANDE; LRA25 RADIO NACIONAL TARTAGAL; LRA26 RADIO 

NACIONAL RESISTENCIA; LRA27 RADIO NACIONAL CATAMARCA; LRA28 

RADIO NACIONAL LA RIOJA; LRA29 RADIO NACIONAL SAN LUIS; LRA30 

RADIO NACIONAL SAN CARLOS DE BARILOCHE; LRA42 RADIO 

NACIONAL GUALEGUAYCHU; LRA51 RADIO NACIONAL JACHAL; LRA52 

RADIO NACIONAL CHOS MALAL; LRA53 RADIO NACIONAL SAN MARTIN 

DE LOS ANDES; LRA54 RADIO NACIONAL INGENIERO JACOBACCI; 

LRA55 RADIO NACIONAL ALTO RIO SENGUERR; LRA56 RADIO 

NACIONAL PERITO MORENO; LRA57 RADIO NACIONAL EL BOLSON; 

LRA58 RADIO NACIONAL PASO RIO MAYO; LRA59 RADIO NACIONAL 
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GOBERNADOR GREGORES; y de las emisoras comerciales LV19 RADIO 

MALARGÜE, LU23 RADIO LAGO ARGENTINO, LU4 RADIO PATAGONIA 

ARGENTINA; LT11 RADIO GENERAL FRANCISCO RAMIREZ; LT12 RADIO 

GENERAL MADARIAGA, y las que en el futuro se incorporen, de 

conformidad con los objetivos establecidos por la legislación vigente, 

mediante la producción, emisión y transporte de programas de diversa 

índole, por cualquier medio electrónico existente o que pudiere crearse 

en el futuro. 

c) Operar como Agencia Informativa, Periodística, de Publicidad y 

Propaganda, entendiendo en la elaboración, producción y distribución de 

material periodístico nacional y/o internacional, tanto dentro del 

territorio de la República Argentina como en el exterior, en su carácter 

de Agencia Oficial de Noticias. 

d) Efectuar la planificación y contratación de espacios publicitarios y 

producir la publicidad oficial que le fuere requerida por las diferentes 

áreas del Gobierno Nacional, canalizando la misma por los medios de 

difusión públicos o privados más convenientes, actuando al efecto como 

agencia de publicidad. 

e) Organizar y producir contenidos, eventos, programas, obras, 

espectáculos unitarios o en ciclos, de naturaleza cultural, educativa, o 

de interés general, y su distribución y comercialización, sea por medios 

gráficos, discográficos, cinematográficos, televisivos, radiofónicos, por 

Internet o por cualquier otro medio; existente o a crearse en el futuro, 

tanto para uso familiar como profesional. A tal fin la Sociedad tendrá 

plena capacidad jurídica para adquirir derechos, contraer obligaciones, y 

ejercer todos aquellos actos que no le resulten prohibidos por las leyes 

que reglamentan su ejercicio, y por el presente Estatuto. 

 

TITULO III CAPITAL. 

CERTIFICADOS 

ARTICULO 6°. El capital social se fija en la suma de PESOS DOCE MIL ($ 

12.000.), el cual se encuentra suscripto e integrado en su totalidad por 

el ESTADO NACIONAL, a través de la SECRETARIA DE CULTURA Y 

COMUNICACION de la PRESIDENCIA DE LA NACION. Dicho capital será 
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representado por DOCE MIL certificados nominativos de UN PESO VALOR 

NOMINAL (V$N 1,00) cada uno, los cuales podrán ser transferibles 

exclusivamente entre los entes mencionados en el artículo 1° de la Ley 

N° 20.705, o la que en el futuro la sustituya. Cada certificado 

nominativo dará derecho a UN (1 ) VOTO. El Capital Social podrá ser 

aumentado por decisión de la Asamblea Ordinaria hasta el quíntuplo de 

su monto, sin requerirse conformidad administrativa, o por la Asamblea 

Extraordinaria, pudiendo delegarse en el Directorio la determinación de 

la época de emisión forma y condiciones de pago, conforme lo previsto 

en el artículo 188 de la Ley 19.550. 

ARTICULO 7° Los certificados nominativos que se emitan, fueren 

provisorios o definitivos deberán contener las menciones previstas en los 

artículos 211 y 212 de la Ley N° 19.550 

 

TITULO IV. 

DIRECCION Y ADMINISTRACION 

 

ARTICULO 8°. La Dirección y Administración de la Sociedad estará a 

cargo de un Directorio compuesto por TRES (3) Directores Titulares. La 

duración del mandato será por DOS (2) EJERCICIOS, pudiendo ser 

reelegidos indefinidamente. Cualquiera fuera el número de integrantes 

en ejercicio, UNO (1) de los Directores será propuesto por el Ministerio 

de Economía con el fin de ejercer la representación de la cartera 

ministerial a su cargo, correspondiéndole a la Secretaría de Cultura y 

Comunicación de la Presidencia de la Nación la propuesta de los 

restantes. 

ARTICULO 9° En garantía del fiel cumplimiento de sus funciones, los 

Directores deberán depositar una garantía en dinero efectivo o títulos 

valores oficiales, o constituir seguros a favor de la Sociedad por el 

monto que al efecto determine la Asamblea, el que no podrá ser inferior 

a UN MIL PESOS ($ 1.000). 

ARTICULO 10. El Vicepresidente reemplazará al Presidente en caso de 

renuncia, fallecimiento, incapacidad, inhabilidad, remoción o ausencia 

temporaria de este último, Si la ausencia fuese definitiva, deberá 
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convocarse a Asamblea Ordinaria para la elección de un nuevo 

Presidente dentro de los TREINTA (30) días corridos de producida la 

vacante. En caso de renuncia, fallecimiento, incapacidad, inhabilidad, 

remoción o ausencia temporaria del Vicepresidente, este último será 

reeemplazado por el Director \/ocal. Si la causal de inhabilidad fuere 

definitiva, deberá convocarse a Asamblea para la designación de nuevo 

Vicepresidente, dentro de los TREINTA (30) días corridos de producida la 

vacancia. 

ARTICULO 11. El Directorio funcionará con la presencia del Presidente o 

quien lo reemplace, y tendrá quórum suficiente con la mayoría absoluta 

de los miembros que lo integren, adoptando sus resoluciones por 

mayoría de votos presentes. El Presidente o quien lo reemplace tendrá 

en todos los casos derecho a voto, y a doble voto en caso de empate. El 

Directorio sesionará al menos una vez cada tres meses, o cuando lo 

solicite el Presidente, el Vicepresidente, cualquiera de los Directores 

Titulares, la Comisión Fiscalizadora, o uno cualesquiera de los Síndicos. 

ARTICULO 12. El Directorio tendrá amplias facultades para organizar, 

dirigir y administrar la Sociedad, y para celebrar todos los actos que 

hagan al objeto social, incluso aquellos para las cuales la ley requiere 

poderes especiales conforme el artículo 1881 del Código Civil, y el 

artículo 9° del Decreto Ley N° 5965/63, sin otras limitaciones que las 

que resulten de las normas que le fueren aplicables, del presente 

estatuto y de las resoluciones de la Asamblea. Entre ellos podrá celebrar 

en nombre de la Sociedad los siguientes actos: 

 Efectuar todos los actos de administración necesarios para el 

mejor logro de los objetivos sociales. 

 Realizar actos de disposición sobre bienes muebles o inmuebles, 

registrables o no, estableciendo precios y condiciones, 

suscribiendo la documentación que resulte menester. 

 Celebrar contratos de todo tipo, asumiendo obligaciones y 

compromisos por la Sociedad, y constituir derechos reales sobre 

bienes de la misma. 

 Realizar todo tipo de operaciones con instituciones comerciales, 

bancarias, financieras, o de crédito, sean oficiales o privadas, 

nacionales o extranjeras. 
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 Otorgar poderes especiales y/o generales de todo tipo, inclusive 

los enumerados en el artículo 1881 del Código Civil y 9 del 

Decreto Ley N° 5965/ 63. 

 Aprobar la dotación de personal, fijar sus retribuciones previa 

intervención de la Comisión Técnica Asesora de Política Salarial del 

Sector Público Convencionado, fijar sus modalidades de 

contratación, efectuar nombramientos, aplicar sanciones y decidir 

bajas de personal. 

 Elaborar los planes de acción y presupuestos anuales, para su 

elevación al Poder Ejecutivo Nacional. 

 Elaborar y someter a consideración de la Asamblea Ordinaria la 

Memoria, Inventario, Balance General y Estado de Resultados y 

demás documentación contable de la Sociedad. 

ARTICULO 13. La representación legal de la Sociedad corresponderá al 

Presidente del Directorio, o al Vicepresidente en caso de ausencia o 

vacancia en el cargo de Presidente. 

ARTICULO 14. Son funciones del Presidente del Directorio: 

 Ejercer la representación legal de la Sociedad. 

 Cumplir y hacer cumplir las leyes, las normas del presente 

Estatuto, y las resoluciones de la Asamblea y del Directorio. 

 Convocar y presidir las reuniones del Directorio, con derecho a 

voto en todos los casos, y doble voto, en caso de empate. 

 Convocar y presidir las Asambleas. 

 Realizar todos los actos comprendidos en el art. 1881 del Código 

Civil, y en General, todos los negocios jurídicos que requieran 

poder especial. 

 Librar y endosar cheques, y ejercer las facultades previstas en el 

artículo 9° del Decreto Ley 5965/63, sin perjuicio de la facultad de 

delegar dicha atribución a otros funcionarios de la Sociedad. 

 Informar en las reuniones del Directorio sobre la marcha de los 

negocios sociales. 

 Proponer al Directorio la consideración del balance general y 

demás documentación contable. 
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ARTICULO 15. Los Directores tendrán a su cargo la gestión de los 

negocios ordinarios de la Sociedad, integrando a tales efectos un Comité 

Ejecutivo. 

ARTICULO 16. Las remuneraciones de los miembros del Directorio y de 

la Comisión Fiscalizadora serán fijadas por el PODER EJECUTIVO 

NACIONAL en el marco de las normas vigentes en materia de política 

salarial y jerarquización de los funcionarios públicos. 

 

TITULO V. ASAMBLEAS. 

 

ARTICULO 17. Las Asambleas serán Ordinarias o Extraordinarias, en 

razón de los asuntos que respectivamente les competen, de acuerdo con 

los artículos 234 y 235 de la Ley N° 19.550. 

ARTICULO 18. La Asamblea Ordinaria se celebrará con una frecuencia 

anual, como mínimo, y tendrá competencia para: 

 Designar y remover al Presidente, Vicepresidente y demás 

integrantes del Directorio, con excepción del que represente al 

Ministerio de Economía, cuya remoción quedará a cargo del citado 

Ministerio. 

 Designar y remover a los integrantes de la Comisión Fiscalizadora. 

 Considerar, aprobar o modificar los Balances, Inventarios, 

Memoria y Estado de Resultados que presente el Directorio, así 

como el Informe de la Comisión Fiscalizadora. 

 Tratar y resolver cualquier otro asunto que le sea sometido a su 

consideración, dentro del ámbito de su competencia. 

La Asamblea Ordinaria podrá ser citada simultáneamente en primera y 

segunda convocatoria, en la forma establecida por el artículo 237 de la 

Ley N° 19.550, sin perjuicio de lo allí dispuesto para el caso de 

Asamblea unánime. La Asamblea en segunda convocatoria podrá 

celebrarse siempre y en tanto lo permitan las normas legales, y así 

hubiera sido convocada, el mismo día, una hora después de la fijada 

para la primera convocatoria. 
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ARTICULO 19. La Asamblea Extraordinaria será convocada por el 

Presidente, o quien ejerza sus funciones, o por la Comisión 

Fiscalizadora, a fin de considerar todos aquellos temas que por su 

naturaleza, excedan la competencia de la Asamblea Ordinaria. Podrá ser 

citada, al igual que la Asamblea Ordinaria, en forma simultánea en 

primera y segunda convocatoria, conforme al procedimiento establecido 

por el artículo 237 de la Ley N° 19.550, sin perjuicio de lo allí dispuesto 

para el caso de Asamblea unánime. 

 

TITULO VI. FISCALIZACION. 

 

ARTICULO 20. La fiscalización de la sociedad será ejercida por una 

Comisión Fiscalizadora compuesta por TRES (3) Síndicos Titulares, que 

durarán DOS (2) ejercicios en sus funciones. También serán designados 

TRES (3) Síndicos Suplentes que reemplazarán a los titulares en caso de 

remoción, vacancia temporal, o definitiva, o de sobrevenir una causal de 

inhabilitación para el cargo, según el orden de su elección por la 

Asamblea. 

Tanto los titulares como los suplentes podrán ser reelegidos 

indefinidamente. Los Síndicos tendrán las obligaciones y 

responsabilidades que resultan de la Ley N° 19.550, de la legislación 

vigente y de la que pueda establecerse en el futuro para los Síndicos de 

Sociedades del Estado. 

 

TITULO VII. DE LOS ESTADOS CONTABLES. 

 

ARTICULO 21. El ejercicio social cierra el 31 de diciembre de cada año. A 

esa fecha el Directorio confeccionará los Estados Contables de la 

Sociedad, conforme a las disposiciones legales, reglamentarias y normas 

técnicas aplicables, documentación esta que será sometida a 

consideración de la Asamblea Ordinaria, con un informe escrito de la 

Comisión Fiscalizadora. 
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ARTICULO 22. Las utilidades liquidas y realizadas que pudieren resultar, 

se destinarán: 

a) CINCO POR CIENTO (5%) hasta alcanzar el VEINTE POR CIENTO 

(20%) del capital suscripto, para el fondo de reserva legal. 

b) A constituir las previsiones especiales que la Asamblea resuelva, 

sobre la base de un informe especialmente fundado del Directorio. 

c) A la remuneración de los miembros del Directorio, y de la Comisión 

Fiscalizadora, de corresponder. 

c) El remanente, se destinará a la constitución de reservas facultativas y 

otra forma de reinversión en la Sociedad, todo ello conforme sea 

resuelto por la Asamblea. 

 

TITULO VIII. LIQUIDACION. 

 

ARTICULO 23. La liquidación de la Sociedad solo podrá ser resuelta por 

el Poder Ejecutivo Nacional, previa autorización legislativa, conforme a 

lo dispuesto en el artículo 5° de la Ley N° 20.705. 
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6. 

 

SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

Decreto 1526/2009 

Se establecen las previsiones necesarias para el funcionamiento 

de Radio y Televisión Argentina Sociedad del Estado. 

Bs. As., 21/10/2009 

VISTO la Ley Nº 26.522, y 

 

CONSIDERANDO: 

Que por la citada Ley Nº 26.522 se regularon los servicios de 

comunicación audiovisual en todo el ámbito de la REPUBLICA 

ARGENTINA. 

Que, asimismo, por el artículo 119 de la aludida norma se dispone la 

creación de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO, 

la que tiene a su cargo la administración, operación, desarrollo y 

explotación de los servicios de radiodifusión sonora y televisiva del 

Estado nacional. 

Que resulta necesario proceder al dictado de las normas que permitan la 

puesta en funcionamiento de determinadas previsiones contenidas en la 

Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. 

Que en tal sentido, se dispone que RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO iniciará sus funciones el día 10 de diciembre de 

2009. 

Que se establecen las previsiones necesarias a los fines de posibilitar el 

inicio del funcionamiento de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO, asignándose asimismo las funciones a los 

diferentes órganos de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL 

ESTADO. 
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Que, como Anexo I de la presente medida, se aprueba el Estatuto que 

regirá el funcionamiento de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Que a los fines de la integración de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO se efectúan las invitaciones a los diferentes 

organismos previstos en la Ley Nº 26.522. 

Que se dispone que el personal de SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS 

PUBLICOS SOCIEDAD DEL ESTADO y de las emisoras comerciales que 

se transfieren, mantendrá la misma remuneración, categoría y 

antigüedad. 

Que ha tomado intervención el Servicio Jurídico competente. 

Que la presente se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el 

artículo 99, incisos 1 y 2, de la CONSTITUCION NACIONAL. 

 

Por ello, 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL 

ESTADO, creada por el artículo 119 de la Ley Nº 26.522 iniciará sus 

funciones el día 10 de diciembre de 2009. 

Art. 2º — A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 132, 

anteúltimo párrafo, de la Ley Nº 26.522, los mandatos de los miembros 

del Directorio deberán computarse desde el día 10 de diciembre de 

2009, fecha a partir de la cual el Directorio comenzará a funcionar con 

los miembros designados. 

Art. 3º — Invítase a la COMISION BICAMERAL DE PROMOCION Y 

SEGUIMIENTO DE LA COMUNICACION AUDIOVISUAL para que proponga 

los TRES (3) miembros del Directorio de RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO contemplados en el artículo 132 de 

la Ley Nº 26.522. 
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Art. 4º — Invítase a las entidades, organismos y sectores integrantes 

del CONSEJO CONSULTIVO HONORARIO DE LOS MEDIOS PUBLICOS 

creado por el artículo 124 de la Ley Nº 26.522 a proponer sus 

representantes al PODER EJECUTIVO NACIONAL. 

Art. 5º — El CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, una 

vez constituido, deberá comunicar al PODER EJECUTIVO NACIONAL el 

nombre y los antecedentes curriculares de las personas propuestas para 

integrar el Directorio de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD 

DEL ESTADO contemplados en el artículo 132 de la Ley Nº 26.522. 

Art. 6º — Apruébase el Estatuto Social de RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO, que como Anexo I forma parte 

integrante del presente decreto. 

Art. 7º — Facúltase al señor Presidente del SISTEMA NACIONAL DE 

MEDIOS PUBLICOS S.E., D. Tristán BAUER D.N.I. Nº 13.512.869, a 

realizar todos los actos necesarios para la constitución y puesta en 

funcionamiento de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL 

ESTADO y a aprobar las eventuales modificaciones al Estatuto que se 

aprueba por el artículo 6º. 

Art. 8º — Ordénase la protocolización del Estatuto Social aprobado 

precedentemente, así como de toda actuación que fuere menester 

elevar a escritura pública a los efectos registrales a través de la 

ESCRIBANIA GENERAL DEL GOBIERNO DE LA NACION, sin que ello 

implique erogación alguna. 

Art. 9º — Ordénase la inscripción ante la INSPECCION GENERAL DE 

JUSTICIA del Estatuto Social de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Art. 10. — El personal que se transfiere en virtud de las previsiones del 

artículo 142 de la Ley Nº 26.522, incluido el personal de las emisoras 

comerciales referidas en el artículo 141, mantendrá la misma 

remuneración, categoría y antigüedad. 

Art. 11. — Déjase establecido que RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO no se encuentra alcanzada por las previsiones 

del Decreto Nº 491/02. 
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Art. 12. — La transferencia de activos contemplada en el artículo 144 de 

la Ley Nº 26.522 abarca la totalidad de los inmuebles, bienes y derechos 

que a la fecha pertenezcan a SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS 

PUBLICOS SOCIEDAD DEL ESTADO, cualquiera sea su naturaleza. 

Art. 13. — Conforme lo dispuesto por el artículo 164 de la Ley Nº 

26.522, declárase disuelta y en estado de liquidación a partir del 10 de 

diciembre de 2009 a SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Art. 14. — El proceso liquidatorio de la sociedad indicada en el artículo 

13, se desarrollará en el ámbito de competencia de la SECRETARIA 

LEGAL Y ADMINISTRATIVA del MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 

PUBLICAS. 

Art. 15. — Los pasivos no corrientes devengados hasta el 10 de 

diciembre de 2009 en el ámbito de SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS 

PUBLICOS SOCIEDAD DEL ESTADO, serán cancelados por el Tesoro 

Nacional a través del MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 

PUBLICAS. 

Art. 16. — Sin perjuicio de la asunción por el Tesoro Nacional de los 

pasivos no corrientes de SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO, el servicio jurídico de RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO atenderá toda cuestión judicial 

generada en el ámbito de la primera. A tal fin, se otorgarán los 

mandatos judiciales pertinentes para que los integrantes del servicio 

jurídico de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO 

intervengan por la sociedad en liquidación. 

Art. 17. — La presente medida entrará en vigencia el día de su 

publicación en el BOLETIN OFICIAL. 

Art. 18. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 

Fernández. — Aníbal F. Randazzo. 

ANEXO I 

ESTATUTO SOCIAL 

RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO 
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TITULO I. 

DENOMINACION, REGIMEN LEGAL, DOMICILIO Y DURACION 

ARTICULO 1º. - Con la denominación de "RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO", se constituye una sociedad con 

sujeción al régimen de la Ley Nº 20.705, la que se regirá por las 

disposiciones de dicha ley, de la Ley Nº 19.550 (T.O. 1984) y sus 

modificatorias, por las de la Ley Nº 24.156, sus normas 

complementarias y reglamentarias, por las de la Ley Nº 26.522, sus 

normas reglamentarias y complementarias y por las normas del 

presente estatuto. En el cumplimiento de las actividades propias de su 

objeto social y en todos los actos jurídicos que formalice, podrá usar 

indistintamente su nombre completo, o bien la sigla "RTA S.E.". 

ARTICULO 2º.- El domicilio legal de la Sociedad se fija en jurisdicción de 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. La sede de la misma será 

establecida por el Directorio de la Sociedad. El Directorio podrá 

establecer, asimismo, administraciones zonales, delegaciones, agencias 

y representaciones, dentro o fuera del País. 

ARTICULO 3º.- Su duración se establece en NOVENTA Y NUEVE (99) 

años, contados desde la fecha de su inscripción en la INSPECCION 

GENERAL DE JUSTICIA. Dicho término podrá ser prorrogado por 

resolución de la Asamblea Extraordinaria de Accionistas. 

ARTICULO 4º.- El PODER EJECUTIVO NACIONAL ejercerá, a través de la 

SECRETARIA DE MEDIOS DE COMUNICACION de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS, los derechos que le corresponden por su 

participación en el capital de la Sociedad. 

TITULO II. 

OBJETO SOCIAL 

ARTICULO 5º.- La Sociedad tiene a su cargo la administración, 

operación, desarrollo y explotación de los servicios de radiodifusión 

sonora y televisiva del Estado Nacional. 

Para el cumplimiento de su objeto social, la Sociedad tiene las siguientes 

atribuciones y obligaciones, entre ellas: 



158 
 

- Operar y explotar los servicios de radiodifusión sonora 

correspondientes a Radiodifusión Argentina al Exterior y a las siguientes 

estaciones de radiodifusión: LS82 TV CANAL 7; LRA1 RADIO NACIONAL 

BUENOS AIRES, LRA2 RADIO NACIONAL VIEDMA; LRA3 RADIO 

NACIONAL SANTA ROSA; LRA4 RADIO NACIONAL SALTA; LRA5 RADIO 

NACIONAL ROSARIO; LRA6 RADIO NACIONAL MENDOZA; LRA7 RADIO 

NACIONAL CORDOBA; LRA8 RADIO NACIONAL FORMOSA; LRA9 RADIO 

NACIONAL ESQUEL; LRA10 RADIO NACIONAL USHUAIA; LRA11 RADIO 

NACIONAL COMODORO RIVADAVIA; LRA12 RADIO NACIONAL SANTO 

TOME; LRA13 RADIO NACIONAL BAHIA BLANCA; LRA14 RADIO 

NACIONAL SANTA FE; LRA15 RADIO NACIONAL SAN MIGUEL DE 

TUCUMAN; LRA16 RADIO NACIONAL LA QUIACA; LRA17 RADIO 

NACIONAL ZAPALA; LRA18 RADIO NACIONAL RIO TURBIO; LRA19 

RADIO NACIONAL PUERTO IGUAZU; LRA20 RADIO NACIONAL LAS 

LOMITAS; LRA21 RADIO NACIONAL SANTIAGO DEL ESTERO; LRA22 

RADIO NACIONAL SAN SALVADOR DE JUJUY; LRA23 RADIO NACIONAL 

SAN JUAN; LRA24 RADIO NACIONAL RIO GRANDE; LRA25 RADIO 

NACIONAL TARTAGAL; LRA26 RADIO NACIONAL RESISTENCIA; LRA27 

RADIO NACIONAL CATAMARCA; LRA28 RADIO NACIONAL LA RIOJA; 

LRA29 RADIO NACIONAL SAN LUIS; LRA30 RADIO NACIONAL SAN 

CARLOS DE BARILOCHE; LRA42 RADIO NACIONAL GUALEGUAYCHU; 

LRA51 RADIO NACIONAL JACHAL; LRA52 RADIO NACIONAL CHOS 

MALAL; LRA53 RADIO NACIONAL SAN MARTIN DE LOS ANDES; LRA54 

RADIO NACIONAL INGENIERO JACOBACCI; LRA55 RADIO NACIONAL 

ALTO RIO SENGUERR; LRA56 RADIO NACIONAL PERITO MORENO; 

LRA57 RADIO NACIONAL EL BOLSON; LRA58 RADIO NACIONAL RIO 

MAYO; LRA59 RADIO NACIONAL GOBERNADOR GREGORES; LRA 36 

RADIO NACIONAL ARCANGEL SAN GABRIEL — ANTARTIDA 

ARGENTINA—, las emisoras comerciales LV19 RADIO MALARGÜE; LU23 

RADIO LAGO ARGENTINO; LU4 RADIO PATAGONIA ARGENTINA; LT11 

RADIO GENERAL FRANCISCO RAMIREZ; LT12 RADIO GENERAL 

MADARIAGA; LU91 TV CANAL 12; LT14 RADIO GENERAL URQUIZA; LV8 

RADIO LIBERTADOR GENERAL SAN MARTIN y LV4 RADIO SAN RAFAEL y 

toda otra que en el futuro se incorpore, de conformidad con los 

objetivos establecidos por la legislación vigente, mediante la producción, 

emisión y transporte de programas de diversa índole, por cualquier 

medio electrónico existente o que pudiere crearse en el futuro, entre 
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otros, televisión analógica terrestre, televisión digital terrestre y 

televisión satelital. 

- Instalar y operar el sistema de Televisión Satelital que para la 

transmisión de un paquete de señales educativas, culturales e 

informativas, fuera autorizado por Decreto Nº 943 del 22 de julio de 

2009. 

- Organizar y producir contenidos, eventos, programas, obras, 

espectáculos unitarios o en ciclos, de naturaleza cultural, educativa, o 

de interés general, y su distribución y comercialización, sea por medios 

gráficos, discográficos, cinematográficos, televisivos, radiofónicos, por 

Internet o por cualquier otro medio; existente o a crearse en el futuro, 

tanto para uso familiar como profesional. A tal fin la Sociedad tendrá 

plena capacidad jurídica para adquirir derechos, contraer obligaciones, y 

ejercer todos aquellos actos que no le resulten prohibidos por las leyes 

que reglamentan su ejercicio, y por el presente Estatuto. 

- Aprobar su estructura orgánica y funcional. 

- Contratar según la modalidad de prestación de servicios necesaria, al 

personal empleado en la Empresa, el que se regirá por el régimen legal 

establecido por la Ley Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias o la 

que en el futuro la sustituya. 

- Aplicar sus reglamentos internos de administración, presupuestario, 

económico-financiero, de inversiones y erogaciones en general, de 

contabilidad y explotación, pagos, adquisiciones, contrataciones y de las 

normas relativas a control y auditoría interna, los cuales deberán 

dictarse de conformidad al marco regulatorio aplicable y ajustarse a las 

normas vigentes en materia de control. 

- Adquirir bienes muebles o inmuebles y enajenar los incluidos en su 

patrimonio, de conformidad a la normativa aplicable. 

- Aceptar donaciones o legados con o sin cargo a la Sociedad e 

inventariarlos una vez recibidos. 

- Formar parte de sociedades y efectuar aportes a las mismas, 

vinculados con su objeto societario, y previa aprobación de la Asamblea. 
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- Hacer pagos, novación o transacción, conceder créditos, quitas o 

esperas y efectuar donaciones. 

- Estar en juicio como actora, demandada, o en cualquier otro carácter, 

ante cualquier fuero o jurisdicción, inclusive en el extranjero; y hacer 

uso de todas las facultades procesales para la mejor defensa de los 

intereses de la Sociedad. 

- Otorgar poderes generales o especiales. 

- Dirigirse, gestionar y contratar en forma directa con las provincias, la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, municipios y organismos nacionales, 

provinciales o municipales. 

La enumeración precedente es sólo enunciativa y no taxativa. La 

Sociedad podrá realizar, en general, todos los actos jurídicos y 

operaciones financieras, industriales o comerciales con plena capacidad 

legal para actuar, pudiendo realizar toda clase de operaciones 

cualesquiera sea su carácter legal, incluso de carácter financiero que 

hagan directa o indirectamente al cumplimiento y logro de su objeto 

social. 

TITULO III. 

CAPITAL. CERTIFICADOS 

ARTICULO 6º.- El capital social se fija en la suma de PESOS DOCE MIL 

($ 12.000), el cual se encuentra suscripto e integrado en su totalidad 

por el ESTADO NACIONAL, a través de la SECRETARIA DE MEDIOS DE 

COMUNICACIÓN de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS. Dicho 

capital será representado por DOCE MIL (12.000) Certificados 

Nominativos de UN PESO ($ 1.-) cada uno, los cuales podrán ser 

transferibles exclusivamente entre los entes mencionados en el artículo 

1º de la Ley Nº 20.705, o la que en el futuro la sustituya. Cada 

Certificado Nominativo dará derecho a UN (1) Voto. El Capital Social 

podrá ser aumentado por decisión de la Asamblea Ordinaria hasta el 

quíntuplo de su monto, sin requerirse conformidad administrativa, o por 

la Asamblea Extraordinaria, pudiendo delegarse en el Directorio la 

determinación de la época de emisión forma y condiciones de pago, 

conforme lo previsto en el artículo 188 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984) y 

sus modificatorias. 
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ARTICULO 7º.- Los certificados nominativos que se emitan, fueren 

provisorios o definitivos deberán contener las menciones previstas en los 

artículos 211 y 212 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984) y sus modificatorias. 

 

TITULO IV. 

DIRECCION Y ADMINISTRACION 

ARTICULO 8º.- La Dirección y Administración de la Sociedad estará a 

cargo de un Directorio integrado por SIETE (7) miembros. 

Deberán ser personas de la más alta calificación profesional en materia 

de comunicación y poseer una democrática y reconocida trayectoria, 

debiendo garantizarse el debido pluralismo en el funcionamiento de la 

emisora. 

El Directorio será conformado por: 

- UN (1) Presidente designado por el Poder Ejecutivo Nacional, 

- UN (1) Director designado por el Poder Ejecutivo Nacional, 

- TRES (3) Directores a propuesta de la Comisión Bicameral de 

Promoción y Seguimiento de la Comunicación Audiovisual, y que serán 

seleccionados por ésta a propuesta de los bloques parlamentarios de los 

partidos políticos correspondiendo UNO (1) a la primera minoría, UNO 

(1) a la segunda minoría y UNO (1) a la tercer minoría parlamentaria. 

- DOS (2) a propuesta del Consejo Federal de Comunicación 

Audiovisual, debiendo uno de ellos ser un académico representante de 

las facultades o carreras de ciencias de la información, ciencias de la 

comunicación o periodismo de universidades nacionales. 

Durarán en sus cargos CUATRO (4) años y podrán ser reelegidos por un 

período. 

La conformación del Directorio se efectuará dentro de los DOS (2) años 

anteriores a la finalización del mandato del Titular del Poder Ejecutivo 

Nacional, debiendo existir DOS (2) años de diferencia entre el inicio del 

mandato de los Directores y del PODER EJECUTIVO NACIONAL. 
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A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 132, anteúltimo 

párrafo de la Ley 26.522, los mandatos de los miembros del Directorio 

deberán computarse desde el día 10 de diciembre de 2009, fecha a 

partir de la cual el Directorio comenzará a funcionar con los miembros 

designados. 

ARTICULO 9º.- Serán causales de remoción, previa sustanciación que 

garantice el derecho de defensa del acusado, las siguientes: 

procesamiento firme por delitos dolosos, mal desempeño, negligencia 

grave, morosidad en el ejercicio de sus funciones, desconocimiento 

inexcusable del derecho e inhabilidad física o psíquica. 

ARTICULO 10.- En garantía del fiel cumplimiento de sus funciones, los 

Directores deberán depositar una garantía en dinero efectivo o títulos 

valores oficiales, o constituir seguros a favor de la Sociedad por el 

monto que al efecto determine la Asamblea, el que no podrá ser inferior 

a PESOS DIEZ MIL ($ 10.000). 

ARTICULO 11.- En la primera reunión de Directorio que se celebre al 

inicio del mandato, se elegirá al Vicepresidente, que reemplazará al 

Presidente en caso de renuncia, fallecimiento, incapacidad, inhabilidad, 

remoción o ausencia temporaria de este último. Si la ausencia fuese 

definitiva, deberá comunicarse tal situación al PODER EJECUTIVO 

NACIONAL para que designe nuevo Presidente. En caso de ausencia 

temporaria del Vicepresidente, este último será reemplazado por el 

miembro que designe el Directorio. En caso de renuncia, fallecimiento, 

incapacidad, inhabilidad, remoción o ausencia definitiva del 

Vicepresidente y demás miembros del Directorio, el Presidente 

comunicará, según el caso, al PODER EJECUTIVO NACIONAL, a la 

COMISION BICAMERAL DE PROMOCION Y SEGUIMIENTO DE LA 

COMUNICACION AUDIOVISUAL o al CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL, para que cubra la vacante generada. 

ARTICULO 12.- El Directorio funcionará con la presencia del Presidente o 

quien lo reemplace, y tendrá quórum suficiente con la mayoría absoluta 

de los miembros que lo integren, adoptando sus resoluciones por 

mayoría de votos presentes. El Presidente o quien lo reemplace tendrá 

en todos los casos derecho a voto, y a doble voto en caso de empate. El 

Directorio sesionará al menos una vez cada tres meses, o cuando lo 
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solicite el Presidente, el Vicepresidente, cualquiera de los Directores, la 

Comisión Fiscalizadora, o uno cualesquiera de los Síndicos. 

ARTICULO 13.- El Directorio tendrá amplias facultades para organizar, 

dirigir y administrar la Sociedad, y para celebrar todos los actos que 

hagan al objeto social, incluso aquellos para las cuales la ley requiere 

poderes especiales conforme el artículo 1881 del Código Civil, y el 

artículo 9º del Decreto Ley Nº 5965/63, sin otras limitaciones que las 

que resulten de las normas que le fueren aplicables, del presente 

estatuto y de las resoluciones de la Asamblea. Entre ellos podrá celebrar 

en nombre de la Sociedad los siguientes actos: 

- Efectuar todos los actos de administración necesarios para el mejor 

logro de los objetivos sociales. 

- Realizar actos de disposición sobre bienes muebles o inmuebles, 

registrables o no, estableciendo precios y condiciones, suscribiendo la 

documentación que resulte menester, con las restricciones del artículo 

138 de la Ley Nº 26.522. 

- Celebrar contratos de todo tipo, asumiendo obligaciones y 

compromisos por la Sociedad, y constituir derechos reales sobre bienes 

de la misma. 

- Realizar todo tipo de operaciones con instituciones comerciales, 

bancarias, financieras, o de crédito, sean oficiales o privadas, nacionales 

o extranjeras. 

- Otorgar poderes especiales y/o generales de todo tipo, inclusive los 

enumerados en el artículo 1881 del Código Civil y 9 del Decreto Ley Nº 

5965/ 63. 

- Aprobar la dotación de personal, fijar sus retribuciones previa 

intervención de la Comisión Técnica Asesora de Política Salarial del 

Sector Público, fijar sus modalidades de contratación, efectuar 

nombramientos, aplicar sanciones y decidir bajas de personal, con 

sujeción a pautas y procedimientos objetivos. 

- Elaborar los planes de acción y presupuestos anuales, para su 

elevación al Poder Ejecutivo Nacional. 
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- Elaborar y someter a consideración de la Asamblea Ordinaria la 

Memoria, Inventario, Balance General y Estado de Resultados y demás 

documentación contable de la Sociedad. 

ARTICULO 14.- La representación legal de la Sociedad corresponderá al 

Presidente del Directorio, o al Vicepresidente en caso de ausencia o 

vacancia en el cargo de Presidente. 

ARTICULO 15.- Son funciones del Presidente del Directorio: 

- Ejercer la representación legal de la Sociedad. 

- Cumplir y hacer cumplir las leyes, las normas del presente Estatuto, y 

las resoluciones de la Asamblea y del Directorio. 

- Convocar y presidir las reuniones del Directorio, con derecho a voto en 

todos los casos, y doble voto, en caso de empate. 

- Convocar y presidir las Asambleas. 

- Realizar todos los actos comprendidos en el art. 1881 del Código Civil, 

y en general, todos los negocios jurídicos que requieran poder especial. 

- Librar y endosar cheques, y ejercer las facultades previstas en el 

artículo 9º del Decreto Ley Nº 5965/63, sin perjuicio de la facultad de 

delegar dicha atribución a otros funcionarios de la Sociedad. 

- Informar en las reuniones del Directorio sobre la marcha de los 

negocios sociales. 

- Proponer al Directorio la consideración del balance general y demás 

documentación contable. 

ARTICULO 16.- Los Directores tendrán a su cargo la gestión de los 

negocios ordinarios de la Sociedad, pudiendo integrar a tales efectos un 

Comité Ejecutivo, cuya composición, misiones y funciones serán 

determinadas por reglamentación interna. 

ARTICULO 17.- Las remuneraciones de los miembros del Directorio 

serán fijadas por el PODER EJECUTIVO NACIONAL en el marco de las 

normas vigentes en materia de política salarial y jerarquización de los 

funcionarios públicos. Sus remuneraciones serán equivalentes a las de 

Subsecretario. 
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TITULO V. 

ASAMBLEAS 

ARTÍCULO 18.- Las Asambleas serán Ordinarias o Extraordinarias, en 

razón de los asuntos que respectivamente les competen, de acuerdo con 

los artículos 234 y 235 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984) y sus 

modificatorias. 

ARTÍCULO 19.- La Asamblea Ordinaria se celebrará con una frecuencia 

anual, como mínimo, y tendrá competencia para: 

- Designar y remover a los integrantes de la Comisión Fiscalizadora. 

- Considerar, aprobar o modificar los Balances, Inventarios, Memoria y 

Estado de Resultados que presente el Directorio, así como el Informe de 

la Comisión Fiscalizadora. 

- Tratar y resolver cualquier otro asunto que le sea sometido a su 

consideración, dentro del ámbito de su competencia. 

La Asamblea Ordinaria podrá ser citada simultáneamente en primera y 

segunda convocatoria, en la forma establecida por el artículo 237 de la 

Ley Nº 19.550 (t.o. 1984) y sus modificatorias, sin perjuicio de lo allí 

dispuesto para el caso de Asamblea unánime. La Asamblea en segunda 

convocatoria podrá celebrarse siempre y en tanto lo permitan las 

normas legales, y así hubiera sido convocada, el mismo día, una hora 

después de la fijada para la primera convocatoria. 

ARTÍCULO 20.- La Asamblea Extraordinaria será convocada por el 

Presidente, o quien ejerza sus funciones, o por la Comisión 

Fiscalizadora, a fin de considerar todos aquellos temas que por su 

naturaleza, excedan la competencia de la Asamblea Ordinaria. Podrá ser 

citada, al igual que la Asamblea Ordinaria, en forma simultánea en 

primera y segunda convocatoria, conforme al procedimiento establecido 

por el artículo 237 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984) y sus modificatorias, 

sin perjuicio de lo allí dispuesto para el caso de Asamblea unánime. 
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TITULO VI. 

FISCALIZACION 

 

ARTÍCULO 21.- La fiscalización de la Sociedad será ejercida por TRES 

(3) Síndicos Titulares que durarán TRES (3) años en sus funciones y que 

serán elegidos por la Asamblea, la que también elegirá igual número de 

Síndicos Suplentes. Los Síndicos tendrán las obligaciones, 

responsabilidades, inhabilidades e incompatibilidades que resultan de la 

Ley Nº 19.550 y sus modificatorias. 

Los Síndicos actuarán como cuerpo colegiado bajo la denominación de 

Comisión Fiscalizadora, reuniéndose por lo menos una vez por mes y 

tomando sus decisiones por mayoría de votos, sin perjuicio de las 

facultades que legalmente corresponden al Síndico disidente, debiendo 

labrarse actas de sus reuniones. También se reunirá a pedido de 

cualquiera de los Síndicos dentro de los CINCO (5) días de formulado el 

pedido. La Comisión Fiscalizadora en su primera reunión designará su 

Presidente. 

El Síndico que actúe como Presidente de tal Comisión la representará 

ante el Directorio y la Asamblea, sin perjuicio de la presencia de 

cualquiera de los otros Síndicos que así lo deseen. 

La Comisión Fiscalizadora dictará su Reglamento de Funcionamiento, así 

como realizará los controles y verificaciones adecuados, de los que se 

dejará constancia en el Libro de Actas o en uno de Controles habilitado a 

tal fin. 

TITULO VII. 

DE LOS ESTADOS CONTABLES 

ARTICULO 22. — El ejercicio económico- financiero de la Sociedad 

comenzará el 1º de enero de cada año y concluirá el 31 de diciembre del 

mismo año. A esa fecha el Directorio confeccionará los Estados 

Contables de la Sociedad, conforme a las disposiciones legales, 

reglamentarias y normas técnicas aplicables, documentación esta que 

será sometida a consideración de la Asamblea Ordinaria, con un informe 

escrito de la Comisión Fiscalizadora. 
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ARTICULO 23. — Las utilidades líquidas y realizadas que pudieren 

resultar, se destinarán: 

a) CINCO POR CIENTO (5%) hasta alcanzar el VEINTE POR CIENTO 

(20%) del capital suscripto, para el fondo de reserva legal. 

b) A constituir las previsiones especiales que la Asamblea resuelva, 

sobre la base de un informe especialmente fundado del Directorio. 

c) A la remuneración de los miembros del Directorio, y de la Comisión 

Fiscalizadora, de corresponder. 

d) El remanente, se destinará a la constitución de reservas facultativas y 

otra forma de reinversión en la Sociedad, todo ello conforme sea 

resuelto por la Asamblea. 

TITULO VIII. 

LIQUIDACION 

ARTICULO 24.- La liquidación de la Sociedad sólo podrá ser resuelta por 

el PODER EJECUTIVO NACIONAL, previa autorización legislativa, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 5º de la Ley Nº 20.705. Será 

efectuada por el Directorio con intervención del Síndico Titular o por las 

personas que al efecto designe la Asamblea. Una vez cancelado el 

pasivo y los gastos de liquidación, el remanente se destinará al 

reembolso del valor nominal integrado de los certificados 

representativos del capital social; si todavía existiere remanente será 

absorbido por el ESTADO NACIONAL. 
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7. 

 

RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO 

Decreto 1973/2009 

Danse por aprobadas las designaciones del Presidente del 
Directorio y de Directores. 

Bs. As., 10/12/2009 

 

VISTO la Ley Nº 26.522 y el Decreto Nº 1526/09, y 

CONSIDERANDO: 

Que por el artículo 119 de la Ley Nº 26.522 se crea, bajo la jurisdicción 

del PODER EJECUTIVO NACIONAL, RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 
SOCIEDAD DEL ESTADO (RTA S.E.), que tiene a su cargo la 

administración, operación, desarrollo y explotación de los servicios de 
radiodifusión sonora y televisiva del Estado nacional. 

Que por el artículo 6º del Decreto Nº 1526/09 se aprueba el Estatuto 
Social de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO, 

que como Anexo I forma parte integrante del mencionado decreto. 

Que en base a lo dispuesto en el artículo 132 de la Ley Nº 26.522 
corresponde al PODER EJECUTIVO NACIONAL la designación del 

Presidente y de UN (1) Director de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 
SOCIEDAD DEL ESTADO y de DOS (2) Directores a propuesta del 

CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Que el señor Tristán BAUER reúne los requisitos de idoneidad y 

experiencia necesarios para desempeñar el cargo de Presidente de 
RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Que el señor Eduardo Sergio Daniel FERNANDEZ reúne los requisitos de 

idoneidad y experiencia necesarios para desempeñar el cargo de 

Director de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO. 
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Que mediante Acta de reunión de fecha 19 de noviembre de 2009, el 

CONSEJO FEDERAL DE COMUNICACION AUDIOVISUAL ha propuesto 
como Directores de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL 

ESTADO a los señores Néstor Roberto CANTARIÑO y Alejandro VERANO. 

Que corresponde expedirse acerca de la aceptación de las referidas 

propuestas. 

Que el presente se dicta en virtud de las atribuciones establecidas por el 
artículo 132 de la Ley Nº 26.522 y por el artículo 99, inciso 7, de la 

CONSTITUCION NACIONAL. 

 

Por ello, 

 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Desígnase como Presidente del Directorio de RADIO Y 

TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO al señor Tristán 
BAUER (D.N.I. Nº 13.512.869). 

Art. 2º — Desígnase como Director de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO al señor Eduardo Sergio Daniel FERNÁNDEZ 

(D.N.I. Nº 14.982.335). 

Art. 3º — Desígnanse como Directores de RADIO Y TELEVISION 
ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO, al señor Néstor Roberto 

CANTARIÑO (L.E. Nº 5.500.059), y al señor Alejandro VERANO (D.N.I. 
Nº 20.184.122), a propuesta del CONSEJO FEDERAL DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Art. 4º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 
Fernández. 
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8. 

SECRETARIA DE MEDIOS DE Comunicación 

Decreto 91/2010 

Establécese que los miembros del Directorio de Radio y 

Televisión Argentina Sociedad del Estado tendrán rango y 

jerarquía de Secretario. 

Bs. As., 18/1/2010 

 

 

VISTO la Ley Nº 26.522 y el Decreto Nº 1526/09, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante el artículo 119 de la Ley Nº 26.522 se creó RADIO Y 

TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO, en la órbita de la 

SECRETARIA DE MEDIOS DE COMUNICACION de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS. 

Que de acuerdo a lo prescripto por el artículo 131 de dicha ley, la 

conducción y administración de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA 

SOCIEDAD DEL ESTADO será ejercida por un Directorio integrado por 

SIETE (7) miembros. 

Que mediante el artículo 6º del Decreto Nº 1526/09 se aprobó el 

Estatuto de RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Que en el artículo 17 del mencionado Estatuto se establece que las 

remuneraciones de los miembros del Directorio de ADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD 

DEL ESTADO, serán fijadas por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, las 

cuales serán equivalentes a las de Subsecretario. 

Que el Decreto Nº 838 del 27 de mayo de 1994 fijó el Sueldo Básico de 

las Autoridades Superiores del PODER EJECUTIVO NACIONAL, en 

carácter de remuneración total. 
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Que el Decreto Nº 782 del 16 de junio de 2006 estableció el 

Complemento por Responsabilidad del Cargo para las mencionadas 

autoridades, como asimismo para aquellas que ostenten rango y 

jerarquía de tales. 

Que la COMISION TECNICA ASESORA DE POLITICA SALARIAL DEL 

SECTOR PUBLICO ha tomado la intervención que le compete. 

Que el Servicio Jurídico Permanente ha emitido el correspondiente 

dictamen. 

Que el presente acto se dicta en ejercicio de las facultades conferidas 

por el artículo 99 inciso 1 de la CONSTITUCION NACIONAL. 

 

Por ello, 

 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Establécese que los miembros del Directorio de RADIO Y 

TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO, actuante en el 

ámbito de la SECRETARIA DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN de la 

JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS, tendrán rango y jerarquía de 

Secretario. 

Art. 2º — Las erogaciones que demande la aplicación de lo dispuesto en 

el presente decreto serán atendidas con cargo a los créditos vigentes del 

Inciso 1 —Gastos en Personal— del Presupuesto General de la 

Administración Nacional para el ejercicio en curso de RADIO Y 

TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Art. 3º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 

Fernández. 
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9. 

TELEVISION DIGITAL 

Decreto 1148/2009 

Créase el Sistema Argentino de Televisión Digital Terrestre. 

 

Bs. As., 31/8/2009 

VISTO el Expediente S01:0343455/2009 del Registro del MINISTERIO 

DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, y la 

Resolución Nº 171 de fecha 25 de agosto de 2009 de la SECRETARIA DE 

COMUNICACIONES dependiente del MINISTERIO DE PLANIFICACION 

FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, y 

CONSIDERANDO: 

Que el PODER EJECUTIVO NACIONAL, ha efectuado diversos estudios 

sobre la implementación del Sistema de Televisión Digital Terrestre 

(TDT) en la REPUBLICA ARGENTINA. 

Que la aplicación de la tecnología digital a la transmisión de la televisión 

terrestre permite una mayor eficiencia en el uso del espectro 

radioeléctrico, lo que redundará en un mayor número de canales, con 

una mejor calidad de imagen, sonido y datos. 

Que actualmente existen diversos sistemas de Televisión Digital 

Terrestre (TDT) disponibles, basados en tecnologías europeas, 

norteamericanas y japonesas. 

Que la digitalización antes mencionada también permitirá a los usuarios 

contar con los servicios de teletexto, Guía Electrónica de Programación 

(GEP), canales de radio, entre muchos otros. 

Que las áreas técnicas de la COMISION NACIONAL DE 

COMUNICACIONES (CNC), organismo descentralizado actuante en la 

órbita de la SECRETARIA DE COMUNICACIONES dependiente del 

MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y 

SERVICIOS, han realizado un Informe Técnico en el cual han evaluado 

los principales sistemas de televisión digital actualmente disponibles, 
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concluyendo que la evolución tecnológica demuestra que si en algún 

momento existieron ventajas relativas entre los sistemas analizados, en 

la actualidad y/o en el futuro pueden ser inexistentes o de una magnitud 

poco importante. 

Que la empresa SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS SOCIEDAD 

DEL ESTADO, que opera la frecuencia de televisión LS82 TV CANAL 7, a 

través de sus áreas competentes, realizó en el país diversas pruebas 

para la implementación de un sistema de transmisión de un canal en 

alta definición, concluyendo que resulta de interés para la televisión 

pública poder acceder a todos los televidentes en forma libre y gratuita, 

ya sea con receptores fijos o móviles, para lo cual el sistema basado en 

el estándar denominado ISDB-T (Integrated Services Digital 

Broadcasting Terrestrial) o su versión Brasileña SBTVD-T se ajusta a 

tales premisas. 

Que el Centro de Investigación y Transferencia en Telecomunicaciones 

de la UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN MARTIN ha realizado un Informe 

Técnico sobre los estándares de Televisión Digital Terrestre, en el cual 

se evaluaron los mismos en función de sus características, la eficacia 

espectral de cada uno, su flexibilidad y los resultados de las 

evaluaciones realizadas, entre otros. 

Que el informe antes mencionado concluye que los principios del 

estándar ISDB-T, con sus mejoras introducidas y disponibles, resultan 

los adecuados para la creación y posterior implementación del Sistema 

Argentino de Televisión Digital Terrestre. 

Que por su parte, el COMITE FEDERAL DE RADIODIFUSION (COMFER), 

organismo descentralizado actuante en la órbita de la SECRETARIA DE 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN de la JEFATURA DE GABINETE DE 

MINISTROS, señaló que debe priorizarse una norma digital que permita 

optimizar la utilización del espectro, tanto en alta como en baja 

potencia, como así también la implementación de repetidoras de un 

único canal. 

Que, asimismo, el citado Organismo destaca que, las transmisiones 

deben contar con robustez ante cualquier interferencia, aun trabajando 

en esquemas de baja potencia, tanto en recepción móvil o fija, que 
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permita la incorporación eficiente de nuevos servicios, como la televisión 

móvil. 

Que en base a todos los estudios realizados, la SECRETARIA DE 

COMUNICACIONES dependiente del MINISTERIO DE PLANIFICACION 

FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS dictó la Resolución Nº 171 

de fecha 25 de agosto de 2009, a través de la cual recomendó al Señor 

MINISTRO DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y 

SERVICIOS el estándar denominado ISDB-T (Integrated Services Digital 

Broadcasting Terrestrial), como base para el Sistema de Televisión 

Digital de la REPUBLICA ARGENTINA. 

Que por otra parte, con fecha 30 de noviembre de 2005, en la Ciudad de 

PUERTO IGUAZU, Provincia de MISIONES, se suscribió entre la 

REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL y la REPUBLICA ARGENTINA un 

Acuerdo sobre Cooperación en el Area de Televisión Terrestre Digital. 

Que en dicho marco, se convino impulsar la cooperación en el campo del 

desarrollo e implementación de un único sistema de televisión digital 

terrestre en ambos países, conforme las leyes y reglamentaciones 

vigentes y con fundamento en la reciprocidad y el beneficio común. 

Que mediante Decreto Nº 5820 del 29 de junio de 2006, la REPUBLICA 

FEDERATIVA DEL BRASIL implementó el Sistema Brasileño de Televisión 

Digital Terrestre (SBTVD-T), basado en el sistema japonés denominado 

ISDB-T (Integrated Services Digital Broadcasting Terrestrial). 

Que con fecha 8 de septiembre de 2008 se suscribió la Declaración 

Conjunta entre la REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL y la REPUBLICA 

ARGENTINA, en la cual se instruyó a los Señores MINISTROS DE 

COMUNICACIONES y DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION 

PUBLICA Y SERVICIOS de dichos países, respectivamente, para que 

mantengan reuniones regulares con el objetivo de intercambiar 

informaciones técnicas e institucionales que exploren las oportunidades 

de una sociedad mutuamente ventajosa para ambos países asociadas al 

área de la televisión digital. 

Que resulta de vital importancia acentuar los vínculos de colaboración 

recíproca con los países integrantes del MERCOSUR y otras Naciones de 

la región a fin de procurar la selección del mismo estándar de televisión 
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digital en el área de modo tal de alcanzar los beneficios de la economía 

de escala en el desarrollo del equipamiento que se requiere. 

Que la elección del estándar tecnológico a ser utilizado en la 

digitalización del espectro radioeléctrico importa la posibilidad de 

impulsar el desarrollo industrial y tecnológico nacional, la creación de 

empleo especializado, el acceso democrático y plural a los medios de 

comunicación, la mejora de la calidad del servicio televisivo, y el 

progreso social y cultural del país. 

Que la digitalización mencionada en el considerando anterior constituirá 

un estímulo a la producción industrial nacional, promoviendo el 

desarrollo y radicación de la industria tecnológica, creando nuevos 

puestos de trabajo altamente especializados en el país, garantizando el 

empleo calificado de profesionales y/o técnicos, ampliándose de esta 

forma los estándares y niveles de educación. 

Que es de esperar un desarrollo en los distintos niveles educacionales 

para la adecuada formación del personal, lo que obviamente redundará 

en la mejora de los programas actualmente vigentes a nivel técnico y/o 

universitario, y la valorización de la capacitación laboral a nivel regional. 

Que el perfeccionamiento de nuevas tecnologías traerá aparejado el 

progreso de regiones o centros tecnológicos en distintas áreas del país, 

actualmente desarrolladas o en vías de hacerlo, lo cual fomentará el 

crecimiento regional de distintas provincias, federalizándose el 

desarrollo y los proyectos industriales. 

Que la decisión que se adopta por el presente decreto implica asimismo 

un fomento a la investigación científica y tecnológica nacional, a fin de 

aplicar y perfeccionar los estándares tecnológicos actualmente 

existentes. 

Que la instrumentación de la presente medida implicará el acceso 

democrático y plural a los medios de comunicación, permitiéndose de 

esta forma un mayor desarrollo de contenidos audiovisuales nacionales, 

y su consecuente desarrollo como industria, beneficiando la mayor 

oferta de productos al progreso socio cultural de los habitantes del país. 
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Que la puesta en funcionamiento de la alta definición en el servicio de 

radiodifusión implicará el acceso de manera gratuita a todos los usuarios 

del servicio, ampliándose el mismo a todos los argentinos. 

Que el uso de las nuevas tecnologías de comunicación con fines 

educativos y culturales, ayudará a la promoción de la igualdad de 

oportunidades y a mitigar los efectos de la inequidad socio-económica. 

Que para ello, resulta necesario planificar el proceso de transición de la 

televisión analógica a la digital, de modo de asegurar una paulatina 

adopción del estándar correspondiente por parte de usuarios y 

prestadores del servicio, garantizando la protección de los derechos 

constitucionales de los mismos. 

Que a fin de potenciar y mejorar la aplicación y seguimiento de la 

presente medida, resulta conveniente la conformación de un CONSEJO 

ASESOR DEL SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL 

TERRESTRE, en la órbita del MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, 

INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, integrado por representantes de 

todos los Ministerios cuyas competencias guarden relación con la 

materia. 

Que resulta conveniente la creación de un FORO CONSULTIVO, en la 

órbita del Consejo mencionado en el considerando anterior, a fin de 

posibilitar la interacción de los sectores público y privado, de forma tal 

que cada uno aporte sus conocimientos y experiencias, a fin de lograr 

un desarrollo equilibrado e integral del Sistema Argentino de Televisión 

Digital Terrestre. 

Que el artículo 42 de la CONSTITUCION NACIONAL establece que los 

consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la 

relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses 

económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de 

elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. 

Que la norma mencionada en el considerando anterior, impone a las 

autoridades la obligación de proteger esos derechos, así como a la 

educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda 

forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios 

naturales y legales, a la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a 

la constitución de asociaciones de consumidores y usuarios. 
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Que las áreas técnicas de la COMISION NACIONAL DE 

COMUNICACIONES (CNC), organismo descentralizado actuante en la 

órbita de la SECRETARIA DE COMUNICACIONES dependiente del 

MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y 

SERVICIOS han tomado la intervención que les compete. 

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS dependiente de 

la SUBSECRETARIA LEGAL del MINISTERIO DE PLANIFICACION 

FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS ha tomado la intervención 

de su competencia. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por 

la Ley Nº 22.285 y sus modificatorias y por el artículo 99 inciso 1 de la 

CONSTITUCION NACIONAL. 

Por ello, 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Créase el SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL 

TERRESTRE (SATVD-T), basado en el estándar denominado ISDB-T 

(Integrated Services Digital Broadcasting Terrestrial), el cual consiste en 

un conjunto de patrones tecnológicos a ser adoptados para la 

transmisión y recepción de señales digitales terrestres, radiodifusión de 

imágenes y sonido. 

El SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-

T) tiene como objetivos, entre otros: 

a) Promover la inclusión social, la diversidad cultural y el idioma del país 

a través del acceso a la tecnología digital, así como la democratización 

de la información. 

b) Facilitar la creación de una red universal de educación a distancia. 

c) Estimular la investigación y el desarrollo, así como fomentar la 

expansión de las tecnologías e industrias de la REPUBLICA ARGENTINA 

relacionadas con la información y comunicación. 

d) Planificar la transición de la televisión analógica a la digital con el fin 

de garantizar la adhesión progresiva y gratuita de todos los usuarios. 
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e) Optimizar el uso del espectro radioeléctrico. 

f) Contribuir a la convergencia tecnológica. 

g) Mejorar la calidad de audio, video y servicios. 

h) Alentar a la industria local en la producción de instrumentos y 

servicios digitales. 

i) Promover la creación de puestos de trabajo y la capacitación de los 

trabajadores en la industria tecnológica. 

Art. 2º — Créase el CONSEJO ASESOR DEL SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE, en la órbita del MINISTERIO DE 

PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, el cual 

estará presidido por el titular de dicha cartera, pudiendo el mismo 

delegar la citada función en un funcionario de su Ministerio. 

El CONSEJO ASESOR DEL SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION 

DIGITAL TERRESTRE tendrá como objeto asesorar en la consecución de 

los objetivos establecidos en el artículo anterior, y estará conformado 

por UN (1) representante de los siguientes organismos públicos 

nacionales: 

a) JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS. 

b) MINISTERIO DEL INTERIOR. 

c) MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, COMERCIO 

INTERNACIONAL Y CULTO. 

d) MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS PUBLICAS. 

e) MINISTERIO DE PRODUCCION. 

f) MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

g) MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL. 

h) MINISTERIO DE EDUCACION. 

i) MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGIA E INNOVACION PRODUCTIVA. 

Facúltase al MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION 
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PUBLICA Y SERVICIOS a reglamentar el funcionamiento del Consejo 

creado en el presente artículo. 

Art. 3º — El CONSEJO ASESOR DEL SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE podrá disponer la creación en su 

órbita de un FORO CONSULTIVO, el cual estará integrado por 

representantes del sector industrial, de los trabajadores, de la 

comunidad científica y tecnológica nacional, de los medios de 

radiodifusión, de las asociaciones de usuarios y consumidores, y 

cualquier otro sector social que sea invitado al mismo. 

Art. 4º — Establécese un plazo de DIEZ (10) años a fin de realizar el 

proceso de transición de la televisión analógica al SISTEMA ARGENTINO 

DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T). 

Art. 5º — Instrúyese a las autoridades mencionadas en el artículo 2º 

del presente decreto para que, en uso de sus respectivas facultades, 

dicten todas las normas complementarias que resulten necesarias a los 

fines de implementar las disposiciones de la presente medida. 

Art. 6º — Las disposiciones del presente decreto entrarán en vigencia el 

día de su publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 7º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 

Fernández. — Julio M. De Vido. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



180 
 

10. 

TELEVISION DIGITAL 

Decreto 1010/2010 

Otórgase a Radio y Televisión Argentina Sociedad del Estado el 

permiso para la instalación, funcionamiento y operación del 

Sistema Experimental de Televisión Abierta Digital 

 

Bs. As., 19/7/2010 

VISTO el Expediente Nº 786/10 del Registro de la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante la Actuación Nº 20488- AFSCA/10, RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO solicitó a la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL, organismo 

descentralizado y autárquico en el ámbito del PODER EJECUTIVO 

NACIONAL, autorización para implementar un sistema de distribución de 

señales a través de la utilización del espectro que le fuera asignado —

que no sea utilizado para la transmisión de la señal de LS82 TV CANAL 7 

con tecnología digital—, a fin de acercar pluralidad de contenidos a todo 

el país aprovechando la potencialidad que dicha tecnología ofrece, 

incorporando de tal manera varias señales en el mismo ancho de banda 

que otrora ocupara una sola señal analógica. 

Que con el dictado del Decreto Nº 1148/09, se creó el SISTEMA 

ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T), basado 

en el estándar denominado ISDB-T (Integrated Services Digital 

Broadcasting Terrestrial), el cual consiste en un conjunto de patrones 

tecnológicos a ser adoptados para la transmisión y recepción de señales 

digitales terrestres, radiodifusión de imágenes y sonido. 

Que el SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE 

(SATVD-T) conforme el artículo 1º del decreto precitado tiene dentro de 

sus objetivos: "...a) Promover la inclusión social, la diversidad cultural y 

el idioma del país a través del acceso a la tecnología digital, así como la 
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democratización de la información; b) Facilitar la creación de una red 

universal de educación a distancia; c) Estimular la investigación y el 

desarrollo, así como fomentar la expansión de las tecnologías e 

industrias de la REPUBLICA ARGENTINA relacionadas con la información 

y comunicación; d) Planificar la transición de la televisión analógica a la 

digital con el fin de garantizar la adhesión progresiva y gratuita de todos 

los usuarios; e) Optimizar el uso del espectro radioeléctrico; f) 

Contribuir a la convergencia tecnológica; g) Mejorar la calidad de audio, 

video y servicios; h) Alentar a la industria local en la producción de 

instrumentos y servicios digitales; i) Promover la creación de puestos de 

trabajo y la capacitación de los trabajadores en la industria tecnológica". 

Que conforme la Resolución Nº 813 – ex COMFER de fecha 27 de 

noviembre de 2009, el SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO fue autorizado a utilizar los canales 22, 23, 24 

y 25, de la Banda UHF en todo el ámbito de la REPUBLICA ARGENTINA, 

para la implementación del servicio de televisión abierta digital. 

Que el artículo 140 de la Ley Nº 26.522 determina que RADIO Y 

TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO será la continuadora 

de todos los trámites de adjudicación de frecuencia y servicios de 

radiodifusión iniciados por el SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS 

SOCIEDAD DEL ESTADO. 

Que mediante el Decreto Nº 364/10 se declaró de interés público la 

PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE. 

Que constituye un objetivo específico adicional de la PLATAFORMA 

NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE, el despliegue de la 

capacidad de transmisión digital a nivel nacional. 

Que se consideró apropiado planificar el proceso de transición de la 

radiodifusión analógica a la digital, considerando el impacto que el 

cambio tecnológico generaría en el acceso a los diferentes tipos de 

medios de comunicación, promoviendo la adopción de medidas que 

aseguren que el costo de la transición digital no resulte en limitaciones a 

la capacidad de los diferentes tipos de medios, sean comerciales, de 

servicios públicos o comunitarios. 

Que de acuerdo a los aspectos técnicos considerados para el dictado del 

Decreto Nº 364/10, las transmisiones digitales permiten la 
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multiplexación de canales de televisión, esto es la transmisión de varios 

canales de televisión en un mismo canal de radiofrecuencia. 

Que conforme surge del apartado 5.3.3 del Anexo al decreto aludido, 

existen variantes para llevar adelante la multiplexación de canales, 

debiéndose para ello realizar las pruebas técnicas necesarias para definir 

las modalidades de mayor conveniencia, en cuanto permitan, no solo 

una transmisión de calidad y robustez en beneficio de sus usuarios, sino 

además un aprovechamiento de la utilización del espectro radioeléctrico. 

Que en atención a las posibilidades que ofrecen las nuevas tecnologías, 

resulta adecuado promover y facilitar la experimentación que ayude a la 

definición de las variables más adecuadas para orientar los mecanismos 

de transición a la digitalización de los servicios de comunicación 

audiovisual. 

Que, asimismo, resulta pertinente analizar las condiciones de recepción 

de las señales. 

Que conforme surge del apartado 6.2 del Anexo al Decreto Nº 364/10, 

el SISTEMA DE RECEPCION PARA LA TELEVISION DIGITAL TERRESTRE 

deberá contemplar los servicios y potencialidades específicos, entre los 

cuales se cuentan la recepción de los servicios de comunicación 

audiovisual de Alta Definición (HD) y definición Estándar (SD) en modo 

fullsegment; la conectividad que permita el aprovechamiento de un 

canal de retorno, a fin de habilitar la interactividad completa; la 

integración del middleware Ginga como motor de la interactividad; la 

integración de un firmware, permitiendo la configuración del receptor 

por el usuario y la capacidad de actualización del firmware y del 

middleware. 

Que la Ley Nº 26.522 ha previsto la posibilidad de realizar transmisiones 

experimentales para la investigación y el desarrollo de innovaciones 

tecnológicas, con carácter precario, mediante la figura del permiso, 

prevista en el artículo 4º de dicho cuerpo legal. 

Que el artículo 93 de la Ley Nº 26.522 establece que el PODER 

EJECUTIVO NACIONAL aprobará el Plan Nacional de Servicios de 

Comunicación Audiovisual Digitales, mediante el cual se reglamentarán 

las condiciones de emisión durante la transición de los sistemas de 

transmisión analógicos a los sistemas digitales. 
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Que en forma previa a elaborar el precitado Plan Nacional de Servicios 

de Comunicación Audiovisual Digitales, resulta oportuno realizar 

transmisiones experimentales de señales, utilizando los canales 

asignados a RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO, 

a los fines de determinar las opciones que permitan el mayor 

aprovechamiento del espectro radioeléctrico con el objetivo de 

propender a su universalización y redistribución. 

Que en la actualidad RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL 

ESTADO no produce la totalidad de las señales requeridas para llevar 

adelante las transmisiones experimentales en los términos que surgen 

del Anexo al Decreto Nº 364/10. 

Que, consecuentemente, resulta adecuado permitir provisoriamente a 

RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO a realizar las 

transmisiones experimentales mediante la difusión de señales propias o 

de terceros, públicas o privadas, originadas para estaciones de televisión 

abierta o para su difusión mediante sistemas por suscripción. 

Que en relación a las señales de terceros, resulta oportuno determinar 

que las mismas podrán ser transmitidas en tanto y en cuanto sean 

facilitadas por sus titulares en forma gratuita. 

Que respecto a las señales provenientes de estaciones de radiodifusión 

televisiva abierta, su retransmisión por parte de RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO no podrá extenderse más allá del 

área de prestación asignada en la correspondiente adjudicación y/o 

autorización y/o permiso de la señal de que se trate. 

Que a los fines de la realización de las transmisiones experimentales, 

RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO podrá 

suscribir convenios con los titulares registrales de las señales que 

difundan. 

Que el Servicio Jurídico pertinente ha tomado la intervención de su 

competencia. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por 

la Ley Nº 26.522 y por el artículo 99 inciso 1 de la CONSTITUCION 

NACIONAL. 
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Por ello, 

 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Otórgase el correspondiente permiso a RADIO Y 

TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO para la instalación, 

funcionamiento y operación experimental de un sistema digital de 

distribución de señales a nivel nacional denominado SISTEMA 

EXPERIMENTAL DE TELEVISION ABIERTA DIGITAL. 

Art. 2º — El SISTEMA EXPERIMENTAL DE TELEVISION ABIERTA DIGITAL 

operará en las frecuencias asignadas a RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO mediante Resolución Nº 813 ex - 

COMFER de fecha 27 de noviembre de 2009, en su carácter de 

continuadora del SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS SOCIEDAD 

DEL ESTADO. 

Art. 3º — El SISTEMA EXPERIMENTAL DE TELEVISION ABIERTA DIGITAL 

operado por RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO 

podrá realizar las transmisiones experimentales mediante la difusión de 

señales propias o de terceros. 

Las señales de terceros podrán ser transmitidas siempre que sean 

facilitadas por sus titulares en forma gratuita. 

Art. 4º — La retransmisión de las señales provenientes de estaciones de 

radiodifusión televisiva abierta, por parte del SISTEMA EXPERIMENTAL 

DE TELEVISION ABIERTA DIGITAL operado por RADIO Y TELEVISION 

ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO no podrá extenderse más allá del 

área de prestación asignada en la correspondiente adjudicación y/o 

autorización y/o permiso de la señal de que se trate. 

Art. 5º — Establécese que RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD 

DEL ESTADO podrá suscribir convenios con los titulares regístrales de 

las señales que se transmitan experimentalmente en el SISTEMA 

EXPERIMENTAL DE TELEVISION ABIERTA DIGITAL. 
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Art. 6º — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL 

DEL REGISTRO OFICIAL y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — 

Aníbal D. Fernández. 
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11. 

 

SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

Decreto 835/2011 

Autorízase a prestar los servicios de uso de infraestructura, 

multiplexado y transmisión para Televisión Digital Terrestre. 

Bs. As., 21/6/2011 

 

VISTO, el Expediente Nº S01:0126742/2011 del Registro del 

MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y 

SERVICIOS, las Leyes Nº 26.092, Nº 26.522, los Decretos Nº 1148 de 

fecha 31 de agosto de 2009, Nº 364 de fecha 15 de marzo de 2010 y Nº 

1225 de fecha 31 de agosto de 2010 y 

CONSIDERANDO: 

Que la Ley Nº 26.522 regula los SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL en todo el ámbito territorial de la REPUBLICA ARGENTINA 

y el desarrollo de mecanismos destinados a la promoción, 

desconcentración y fomento de la competencia con fines de 

abaratamiento, democratización y universalización del aprovechamiento 

de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación. 

Que la citada ley crea como organismo descentralizado y autárquico en 

el ámbito del PODER EJECUTIVO NACIONAL, a la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL (AFSCA), como 

Autoridad de Aplicación de la misma. 

Que la Ley Nº 26.092 creó la EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES 

SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA (AR-SAT), la cual tiene como objeto 

social, entre otros, el de realizar por sí, o por cuenta de terceros o 

asociada a terceros la explotación, uso, provisión de facilidades 

satelitales y/o comercialización de servicios satelitales y/o conexos. 

Que mediante el Decreto Nº 1148 de fecha 31 de agosto de 2009, se 

creó el SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE 
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(SATVD-T), basado en el estándar denominado ISDB-T (Integrated 

Services Digital Broadcasting Terrestrial) el cual consiste en un conjunto 

de patrones tecnológicos a ser adoptados para la transmisión y 

recepción de señales digitales terrestres, radiodifusión de imágenes y 

sonido; siendo de DIEZ (10) años, el plazo establecido para la 

transición. 

Que el citado Decreto creó el CONSEJO ASESOR DEL SISTEMA 

ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE, en adelante 

"CONSEJO ASESOR" en la órbita del MINISTERIO DE PLANIFICACION 

FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, cuyo objetivo es asesorar 

en la consecución de los objetivos del mencionado Sistema, y se 

encuentra presidido por el titular de dicha cartera. 

Que el Decreto Nº 364 de fecha 15 de marzo de 2010 declaró de interés 

público la PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE 

que es desarrollada e implementada por la EMPRESA ARGENTINA DE 

SOLUCIONES SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA (AR-SAT) y está 

integrada por sistemas de transmisión y recepción de señales 

digitalizadas. 

Que asimismo el citado Decreto amplió las facultades del CONSEJO 

ASESOR en cuanto a que entienda en la definición y desarrollo de la 

PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE, amplíe, 

actualice, modifique y/o aclare las especificaciones técnicas de la 

precitada Plataforma, elabore las medidas vinculadas con la 

implementación del SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL 

TERRESTRE (SATVD-T) y apruebe la reglamentación operativa y el plan 

estratégico para la implementación del sistema antes mencionado, entre 

otras. 

Que el Decreto Nº 1225 de fecha 31 de agosto de 2010, reglamentó la 

Ley Nº 26.522 de SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Que la experiencia colectada en el desarrollo e implementación de la 

televisión digital terrestre, demuestra que la consecución de la finalidad 

de la creación del SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL 

TERRESTRE, relativa a la promoción de la inclusión social a través del 

acceso a la tecnología digital, con la finalidad de alcanzar la adhesión 

progresiva y gratuita a todos los usuarios, requiere que la EMPRESA 
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ARGENTINA DE SOLUCIONES SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA (AR-

SAT) brinde los servicios de infraestructura, multiplexado y transmisión 

para Televisión Digital Terrestre, a los titulares de licencias y 

autorizaciones de servicios de comunicación audiovisual, que se deriven 

de la operación de la PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL 

TERRESTRE con el objeto de facilitar la conversión tecnológica. 

Que el artículo 2º de la Ley Nº 26.522 establece que "La actividad 

realizada por los servicios de comunicación audiovisual se considera una 

actividad de interés público, de carácter fundamental para el desarrollo 

sociocultural de la población por el que se exterioriza el derecho humano 

inalienable de expresar, recibir, difundir e investigar informaciones, 

ideas y opiniones. La explotación de los servicios de comunicación 

audiovisual podrá ser efectuada por prestadores de gestión estatal, de 

gestión privada con fines de lucro y de gestión privada sin fines de lucro, 

los que deberán tener capacidad de operar y tener acceso equitativo a 

todas las plataformas de transmisión disponibles". 

Que conforme dicho artículo la condición de actividad de interés público 

importa la preservación y el desarrollo de las actividades previstas en la 

Ley Nº 26.522 como parte de las obligaciones del ESTADO NACIONAL 

establecidas en el inciso 19 del artículo 75 de la Constitución Nacional. A 

tal efecto, la comunicación audiovisual en cualquiera de sus soportes 

resulta una actividad social de interés público, en la que el ESTADO 

NACIONAL debe salvaguardar el derecho a la información, a la 

participación, preservación y desarrollo del Estado de Derecho, así como 

los valores de la libertad de expresión. 

Que la Ley Nº 26.522 establece que el objeto primordial de la actividad 

brindada por los servicios de comunicación audiovisual es la promoción 

de la diversidad y la universalidad en el acceso y la participación, 

implicando ello igualdad de oportunidades de todos los habitantes de la 

Nación para acceder a los beneficios de su prestación. En particular, 

importa la satisfacción de las necesidades de información y 

comunicación social de las comunidades en que los medios estén 

instalados y alcanzan en su área de cobertura o prestación. 

Que la EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES SATELITALES SOCIEDAD 

ANONIMA (AR-SAT) resulta la herramienta propicia a los fines de 

alcanzar el efectivo acceso a la infraestructura, favoreciendo la igualdad 
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de oportunidades de los prestadores de servicios de comunicación 

audiovisual, titulares de licencias y autorizaciones otorgadas por la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION 

AUDIOVISUAL, mitigando así, los efectos de la inequidad tecnológica. 

Que las funciones a desarrollar por la EMPRESA ARGENTINA DE 

SOLUCIONES SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA (AR-SAT) constituyen 

un servicio de facilidades de acceso a infraestructura, enmarcándose en 

el transporte de señales de radiodifusión y el transporte de programas 

de radiodifusión; no significando ello bajo ningún concepto un servicio 

de comunicación audiovisual. 

Que en este sentido, dicho servicio de transporte no implicaría una 

sustitución total o parcial de los titulares en la explotación de los 

servicios de comunicación audiovisual, ya que los mismos deberán 

contar con la correspondiente autorización de la AUTORIDAD FEDERAL 

DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL y con la acreditación 

por parte del licenciatario de título suficiente para la utilización de los 

bienes, conforme el inciso d), del artículo 44 del Decreto Reglamentario 

Nº 1225 de fecha 31 de agosto de 2010. 

Que a su vez, es propicio la declaración de interés público tanto del 

BANCO AUDIOVISUAL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(BACUA) como una base de contenidos audiovisuales con el objeto de 

fomentar el diálogo y la integración cultural y social tanto a nivel local, 

nacional como de la región iberoamericana, como así también del 

ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO (ACUA), como un 

espacio de multimedia audiovisual que posibilita la difusión de 

contenidos de alcance universal que dan cuenta del pluralismo, la 

inclusión social, la multiplicidad de voces y la participación ciudadana. 

Que al ser el ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(ACUA) un espacio que fortalece la difusión de contenidos de alcance 

universal permitiendo el acceso democrático a la información y a la 

participación, sería propicio establecer las medidas necesarias a los fines 

de que dicho espacio alcance a toda la población de la REPUBLICA 

ARGENTINA, asegurando con ello el derecho inalienable de expresar, 

recibir y difundir información, ideas y opiniones. 
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Que con el objeto de propiciar oportunidades de acceso de las nuevas 

voces a los medios de comunicación, resulta conveniente propiciar el 

fomento y promoción de contenidos audiovisuales de alta definición, 

impulsando y gestionando las acciones necesarias que faciliten el acceso 

de los prestadores de servicios de comunicación audiovisual, existentes 

o potenciales, públicos y privados, a la disponibilidad de los contenidos 

audiovisuales digitales. 

Que resulta necesario facultar al CONSEJO ASESOR a los fines de que 

coordine, administre y entienda en la implementación y desarrollo del 

BANCO AUDIOVISUAL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(BACUA), así como también del ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES 

ARGENTINO (ACUA), propicie el desarrollo de tecnologías vinculadas con 

la televisión digital abierta que permitan cumplir con los objetivos 

establecidos en los Decretos Nº 1148 de fecha 31 de agosto de 2009 y 

Nº 364 de fecha 15 de marzo de 2010, entienda en lo atinente al 

desarrollo e implementación del SISTEMA EXPERIMENTAL DE 

TELEVISION ABIERTA DIGITAL colaborando y cooperando con RADIO Y 

TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL ESTADO (RTA S.E.) en la 

ejecución del mismo, forme parte de las representaciones del ESTADO 

NACIONAL que concurran ante los organismos internacionales que 

correspondan y participe en la elaboración y negociación de acuerdos, 

tratados y/o convenios internacionales referidos a la televisión digital, 

en conjunto con otras autoridades estatales con incumbencia temática 

cuando así correspondiere, impulse mecanismos de coordinación entre 

los distintos organismos con competencia en la materia, a nivel 

nacional, provincial y de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, 

disponga e implemente las acciones referidas al fomento, promoción y 

producción de contenidos audiovisuales digitales en el marco del 

SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T), 

arbitre las acciones necesarias a los fines de implementar planes, 

programas y/o proyectos que tengan por objetivo el desarrollo del 

sector privado en el marco de la implementación de la televisión digital 

abierta y coordine, gestione e implemente conjuntamente con la 

SECRETARIA DE COMUNICACION PUBLICA de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS, con la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL y con el INSTITUTO NACIONAL DE 

CINE Y ARTES AUDIOVISUALES las medidas vinculadas al fomento y 
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promoción del desarrollo y/o producción de contenidos audiovisuales 

digitales con el sector público y privado. 

Que el presente Decreto se instituye como una herramienta necesaria 

con el fin de alcanzar la implementación plena de la voluntad expresada 

a través de las disposiciones y conceptos establecidos en la Ley Nº 

26.522 de SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL. 

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS LEGALES Y NORMATIVA de la 

AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL 

(AFSCA), ha tomado la intervención de su competencia. 

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS dependiente de 

la SUBSECRETARIA LEGAL del MINISTERIO DE PLANIFICACION 

FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, ha tomado la intervención 

de su competencia. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por 

el Artículo 99, inciso 1 de la CONSTITUCION NACIONAL. 

 

Por ello, 

 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

 

DECRETA: 

Artículo 1º — Autorízase a la EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES 

SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA (AR-SAT) a prestar los servicios de 

uso de infraestructura, multiplexado y transmisión para TELEVISION 

DIGITAL TERRESTRE. 

Los precitados servicios serán prestados a los titulares de licencias y 

autorizaciones de servicios de comunicación audiovisual de Televisión 

Digital Terrestre, mediante la operación de los mismos a través de la 

PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE con el 

objeto de facilitar la conversión tecnológica, en el marco de la regulación 
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vigente y conforme con los lineamientos generales consignados en el 

ANEXO I que forma parte integrante de la presente medida. 

Art. 2º — Declárase de interés público el BANCO AUDIOVISUAL DE 

CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO (BACUA) así como también el 

ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO (ACUA), ambos en 

el ámbito del CONSEJO ASESOR DEL SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE actuante en la órbita del MINISTERIO 

DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, cuyos 

objetivos se detallan en el ANEXO II que forma parte integrante de la 

presente medida. 

Art. 3º — Incorpóranse como incisos g), h), i), j), k), I), m) y n) del 

artículo 5º del Decreto Nº 364 de fecha 15 de marzo de 2010, los 

siguientes: 

"g) Coordinar, administrar y entender en la implementación y desarrollo 

del BANCO AUDIOVISUAL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(BACUA), del Banco de la Música en Red, integrante del primero, así 

como también del ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(ACUA). (Inciso sustituido por art. 8° del Decreto N° 345/2012 B.O. 

13/3/2012) 

h) Propiciar el desarrollo de tecnologías vinculadas con la televisión 

digital abierta que permitan cumplir con los objetivos establecidos en los 

Decretos Nº 1148 de fecha 31 de agosto de 2009 y Nº 364 de fecha 15 

de marzo de 2010. 

i) Entender en lo atinente al desarrollo e implementación del SISTEMA 

EXPERIMENTAL DE TELEVISION ABIERTA DIGITAL colaborando y 

cooperando con RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL 

ESTADO (RTA S.E.) en la ejecución del mismo. 

j) Formar parte de las representaciones del ESTADO NACIONAL que 

concurran ante los organismos internacionales que correspondan y 

participar en la elaboración y negociación de acuerdos, tratados y/o 

convenios internacionales referidos a la televisión digital, en conjunto 

con otras autoridades estatales con incumbencia temática cuando así 

correspondiere. 

http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=194854
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k) Impulsar mecanismos de coordinación entre los distintos organismos 

con competencia en la materia, a nivel nacional, provincial y de la 

CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES. 

I) Disponer e implementar las acciones referidas al fomento, promoción 

y producción de contenidos audiovisuales digitales en el marco del 

SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD - 

T). 

m) Arbitrar las acciones necesarias a los fines de implementar planes, 

programas y/o proyectos que tengan por objetivo el desarrollo del 

sector privado en el marco de la implementación de la televisión digital 

abierta. 

n) Coordinar, gestionar e implementar conjuntamente con la 

SECRETARIA DE COMUNICACIÓN PUBLICA de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS, con la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACION AUDIOVISUAL y con el INSTITUTO NACIONAL DE 

CINE Y ARTES AUDIOVISUALES las medidas vinculadas al fomento y 

promoción del desarrollo y/o producción de contenidos audiovisuales 

digitales con el sector público y privado. 

o) Coordinar, administrar y entender, de manera conjunta con la 

COMISION DE PLANIFICACION Y COORDINACION ESTRATEGICA DEL 

“PLAN NACIONAL IGUALDAD CULTURAL”, en la implementación y 

desarrollo de una plataforma digital de Contenidos Digitales Abiertos 

(CDA). (Inciso incorporado por art. 9° del Decreto N° 345/2012 B.O. 

13/3/2012)" 

Art. 4º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 

Fernández. — Julio M. De Vido. 

ANEXO I 

LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA UTILIZACION CONJUNTA DE 

INFRAESTRUCTURA CON LA EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES 

SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA (AR-SAT). 

1. DEFINICIONES RELATIVAS A LA NORMA ISDB-T 

http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=194854
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La digitalización de las señales de televisión permite un uso más 

eficiente del recurso escaso que representa el espectro radioeléctrico. La 

optimización del uso del espectro permite definir el concepto de rédito 

digital y habilitar una mayor cantidad de señales de televisión para los 

usuarios. 

La norma ISDB-T adoptada como estándar para la televisión digital 

terrestre en la República Argentina convierte un canal de frecuencia en 

banda VHF o UHF en un canal lógico de transmisión digital con 

capacidad variable en función de los valores de parametrización 

utilizados, como lo muestra la Tabla 1. 

 

Tabla 1. Capacidad del canal de 6MHz en función de los parámetros de 

modo y modulación en la norma ISDB-T 

La codificación de los contenidos de video y audio en formatos digitales 

según las normas respectivas UIT H.264 y HE-AAC es la herramienta 

principal que permite utilizar de forma óptima la capacidad creada por la 

norma ISDB-T. 

En este sentido es preciso definir tasas de codificación por servicio 

audiovisual (audio HE-AAC y video H.264) para los formatos previstos 
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por la norma ISDB-T. Los valores de referencia de tasas máximas están 

presentados en la Tabla 2: 

Formato de servicio Tasa de transmisión binaria 

máxima 

480i/480p (60Hz) 4Mbit/s 

576i/576p (50Hz) 4.5Mbit/s 

720p (50/60Hz) 9Mbit/s 

1080i (50/60Hz) 14Mbit/s 

Tabla 2. Tasas máximas de transmisión (video y audio) según formato 

de servicio 

2. DEFINICION DE LOS SERVICIOS DE USO DE INFRAESTRUCTURA Y 

PUESTA AL AIRE 

 

Figura 1. Servicios de uso de infraestructura y puesta al aire 
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La optimización del espectro requiere que la capacidad disponible 

definida por los parámetros de la norma ISDB-T esté ocupada lo 

máximo posible con la mayor cantidad de servicios de comunicación 

audiovisual, respetando las tasas máximas y una calidad visual y 

auditiva adecuada de los mismos. 

Esta optimización del recurso espectral requiere la puesta en común de 

la mayor parte de las funciones de procesamiento y transmisión de la 

cadena de radiodifusión: 

• La Multiplexación de señales en la norma ISDB-T: es la operación que 

les permite a varios servicios de comunicación audiovisual compartir un 

mismo canal de frecuencia en las bandas VHF o UHF. 

• La Modulación: es la operación de transformación de la señal digital en 

una señal física adaptada al canal de frecuencia en el cual se debe 

transmitir. 

• La Amplificación: es la operación que permite aumentar la intensidad 

de la señal a transmitir a fines de brindar mayor alcance y nivel de 

recepción de los servicios. 

• La Radiación: es la operación que permite transformar una señal 

eléctrica (típicamente en salida del amplificador) en una onda 

electromagnética para su propagación en el aire. 

Estas etapas de la cadena representan la infraestructura y las 

funcionalidades esenciales para la radiodifusión con el fin de poner al 

aire un conjunto de servicios de comunicación audiovisual. 

En adición a estos servicios imprescindibles para la operación de puesta 

al aire, se comparten, al nivel de la planta transmisora, servicios de 

ubicación conjunta de equipamientos específicos a cada servicio de 

comunicación audiovisual, de suministro de energía eléctrica y de 

seguridad. 

3. TIPOS DE MULTIPLEXACION 

La multiplexación de servicios de comunicación audiovisual se podrá 

realizar según los distintos esquemas de implementación que establezca 

la Autoridad de Aplicación. Dichos esquemas dependerán de los 
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formatos de servicios considerados y de los parámetros de 

implementación de la transmisora considerada. 

A continuación se establecen los tipos de multiplexación: 

a) Se realizará la multiplexacion de hasta UN (1) servicio de alta 

definición 1080i con UN (1) servicio de definición estándar 480i/p o 

576i/p. La suma de los flujos de datos necesarios cuyos valores 

máximos están presentados en la Tabla 2 no podrá superar la capacidad 

obtenida por la parametrización de la plataforma de transmisión. 

b) Se realizará la multiplexación de hasta DOS (2) servicios de alta 

definición 720p. La suma de los flujos de datos necesarios cuyos valores 

máximos están presentados en la Tabla 2 no podrá superar la capacidad 

obtenida por la parametrización de la plataforma de transmisión. 

c) Se realizará la multiplexación de hasta CUATRO (4) servicios de 

definición estándar 480i/p o 576i/p. La suma de los flujos de datos 

necesarios cuyos valores máximos están presentados en la Tabla 2 no 

podrá superar la capacidad obtenida por la parametrización de la 

plataforma de transmisión. 

4. CATEGORIAS Y ALCANCES 

La operación de transmisión y de puesta al aire a través de un 

transmisor en particular se debe realizar para servicios que busquen el 

mismo alcance de cobertura alrededor de la estación de transmisión. 

A fines de definir categorías para la radiodifusión de servicios de 

comunicación audiovisual a través de la Televisión Digital Terrestre que 

responde a la norma ISDB-T se definen en la Tabla 3 los niveles de 

campo correspondientes a los límites de área primaria y de localidad 

principal. 

Area Intensidad de campo 

Area Primaria 48 dB□V/m 

Area de localidad principal 68 dB□V/m 

Tabla 3. Niveles de intensidad de campo según área de cobertura 
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A fines de asignar servicios de mismas características a un mismo 

transmisor, se definen las categorías presentadas en la Tabla 4, 

tomando como referencia la recomendación UIT 1546-4. 

Categoría Radio de Area 

Primaria 

Radio de Area de 

localidad principal 

Potencia Radiada Efectiva 

Máxima 

A 92,4 Km. 50,2 Km. 200 KW 

B 70,6 Km. 33,8 Km. 100 KW 

C 57,9 Km. 27,2 Km. 50 KW 

D 51,1 Km. 23,6 Km. 20 KW 

E 42,7 Km. 19 Km. 10 KW 

F 34,4 Km. 14,5 Km. 5 KW 

G 28,7 Km. 11,9 Km. 2 KW 

H 23,2 Km 10 Km. 1 KW 

I 17,4 Km. 7 Km. 0,5 KW 

J 12,6 Km. 4,3 Km. 0,2 KW 

K 11,1 Km. 3,7 Km. 0,1 KW 

Tabla 4. Definición de los parámetros de las categorías 

El área de cobertura contemplado podrá ser alcanzado de DOS (2) 

formas distintas: 

• Por la transmisión de la señal desde UNA (1) estación de transmisión 

única, la cual transmitirá una señal de PRE máximo indicado en la Tabla 

4. 
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• Por la transmisión de la señal desde DOS (2) o más estaciones de 

transmisión, siempre que la combinación de las coberturas de las 

estaciones contempladas cumpla con los valores de alcance asignados. 

Las estaciones deberán funcionar en Red de Frecuencia Unica (RFU). 

Este modo de transmisión permite mejorar sensiblemente la cobertura 

en cuanto a la homogeneidad de niveles de intensidad de campo, y 

además permite transmitir con valores de PRE menores en cada 

estación, disminuyendo así localmente los valores de radiaciones no 

ionizantes (RNI). En este caso, los valores de PRE deberán ser 

sensiblemente más bajos que los valores máximos indicados en la Tabla 

4. 

5. RELACIONES DE PROTECCION 

La protección de los canales digitales y/o analógicos se considera 

asegurada para un servicio libre de interferencias cuando, en el 

contorno del área primaria de servicio, la relación entre la señal deseada 

y cada una de las señales interferentes sea, como mínimo, la indicada 

en la Tabla 5. 

Señal 

interferente 

Separación 

entre canales 

Señal deseada   

TV analógica TV analógica TV digital 

Co-canal Según 

Resolución 

MOySP 292/81 

7 

Adyacente   -26 

TV digital Co-canal 40 21 

Adyacente -10 -24 

Tabla 5. Relaciones de protección, expresadas en dB 

 

ANEXO II 
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1. OBJETIVOS DEL BANCO AUDIOVISUAL DE CONTENIDOS 

UNIVERSALES ARGENTINO (BACUA) 

El BANCO AUDIOVISUAL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(BACUA) tiene como objetivos: 

a) Crear una base de contenidos audiovisuales con el objeto de 

fomentar el diálogo y la integración cultural y social tanto a nivel local, 

nacional como de la región iberoamericana, promoviendo la 

democratización y el acceso a la información en el marco del SISTEMA 

ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T). 

b) Promocionar la cultura, defensa y conservación del patrimonio 

histórico y artístico, buscando la integración cultural, social y económica 

de la Nación. 

c) Reunir y preservar contenidos ya existentes, producidos por los 

diferentes actores del ámbito audiovisual, la televisión pública, 

educativa, cultural y comunitaria, así como aquellos generados y/o 

producidos en el marco de otras políticas de fomento desarrolladas o a 

desarrollarse por el ESTADO NACIONAL. 

d) Propiciar acuerdos con otros bancos y redes de contenidos nacionales 

e internacionales, que permitan enriquecer el diálogo interregional. 

e) Facilitar la distribución y el intercambio de contenidos audiovisuales y 

propiciar el acceso a la información en forma libre y gratuita. 

f) Desarrollar CONTENIDOS DIGITALES ABIERTOS (CDA) a fin de 

permitir la difusión gratuita de los contenidos audiovisuales que integran 

el BACUA a través de medios alternativos de comunicación pública. 

2. OBJETIVOS DEL ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(ACUA) 

El ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO (ACUA), tiene 

como objetivos: 

a) Permitir el acceso democrático de todos los habitantes del país a la 

información y a la comunicación pública. 
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b) Generar la difusión de contenidos de alcance universal que den 

cuenta del pluralismo, la inclusión social, la multiplicidad de voces y la 

participación ciudadana. 

c) Fomentar el desarrollo de la producción audiovisual nacional. 

d) Propiciar que las producciones audiovisuales de carácter federal, 

regional e internacional, tengan un espacio que permita su difusión. 

 

 

12. 

TELEVISION DIGITAL 

Decreto 364/2010 

Declárase de interés público la Plataforma Nacional de Televisión 

Digital Terrestre. 

Bs. As., 15/3/2010 

VISTO el Expediente S01:529735/2009 del Registro del MINISTERIO DE 

PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, el 

Decreto Nº 1148 de fecha 31 de agosto de 2009, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante el Decreto Nº 1148 de fecha 31 de agosto de 2009, se 

creó el SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE 

(SATVD-T) basado en el estándar denominado ISDB-T (Integrated 

Services Digital Broadcasting Terrestrial). 

Que por el Artículo 2º del citado Decreto se creó el CONSEJO ASESOR 

del SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-

T), el cual asesora en la consecución de los objetivos establecidos para 

el SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-

T) y cuya conformación se aprobó por Resolución MPFIPyS Nº 1785 de 

fecha 18 de septiembre de 2009. 

Que a los fines de continuar con el proceso de implementación del 

SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T), 
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es menester declarar de interés público la PLATAFORMA NACIONAL DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE, la cual estará integrada por los 

sistemas de transmisión y recepción de señales digitalizadas, cuyos 

lineamientos generales se establecen en el ANEXO adjunto que forma 

parte de la presente medida. 

Que al respecto el CONSEJO ASESOR DEL SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T) elaboró un Informe 

Técnico de Recomendación en el cual establece los requerimientos y 

especificaciones técnicas preliminares para la transición a los servicios 

de radiodifusión digitales en la REPUBLICA ARGENTINA, los cuales sirven 

de sustento técnico para la implementación del Plan Nacional de 

Servicios de Comunicación Audiovisual Digital. 

Que conforme surge del Informe citado, una visión integral elaborada en 

base a los ejes de transmisión y recepción de las señales digitalizadas, 

permite determinar que el desarrollo de la Plataforma optimizará y 

garantizará el acceso al servicio de Televisión Digital Terrestre (TDT) 

pública y gratuita y sus beneficios a todos los habitantes de la Nación, 

en el marco de lo previsto en el Decreto Nº 1148/09. 

Que el CONSEJO ASESOR del SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION 

DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T) ha recomendado el desarrollo de la 

PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE a la 

EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES SATELITALES SOCIEDAD 

ANONIMA - AR-SAT a fin de implementar el SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T). 

Que resulta oportuno que la EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES 

SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA - AR-SAT, creada mediante Ley Nº 

26.092, lleve adelante las acciones necesarias que permitan la provisión 

de facilidades y servicios satelitales y/o conexos, servicios de transporte 

de señales y sus correspondientes enlaces para el desarrollo y la 

implementación de la infraestructura de la PLATAFORMA NACIONAL DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE. 

Que compete a EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES SATELITALES 

SOCIEDAD ANONIMA - AR-SAT diseñar e implantar escenarios para un 

aprovechamiento efi- ciente de esas capacidades de transporte de 
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información y una interrelación óptima de los servicios soportados, en 

función de los continuos avances tecnológicos. 

Que el desarrollo de la PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION 

DIGITAL TERRESTRE, permitirá el logro de importantes objetivos, entre 

ellos proveer la infraestructura y equipamiento tecnológico desde una 

visión federal e inclusiva hacia los diferentes actores del SISTEMA 

ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T). 

Que asimismo constituye un objetivo específico adicional de la misma, el 

despliegue de la capacidad de transmisión digital a nivel nacional, a 

partir de la instalación prioritaria de plantas de transmisión en las 

ciudades del país con mayor densidad de población y/o ubicación 

estratégica. 

Que asimismo, el desarrollo de la infraestructura de transmisión se 

implementará en etapas que deberán contemplar la tecnología necesaria 

para la recepción de la señal televisiva en dispositivos fijos y móviles, 

respecto de la transmisión de contenidos universales, locales y 

regionales. 

Que entre los principios generales que orientan la Planificación 

Estratégica para la implementación del SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T) se encuentra el de dar 

respuesta al interés nacional y regional de construir un sistema de 

radiodifusión diverso y democrático; optimizar el uso eficiente del 

espectro radioeléctrico; garantizar el acceso de los diversos sectores 

sociales a las frecuencias de televisión abierta; respetar y promover la 

diversidad política, religiosa, social, cultural, lingüística y étnica; 

asegurar la universalidad del acceso a los servicios de televisión abierta 

en todo el territorio nacional, para todos los habitantes de la REPUBLICA 

ARGENTINA; mantener la gratuidad del servicio de televisión abierta; 

permitir el más amplio desarrollo de la interactividad de las personas 

con los medios digitales para el desarrollo de la ciudadanía y desarrollar 

la industria nacional, incentivando el surgimiento de nuevos medios, la 

creación del empleo asociado y el estímulo de tecnología apropiada, 

contemplando la transferencia tecnológica. 

Que la mayor disponibilidad del espectro radioeléctrico y la convergencia 

de servicios digitales que el proceso de digitalización televisiva conlleva, 
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son dos factores que están redefiniendo la estructura del sector de las 

telecomunicaciones a nivel mundial, permitiendo el acoplamiento de 

cada vez más usuarios a los beneficios derivados de la Sociedad de la 

Información. 

Que es apropiado planificar la transición de la radiodifusión analógica a 

la digital considerando el impacto que el cambio tecnológico genera en 

el acceso a los diferentes tipos de medios de comunicación, 

promoviendo la adopción de medidas que aseguren que el costo de la 

transición digital no resulte en limitaciones a la capacidad de los 

diferentes tipos de medios, a saber, comerciales, de servicios públicos y 

comunitarios, para dar el salto tecnológico. 

Que en consecuencia, resulta indispensable establecer las disposiciones 

técnicas que permitan la organización y coordinación adecuada de la 

explotación de la nueva tecnología digital, a los efectos de garantizar el 

óptimo aprovechamiento del espectro, el mejoramiento de la calidad del 

servicio audiovisual y la participación igualitaria de los actores 

intervinientes en los servicios de radiodifusión de soporte digital. 

Que la presente medida contempla el desarrollo inclusivo de las 

necesidades federales de transición a la televisión digital al mismo 

tiempo que garantiza la capacidad instalada que los medios locales y 

comunitarios requieren para realizar una migración tecnológica que no 

estarían en condiciones de realizar por sí mismas. 

Que simultáneamente a la implementación de la Plataforma, se 

habilitará la transmisión en el marco del Sistema de Televisión Satelital 

establecido en el Decreto Nº 943 de fecha 22 de julio de 2009, con 

cobertura satelital plena en el territorio argentino, con el propósito de 

garantizar el acceso universal al sistema de televisión pública a todos 

aquellos habitantes del país situados en zonas donde no sea posible 

recibir la señal terrestre. 

Que el SISTEMA NACIONAL DE MEDIOS PUBLICOS S.E., por Resolución 

813 de fecha 27 de noviembre de 2009 del COMITÉ FEDERAL DE 

RADIODIFUSION, fue autorizado a utilizar los canales 22, 23, 24 y 25, 

correspondientes a los servicios de televisión codificada en la banda UHF 

en todo el ámbito de la REPUBLICA ARGENTINA, para la implementación 
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del servicio de televisión abierta digital, cuya transmisión será realizada 

a través de la Plataforma. 

Que el CONSEJO ASESOR del SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION 

DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T) ha definido las características de un 

receptor que permitirá la universalización de la interactividad orientada 

a la educación, los servicios de inclusión social y cultural, entre otros, 

propiciando asimismo dar impulso a la industria nacional del sector. 

Que es imperativo garantizar mecanismos de producción y distribución 

de los receptores de las señales digitales a fin de que resulten accesibles 

a toda la población, con independencia de su capacidad económica, toda 

vez que dichos dispositivos posibilitarán la disponibilidad de una 

variedad de servicios asociados a la potencialidad de la convergencia 

digital. 

Que la migración tecnológica y como consecuencia de ello, el desarrollo 

de una infraestructura federal, su masificación y universalización deben 

ser promovidas por políticas gubernamentales proactivas que efectivicen 

la predisposición social al cambio. 

Que la convergencia de la televisión, el ordenador y las 

telecomunicaciones se está produciendo a nivel tanto de las aplicaciones 

como de las redes soporte, por lo que el desafío para la EMPRESA 

ARGENTINA DE SOLUCIONES SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA - AR-

SAT, como empresa de diseño y desarrollo, es innovar en 

infraestructuras que permitan transportar aplicaciones multimedia 

interactivas, buscando hacerlas evolucionar hacia redes capaces de 

soportar servicios audiovisuales conmutados en tiempo real. 

Que asimismo, se deberán delinear aquellas acciones gubernamentales 

que posibiliten la universalización de la tecnología digital tanto a nivel de 

transmisión como de recepción de los servicios audiovisuales siendo que 

ambos ejes de acción constituyen hitos centrales y complementarios en 

la implementación inclusiva del SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION 

DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T). 

Que las acciones antes citadas deberán ser incluidas en el PLAN 

NACIONAL DE SERVICIOS DE COMUNICACION AUDIOVISUAL DIGITAL, 

el cual deberá ser elaborado en el marco del CONSEJO ASESOR del 

SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T), 
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atento a la multiplicidad de organismos especializados actuantes en 

dicho ámbito. 

Que resulta necesario facultar al CONSEJO ASESOR DEL SISTEMA 

ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T) para que, 

en el marco del Decreto Nº 1148/09 elabore las medidas vinculadas con 

la implementación de dicho Sistema, con intervención de los organismos 

competentes y apruebe la reglamentación operativa y el Plan Estratégico 

para la implementación del SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION 

DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T). 

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS de la 

SUBSECRETARIA LEGAL del MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, 

INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, ha tomado la intervención de su 

competencia. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas en 

el artículo 99, inciso 1, de la CONSTITUCION NACIONAL. 

Por ello, 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Declárase de interés público la PLATAFORMA NACIONAL 

DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE, que será desarrollada e 

implementada por la EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES 

SATELITALES SOCIEDAD ANONIMA - AR-SAT y estará integrada por los 

sistemas de transmisión y recepción de señales digitalizadas, cuyos 

lineamientos generales se establecen en el ANEXO adjunto a la presente 

medida. 

Art. 2º — Instrúyese al MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, 

INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, en su carácter de accionista 

mayoritario de la EMPRESA ARGENTINA DE SOLUCIONES SATELITALES 

SOCIEDAD ANONIMA - AR-SAT, a llevar adelante las acciones y 

decisiones societarias necesarias en el ámbito de su competencia, que 

permitan la provisión de facilidades y servicios satelitales y/o conexos, 

servicios de transporte de señales y sus correspondientes enlaces para 

el desarrollo, implementación y operatividad de la infraestructura de la 

PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE. 
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Art. 3º — Instrúyese al MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, 

INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS a dictar las normas complementarias 

y aclaratorias de la presente medida. 

Art. 4º — Instrúyese al Jefe de Gabinete de Ministros para que 

disponga los ajustes necesarios, en el Presupuesto de la Administración 

Nacional, a efectos de atender los requerimientos que surjan como 

consecuencia del presente acto. 

Art. 5º — Facúltase al CONSEJO ASESOR del SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T) para que en el marco del 

Decreto Nº 1148 de fecha 31 de agosto de 2009: 

a) Entienda en la definición y desarrollo de la PLATAFORMA NACIONAL 

DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE. 

b) Amplíe, actualice, modifique y/o aclare las especificaciones técnicas 

de la PLATAFORMA NACIONAL DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE. 

c) Elabore las medidas vinculadas con la implementación del SISTEMA 

ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T) creado 

mediante el Decreto Nº 1148/09, con intervención de los organismos 

competentes. 

d) Apruebe la reglamentación operativa y el Plan Estratégico del 

CONSEJO ASESOR para la implementación del SISTEMA ARGENTINO DE 

TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T). 

e) Elabore y proponga el PLAN NACIONAL DE SERVICIOS DE 

COMUNICACION AUDIOVISUAL DIGITAL, los reglamentos generales, 

específicos y operativos para implementar el mismo, conforme los 

lineamientos generales establecidos en la reglamentación y con la 

debida participación de los organismos competentes. 

f) Oficie de autoridad responsable y/o convocante en la elaboración 

participativa de normas, audiencias públicas y/o foros consultivos 

cuando se traten temas vinculados con la implementación del SISTEMA 

ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD-T), conforme 

lo establecido en la normativa vigente. 

g) Coordinar, administrar y entender en la implementación y desarrollo 

del BANCO AUDIOVISUAL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 



208 
 

(BACUA), del Banco de la Música en Red, integrante del primero, así 

como también del ARBOL DE CONTENIDOS UNIVERSALES ARGENTINO 

(ACUA). (Inciso incorporado por art. 3° del Decreto N° 835/2011 B.O. 

23/6/2011, texto según art. 8° delDecreto N° 345/2012 B.O. 

13/3/2012) 

h) Propiciar el desarrollo de tecnologías vinculadas con la televisión 

digital abierta que permitan cumplir con los objetivos establecidos en los 

Decretos Nº 1148 de fecha 31 de agosto de 2009 y Nº 364 de fecha 15 

de marzo de 2010. (Inciso incorporado por art. 3° del Decreto N° 

835/2011 B.O. 23/6/2011) 

i) Entender en lo atinente al desarrollo e implementación del SISTEMA 

EXPERIMENTAL DE TELEVISION ABIERTA DIGITAL colaborando y 

cooperando con RADIO Y TELEVISION ARGENTINA SOCIEDAD DEL 

ESTADO (RTA S.E.) en la ejecución del mismo. (Inciso incorporado por 

art. 3° del Decreto N° 835/2011 B.O. 23/6/2011) 

j) Formar parte de las representaciones del ESTADO NACIONAL que 

concurran ante los organismos internacionales que correspondan y 

participar en la elaboración y negociación de acuerdos, tratados y/o 

convenios internacionales referidos a la televisión digital, en conjunto 

con otras autoridades estatales con incumbencia temática cuando así 

correspondiere. (Inciso incorporado por art. 3° del Decreto N° 

835/2011 B.O. 23/6/2011) 

k) Impulsar mecanismos de coordinación entre los distintos organismos 

con competencia en la materia, a nivel nacional, provincial y de la 

CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES. (Inciso incorporado por art. 3° 

del Decreto N° 835/2011 B.O. 23/6/2011) 

I) Disponer e implementar las acciones referidas al fomento, promoción 

y producción de contenidos audiovisuales digitales en el marco del 

SISTEMA ARGENTINO DE TELEVISION DIGITAL TERRESTRE (SATVD - 

T). (Inciso incorporado por art. 3° del Decreto N° 835/2011 B.O. 

23/6/2011) 

m) Arbitrar las acciones necesarias a los fines de implementar planes, 

programas y/o proyectos que tengan por objetivo el desarrollo del 

sector privado en el marco de la implementación de la televisión digital 

http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=194854
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
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abierta. (Inciso incorporado por art. 3° del Decreto N° 835/2011 B.O. 

23/6/2011) 

n) Coordinar, gestionar e implementar conjuntamente con la 

SECRETARIA DE COMUNICACIÓN PUBLICA de la JEFATURA DE 

GABINETE DE MINISTROS, con la AUTORIDAD FEDERAL DE SERVICIOS 

DE COMUNICACION AUDIOVISUAL y con el INSTITUTO NACIONAL DE 

CINE Y ARTES AUDIOVISUALES las medidas vinculadas al fomento y 

promoción del desarrollo y/o producción de contenidos audiovisuales 

digitales con el sector público y privado. (Inciso incorporado por art. 3° 

del Decreto N° 835/2011 B.O. 23/6/2011) 

o) Coordinar, administrar y entender, de manera conjunta con la 

COMISION DE PLANIFICACION Y COORDINACION ESTRATEGICA DEL 

“PLAN NACIONAL IGUALDAD CULTURAL”, en la implementación y 

desarrollo de una plataforma digital de Contenidos Digitales Abiertos 

(CDA). (Inciso incorporado por art. 3° del Decreto N° 835/2011 B.O. 

23/6/2011, texto según art. 9° delDecreto N° 345/2012 B.O. 

13/3/2012) 

Art. 6º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Aníbal D. 

Fernández. — Julio M. De Vido. 

----------- 

NOTA: El Anexo no se publica. La documentación no publicada puede 

ser consultada en la Sede Central de esta Dirección Nacional (Suipacha 

767 - Ciudad Autónoma de Buenos Aires) y en 

www.boletinoficial.gov.ar" 

 

 

 

 

 

 

http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=183617
http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=194854
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13. 

ACCESO A LA INFORMACION PÚBLICA 

Decreto 1172/2003 

Apruébanse los Reglamentos Generales de Audiencias Públicas 
para el Poder Ejecutivo Nacional, para la Publicidad de la Gestión 

de Intereses en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional, para la 
Elaboración Participativa de Normas, del Acceso a la Información 

Pública para el Poder Ejecutivo Nacional y de Reuniones Abiertas 
de los Entes Reguladores de los Servicios Públicos, Formularios 

de inscripciones, registro y presentación de opiniones y 
propuestas. Establécese el acceso libre y gratuito vía Internet a 

la edición diaria del Boletín Oficial de la República Argentina. 

 

Bs. As., 3/12/2003 

VISTO la necesidad de mejorar la calidad de la democracia y con la 

certeza de que el buen funcionamiento de sus instituciones es condición 
indispensable para el desarrollo sostenido, y 

CONSIDERANDO: 

Que la Constitución Nacional garantiza el principio de publicidad de los 
actos de Gobierno y el derecho de acceso a la información pública a 

través del artículo 1º, de los artículos 33, 41, 42 y concordantes del 
Capítulo Segundo —que establece nuevos Derechos y Garantías— y del 

artículo 75 inciso 22, que incorpora con jerarquía constitucional diversos 

Tratados Internacionales. 

Que constituye un objetivo de esta administración fortalecer la relación 
entre el Estado y la Sociedad Civil, en el convencimiento de que esta 

alianza estratégica es imprescindible para concretar las reformas 
institucionales necesarias para desarrollar una democracia legítima, 

transparente y eficiente. 

Que para lograr el saneamiento de las Instituciones debe darse un lugar 

primordial a los mecanismos que incrementan la transparencia de los 
actos de gobierno, a los que permiten un igualitario acceso a la 

información y a los que amplían la participación de la sociedad en los 
procesos decisorios de la administración. 
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Que la Audiencia Pública habilita la participación ciudadana en el proceso 

de toma de decisiones a través de un espacio institucional en el que 
todos aquellos que puedan sentirse afectados, manifiesten su 

conocimiento o experiencia y presenten su perspectiva individual, grupal 

o colectiva respecto de la decisión a adoptarse. Dichas opiniones —no 
obstante su carácter no vinculante— deben ser consideradas 

adecuadamente, estableciéndose la obligación de la autoridad de 
fundamentar sus desestimaciones. 

Que la publicidad de la Gestión de Intereses es necesaria a efectos de 

que se conozcan los encuentros que mantienen con funcionarios 
públicos las personas que representan un interés determinado, así como 

el objetivo de estos encuentros, para que grupos sociales interesados, 
ya sean empresariales, profesionales o ciudadanos en general, puedan 

acceder a tal información. 

Que la Elaboración Participativa de Normas es un procedimiento que, a 

través de consultas no vinculantes, involucra a sectores interesados y a 
la ciudadanía en general en la elaboración de normas administrativas y 

de proyectos de ley para ser elevados por el Poder Ejecutivo Nacional al 
Honorable Congreso de la Nación, cuando las características del caso —

respecto de su viabilidad y oportunidad— así lo impongan. 

Que el derecho de Acceso a la Información Pública es un prerrequisito 

de la participación que permite controlar la corrupción, optimizar la 
eficiencia de las instancias gubernamentales y mejorar la calidad de vida 

de las personas al darle a éstas la posibilidad de conocer los contenidos 
de las decisiones que se toman día a día para ayudar a definir y 

sustentar lo propósitos para una mejor comunidad. 

Que las Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los Servicios 
Públicos han de permitir poner fin a uno de los reductos del secreto que 

suele encubrir corrupción o arbitrariedad en decisiones que afectan y, 

frecuentemente, perjudican a los usuarios. La presencia como oyente en 
la reunión permitirá, a quien esté interesado, conocer las opiniones que 

cada uno de los miembros del Organo de Dirección adopta frente a las 
cuestiones que deben tratarse. 

Que a efectos de institucionalizar los instrumentos de las Audiencias 

Públicas, el Registro de la Gestión de Intereses, la Elaboración 
Participativa de Normas, el Libre Acceso a la Información Pública y las 

Reuniones Abiertas, se hace necesario establecer, para cada uno de 
ellos, un procedimiento común al universo de organismos, entidades, 
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empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione en 

jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional. 

Que resulta pertinente establecer el acceso libre y gratuito vía Internet a 

la edición diaria de la totalidad de las secciones del Boletín Oficial de la 
República Argentina, durante el día hábil administrativo de su 

publicación gráfica. Asimismo, corresponde señalar que los anexos de 
los actos administrativos emanados del PODER EJECUTIVO NACIONAL 

no publicados en la edición gráfica, podrán visualizarse a través del sitio 
www.boletinoficial.gov.ar. 

Que la reglamentación de los instrumentos de las Audiencias Públicas, el 
Registro de Gestión de Intereses, la Elaboración Participativa de 

Normas, el Libre Acceso a la Información y las Reuniones Abiertas, 
reafirman la voluntad del Poder Ejecutivo Nacional de emprender una 

reforma política integral para una nueva cultura orientada a mejorar la 
calidad de la democracia garantizando, en cada uno de los casos, el 

máximo flujo informativo entre los actores sociales y sus autoridades a 
fin de asegurar el ejercicio responsable del poder. 

Que a los efectos de la elaboración del presente decreto se han tomado 

en cuenta los proyectos elaborados por organismos públicos tales como 

la SUBSECRETARIA PARA LA REFORMA INSTITUCIONAL Y 
FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA de la JEFATURA DE GABINETE 

DE MINISTROS y por la OFICINA ANTICORRUPCION del MINISTERIO DE 
JUSTICIA, SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS, como así también las 

propuestas sugeridas por organizaciones de la sociedad civil a través de 
la Mesa de Reforma Política del Diálogo Argentino y del Foro Social para 

la Transparencia. 

Que, asimismo, se han tomado en cuenta las experiencias que efectuara 
la OFICINA ANTICORRUPCION del MINISTERIO DE JUSTICIA, 

SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS al someter a debate público a 

través del Procedimiento de Elaboración Participativa de Normas sus 
anteproyectos legislativos de Acceso a la Información y de Publicidad de 

la Gestión de Intereses. 

Que el Servicio Jurídico pertinente ha tomado la intervención que le 
compete. 

Que el presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el 
artículo 99 incisos 1 y 2 de la Constitución Nacional. 

Por ello, 
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EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Apruébanse el "Reglamento General de Audiencias 
Públicas para el Poder Ejecutivo Nacional" que, como Anexo I forma 

parte integrante del presente y el "Formulario de Inscripción para 
Audiencias Públicas del Poder Ejecutivo Nacional" que se incluye como 

Anexo II del presente acto. 

Art. 2º — Apruébanse el "Reglamento General para la Publicidad de la 

Gestión de Intereses en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional" que, 
como Anexo III forma parte integrante del presente y el "Formulario de 

Registro de Audiencias de Gestión de Intereses" que se incluye como 
Anexo IV de la presente medida. 

Art. 3º — Apruébanse el "Reglamento General para la Elaboración 

Participativa de Normas" que, como Anexo V forma parte integrante del 

presente y el "Formulario para la Presentación de Opiniones y 
Propuestas en el Procedimiento de Elaboración Participativa de Normas" 

que se incluye como Anexo VI del presente acto. 

Art. 4º — Apruébase el "Reglamento General del Acceso a la 
Información Pública para el Poder Ejecutivo Nacional" que, como Anexo 

VII forma parte integrante del presente. 

Art. 5º — Apruébase el "Reglamento General de Reuniones Abiertas de 

los Entes Reguladores de los Servicios Públicos" que, como Anexo VIII 
forma parte integrante del presente. 

Art. 6º — Establécese el acceso libre y gratuito vía lnternet a la edición 

diaria de la totalidad de las secciones del Boletín Oficial de la República 
Argentina, durante el día hábil administrativo de su publicación gráfica. 

Art. 7º — Los anexos de los actos administrativos emanados del PODER 
EJECUTIVO NACIONAL no publicados en la edición gráfica del Boletín 

Oficial de la República Argentina, podrán visualizarse en forma libre y 
gratuita a través del sitio www.boletinoficial.gov.ar. 

Art. 8º — La reproducción del Boletín Oficial de la República Argentina 

en Internet debe ser exactamente fiel en texto y tiempo a la que se 
publica en la actualidad en soporte papel, en todas sus secciones. 

Art. 9º — Déjase sin efecto cualquier norma que se oponga al presente. 
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Art. 10. — El presente decreto comenzará a regir desde su publicación 

en el Boletín Oficial de la República Argentina, con excepción del 
"Reglamento General del Acceso a la Información Pública para el Poder 

Ejecutivo Nacional" —que como Anexo VII forma parte integrante del 

presente— el que lo hará en el plazo de NOVENTA (90) días desde su 
publicación en el Boletín Oficial de la República Argentina. 

Art. 11. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — 
Gustavo Beliz. 

ANEXO I 

REGLAMENTO GENERAL DE AUDIENCIAS PUBLICAS PARA EL PODER 
EJECUTIVO NACIONAL 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1º — OBJETO 

El objeto del presente Reglamento es regular el mecanismo de 

participación ciudadana en Audiencias Públicas, estableciendo el marco 
general para su desenvolvimiento. 

ARTICULO 2º — AMBITO DE APLICACION 

El presente Reglamento General es de aplicación en las audiencias 
públicas convocadas en el ámbito de los organismos, entidades, 

empresas, sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo 
la jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional. 

ARTICULO 3º — DESCRIPCION 

La Audiencia Pública constituye una instancia de participación en el 
proceso de toma de decisión, en la cual la autoridad responsable habilita 

a la ciudadanía un espacio institucional para que todo aquél que pueda 
verse afectado o tenga un interés particular o general, exprese su 

opinión. 

ARTICULO 4º — FINALIDAD 

La finalidad de la Audiencia Pública es permitir y promover una efectiva 

participación ciudadana y confrontar de forma transparente y pública las 
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distintas opiniones, propuestas, experiencias, conocimientos e 

informaciones existentes sobre las cuestiones puestas en consulta. 

ARTICULO 5º — PRINCIPIOS 

El procedimiento de Audiencia Pública debe garantizar el respeto de los 

principios de igualdad, publicidad, oralidad, informalidad y gratuidad. 

ARTICULO 6º — EFECTOS 

Las opiniones y propuestas vertidas por los participantes en la Audiencia 

Pública no tienen carácter vinculante. 

ARTICULO 7º — AUTORIDAD CONVOCANTE 

El área a cargo de las decisiones relativas al objeto de la Audiencia 

Pública es la Autoridad Convocante. La máxima autoridad de dicha área 
convoca mediante acto administrativo expreso y preside la Audiencia 

Pública, pudiendo delegar tal responsabilidad en un funcionario 
competente en razón del objeto de la misma. 

ARTICULO 8º — AREA DE IMPLEMENTACION 

La implementación y organización general de la Audiencia Pública son 
llevadas a cabo por un área dependiente de la Autoridad Convocante y 

designada por ésta para cada Audiencia Pública específica. 

ARTICULO 9º — ORGANISMO COORDINADOR 

En los casos en que la Autoridad Convocante lo considere oportuno, 

puede solicitarse la participación, como Organismo Coordinador, de la 
SUBSECRETARIA PARA LA REFORMA INSTITUCIONAL y 

FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA de la JEFATURA DE GABINETE 
DE MINISTROS y —en casos relacionados con temas de su 

competencia— de la Dirección de Planificación de Políticas de 
Transparencia de la OFICINA ANTICORRUPCION del MINISTERIO DE 

JUSTICIA, SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS. El Organismo 
Coordinador tiene como función asistir técnicamente a la Autoridad 

Convocante y al Area de Implementación en la organización de las 

Audiencias Públicas específicas. 

ARTICULO 10. — SOLICITUD DE PERSONA INTERESADA 
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Toda persona física o jurídica, pública o privada, puede solicitar 

mediante presentación fundada ante la Autoridad Convocante, la 
realización de una Audiencia Pública. 

La Autoridad Convocante debe expedirse sobre tal requerimiento en un 
plazo no mayor a TREINTA (30) días, mediante acto administrativo 

fundado, el que debe ser notificado al solicitante por medio fehaciente. 

ARTICULO 11. — PARTICIPANTES 

Puede ser participante toda persona física o jurídica, pública o privada, 

que invoque un derecho o interés simple, difuso o de incidencia 
colectiva, relacionado con la temática de la Audiencia Pública. 

Las personas jurídicas participan por medio de sus representantes, 

acreditando personería mediante el instrumento legal correspondiente —
debidamente certificado— admitiéndose la intervención de un solo 

orador en su nombre. 

Los participantes pueden actuar en forma personal o a través de sus 

representantes y, en caso de corresponder, con patrocinio letrado. 

ARTICULO 12. — LUGAR 

El lugar de celebración de la Audiencia Pública es determinado por la 

Autoridad Convocante, teniendo en consideración las circunstancias del 
caso y el interés público comprometido. 

ARTICULO 13. — PRESUPUESTO 

El presupuesto para atender los gastos que demande la realización de 
las Audiencias Públicas debe ser aprobado por el organismo competente 

de la Autoridad Convocante. 

CAPITULO II 

ETAPA PREPARATORIA 

ARTICULO 14. — REQUISITOS 

Son requisitos para la participación: 

a) inscripción previa en el Registro habilitado a tal efecto; 
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b) presentación por escrito de un informe que refleje el contenido de la 

exposición a realizar. 

Puede acompañarse asimismo, toda otra documentación y/o propuestas 

relacionadas con el tema a tratar. 

ARTICULO 15. — CARACTER PUBLICO 

Las Audiencias Públicas pueden ser presenciadas por el público en 

general y por los medios de comunicación. 

ARTICULO 16. — CONVOCATORIA 

Contenido 

La convocatoria debe ordenar el inicio del correspondiente expediente —

el que queda a cargo del Area de Implementación— y establecer: 

a) Autoridad Convocante; 

b) objeto de la Audiencia Pública; 

c) fecha, hora y lugar de celebración; 

d) Area de lmplementación; 

e) Organismo Coordinador —si lo hubiere—, 

f) datos del solicitante —si lo hubiere—; 

g) lugar y horario para tomar vista del expediente, inscribirse para ser 

participante y presentar la documentación relacionada con el objeto de 
la audiencia; 

h) plazo para la inscripción de los participantes; 

i) autoridades de la Audiencia Pública; 

j) término en que la Autoridad Convocante informará sobre el desarrollo 
y los resultados del procedimiento; 

k) medios por los cuales se dará difusión a la misma. 

Publicación 
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La Autoridad Convocante debe publicar durante DOS (2) días, la 

convocatoria a la Audiencia Pública, con una antelación no menor de 
VEINTE (20) días corridos a la fecha fijada para su realización, en el 

Boletín Oficial, en por lo menos DOS (2) diarios de circulación nacional y 

—en su caso— en la página de Internet de dicha área. 

La publicación debe contener las mismas especificaciones exigidas para 
la convocatoria. 

Cuando la temática a tratar así lo exigiese, deben ampliarse las 

publicaciones a medios locales o especializados en la materia. 

ARTICULO 17. — EXPEDIENTE 

El expediente se inicia con la convocatoria y se forma con las copias de 

su publicación, las inscripciones e informes exigidos en el artículo 14 y 
las constancias de cada una de las etapas de la Audiencia Pública. 

El expediente debe estar a disposición de los interesados para su 
consulta, en el lugar que, mediante resolución, defina la Autoridad 

Convocante. Las copias del mismo son a costa del solicitante. 

ARTICULO 18. — REGISTRO DE PARTICIPANTES 

La Autoridad Convocante, —a través del Area de lmplementación— debe 

habilitar un Registro para la inscripción de los participantes y la 
incorporación de informes y documentos, con una antelación no menor a 

QUINCE (15) días corridos previos a la Audiencia Pública. 

La inscripción en dicho Registro es libre y gratuita y se realiza a través 
de un formulario preestablecido por el Area de lmplementación, 

numerado correlativamente y consignando, como mínimo, los datos 

previstos en el modelo que se acompaña como Anexo II. Los 
responsables del Registro deben entregar certificados de inscripción con 

número de orden y de recepción de informes y documentos. 

ARTICULO 19. — PLAZO DE INSCRIPCION 

La inscripción en el Registro de Participantes puede realizarse desde la 

habilitación del mismo y hasta CUARENTA Y OCHO (48) horas antes de 
la realización de la Audiencia Pública. 

ARTICULO 20. — ORDEN DE LAS EXPOSICIONES 
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El orden de exposición de los participantes que se hubiesen registrado, 

queda establecido conforme a su inscripción en el Registro, y así debe 
constar en el Orden del Día. 

ARTICULO 21. — TIEMPO DE LAS EXPOSICIONES 

Los participantes tienen derecho a una intervención oral de por lo menos 
CINCO (5) minutos. El Area de lmplementación define el tiempo máximo 

de las exposiciones en el Orden del Día, estableciendo las excepciones 
para el caso de expertos especialmente convocados, funcionarios que 

presenten el proyecto materia de decisión o participantes autorizados 

expresamente por el Presidente de la Audiencia Pública. 

ARTICULO 22. — UNIFICACION DE EXPOSICIONES 

El Presidente puede exigir y los participantes pueden solicitar —en 
cualquier etapa del procedimiento —, la unificación de las exposiciones 

de las partes con intereses comunes. En caso de divergencias entre ellas 

sobre la persona del expositor, éste es designado por el Presidente de la 
Audiencia Pública. En cualquiera de los supuestos mencionados, la 

unificación de la exposición no implica acumular el tiempo de 
participación. 

ARTICULO 23. — ORDEN DEL DIA 

El Orden del Día debe establecer: 

a) nómina de los participantes registrados y de los expertos y 
funcionarios convocados; 

b) breve descripción de los informes, documentación y/o propuestas 

presentadas por los participantes; 

c) orden y tiempo de las alocuciones previstas; 

d) nombre y cargo de quienes presiden y coordinan la Audiencia Pública. 

El Area de lmplementación debe poner a disposición de los participantes, 
autoridades, público y medios, de comunicación, VEINTICUATRO (24) 

horas antes de la Audiencia Pública y en el lugar donde se lleve a cabo 
su realización, tal Orden del Día. 

ARTICULO 24. — ESPACIO FISICO 
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El Area de lmplementación debe seleccionar y organizar el espacio físico 

en el que se desarrollará la Audiencia Pública. El mismo debe prever 
lugares apropiados tanto para los participantes como para el público y 

los medios de comunicación. 

ARTICULO 25. — REGISTRO 

Todo el procedimiento de la Audiencia Pública debe ser transcripto 

taquigráficamente y puede, asimismo, ser registrado por cualquier otro 
medio. 

CAPITULO III 

DESARROLLO 

ARTICULO 26. — COMIENZO DEL ACTO 

El Presidente de la Audiencia Pública inicia el acto efectuando una 

relación sucinta de los hechos y el derecho a considerar, exponiendo los 
motivos y especificando los objetivos de la convocatoria. 

ARTICULO 27. — FACULTADES DEL PRESIDENTE DE LA AUDIENCIA 

El Presidente de la Audiencia Pública se encuentra facultado para: 

a) designar a un Secretario que lo asista; 

b) decidir sobre la pertinencia de realizar grabaciones y/o filmaciones; 

c) decidir sobre la pertinencia de intervenciones de expositores no 

registrados, atendiendo al buen orden del procedimiento; 

d) modificar el orden de las exposiciones, por razones de mejor 

organización; 

e) establecer la modalidad de respuesta a las preguntas formuladas por 
escrito; 

f) ampliar excepcionalmente el tiempo de las alocuciones, cuando lo 
considere necesario; 

g) exigir, en cualquier etapa del procedimiento, la unificación de la 

exposición de las partes con intereses comunes y, en caso de 
divergencias entre ellas decidir respecto de la persona que ha de 

exponer; 
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h) formular las preguntas que considere necesarias a efectos de 

esclarecer las posiciones de las partes; 

i) disponer la interrupción, suspensión, prórroga o postergación de la 

sesión, así como su reapertura o continuación cuando lo estime 
conveniente, de oficio o a pedido de algún participante; 

j) desalojar la sala, expulsar personas y/o recurrir al auxilio de la fuerza 

pública, a fin de asegurar el normal desarrollo de la audiencia; 

k) declarar el cierre de la Audiencia Pública. 

ARTICULO 28. — DEBERES DEL PRESIDENTE DE LA AUDIENCIA 

El Presidente de la Audiencia Pública debe: 

a) garantizar la intervención de todas las partes, así como la de los 
expertos convocados; 

b) mantener su imparcialidad absteniéndose de valorar las opiniones y 

propuestas presentadas por las partes; 

c) asegurar el respeto de los principios consagrados en el presente 

Reglamento. 

ARTICULO 29. — PARTES 

Puede ser parte en la Audiencia Pública toda persona que acredite su 

inscripción previa en el Registro abierto a tal efecto. Sólo puede realizar 
intervenciones orales quien revista tal carácter. 

ARTICULO 30. — PREGUNTAS POR ESCRITO 

Las personas que asistan sin inscripción previa a la Audiencia Pública 
pueden participar únicamente mediante la formulación de preguntas por 

escrito, previa autorización del Presidente quien, al finalizar las 
presentaciones orales, establece la modalidad de respuesta. 

ARTICULO 31. — ENTREGA DE DOCUMENTOS 

Las partes, al hacer uso de la palabra, pueden hacer entrega al Area de 
lmplementación de documentos e informes no acompañados al 

momento de la inscripción, teniendo dicha Area la obligación de 
incorporarlos al expediente. 
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ARTICULO 32. — OTRAS INTERVENCIONES 

La pertinencia de cualquier otra intervención no prevista en el Orden del 
Día, queda sujeta a la aprobación del Presidente de la Audiencia Pública. 

ARTICULO 33. — DESARROLLO DE LA AUDIENCIA 

Al inicio de la Audiencia Pública, al menos uno de los funcionarios 
presentes del Area encargada o afectada por la materia a tratarse, debe 

exponer las cuestiones sometidas a consideración de los ciudadanos. El 
tiempo de exposición previsto a tal efecto, puede ser mayor que el del 

resto de los oradores. 

Posteriormente, las partes realizarán la exposición sucinta de sus 
presentaciones, debiendo garantizarse la intervención de todas ellas, así 

como de los expertos convocados. 

Si la Audiencia Pública no pudiera completarse en el día de su 

realización o finalizar en el tiempo previsto, el Presidente de la misma 
dispondrá las prórrogas necesarias así como su interrupción, suspensión 

o postergación. 

ARTICULO 34. — IRRECURRIBILIDAD 

No serán recurribles las resoluciones dictadas durante el transcurso del 

procedimiento establecido en el presente Reglamento. 

ARTICULO 35. — CLAUSURA 

Finalizadas las intervenciones de las partes, el Presidente declara el 

cierre de la Audiencia Pública. 

A los fines de dejar debida constancia de cada una de las etapas de la 
misma, se labra un acta que es firmada por el Presidente, demás 

autoridades y funcionarios, como así también por los participantes y 
expositores que quisieran hacerlo. 

En el expediente debe agregarse, una vez revisada, la versión 
taquigráfica de todo lo actuado en la Audiencia. 

CAPITULO IV 

ETAPA FINAL 

ARTICULO 36. — INFORME FINAL 
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El Area de lmplementación debe elevar a la Autoridad Convocante, en el 

plazo de DIEZ (10) días desde la finalización de la Audiencia Pública, un 
informe de cierre que contenga la descripción sumaria de las 

intervenciones e incidencias de la Audiencia, no pudiendo realizar 

apreciaciones de valor sobre el contenido de las presentaciones. 

Asimismo, el Area de lmplementación debe dar cuenta de la realización 
de la Audiencia Pública, mediante una publicación en el Boletín Oficial y 

un informe —en su caso— en las páginas de lnternet de la Autoridad 
Convocante y del Organismo Coordinador, indicando: 

a) objeto; 

b) fechas en que se sesionó; 

c) funcionarios presentes; 

d) cantidad de participantes; 

e) lugar donde se encuentra a disposición el expediente; 

f) plazos y modalidad de publicidad de la resolución final. 

ARTICULO 37. — ESTUDIOS 

La Autoridad Convocante puede encargar la realización de estudios 
especiales relacionados con el tema tratado en la Audiencia Pública, 

tendientes a generar información útil para la toma de decisión. 

ARTICULO 38. — RESOLUCION FINAL 

La Autoridad Convocante, en un plazo no mayor de TREINTA (30) días 

de recibido el informe final del Area de lmplementación, debe 
fundamentar su resolución final y explicar de qué manera ha tomado en 

cuenta las opiniones de la ciudadanía y, en su caso, las razones por las 

cuales las rechaza. 

ANEXO II 

FORMULARIO DE INSCRIPCION PARA AUDIENCIAS PUBLICAS DEL 
PODER EJECUTIVO NACIONAL 

NUMERO DE INSCRIPCION 

• TITULO DE LA AUDIENCIA PUBLICA: 
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• FECHA DE LA AUDIENCIA PUBLICA: 

• DATOS DEL SOLICITANTE 

1. NOMBRE Y APELLIDO: 

2. DNI: 

3. FECHA DE NACIMIENTO: 

4. LUGAR DE NACIMIENTO: 

5. NACIONALIDAD: 

6. DOMICILIO: 

7. TELEFONO PARTICULAR / CELULAR: 

8. TELEFONO LABORAL: 

9. DIRECCION DE CORREO ELECTRONICO: 

10. CARACTER EN QUE PARTICIPA (marcar con una cruz lo que 
corresponde) 

( ) Particular interesado (persona 

física) 

( ) Representante de Persona Física 

(¹) 

( ) Representante de Persona 
Jurídica (²) 

(¹) En caso de actuar como 
representante de PERSONA FISICA, 

indique los siguientes datos de su 
representada: 

NOMBRE Y APELLIDO: 

DNI: 

FECHA DE NACIMIENTO: 



225 
 

LUGAR DE NACIMIENTO: 

NACIONALIDAD: 

DOMICILIO: 

INSTRUMENTO QUE ACREDITA LA 

PERSONERIA INVOCADA: 

(²) En caso de actuar como 
representante de PERSONA 

JURIDICA, indique los siguientes 
datos de su representada: 

DENOMINACION / RAZON SOCIAL: 

DOMICILIO: 

INSTRUMENTO QUE ACREDITA LA 
PERSONERIA INVOCADA: 

• INFORME DE LA EXPOSICION A REALIZAR 

En caso de adjuntarlo por instrumento separado, marcar la opción 
correspondiente (³) 

.............................………………………………………………………………………… 

.............................………………………………………………………………………… 

.............................………………………………………………………………………… 

(³) ( ) Se adjunta informe por 

separado. 

• DETALLE DE LA DOCUMENTACION ACOMPAÑADA 

.............................…………………………………………………………………………. 

.............................…………………………………………………………………………. 

.....................................................................................................

......................…………… 

FIRMA: 
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ACLARACION: 

ANEXO III 

REGLAMENTO GENERAL PARA LA PUBLICIDAD DE LA GESTION DE 
INTERESES EN EL AMBITO DEL PODER EJECUTIVO NACIONAL 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1º — OBJETO 

La publicidad de la Gestión de Intereses en el ámbito del Poder Ejecutivo 

Nacional se rige por el presente Reglamento. 

ARTICULO 2º — DESCRIPCION 

Se entiende por Gestión de Intereses a los fines del presente, toda 

actividad desarrollada —en modalidad de audiencia— por personas 
físicas o jurídicas, públicas o privadas, por sí o en representación de 

terceros —con o sin fines de lucro— cuyo objeto consista en influir en el 
ejercicio de cualquiera de las funciones y/o decisiones de los 

organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y de todo 
otro ente que funcione bajo la jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional. 

ARTICULO 3º — OBLIGATORIEDAD 

Los funcionarios del Poder Ejecutivo Nacional mencionados en el artículo 
4º están obligados a registrar toda audiencia cuyo objeto consista en las 

actividades definidas en el artículo 2º. A tal efecto debe preverse la 
creación de un Registro de Audiencias de Gestión de Intereses, 

conforme a las pautas determinadas por los artículos 5º y 6º. 

ARTICULO 4º — SUJETOS OBLIGADOS 

Se encuentran obligados a registrar las Audiencias de Gestión de 

Intereses, los siguientes funcionarios: 

a) Presidente de la Nación; 

b) Vicepresidente de la Nación; 

c) Jefe de Gabinete de Ministros; 
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d) Ministros; 

e) Secretarios y Subsecretarios; 

f) Interventores Federales; 

g) Autoridades superiores de los organismos, entidades, empresas, 

sociedades, dependencias y todo otro ente que funcione bajo la 
jurisdicción del PODER EJECUTIVO NACIONAL; 

h) Agentes públicos con función ejecutiva cuya categoría sea 

equivalente a Director General. 

Cuando la solicitud de audiencia sea dirigida a un funcionario que 

dependa jerárquicamente y que cumpla funciones de dirección, 
asesoramiento, elaboración de proyectos o que tenga capacidad de 

influir en las decisiones de los sujetos enumerados en el presente 
artículo, debe comunicar tal requerimiento por escrito al superior 

obligado, en un plazo no mayor de CINCO (5) días a efectos de que éste 
proceda a su registro. 

ARTICULO 5º — REGISTRO 

Cada una de las personas y/o entidades enumeradas en el artículo 2º 
debe implementar su propio Registro de Audiencias de Gestión de 

Intereses conforme al modelo que, como Anexo IV, forma parte de la 
medida. 

ARTICULO 6º — CONTENIDO 

Los registros deben contener: 

a) solicitudes de audiencias; 

b) datos del solicitante; 

c) intereses que se invocan; 

d) participantes de la audiencia; 

e) lugar, fecha, hora y objeto de la reunión; 

f) síntesis del contenido de la audiencia; 

g) constancias de las audiencias efectivamente realizadas. 
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ARTICULO 7º — PUBLICIDAD 

La información contenida en los Registros de Audiencias de Gestión de 
Intereses tiene carácter público, debiéndose adoptar los recaudos 

necesarios a fin de garantizar su libre acceso, actualización diaria y 
difusión a través de la página de lnternet del área respectiva. 

ARTICULO 8º — EXCEPCIONES 

Se exceptúa a los funcionarios mencionados en el artículo 4º de la 
obligación prevista en el artículo 3º en los siguientes casos: 

a) cuando el tema objeto de la audiencia hubiera sido expresamente 

calificado por Decreto del PODER EJECUTIVO NACIONAL o por Ley del 
HONORABLE CONGRESO DE LA NACION, como información reservada o 

secreta; 

b) cuando se trate de una presentación escrita de impugnación o de 

reclamo que se incorpore a un expediente administrativo. 

ARTICULO 9º — LEGITIMACION 

Toda persona física o jurídica, pública o privada, se encuentra legitimada 

para exigir administrativa o judicialmente el cumplimiento de la 
presente norma. 

ARTICULO 10. — SANCIONES 

Los funcionarios mencionados en el artículo 4º que incumplan con las 
obligaciones estipuladas en el presente incurrirán en falta grave, sin 

perjuicio de las responsabilidades que pudieran caberles conforme lo 
previsto en los Códigos Civil y Penal de la Nación. 

ARTICULO 11. — AUTORIDAD DE APLICACION 

La Autoridad de Aplicación del presente Reglamento es la 
SUBSECRETARIA PARA LA REFORMA INSTITUCIONAL Y 

FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA de la JEFATURA DE GABINETE 
DE MINISTROS, quien tendrá a su cargo verificar y exigir el 

cumplimiento de las obligaciones establecidas en el mismo. 

ARTICULO 12. — DENUNCIAS 

La Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia, Seguridad y 

Derechos Humanos es el organismo encargado de recibir, formular e 
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informar a las autoridades responsables las denuncias que se formulen 

en relación con el incumplimiento del presente régimen. 

ANEXO IV 

FORMULARIO DE REGISTRO DE AUDIENCIAS DE GESTION DE 

INTERESES 

 

–––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––– 

1 Consignar como mínimo: nombre o razón social, domicilio, teléfono, 

DNI, CUIT. 

2 Consignar si se invoca un Interés Propio, Colectivo o Difuso o si se 

actúa en representación de Persona física o jurídica. 

3 Consignar si se realizó o no la Audiencia y, en este último caso, las 
razones de su cancelación, postergación y/o suspensión. 

ANEXO V 

REGLAMENTO GENERAL PARA LA ELABORACION PARTICIPATIVA DE 
NORMAS 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1º — OBJETO 
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El objeto del presente Reglamento es regular el mecanismo de 

Elaboración Participativa de Normas, estableciendo el marco general 
para su desenvolvimiento. 

ARTICULO 2º — AMBITO DE APLICACION 

El presente Reglamento General es de aplicación en el ámbito de los 
organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro 

ente que funcione bajo la jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional. 

ARTICULO 3º — DESCRIPCION 

La Elaboración Participativa de Normas constituye un mecanismo por el 

cual se habilita un espacio institucional para la expresión de opiniones y 
propuestas respecto de proyectos de normas administrativas y 

proyectos de ley para ser elevados por el Poder Ejecutivo Nacional al 
Honorable Congreso de la Nación. 

ARTICULO 4º — FINALIDAD 

La finalidad de la Elaboración Participativa de Normas es permitir y 
promover una efectiva participación ciudadana en el proceso de 

elaboración de reglas administrativas y proyectos de ley para ser 
presentados por el Poder Ejecutivo Nacional al Honorable Congreso de la 

Nación. 

ARTICULO 5º — PRINCIPIOS 

El procedimiento de Elaboración Participativa de Normas debe garantizar 

el respeto de los principios de igualdad, publicidad, informalidad y 
gratuidad. 

ARTICULO 6º — EFECTOS 

Las opiniones y propuestas que se presenten durante el proceso de 
Elaboración Participativa de Normas no tienen carácter vinculante. 

ARTICULO 7º — AUTORIDAD RESPONSABLE 

El área a cargo de la elaboración de la norma a dictarse es la Autoridad 
Responsable. La máxima autoridad de dicha área dirige el procedimiento 

de Elaboración Participativa de Normas, pudiendo delegar tal 
responsabilidad en un funcionario competente en razón del objeto del 

mismo. 
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ARTICULO 8º — ORGANISMO COORDINADOR 

En los casos en que la Autoridad Responsable lo considere oportuno, 
puede solicitarse la participación, como Organismo Coordinador, de la 

SUBSECRETARIA PARA LA REFORMA INSTITUCIONAL y 
FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA de la JEFATURA DE GABINETE 

DE MINISTROS y —en casos relacionados con temas de su 
competencia— de la Dirección de Planificación de Políticas de 

Transparencia de la OFICINA ANTICORRUPCION. El Organismo 
Coordinador tiene como función asistir técnicamente a la Autoridad 

Responsable en el procedimiento de Elaboración Participativa de 
Normas. 

ARTICULO 9º — PARTICIPANTES 

Puede ser participante en el procedimiento de Elaboración Participativa 
de Normas toda persona física o jurídica, pública o privada, que invoque 

un derecho o interés simple, difuso o de incidencia colectiva, relacionado 
con la norma a dictarse. 

CAPITULO II 

ETAPA INICIAL 

ARTICULO 10. — INICIO DEL PROCEDIMIENTO 

El procedimiento de Elaboración Participativa de Normas se inicia 

mediante acto administrativo expreso de la Autoridad Responsable. 

ARTICULO 11. — SOLICITUD DE PERSONA INTERESADA 

Toda persona física o jurídica, pública o privada, puede solicitar 

mediante presentación fundada ante la Autoridad Responsable, la 
realización de un procedimiento de Elaboración Participativa de Normas. 

La Autoridad Responsable debe expedirse sobre tal requerimiento en un 

plazo no mayor a TREINTA (30) días, mediante acto administrativo 
fundado, el que debe ser notificado al solicitante por medio fehaciente. 

ARTICULO 12. — CONTENIDO DEL ACTO DE APERTURA 

El acto administrativo de apertura del procedimiento de Elaboración 
Participativa de Normas debe ordenar el inicio del correspondiente 

expediente y establecer: 
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a) Autoridad Responsable; 

b) texto y fundamentos de la norma propuesta; 

c) datos del solicitante —si lo hubiere—; 

d) lugar donde se puede tomar vista del expediente, presentar opiniones 

y propuestas; 

e) plazos para realizar dichas presentaciones. 

ARTICULO 13. — PUBLICACION 

La Autoridad Responsable debe publicar durante DOS (2) días en el 

Boletín Oficial, y al menos QUINCE (15) días en su página de Internet, el 
contenido del acto de apertura del procedimiento de Elaboración 

Participativa de Normas, invitando a la ciudadanía a expresar sus 
opiniones y propuestas. En los casos en que, a juicio de dicha Autoridad 

resulte procedente, deben ampliarse las publicaciones a diarios de 
circulación nacional, medios locales y/o especializados en la temática de 

la norma a dictarse. 

ARTICULO 14. — EXPEDIENTE 

El expediente se inicia con el acto administrativo de apertura del 

procedimiento y se forma con las copias de su publicación, las opiniones 
y propuestas recibidas y las constancias de cada una de las etapas del 

procedimiento de Elaboración Participativa de Normas. 

El expediente debe estar a disposición de los interesados para su 

consulta, en el lugar que, mediante resolución, defina la Autoridad 
Responsable. Las copias del mismo son a costa del solicitante. 

ARTICULO 15. — REGISTRO DE OPINIONES Y PROPUESTAS 

La Autoridad Responsable debe habilitar un Registro para la 
incorporación de opiniones y propuestas desde la apertura del 

procedimiento de Elaboración Participativa de Normas. Estas deben 
realizarse por escrito —pudiendo acompañar la documentación que se 

estime pertinente— y presentarse a través de un formulario 
preestablecido, numerado correlativamente y que consigne, como 

mínimo, los datos previstos en el modelo que integra el presente 
Decreto como Anexo VI. 
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La presentación ante el Registro es libre y gratuita y debe realizarse en 

el lugar determinado en el acto de apertura. Los responsables del 
Registro deben entregar certificados de recepción de las opiniones y/o 

propuestas y de la documentación acompañada. 

ARTICULO 16. — PLAZO PARA LAS PRESENTACIONES 

El plazo para la presentación de opiniones y propuestas no puede ser 

inferior a QUINCE (15) días desde la publicación del acto de apertura del 
procedimiento de Elaboración Participativa de Normas. 

ARTICULO 17. — COMENTARIOS INFORMALES 

La Autoridad Responsable debe habilitar una casilla de correo electrónico 
y una dirección postal a efectos de recibir comentarios informales, los 

que deben ser publicados en su página de lnternet. Los comentarios así 
vertidos, no se incorporan al expediente. 

ARTICULO 18. — CONVOCATORIA A ESTUDIOS Y CONSULTAS 

La Autoridad Responsable puede encargar la realización de estudios 
especiales o rondas de consultas, relacionados con la norma motivo del 

procedimiento de Elaboración Participativa de Normas, tendientes a 
generar información útil para la toma de decisión. 

CAPITULO III 

ETAPA FINAL 

ARTICULO 19. — CONSIDERACION DE LAS PRESENTACIONES 

Concluido el plazo para recibir opiniones y propuestas, la Autoridad 

Responsable debe dejar constancia en el expediente acerca de la 
cantidad de opiniones y propuestas recibidas y de cuáles considera 

pertinentes incorporar a la norma a dictarse. Unicamente debe 
expedirse sobre aquellas presentaciones incorporadas al expediente. 

ARTICULO 20. — REDACCION DE LA NORMA 

En los fundamentos de la norma debe dejarse constancia de la 
realización del procedimiento de Elaboración Participativa de Normas, de 

los aportes recibidos y de las modificaciones incorporadas al texto como 
consecuencia del mismo. 

ARTICULO 21. — PUBLICACION DE LA NORMA 
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La norma debe publicarse en el Boletín Oficial por el plazo de UN (1) día, 

así como incorporarse a la página de lnternet de la Autoridad 
Responsable. 

ANEXO VI 

FORMULARIO PARA LA PRESENTACION DE OPINIONES Y PROPUESTAS 
EN EL PROCEDIMIENTO DE ELABORACION PARTICIPATIVA DE NORMAS 

NUMERO DE PRESENTACION 

• CONTENIDO DE LA NORMA A DICTARSE 

• DATOS DEL PRESENTANTE 

11. NOMBRE Y APELLIDO: 

12. DNI: 

13. FECHA DE NACIMIENTO: 

14. LUGAR DE NACIMIENTO: 

15. NACIONALIDAD: 

16. DOMICILIO: 

17. TELEFONO PARTICULAR / CELULAR: 

18. TELEFONO LABORAL: 

19. DIRECCION DE CORREO ELECTRONICO: 

20. CARACTER EN QUE SE PRESENTA (marcar con una cruz lo que 

corresponde) 

( ) Particular interesado (persona 
física) 

( ) Representante de Persona 

Jurídica (¹) 

(¹) En caso de actuar como 

representante de PERSONA 
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JURIDICA, indique los siguientes 

datos de su representada: 

DENOMINACION / RAZON SOCIAL: 

DOMICILIO: 

INSTRUMENTO QUE ACREDITA LA 
PERSONERIA INVOCADA: 

• CONTENIDO DE LA OPINION Y/O PROPUESTA 

En caso de adjuntarla/s por instrumento separado, marcar la opción 

correspondiente (²) 

.............................…………………………………………………………………………….. 

.............................…………………………………………………………………………….. 

.....................................................................................................

..........………………............ 

(²) ( ) Se adjunta informe por separado. 

• DETALLE DE LA DOCUMENTACION ACOMPAÑADA 

............................……………………………………………………………………………... 

.....................…………………………………………………………………………….......... 

............................................................................................…………

……............................... 

FIRMA: 

ACLARACION: 

ANEXO VII 

REGLAMENTO GENERAL DEL ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA 

PARA EL PODER EJECUTIVO NACIONAL 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
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ARTICULO 1º — OBJETO 

El objeto del presente Reglamento es regular el mecanismo de Acceso a 
la Información Pública, estableciendo el marco general para su 

desenvolvimiento. 

ARTICULO 2º — AMBITO DE APLICACION 

El presente Reglamento General es de aplicación en el ámbito de los 

organismos, entidades, empresas, sociedades, dependencias y todo otro 
ente que funcione bajo la jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional. 

Las disposiciones del presente son aplicables asimismo a las 

organizaciones privadas a las que se hayan otorgado subsidios o aportes 
provenientes del sector público nacional, así como a las instituciones o 

fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del 
Estado Nacional a través de sus jurisdicciones o entidades y a las 

empresas privadas a quienes se les hayan otorgado mediante permiso, 

licencia, concesión o cualquier otra forma contractual, la prestación de 
un servicio público o la explotación de un bien del dominio público. 

ARTICULO 3º — DESCRIPCION 

El Acceso a la Información Pública constituye una instancia de 

participación ciudadana por la cual toda persona ejercita su derecho a 

requerir, consultar y recibir información de cualquiera de los sujetos 
mencionados en el artículo 2º. 

ARTICULO 4º — FINALIDAD 

La finalidad del Acceso a la Información Pública es permitir y promover 

una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de 

información completa, adecuada, oportuna y veraz. 

ARTICULO 5º — ALCANCES 

Se considera información a los efectos del presente, toda constancia en 
documentos escritos, fotográficos, grabaciones, soporte magnético, 

digital o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida 

por los sujetos mencionados en el artículo 2º o que obre en su poder o 
bajo su control, o cuya producción haya sido financiada total o 

parcialmente por el erario público, o que sirva de base para una decisión 
de naturaleza administrativa, incluyendo las actas de las reuniones 

oficiales. 
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El sujeto requerido debe proveer la información mencionada siempre 

que ello no implique la obligación de crear o producir información con la 
que no cuente al momento de efectuarse el pedido, salvo que el Estado 

se encuentre legalmente obligado a producirla, en cuyo caso debe 

proveerla. 

ARTICULO 6º — SUJETOS 

Toda persona física o jurídica, pública o privada, tiene derecho a 
solicitar, acceder y recibir información, no siendo necesario acreditar 

derecho subjetivo, interés legítimo ni contar con patrocinio letrado. 

ARTICULO 7º — PRINCIPIOS 

El mecanismo de Acceso a la Información Pública debe garantizar el 

respeto de los principios de igualdad, publicidad, celeridad, informalidad 
y gratuidad. 

ARTICULO 8º — PUBLICIDAD 

Se presume pública toda información producida u obtenida por o para 
los sujetos mencionados en el artículo 2º. 

ARTICULO 9º — GRATUIDAD 

El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera su 
reproducción. Las copias son a costa del solicitante. 

ARTICULO 10. — ACCESIBILIDAD 

Los sujetos en cuyo poder obre la información deben prever su 
adecuada organización, sistematización y disponibilidad, asegurando un 

amplio y fácil acceso. La información debe ser provista sin otras 
condiciones más que las expresamente establecidas en el presente. 

Asimismo deben generar, actualizar y dar a conocer información básica, 
con el suficiente detalle para su individualización, a fin de orientar al 

público en el ejercicio de su derecho. 

CAPITULO II 

SOLICITUD DE INFORMACION 

ARTICULO 11. — REQUISITOS 
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La solicitud de información debe ser realizada por escrito, con la 

identificación del requirente, sin estar sujeta a ninguna otra formalidad. 
No puede exigirse la manifestación del propósito de la requisitoria. Debe 

entregarse al solicitante de la información una constancia del 

requerimiento. 

ARTICULO 12. — RESPUESTA 

El sujeto requerido está obligado a permitir el acceso a la información en 
el momento que le sea solicitado o proveerla en un plazo no mayor de 

DIEZ (10) días. El plazo puede ser prorrogado en forma excepcional por 

otros DIEZ (10) días, de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la 
información solicitada. 

En su caso, el sujeto requerido debe comunicar fehacientemente por 

acto fundado y antes del vencimiento las razones por las que hace uso 
de tal prórroga. 

La información debe ser brindada en el estado en que se encuentre al 
momento de efectuarse la petición, no estando obligado el sujeto 

requerido a procesarla o clasificarla. Cuando la información contenga 
datos personales o perfiles de consumo, estos datos deben ser 

protegidos. 

ARTICULO 13. — DENEGATORIA 

El sujeto requerido sólo puede negarse a brindar la información objeto 

de la solicitud, por acto fundado, si se verifica que la misma no existe o 
que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en el 

presente. 

La denegatoria debe ser dispuesta por un funcionario de jerarquía 
equivalente o superior a Director General. 

ARTICULO 14. — SILENCIO 

Si una vez cumplido el plazo establecido en el artículo 12 la demanda de 
información no se hubiera satisfecho o si la respuesta a la requisitoria 

hubiere sido ambigua, parcial o inexacta, se considera que existe 
negativa en brindarla, quedando expedita la Acción prevista en el 

artículo 28 de la Ley Nº 19.549 y modificatorias. 

ARTICULO 15. — RESPONSABILIDADES 
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El funcionario público o agente responsable que en forma arbitraria e 

injustificada obstruya el acceso del solicitante a la información 
requerida, la suministre en forma incompleta, permita el acceso a 

información eximida de los alcances del presente u obstaculice de 

cualquier modo el cumplimiento de este Reglamento General, será 
considerado incurso en falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades 

que pudieran caberle conforme lo previsto en los Códigos Civil y Penal 
de la Nación. 

ARTICULO 16. — EXCEPCIONES 

Los sujetos comprendidos en el artículo 2º sólo pueden exceptuarse de 
proveer la información requerida cuando una Ley o Decreto así lo 

establezca o cuando se configure alguno de los siguientes supuestos: 

a) Información expresamente clasificada como reservada, especialmente 
la referida a seguridad, defensa o política exterior; 

b) información que pudiera poner en peligro el correcto funcionamiento 
del sistema financiero o bancario; 

c) secretos industriales, comerciales, financieros, científicos o técnicos; 

d) información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un 

tercero obtenida en carácter confidencial; 

e) información preparada por los sujetos mencionados en el artículo 2º 

dedicados a regular o supervisar instituciones financieras o preparada 
por terceros para ser utilizada por aquellos y que se refiera a exámenes 

de situación, evaluación de sus sistemas de operación o condición de 
funcionamiento o a prevención o investigación de la legitimación de 

activos provenientes de ilícitos; 

f) información preparada por asesores jurídicos o abogados de la 

Administración cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adoptarse 
en la defensa o tramitación de una causa judicial o divulgare las técnicas 

o procedimientos de investigación o cuando la información privare a una 
persona el pleno ejercicio de la garantía del debido proceso; 

g) cualquier tipo de información protegida por el secreto profesional; 

h) notas internas con recomendaciones u opiniones producidas como 
parte del proceso previo al dictado de un acto administrativo o a la toma 

de una decisión, que no formen parte de un expediente; 
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i) información referida a datos personales de carácter sensible —en los 

términos de la Ley Nº 25.326— cuya publicidad constituya una 
vulneración del derecho a la intimidad y al honor, salvo que se cuente 

con el consentimiento expreso de la persona a que refiere la información 

solicitada; 

j) información que pueda ocasionar un peligro a la vida o seguridad de 
una persona. 

ARTICULO 17. — INFORMACION PARCIALMENTE RESERVADA 

En el caso que existiere un documento que contenga información 
parcialmente reservada, los sujetos enumerados en el artículo 2º deben 

permitir el acceso a la parte de aquella que no se encuentre contenida 
entre las excepciones detalladas en el artículo 16. 

ARTICULO 18. — AUTORIDAD DE APLICACION 

La Autoridad de Aplicación del presente Reglamento es la 
SUBSECRETARIA PARA LA REFORMA INSTITUCIONAL Y 

FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA de la JEFATURA DE GABINETE 
DE MINISTROS, quien tendrá a su cargo verificar y exigir el 

cumplimiento de las obligaciones establecidas en el mismo. 

ARTICULO 19. — DENUNCIAS 

La Oficina Anticorrupción del MINISTERIO DE JUSTICIA, SEGURIDAD Y 

DERECHOS HUMANOS es el organismo encargado de recibir, formular e 
informar a las autoridades responsables, las denuncias que se formulen 

en relación con el incumplimiento del presente régimen. 

ANEXO VIII 

REGLAMENTO GENERAL DE REUNIONES ABIERTAS DE LOS ENTES 

REGULADORES DE LOS SERVICIOS PUBLICOS 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1º — OBJETO 

El objeto del presente Reglamento es regular el mecanismo de las 
Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los Servicios Públicos, 

estableciendo el marco general para su desenvolvimiento. 
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ARTICULO 2º — AMBITO DE APLICACION 

El presente Reglamento General es de aplicación para las reuniones 
convocadas por los Organos de Dirección de los Entes Reguladores de 

los Servicios Públicos, de las que forme parte el número mínimo de 
miembros suficiente para la formación del quórum que permita la toma 

de decisiones. 

ARTICULO 3º — DESCRIPCION 

Las Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los Servicios 

Públicos constituyen una instancia de participación en la cual el Organo 
de Dirección habilita a la ciudadanía un espacio institucional para que 

observe el proceso de toma de decisiones. 

ARTICULO 4º — FINALIDAD 

La finalidad de las Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los 

Servicios Públicos es permitir una efectiva participación ciudadana para 
juzgar adecuadamente los reales motivos por los que se adoptan las 

decisiones que afectan a los usuarios. 

ARTICULO 5º — PRINCIPIOS 

El procedimiento de Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los 

Servicios Públicos debe garantizar el respeto de los principios de 
igualdad, publicidad, informalidad y gratuidad. 

ARTICULO 6º — PUBLICIDAD 

Se presumen públicas y abiertas todas las reuniones de los Organos de 
Dirección de los Entes Reguladores de los Servicios Públicos, con 

excepción de lo previsto en el artículo 13 del presente. 

ARTICULO 7º — PARTICIPANTES 

Puede ser participante toda persona física o jurídica, pública o privada, 

que tenga interés de hacerlo, no siendo necesario acreditar derecho 
subjetivo, ni interés legítimo. 

ARTICULO 8º — LUGAR 

El lugar de celebración de las Reuniones Abiertas de los Entes 
Reguladores de los Servicios Públicos es determinado por el Organo de 
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Dirección, teniendo en consideración las circunstancias del caso y el 

interés público comprometido. 

CAPITULO II 

PROCEDIMIENTO 

ARTICULO 9º — REQUISITOS 

Para presenciar las reuniones de los Entes Reguladores de los Servicios 
Públicos no se requiere el cumplimiento de formalidad alguna. 

ARTICULO 10. — CARACTER PUBLICO 

Las Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los Servicios 
Públicos pueden ser presenciadas por el público en general y por los 

medios de comunicación. 

ARTICULO 11. — CONVOCATORIA 

Contenido 

La Convocatoria a las reuniones de los Entes Reguladores de los 

Servicios Públicos debe contener: 

a) Organo de Dirección; 

b) Orden del Día; 

c) Fecha, hora y lugar de la reunión; 

d) Carácter público o secreto de la reunión a realizar; 

e) Datos de la oficina o funcionario responsable designado por el Organo 
de Dirección para responder consultas; 

f) Dirección de correo electrónico de contacto. 

Publicación 

Los Organos de Dirección de los Entes Reguladores de los Servicios 

Públicos deben publicar la convocatoria a sus reuniones, con una 
anticipación no menor de CINCO (5) días de la fecha propuesta para su 

realización, en su sitio de lnternet, en las carteleras de las Mesas de 
Entrada y en los espacios destinados a la atención al público en general. 
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ARTICULO 12. — REUNIONES URGENTES 

Excepcionalmente, por razones de urgencia, puede efectuarse la 
convocatoria de la reunión con una anticipación de VEINTICUATRO (24) 

horas a su realización. Tal carácter urgente debe ser debidamente 
fundado y constar en un acta suscripta por la autoridad superior del 

Organo de Dirección. 

ARTICULO 13. — REUNIONES SECRETAS 

Sólo pueden declararse secretas las reuniones cuando una Ley o Decreto 

así lo establezca o cuando se traten las siguientes cuestiones o asuntos: 

a) información expresamente clasificada como reservada, especialmente 
la referida a seguridad, defensa o política exterior; 

b) información que pudiera poner en peligro el correcto funcionamiento 
del sistema financiero o bancario; 

c) secretos industriales, comerciales, financieros, científicos o técnicos; 

d) información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un 
tercero obtenida en carácter confidencial; 

e) información preparada por asesores jurídicos o abogados de los Entes 

Reguladores de los Servicios Públicos cuya publicidad pudiera revelar la 
estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial 

o divulgare las técnicas o procedimientos de investigación o cuando la 
información privare a una persona el pleno ejercicio de la garantía del 

debido proceso. 

f) cualquier tipo de información protegida por el secreto profesional; 

g) notas internas con recomendaciones u opiniones producidas como 

parte del proceso previo al dictado de un acto administrativo o a la toma 
de una decisión, que no formen parte de un expediente; 

h) aspectos relativos exclusivamente a las normas y prácticas internas 
del Ente Regulador; 

i) información referida a datos personales de carácter sensible —en los 

términos de la Ley Nº 25.326— cuya publicidad constituya una 
vulneración del derecho a la intimidad y al honor, salvo que se cuente 

con el consentimiento expreso de la persona a que refiere la información 
solicitada; 
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j) información que pueda ocasionar un peligro a la vida o seguridad de 

una persona. 

ARTICULO 14. — REUNIONES NULAS 

Toda resolución que declare secreta una reunión es susceptible de 

control judicial. En caso de que por Resolución Judicial firme se deje sin 
efecto el carácter secreto de una reunión ya realizada, la misma será 

declarada nula debiéndose convocar a una nueva reunión que tendrá 
carácter de abierta, a los mismos efectos, del modo establecido en el 

presente. 

 

ARTICULO 15. — RESPONSABILIDADES 

Los miembros de los Órganos de Dirección de los Entes Reguladores de 
Servicios Públicos deben abstenerse de efectuar reuniones que alteren 

las disposiciones del presente y de debatir por cualquier otro medio o en 
cualquier otra oportunidad los temas que formen parte del orden del día 

de las mismas, bajo apercibimiento de incurrir en falta grave, sin 
perjuicio de las responsabilidades que pudieran caberle conforme lo 

previsto en los Códigos Civil y Penal de la Nación. 

ARTICULO 16. — ACTAS 

Las actas de las reuniones de los Órganos de Dirección de los Entes 

Reguladores de Servicios Públicos deben estar a disposición de las 
personas que las soliciten y ser publicadas en el sitio de Internet del 

Ente Regulador en un plazo no mayor de QUINCE (15) días de celebrada 
la reunión. 

Podrán obtenerse copias de las mismas a costa del solicitante. 

ARTICULO 17. — LEGITIMACION 

Toda persona física o jurídica, pública o privada, se encuentra legitimada 
para exigir administrativa o judicialmente el cumplimiento de la 

presente norma. 
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TELECOMUNICACIONES 

Decreto 764/2000 

Desregulación de los servicios. Apruébanse los Reglamentos de 
Licencias para Servicios de Telecomunicaciones, Nacional de 

Interconexión, General del Servicio Universal y Sobre 
Administración, Gestión y Control de Espectro Radioeléctrico. 

Deróganse diversas normas. Vigencia 

 

Bs. As., 3/9/2000 

VISTO el artículo Nº 42 de la CONSTITUCION NACIONAL, las Leyes Nº 

19.798, Nº 22.802, Nº 23.696, Nº 24.240, Nº 25.000 y Nº 25.156; los 
Decretos Nº 731/89, Nº 62/90, Nº 1185/90 y modificatorios, Nº 

2284/91, Nº 264/98, Nº 266/98 y Nº 465/00; la Instrucción Presidencial 
del 9 de junio de 2000 y las Resoluciones SC Nº 16.200/99, Nº 92/99, 

Nº 2363/99, Nº 4033/99, Nº 18.971/99 y Nº 170/2000 y la Resolución 

Conjunta Nº 439/2000 y Nº 160/2000 del MINISTERIO DE 
INFRAESTRUCTURA Y VIVIENDA y del MINISTERIO DE ECONOMIA y el 

Expediente Nº 225-001138/00 del Registro del MINISTERIO DE 
INFRAESTRUCTURA Y VIVIENDA, y 900-12974-00-1-6 P.N., y 

CONSIDERANDO: 

Que el Decreto Nº 1842/87 primero, y el posterior proceso de 
privatización, fueron los puntos de partida para reestructurar el sector 

de las telecomunicaciones en la REPUBLICA ARGENTINA y establecieron 
las bases para abrir a la competencia un mercado que, a nivel mundial, 

opta por aquélla; y en el que, por efecto de la permanente innovación 
tecnológica, se verifica una tendencia sostenida a la diversificación en la 

oferta de servicios. 
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Que la Ley de Reforma del Estado y Emergencia Administrativa, 

calificada por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION como el 
"estatuto para la privatización", en su artículo 10, dispuso la exclusión 

de todos los privilegios y/o cláusulas monopólicas y/o prohibiciones 

discriminatorias, aunque derivaren de normas legales, cuyo 
mantenimiento obste a los objetivos de la privatización o que impida la 

desmonopolización o desregulación de los servicios públicos. 

Que el Anexo de la citada ley incluyó a la ex-ENTel como sujeto a 
privatizar y, en razón de ello, se dictó el Decreto Nº 731/89, por el que 

se establecieron los lineamientos para la privatización del servicio básico 
telefónico, modificando para ello la Ley Nº 19.798 de 

Telecomunicaciones. 

Que el Pliego de privatización de la prestación del servicio de 

telecomunicaciones, aprobado por Decreto Nº 62/90 y sus 
modificatorios, cumple, al privatizar la prestación del servicio de 

telecomunicaciones, con el primer objetivo señalado por el legislador, 
estableciendo un plazo de hasta DIEZ (10) años para alcanzar con 

plenitud los objetivos de desregulación y desmonopolización, al haber 
permitido que, tan sólo durante ese período, se mantenga en el país la 

prestación en exclusividad del servicio básico telefónico y de los 
servicios internacionales. 

Que, desde el primer día de la privatización y como condición aceptada 
pacíficamente por todos los actores del sector, el Pliego estableció que, 

de otorgarse la prórroga de la exclusividad, se produciría 
indefectiblemente la apertura total a la competencia del mercado de las 

telecomunicaciones a partir del 8 de noviembre de 2000. 

Que, de manera concordante con la política privatizadora, por el Decreto 
Nº 2284/91, ratificado por Ley Nº 24307, se adoptó en el país el 

régimen jurídico de la desregulación y de la desmonopolización. 

Que el referido régimen, se sustenta en los principios que gobiernan la 

libertad de comercio, el libre acceso al mercado, la fluida y libre 
circulación de toda información útil, la ausencia de intervenciones que lo 

distorsionen y la exclusión del ordenamiento jurídico de toda disposición 
que favorezca los monopolios y/o privilegios. 

Que, posteriormente, el artículo 42 de la CONSTITUCION NACIONAL 
estableció expresamente el deber de las autoridades de proveer a la 

defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los 



247 
 

mercados, al control de los monopolios naturales y legales y a la calidad 

y eficiencia de los servicios públicos. 

Que, conforme a esos principios y normas, la República Argentina 

suscribió el Cuarto Protocolo Anexo al Acuerdo General sobre el 
Comercio de Servicios con la Organización Mundial del Comercio (OMC), 

ratificado por Ley Nº 25.000, asumiendo el compromiso de abrir a la 
competencia los servicios de telecomunicaciones, sin restricción alguna, 

con posterioridad al 8 de noviembre del año 2000, exceptuando los 
servicios satelitales. 

Que el ordenamiento jurídico de las telecomunicaciones se encuentra 
sometido al cumplimiento estricto de cláusulas constitucionales, de 

tratados internacionales y de normas legales, tendientes a garantizar los 
derechos de opción de los usuarios y a establecer definitivamente la 

competencia, evitando toda forma de distorsión de los mercados. 

Que el Decreto Nº 264/98 estableció un sistema de competencia de sólo 
cuatro prestadores, por un período limitado que concluye el 8 de 

noviembre de 2000, con limitaciones a la competencia que deben cesar 
para cumplir con las obligaciones de apertura irrestricta del mercado, 

asumidas por el Estado Nacional. 

Que, asimismo, el marco regulatorio del sector, conjugado con los 

principios constitucionales, requiere que se adopte una regulación 
exenta de todo privilegio, que garantice la igualdad y la libertad de 

comercio y de industria en el mercado de las telecomunicaciones, sin 
barreras a la incorporación de nuevos operadores, ni obstáculos a la 

dinámica de servicios e incorporación de nuevas tecnologías. 

Que el Gobierno Nacional, por imperio del bloque de legalidad y en 

defensa de los principios que éste instaura, ha asumido la obligación de 
levantar las barreras de acceso establecidas previamente; haciendo 

cesar privilegios explícitos o subyacentes derivados del régimen de 
exclusividad; estableciendo la competencia sin más transiciones, 

impidiendo que se mantengan rémoras de un régimen de monopolio o 
de competencia restringida. 

Que el término perentorio e improrrogable otorgado al régimen de 

exclusividad o de restricción a la competencia implica, una vez 

cumplido, el deber de reconocer tanto los derechos adquiridos de los 
usuarios a consumir servicios de telecomunicaciones en un marco de 

libre competencia, cuanto el derecho de los prestadores, presentes o 



248 
 

entrantes, a operar en el mercado bajo reglas competitivas claras, 

estables, igualitarias, no discriminatorias e imparciales. 

Que la experiencia indica que en los mercados donde imperan reglas 

competitivas, se logra reducción de costos y multiplicación de servicios 
de telecomunicaciones, posibilitando el crecimiento del conjunto de las 

actividades económicas del país. 

Que los principios establecidos para el dictado del Reglamento General 
de Licencias, previstos por el artículo 9 del Decreto Nº 264/98, podrían 

provocar distorsiones que condicionen el marco de la libre competencia 

en el que deben desarrollarse los servicios de telecomunicaciones. 

Que es rol indelegable del Estado, en esta etapa, regular para la 
competencia y, en el ejercicio de tal potestad, fundar toda la regulación 

en el derecho de los usuarios, razón última legitimante de todas y cada 
una de las disposiciones de la reglamentación propuesta. 

Que la clave de estas reformas, en aras de la promoción de mercados 
competitivos, es posibilitar el ingreso de nuevos operadores a la 

industria de las telecomunicaciones. 

Que, con relación al régimen de licencias, en un mercado liberalizado, 
éste debe ser lo suficientemente flexible como para facilitar la entrada 

de prestadores competitivos de servicios de telecomunicaciones, de 
manera que garantice una competencia efectiva. 

Que la apertura a la competencia debe traducirse en una amplia oferta 
de servicios disponibles para los consumidores, aumento de la 

productividad por el mayor acceso a la información y a la tecnología y 
fomento del desarrollo económico, en beneficio de la comunidad en 

general. 

Que el anterior régimen establecía divisiones de servicios que no se 
correspondían con la evolución real de su prestación en el mundo, 

observándose por ejemplo, que se establecían distingos entre el servicio 

telefónico, los servicios de telecomunicaciones —excepto telefonía— y 
los servicios de valor agregado. 

Que dichas distinciones no responden a tendencias cada vez más 

actuales toda vez que, poco a poco, Internet —denominada red de 
redes— podría transformarse en servicio básico y configurar la red 

básica, absorbiendo en su prestación a los demás servicios de datos y 
de telefonía en un período relativamente corto. 
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Que la SECRETARIA DE COMUNICACIONES del MINISTERIO DE 

INFRAESTRUCTURA Y VIVIENDA, dada la necesidad de dictar 
regulaciones superadoras del régimen de transición dispuesto por el 

Decreto Nº 264/98, por Resolución S.C. 170/00, llevó a cabo el 

procedimiento de documento de consulta previsto en el artículo 44 y 
siguientes del Reglamento General de Audiencias Públicas y Documentos 

de Consulta para las Comunicaciones, aprobado por la Resolución S.C. 
Nº 57/96. 

Que, en el marco de consultas referido, la SECRETARIA DE 

COMUNICACIONES del MINISTERIO DE INFRAESTRUCTURA Y VIVIENDA 
recibió propuestas de la mayoría de los destinatarios mencionados en el 

artículo 4º de la Resolución S.C. Nº 170/00, así como de otros 
interesados, las que fueron debidamente evaluadas. 

Que el régimen de licencias no debe constituir una traba, sino un 
incentivo a los prestadores, tanto para los ya instalados como para los 

que ingresen al mercado, que encuentren en él las garantías de respeto 
por sus inversiones y por su capacidad de propuesta de servicios, 

generando mecanismos responsables y suficientemente flexibles, para 
que el sector pueda receptar e incorporar toda innovación que permita 

atender mejor al usuario, haciendo a la Argentina un país líder en 
materia de prestación de servicios de telecomunicaciones, en beneficio 

de sus habitantes. 

Que diferentes actores del mercado han señalado que deben eliminarse 

las distinciones artificiales vigentes entre servicio telefónico, de 
telecomunicaciones en general y de valor agregado, indicando que las 

tecnologías existentes en un momento determinado, no pueden 
condicionar los criterios de prestación de los servicios. 

Que el esquema de licencias anterior tenía sentido cuando una empresa 

escogía un servicio o varios servicios específicos para prestarlos, pues 

por lo general, se usaban tecnologías diferentes para cada uno de ellos. 

Que, de mantenerse el régimen anterior, las restricciones impuestas por 
estas licencias limitarían, de forma artificial, los tipos de servicios que 

las empresas están en condiciones de brindar a sus clientes y sofocarían 
la aptitud de los prestadores de responder velozmente a los 

requerimientos de aquéllos y a una mayor demanda de servicios. 

Que otros actores del sector sugirieron la sustitución de licencias 

individuales por un esquema de licencias generales de clase, por la cual 
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se autorizaría la provisión de cualquier combinación de servicios, 

conforme reglas de aplicación general. 

Que la mayoría de los países con larga tradición regulatoria en 

telecomunicaciones, como los que conforman la Unión Europea, poseen 
un régimen que prevé el otorgamiento de dos tipos de licencias, las 

individuales por servicio y las genéricas. 

Que, en la actualidad, la Comisión Europea propone la introducción del 
criterio de otorgamiento de autorizaciones generales para todos los 

servicios y específicas —ex individuales (para el caso de utilización de 

algún recurso escaso como espectro radioeléctrico o numeración)— de 
conformidad a "La Revisión de Telecomunicaciones de 1999 -COM 1999 

539". 

Que, dadas las actuales políticas en telecomunicaciones aplicadas por 
los países de vanguardia, se estima necesario establecer un régimen 

que permita a todo prestador responsable que esté en condiciones de 
invertir y contribuir a aumentar la oferta de servicios y la posibilidad de 

elección de los clientes y consumidores, que pueda hacerlo sin 
restricción alguna, tal como lo disponen los compromisos internacionales 

recientemente asumidos y ratificados por el HONORABLE CONGRESO DE 

LA NACION. 

Que, para hacer ello posible, es necesario elaborar un régimen de 
licencias que resista el paso del tiempo, en un sector en donde la 

convergencia tecnológica y la integración de servicios tornan impropias, 
en pocos meses, definiciones que imponen restricciones artificiales; que 

no ciña con normas rígidas a cambiantes tecnologías; que no pretenda 
imponer un diseño de prestación de servicios preestablecido por la 

Administración, en un campo en donde debe ser respetada la libre 
iniciativa de los prestadores, quienes sabrán adaptar sus modos de 

brindar servicios a las cambiantes realidades del mercado. 

Que el Reglamento General de Licencias aprobado por la Resolución S.C. 

Nº 16.200/99, y sus modificatorias, dictado en base a los pautas 
previstas en el artículo 9º del Decreto Nº 264/ 98, establece requisitos 

para la provisión de servicios, que implican graves obstáculos para los 
operadores entrantes, en contradicción con los principios y plexo 

normativo citados en los anteriores considerandos. 

Que, asimismo, resulta incompatible con los compromisos asumidos 

ante la OMC, el mantener un régimen de licencias que imponga barreras 
o condiciones que limiten severamente el ingreso de prestadores, por lo 



251 
 

que es imperioso substituirlo por un esquema acorde con el compromiso 

de apertura. 

Que deviene necesario dictar un nuevo reglamento de licencias que 

regule en su integridad el régimen de licencias, que promueva el 
desarrollo del mercado, la iniciativa de los operadores e incentive la 

competencia, garantizando a su vez la evolución, calidad, eficiencia y 
continuidad de los servicios de telecomunicaciones en resguardo del 

interés general. 

Que, en lo sustancial, el Reglamento de Licencias que por el presente se 

aprueba confiere título para la prestación de servicios de 
telecomunicaciones cuyo otorgamiento es sin límite de tiempo, a 

requerimiento del interesado y siempre que éste cumpla con los 
requisitos previstos en el mismo. 

Que el título habilita al prestador a brindar cualquier tipo de servicio de 

telecomunicaciones, con o sin infraestructura propia, en todo el territorio 
de la Nación Argentina y su otorgamiento es independiente de la 

asignación de los medios requeridos para la prestación del servicio. 

Que se optó por un régimen de licencia única, abierto, no 

discriminatorio, con un procedimiento de adjudicación transparente —a 
demanda—, sobre la base del cumplimiento de requisitos documentales 

y de información enumerados en el Reglamento, cuyo contenido no 
impone condicionamientos que obstaculizan el acceso al mercado de las 

telecomunicaciones. 

Que se ha independizado la obtención de la licencia del título habilitante, 

del uso de determinados recursos escasos como lo son las frecuencias 
del espectro radioeléctrico. 

Que, no obstante el régimen de licencia única, el Reglamento prevé para 

el supuesto de prestación de servicios no informados originariamente, la 
obligación del prestador de informar a la Autoridad de Aplicación los 

nuevos servicios, que brindará al amparo del título vigente y la facultad 
de la Autoridad de Control de solicitar toda información aclaratoria o 

complementaria acerca de los servicios que el prestador se propone 
brindar. 

Que el cumplimiento de las obligaciones previstas en el Reglamento, a 
verificar por la Autoridad de Control, garantizan que los servicios se 

presten en condiciones de regularidad, continuidad, calidad y de manera 
no discriminatoria y que los prestadores aseguren no sólo el 
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cumplimiento de las normas y especificaciones técnicas en materia de 

equipos y aparatos, sino también el debido cumplimiento de las reglas 
del buen arte y calidades del servicio exigidas por las normas vigentes, 

así como las metas de calidad y eficiencia que defina la Autoridad de 

Aplicación. 

Que el PODER EJECUTIVO, conforme a las previsiones de los artículos 42 
y 99, incisos 1 y 2, de la CONSTITUCION NACIONAL, posee facultades 

para fijar las reglas bajo las cuales los operadores deben interactuar 
resguardando el principio de la libre competencia, en beneficio de los 

usuarios y consumidores en general y respecto de cada mercado en 
particular. 

Que las previsiones del Reglamento referidas al respeto, por parte de los 
operadores, de las normas de la sana competencia, importan un control 

general y apriorístico de la actividad de quienes intervienen en el 
mercado de las telecomunicaciones, sin perjuicio de la potestad de los 

órganos de Defensa de la Competencia de actuar, a posteriori, frente a 
casos particulares en los que se comprueben conductas violatorias de 

las disposiciones de la Ley Nº 25.156. 

Que el capítulo de disposiciones transitorias prevé la continuidad de los 

servicios que se venían prestando al amparo de los títulos vigentes, 
cumpliendo con los términos y condiciones originales establecidos, con 

las adaptaciones necesarias en los casos que proceden, en orden a 
concretar la inserción de éstos en el régimen de liberalización total del 

mercado. 

Que, en síntesis, las condiciones fijadas por el Reglamento de Licencias 
resguardan el libre acceso al mercado de los eventuales operadores, 

estableciendo requisitos que no son obstáculos para el desarrollo de un 
mercado competitivo y garantizan razonablemente, entre otros, el 

cumplimiento de los siguientes objetivos: a) la eliminación de las 

restricciones que impidan el acceso de operadores al mercado de las 
telecomunicaciones; b) la prestación del servicio bajo requisitos técnicos 

y de calidad; c) el comportamiento competitivo de los operadores, los 
que deberán abstenerse, conforme el principio general prohibitivo 

contenido en la reglamentación, de incurrir en conductas 
anticompetitivas o de precios predatorios; d) la protección de los 

usuarios en todo cuanto se relaciona con la calidad, alcance y costo de 
los servicios; e) la interconexión de redes necesaria para asegurar la 

interoperabilidad de los servicios, en los términos del Reglamento 
Nacional de Interconexión (RNI) que por el presente se aprueba y f) la 
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protección de los intereses de la defensa nacional y de la seguridad 

pública. 

Que, por otra parte, el Decreto Nº 266/98, mediante el artículo 3º, 

aprobó el Reglamento General de Interconexión, por el cual se 
introdujeron disposiciones, pautas y principios de interconexión que 

deben ser modificadas por resultar contradictorias al bloque de 
legalidad, ya que provocan distorsiones y condicionan el marco de la 

libre competencia en el que deben desarrollarse los servicios de 
telecomunicaciones. 

Que el eje central del régimen de competencia, la denominada clave de 
bóveda, cruz del sistema, es el régimen que regula el acceso a las redes 

existentes, por lo que, si desaparece o se dificulta la garantía de acceso, 
no hay mercado ni competencia. 

Que la economía de la red es un medio elemental para el desarrollo de 

un mercado de telecomunicaciones altamente competitivo. 

Que sólo un acceso expedito, eficaz y eficiente, por parte de terceros 

prestadores a la Red Telefónica Pública Nacional (RTPN), permitirá el 
desarrollo de una competencia efectiva. 

Que los prestadores que tienen la titularidad de la RTPN controlan 

recursos y facilidades indispensables, que deben estar interconectados y 
deben ser ínter operables, sin los cuales el desarrollo de una 

competencia efectiva y sostenida se transforma en una utopía. 

Que, entre los objetivos tenidos en cuenta por el GOBIERNO NACIONAL, 

al encarar el proceso de privatización de la prestación de servicios de 
telecomunicaciones en el país, se encontraba el de asegurar una 

prestación competitiva de servicios conforme lo dispuesto por los 
considerandos del Decreto Nº 1185/90: "…mediante el establecimiento 

de un sistema privado y progresivamente competitivo integrado en una 
red pública interconectable de extensión nacional", atribuyendo de esta 

manera a la RTPN la función de soporte del sistema de 
telecomunicaciones. 

Que es en función de ello que los prestadores deben proporcionar la 
interconexión solicitada por terceros prestadores que necesitan, para la 

prestación de sus servicios y su estabilidad económica, acceso a la RTPN 
o a los clientes y servicios de otros prestadores. 
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Que lo expuesto se halla estrechamente relacionado con la imposición 

de obligaciones positivas tendientes a prevenir comportamientos 
anticompetitivos por parte de los prestadores con Poder Dominante y 

con Poder Significativo, debido a que ciertos elementos y funciones de 

ésta constituyen un recurso esencial, sin cuya disposición, el acceso al 
mercado de nuevos prestadores resulta imposible. 

Que la determinación de un marco jurídico para la interconexión debe 

evitar abusos de posiciones dominantes o barreras de entrada que 
distorsionan el mercado, permitiendo así la efectiva incorporación de 

nuevos prestadores y la diversificación de la oferta de servicios de 
buena calidad, a precios accesibles, en beneficio de los usuarios. 

Que, en esta instancia del proceso de apertura del sector a la 
competencia, resulta imprescindible establecer un marco que otorgue a 

los prestadores de servicios de telecomunicaciones, la posibilidad de 
concretar acuerdos de interconexión a precios razonables y en 

condiciones transparentes y no discriminatorias que garanticen la libre 
elección del usuario. 

Que, en el Cuarto Protocolo Anexo al Acuerdo General Sobre el 

Comercio de Servicios (AGCS) que opera en el marco institucional de la 

OMC, nuestro país asumió una serie de compromisos específicos 
aplicables al sector de telecomunicaciones de los cuales se desprenden 

principios y definiciones relativos a la prevención de prácticas 
anticompetitivas; transparencia, acceso y utilización de las redes y 

servicios públicos en condiciones razonables y no discriminatorias; 
obligación de acceso y puesta a disposición de la información técnica y 

comercial pertinente. 

Que, aún cuando el régimen jurídico anterior estableció ciertas pautas y 
principios para la interconexión, resulta necesario precisar y corregir su 

alcance y determinar las cuestiones no previstas, ya que fueron 

establecidas en un mercado con prestadores en régimen temporario de 
exclusividad y en virtud de normas de inferior jerarquía y anteriores a la 

Ley Nº 25.000. 

Que, para determinar los precios referenciales para el origen y 
terminación de las llamadas se tienen en cuenta los valores de la 

canasta de varios países (ya considerados en los cargos de 
interconexión vigentes), los que son actualizados y a los cuales se les 

agregan los valores de los precios de interconexión vigentes en la Unión 
Europea y Canadá. 
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Que, en el procedimiento de consulta efectuado por la SECRETARIA DE 

COMUNICACIONES del MINISTERIO DE INFRAESTRUCTURA Y VIVIENDA, 
la mayoría del sector solicitó la adecuación del excesivo cargo de 

interconexión relacionándolo a costos, la ampliación de las facilidades 

esenciales, el mejoramiento y especificación de las condiciones de 
coubicación, la fijación de los plazos para las distintas etapas del 

convenio de interconexión y que cada una de las partes asuma los 
costos de los elementos de red necesarios para transportar su propio 

tráfico. 

Que, a tal fin, es necesario que los prestadores de servicios de 
telecomunicaciones celebren acuerdos de interconexión basados en los 

principios que se establecen en el Reglamento Nacional de Interconexión 
que por el presente se aprueba. 

Que resulta útil destacar que, independientemente de los intereses de 
los prestadores en pugna, es el bienestar del usuario el objetivo 

principal de la interconexión, en la medida que ésta permite a los 
usuarios de una red conectarse con los usuarios de otra red o acceder a 

servicios prestados desde otra red. 

Que, para asegurar una competencia efectiva en el mercado, la 

regulación para la competencia debe prever la imposición de 
obligaciones positivas a aquellos operadores que, por su condición de 

dominantes o con poder significativo, se encuentran en una posición de 
ventaja competitiva, respecto de sus competidores. 

Que la regulación en materia de interconexión, está dirigida a permitir la 

competencia leal, pese a las diferencias que existan, en cuanto a 
ventajas de infraestructura, de penetración comercial y de participación 

en el mercado, técnicas, financieras y de otro orden, entre los 
operadores dominantes, los con poder significativo y los prestadores 

más pequeños, para los cuales las facilidades de aquéllos son esenciales 

para el desarrollo de su servicio. 

Que, a los fines de preservar las condiciones no discriminatorias en 
materia de interconexión, resulta procedente que sus precios estén 

orientados a costos y que éstos puedan ser fácilmente verificados, 
exigiéndose en la regulación a los prestadores con poder dominante y 

otros que la Autoridad de Aplicación determine, un sistema de 
contabilidad de costos, que incluya la desagregación de todos sus 

componentes. 
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Que la desagregación de los distintos elementos y funciones de red, así 

como la identificación de aquéllos que tienen carácter de esenciales, 
deviene de suma importancia para la generación de un mercado 

altamente competitivo. 

Que resulta apropiado que la reglamentación contemple un 

procedimiento para establecer los términos y condiciones de 
interconexión, que privilegie el principio de la autonomía de la voluntad 

de las partes, previsto en nuestro ordenamiento jurídico, sin dejar de 
contemplar las situaciones en que el acuerdo de voluntades no se 

verifique, habilitando, para estos casos, la intervención del regulador, a 
requerimiento de cualesquiera de las partes. 

Que, en virtud de la razones precedentemente expuestas resulta 
conveniente dictar un nuevo Reglamento Nacional de Interconexión. 

Que, con relación al Servicio Universal, durante muchos años se ha 

argumentado que a raíz de la provisión en régimen monopólico del 
servicio telefónico, se ha alcanzado la penetración actual del servicio, 

por lo que cualquier reestructuración del sector, habría de operar en 
detrimento de los objetivos de su universalización del servicio. 

Que la experiencia mundial ha demostrado que cuando crece la 
competencia, los precios bajan y la penetración del servicio aumenta. 

Que el avance tecnológico puede posibilitar la conversión del cliente 

rural de un área remota, en uno rentable, mediante la selección de la 
tecnología adecuada. 

Que también debe tenerse en cuenta que los clientes hasta hoy no 
rentables generan, para los prestadores, beneficios relacionados con las 

externalidades de red, así como la posibilidad de que dichos clientes 
cambien su condición al aumentar su consumo. 

Que es necesario desarrollar todas las acciones tendientes a asegurar 

que la prestación del Servicio Universal se desarrolle con la apertura del 

sector, así como determinar su alcance y los costos asociados a su 
prestación y financiamiento. 

Que resulta conveniente asegurar el acceso de los habitantes de la 

Nación a los servicios esenciales de telecomunicaciones, sin importar sus 
circunstancias económicas, localización geográfica o limitaciones físicas. 
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Que, en ese marco, en el Reglamento General del Servicio Universal que 

por el presente se aprueba, se ha establecido que el propósito del 
Servicio Universal es lograr que aquella parte de la población que no 

podría recibir los servicios esenciales de telecomunicaciones en 

condiciones normales del mercado, tenga acceso a ellos. 

Que, asimismo, se establecen los principios y normas que lo rigen, los 
servicios que comprende, los sectores beneficiados, los prestadores 

obligados a brindarlo, el método de cálculo de los costos netos de la 
prestación y su financiamiento. 

Que, respecto del alcance del concepto, cabe señalar que la experiencia 
internacional demuestra que la prestación del Servicio Universal ha 

comenzado a comprender servicios de mayor complejidad, abarcando en 
algunos casos servicios de acceso a Internet. 

Que, en nuestro país, el estado de desarrollo de las redes y servicios no 

hace aconsejable extender inicialmente el Servicio Universal a otros 
servicios que no sean el servicio básico telefónico, sin perjuicio de que 

se instrumenten mecanismos de revisión de los servicios que se 
encuentran comprendidos, cuando el desarrollo de la competencia y la 

evolución tecnológica tornen imperativo garantizar el acceso de la 

población a un conjunto mayor de servicios de telecomunicaciones. 

Que se establecen mecanismos que garantizan la neutralidad 
competitiva, de manera de no beneficiar a ningún prestador en 

particular, ni privilegiar una tecnología en desmedro de otras, por lo que 
se prevé la instrumentación de subastas de subsidios mínimos y de 

financiación conjunta de servicios deficitarios, tal como lo sugiere la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico. 

Que el régimen del Servicio Universal: i) establece las zonas de altos 
costos y deficitarias cuyos clientes son elegibles a los fines de la 

percepción de los subsidios del Servicio Universal y ii) define: a) 
aquellos clientes o grupos de clientes que, por sus características de 

consumo, son deficitarios a los efectos de la prestación del servicio 
telefónico fijo, independientemente de su localización geográfica, 

incluyéndose a aquellos clientes que, por sus impedimentos físicos, 
requieren una prestación más onerosa del servicio y b) aquellos 

servicios de telecomunicaciones que, por razones de política nacional, el 
Estado decide promover —fijando por ejemplo las tarifas— y generando 

con ello condiciones de prestación ajenas a los estándares comerciales. 
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Que el Servicio Universal persigue facilitar el acceso de la población al 

servicio telefónico fijo, así como subsidiar aquellos servicios no rentables 
cuyo déficit tiene su origen en los mayores costos derivados de: i) las 

características regionales específicas del área de prestación del servicio 

(zonas de altos costos) o ii) el bajo consumo de los clientes, en especial 
el de jubilados y/o pensionados, o iii) las condiciones de promoción 

tarifaria u otras condiciones de prestación definidas por el Poder 
Ejecutivo Nacional o iv) las condiciones onerosas de la prestación del 

servicio debido a las limitaciones físicas de los clientes. 

Que el objeto es subsidiar a clientes de conformidad con las condiciones 
especificadas en los Reglamentos y no a grupos de población que no se 

encuentren vinculados con la prestación del servicio telefónico fijo; ello 
así, sin perjuicio de que se ha previsto la definición de programas 

específicos para atender el acceso general de la población al servicio 

telefónico fijo a través de, por ejemplo, el desarrollo de planes de 
telefonía pública. 

Que el acuerdo suscripto por el Estado Nacional con la OMC garantiza el 

derecho de todo Estado miembro a definir el tipo de obligación de 
Servicio Universal que desea mantener, que no se considerará que las 

obligaciones de esa naturaleza son anticompetitivas per se, a condición 
de que sean administradas de manera transparente, no discriminatoria, 

con neutralidad en la competencia y que no sean más gravosas de lo 
necesario para el tipo de Servicio Universal definido por el Estado 

miembro. 

Que, para el cálculo del déficit que origina al prestador el cumplimiento 

de las obligaciones del Servicio Universal, se ha recurrido al concepto de 
costos evitables, comúnmente adoptado en la práctica internacional. 

Que, consecuentemente, se ha definido el costo neto de la prestación de 

dichas obligaciones como la diferencia entre el ahorro de largo plazo que 

obtendría un prestador eficiente si no prestara el Servicio Universal y los 
ingresos directos e indirectos que le produce su prestación, 

incrementando estos últimos con los beneficios no monetarios derivados 
de las ventajas inmateriales obtenidas por el prestador por brindar el 

Servicio Universal. 

Que, tal como lo aconseja la experiencia mundial, para el cálculo de los 
costos incrementales de largo plazo de la prestación, se utilizará un 

modelo de cálculo ingenieril compatibilizando las técnicas contables 
empresarias, asignando costos para los diferentes servicios según 

generadores de costos predeterminados (descendente) con las de 
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ingeniería económica destinada a la agregación de elementos y 

funciones de red (ascendente). 

Que, por ello, es conveniente el dictado de un nuevo Reglamento 

General del Servicio Universal 

Que, ante las modificaciones efectuadas en el mercado de las 
telecomunicaciones, resulta imprescindible marcar un nuevo punto de 

partida para la asignación de las frecuencias del espectro radioeléctrico. 

Que, a efectos de hacer realidad la apertura a la competencia de los 

servicios de telecomunicaciones, es necesario el dictado de normas que 
garanticen la asignación competitiva del espectro radioeléctrico, como 

vehículo que asegure la libre elección de los consumidores, así como la 
publicidad de las asignaciones que se efectúen. 

Que, en relación al espectro radioeléctrico, se dispone que todo 

procedimiento para su asignación y utilización debe realizarse de 

manera objetiva, transparente y no discriminatoria. 

Que la naturaleza escasa y limitada del espectro radioeléctrico requiere 
una administración razonable y transparente que, a efectos de la 

asignación de sus frecuencias, resguarde: i) la igualdad de condiciones 
de acceso como, ii) la concurrencia y selección competitiva de 

prestadores de servicios de radiocomunicaciones y usuarios allí donde 
sea aplicable y iii) su uso eficiente. 

Que, en materia de gestión del espectro radioeléctrico, bien considerado 
como patrimonio común de la humanidad, el ESTADO NACIONAL debe 

administrarlo dinámicamente, de la manera más eficaz, eficiente y 
racional posible, a fin de que su atribución y uso por parte de los 

usuarios permitan el mejor aprovechamiento posible en beneficio de los 
ciudadanos, adaptándose a las diferentes etapas de la evolución 

tecnológica. 

Que corresponde respetar el principio de llamado a concurso toda vez 

que hubiere o pudiere preverse escasez de frecuencias, así como la 
imparcial y razonable evaluación y selección de los adjudicatarios, 

disponiendo la inmediata publicidad de los procedimientos y 
otorgamiento. 

Que, para transparentar los procesos de gestión del espectro 

radioeléctrico resulta conveniente dar a publicidad el estado de 
ocupación de las bandas de frecuencias, así como implementar las 
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pautas para un adecuado seguimiento y fiscalización en el cumplimiento 

de las obligaciones y condiciones emergentes de los permisos de uso. 

Que la reglamentación en la materia no respondía a los principios 

precedentemente expuestos. 

Que, en razón de ello, resulta conveniente el dictado de un nuevo 
Reglamento Sobre Administración, Gestión y Control del Espectro 

Radioeléctrico. 

Que es firme convicción del GOBIERNO NACIONAL que la competencia 

efectiva en el mercado de las telecomunicaciones, generará importantes 
inversiones que redundarán en la creación de fuentes de trabajo y en la 

creación de recursos que podrán ser redistribuidos por vía impositiva 
entre los distintos sectores de la sociedad. 

Que es preciso crear equipos de profesionales y técnicos especializados 

en el ámbito de la SECRETARIA DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA Y 

DEL CONSUMIDOR del MINISTERIO DE ECONOMIA que complementen a 
los ya existentes en la SECRETARIA DE COMUNICACIONES y en la 

COMISION NACIONAL DE COMUNICACIONES. 

Que a efectos de dotar a la SECRETARIA DE DEFENSA DE LA 
COMPETENCIA Y DEL CONSUMIDOR de los recursos que le permitan 

asumir las tareas que le son encomendadas, así como de fortalecer a las 
Autoridades de Aplicación y de Control de los reglamentos que por el 

presente se aprueban, para el mejor cumplimiento de sus fines, al 
iniciarse un período de una notable expansión del mercado de las 

telecomunicaciones, de los prestadores de servicios, así como de la 

introducción de nuevas tecnologías y prestaciones, en beneficio del 
usuario, se establece una asignación permanente de fondos. 

Que en ejercicio de las funciones que prevé el artículo 104 inciso i) de la 

Ley Nº 24.156, la SINDICATURA GENERAL DE LA NACION, se expidió en 
respuesta al pedido de asesoramiento solicitado por el PODER 

EJECUTIVO NACIONAL. 

Que en virtud de dicho asesoramiento, se han introducido en los 

Reglamentos que por el presente se aprueban, las adaptaciones que el 
PODER EJECUTIVO NACIONAL ha considerado convenientes, al amparo 

del marco regulatorio del sector conjugado con los principios 
constitucionales que requieren se adopte una regulación exenta de todo 

privilegio, que garantice la igualdad y la libertad de comercio y de 
industria en el mercado de las telecomunicaciones, sin límites a la 
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incorporación de nuevos operadores y tecnologías, ni obstáculos a la 

dinámica de servicios. 

Que conforme lo prescribe el artículo 14 de la Ley Nº 23.696 e 

Instrucción Presidencial de fecha 09/06/00, ha tomado la intervención 
que le compete la COMISION BICAMERAL DE REFORMA DEL ESTADO Y 

SEGUIMIENTO DE LAS PRIVATIZACIONES, expidiendo su dictamen. 

Que dicho dictamen introduce recomendaciones relacionadas con la 
prestación de servicios de telecomunicaciones en el marco de la 

apertura de la competencia y ha sido tenido en cuenta en la redacción 

final de los reglamentos que por el presente se aprueban. 

Que la SECRETARIA DE COMUNICACIONES del MINISTERIO DE 
INFRAESTRUCTURA Y VIVIENDA, juntamente con la SECRETARIA DE 

DEFENSA DE LA COMPETENCIA Y DEL CONSUMIDOR del MINISTERIO DE 
ECONOMIA, han elevado al PODER EJECUTIVO NACIONAL los 

reglamentos que por el presente se aprueban (Reglamento de Licencias 
para Servicios de Telecomunicaciones, Reglamento Nacional de 

Interconexión, Reglamento General del Servicio Universal y, Reglamento 
Sobre Administración, Gestión y Control del Espectro Radioeléctrico), 

juntamente con un informe debidamente fundado. 

Que ha intervenido el PROCURADOR DEL TESORO DE LA NACION como 

asesor jurídico de la REPUBLICA ARGENTINA. 

Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones conferidas 
por la Ley 19.798, la Ley 23.696 y el artículo 99 incisos 1º y 2º de la 

CONSTITUCION NACIONAL. 

Por ello, 

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 

DECRETA: 

Artículo 1º — Apruébase el Reglamento de Licencias para Servicios de 
Telecomunicaciones, que como ANEXO I forma parte del presente. 

Art. 2º — Apruébase el Reglamento Nacional de Interconexión, que 
como ANEXO II forma parte del presente. 

Art. 3º — Apruébase el Reglamento General del Servicio Universal, que 

como ANEXO III forma parte del presente. 
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Art. 4º — Apruébase el Reglamento Sobre Administración, Gestión y 

Control del Espectro Radioeléctrico, que como ANEXO IV forma parte del 
presente. 

Art. 5º — Establécese, a partir del 1 de enero de 2001, una asignación 
permanente de recursos tal como se indica a continuación: de la 

totalidad de los ingresos obtenidos en concepto de la tasa de control, 
fiscalización y verificación, establecida en el artículo 11 del Decreto Nº 

1185/90, sumándose el TREINTA POR CIENTO (30%) de los ingresos 
obtenidos por las tasas, derechos, aranceles y cánones por uso del 

espectro radioeléctrico, se asignará un TREINTA POR CIENTO (30%) a la 
SECRETARIA DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA Y DEL CONSUMIDOR y 

un SETENTA POR CIENTO (70 %) a la SECRETARIA DE 
COMUNICACIONES y COMISION NACIONAL DE COMUNICACIONES. 

Art. 6º — Deróganse el artículo 9º del Decreto Nº 264/98 y las 
siguientes Resoluciones de la Secretaría de Comunicaciones: Nº 

16.200/99, 92/99, Nº 2363/99 y Nº 4033/99. 

Art. 7º — Deróganse los artículos 3º y 4º del Decreto Nº 266/98. 

Art. 8º — Derógase la Resolución Nº 18.971 de la SECRETARIA DE 

COMUNICACIONES, del 5 de julio de 1999 y sus modificatorias. 

Art. 9º — Deróganse las Resoluciones Nº 163 del 25 de octubre de 
1996, Nº 3.738 del 30 de diciembre de 1997, Nº 432 del 12 de febrero 

de 1998 de la SECRETARIA DE COMUNICACIONES y sus respectivas 
modificatorias y otras disposiciones que se opongan al presente. 

Art. 10. — Las disposiciones del presente Decreto regirán a partir del 
día siguiente de la fecha de su publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 11. — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del 

Registro Oficial y archívese. — DE LA RUA. — Rodolfo H. Terragno. — 
José L. Machinea. — NIcolás V. Gallo. 

ANEXO I 

REGLAMENTO DE LICENCIAS PARA SERVICIOS DE 
TELECOMUNICACIONES 

INDICE 

Artículo 1. Objeto del Reglamento 
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Artículo 2. Competencias 

Artículo 3. Definiciones 

Artículo 4. Principios Generales 

Artículo 5. Licencia Unica de Servicios de Telecomunicaciones 

Artículo 6. Otorgamiento de la licencia 

Artículo 7. Proveedores de facilidades de telecomunicaciones a 

prestadores 

Artículo 8. Reventa 

Artículo 9. Requisitos para la obtención de la licencia 

Artículo 10. Obligaciones de los prestadores 

Artículo 11. Tarifas 

Artículo 12. Separación Contable de los Servicios 

Artículo 13. Cesión o transferencia de la licencia 

Artículo 14. Areas locales del servicio básico telefónico de baja 

teledensidad. 

Artículo 15. Costos de tramitación de las solicitudes de licencia 

Artículo 16. Sanciones. Condiciones de caducidad de las licencias 

Artículo 17. Disposiciones Transitorias 

Artículo 1. Objeto del Reglamento 

El objeto del presente Reglamento es establecer los principios y 
disposiciones que regirán el otorgamiento de las licencias y la prestación 

de servicios de telecomunicaciones, excluyendo la prestación de los 
servicios de radiodifusión, los que están regidos por la ley N. 22.285 y 

sus normas modificatorias y complementarias. 

Artículo 2. Competencias. 
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2.1. La modificación de este Reglamento se realizará por Decreto del 

Poder Ejecutivo Nacional, con la intervención previa, conjunta, de las 
Secretarías de Comunicaciones y de Defensa de la Competencia y del 

Consumidor. 

2.2. Cuando se menciona la Autoridad de Aplicación, y se trate de los 

siguientes temas, se entenderá que ésta resolverá e interpretará, en 
forma conjunta, con la Secretaría de Defensa de la Competencia y del 

Consumidor: 

a) Diseño de los parámetros económicos de las subastas para 

adjudicación de frecuencias. 

b) Análisis de la metodología de identificación para la existencia de 
subsidios cruzados. 

c) Análisis y modificación de la Estructura General de Tarifas. 

d) Elaboración de los reglamentos de clientes de servicios de 
telecomunicaciones 

e) Comprobación de la existencia de competencia efectiva según los 

apartados 11.7 y 11.8 de este Reglamento. 

f) Definición de normas sobre separación contable y sistemas de 

información. 

g) En caso de transferencia o cesión de la licencia en los términos y con 
los alcances previstos en la Ley Nº 25.156 y en su declaración de 

caducidad. 

En aquellos casos que no se refieran a los ítems mencionados en este 

apartado, resolverá e interpretará exclusivamente la Autoridad de 
Aplicación. 

2.3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado precedente, los 

Ministerios a los que pertenezcan las dos Secretarías respectivamente, 
pueden, a través de una resolución única, decidir otros casos en los que 

ambas Secretarías deban resolver en forma conjunta. 

Artículo 3. Definiciones 

A los fines del presente Reglamento, se adoptan las siguientes 

definiciones: 
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Area del Prestador Histórico: Zona geográfica definida, para la 

prestación del servicio básico telefónico, según las licencias otorgadas a 
las Licenciatarias del Servicio Básico Telefónico, conforme el Decreto Nº 

62/90 y sus modificatorios. 

Area Local del Servicio Básico Telefónico: Zona geográfica de 

prestación en la cual el tráfico telefónico del Prestador Histórico se cursa 
sin un prefijo de acceso al servicio de larga distancia —nacional e 

internacional— independientemente de que dicho tráfico se origine o 
termine en su red de telecomunicaciones, alámbrica o inalámbrica y por 

el que se cobra una tarifa independiente de la distancia. 

Areas del Prestador: Zonas geográficas definidas libremente por el 

Prestador para la prestación de sus servicios. 

Autoridad de Aplicación: Es la Secretaría de Comunicaciones. 

Autoridad de Control: Es la Comisión Nacional de Comunicaciones. 

Cliente: Es el Usuario vinculado contractualmente a un prestador. 

Operadores Independientes: Los licenciatarios del servicio básico 

telefónico en áreas locales, conforme fueran definidos en el Capítulo XIX 
del Pliego de Bases y Condiciones, aprobado por Decreto N. 62/90 y sus 

modificatorios. 

Prestador: Es el licenciatario de servicios de telecomunicaciones. 

Prestador con Poder Significativo: Se entenderá que un Prestador 

tiene Poder Significativo en la prestación de un servicio, cuando los 
ingresos generados por su prestación superen el VEINTICINCO POR 

CIENTO (25%) de los ingresos totales generados por todos los 

Prestadores del servicio de que se trate, en un área determinada o en el 
ámbito nacional, según fuera el caso. 

Prestador con Poder Dominante: Se entenderá que un Prestador 

tiene Poder Dominante en la prestación de un servicio cuando los 
ingresos generados por su prestación superen el SETENTA Y CINCO POR 

CIENTO (75%) de los ingresos totales generados por todos los 
Prestadores del servicio de que se trate, en un área determinada o en el 

ámbito nacional, según fuera el caso. 

Prestador Histórico: Se consideran tales a cada una de las 

licenciatarias del servicio básico telefónico (LSB) en la región norte o 



266 
 

sur, en los términos del Decreto Nº 2347/90 y del Decreto Nº 2344/ 90, 

respectivamente. 

Red Pública Nacional de Telecomunicaciones: está constituida por 

el conjunto de redes por las que transita la correspondencia pública de 
telecomunicaciones, la que debe permitir la comunicación de los 

Usuarios desde o hacia cualquier otro servicio o red pública de 
telecomunicaciones, nacional o internacional. 

Telecomunicaciones: toda transmisión, emisión o recepción de signos, 

señales, escritos, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier 

naturaleza, por hilo, radio electricidad, medios ópticos y/u otros 
sistemas electromagnéticos, 

Teledensidad: Relación entre la cantidad de líneas de telefonía fija en 

servicio en un área geográfica determinada y la cantidad total de 
habitantes de dicha área. 

Usuario: es toda persona física o jurídica que utiliza los servicios de un 
Prestador. 

Artículo 4. Principios Generales 

4.1. Las licencias se otorgan sin límite de tiempo, a demanda y en 

forma reglada, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por el 

presente Reglamento y habilitan a la prestación al público de cualquier 
tipo de servicio de telecomunicaciones, fijo o móvil, alámbrico o 

inalámbrico, nacional o internacional, con o sin infraestructura propia. 

4.2. Las licencias que se otorguen tendrán validez en todo el territorio 
de la Nación Argentina. 

4.3. El otorgamiento de la licencia es independiente de la existencia y 
asignación de los medios requeridos para la prestación del servicio. Si 

un servicio requiere la utilización de frecuencias del espectro 
radioeléctrico, la licencia no presupone la obligación del Estado Nacional 

de garantizar su disponibilidad. La autorización y/o el permiso de uso de 
frecuencias del espectro radioeléctrico deberá tramitarse ante la 

Autoridad de Aplicación de conformidad con los términos y condiciones 
estipulados en el Reglamento General de Administración, Gestión y 

Control del Espectro Radioeléctrico vigente y en la demás normativa 
aplicable. 



267 
 

4.4. La prestación de los servicios es independiente de la tecnología o 

medios utilizados para ofrecerlos. El Prestador podrá seleccionar 
libremente la tecnología y la arquitectura de red que considere más 

adecuada para la eficiente prestación del servicio. 

4.5. En caso que un servicio requiera la utilización de espacios de 

dominio público, la licencia no presupone la obligación de la autoridad 
de garantizar su disponibilidad. La Autoridad de Aplicación hará sus 

mejores esfuerzos para que dicho recurso sea asignado por la autoridad 
competente en la materia. 

4.6. Los prestadores de servicios de radiodifusión podrán solicitar a la 
Autoridad de Aplicación el otorgamiento de una licencia en los términos 

del presente Reglamento. 

4.7. Conforme a la normativa de fondo vigente, no se establece 
restricción alguna para la participación de capitales extranjeros en la 

prestación de servicios de telecomunicaciones. 

4.8. Los Prestadores podrán iniciar la prestación de los servicios de 

telecomunicaciones una vez que éstos hayan sido registrados. 

Artículo 5. Licencia Unica de Servicios de Telecomunicaciones 

Se establece una licencia única para la prestación de los servicios de 

telecomunicaciones, con las siguientes características: 

5.1. Licencia Unica de Servicios de Telecomunicaciones: habilita a 
la prestación al público de todo servicio de telecomunicaciones, sea fijo 

o móvil, alámbrico o inalámbrico, nacional o internacional, con o sin 
infraestructura propia. 

5.2. Si la prestación del servicio de telecomunicaciones al público 
requiere el uso de frecuencias del espectro radioeléctrico como elemento 

constitutivo del servicio a brindar, el Prestador deberá tramitar, ante la 
Autoridad de Aplicación, el otorgamiento de la correspondiente 

autorización y/o permiso de uso de frecuencias del espectro 
radioeléctrico, de conformidad con lo estipulado en el Reglamento 

General de Administración, Gestión y Control del Espectro Radioeléctrico 
vigente y en la demás normativa aplicable. 

5.3. Si el Prestador optara en el futuro por brindar un nuevo servicio de 

telecomunicaciones, distinto del originariamente informado, deberá 

poner en conocimiento de la Autoridad de Aplicación tal decisión con no 
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menos de TREINTA (30) días de anticipación a la fecha en que prevé la 

iniciación del servicio. Dicha presentación deberá contener la 
información que se indica en el apartado 9.2. del presente Reglamento. 

Dentro de los VEINTE (20) días de efectuada la presentación, la 

Autoridad de Aplicación, a través de la Autoridad de Control, podrá 
requerir al Prestador la información adicional o aclaraciones que resulten 

necesarias. Cumplido satisfactoriamente el trámite de presentación, la 
Autoridad de Aplicación procederá a registrar el nuevo servicio. 

5.4. La Autoridad de Aplicación llevará un registro de los servicios que 

brinde cada Prestador, el que será publicado en su página institucional 
de Internet. 

Artículo 6. Otorgamiento de la licencia 

6.1. La Autoridad de Aplicación otorgará la licencia una vez que el 
solicitante hubiera acompañado la totalidad de la información y/o 

documentación que se indica en el artículo 9 del presente Reglamento, 
registrando los servicios a brindar. 

6.2. La Autoridad de Aplicación deberá expedirse, respecto de la 
solicitud de licencia, dentro del plazo de sesenta (60) días, contados a 

partir de la fecha de presentación de la solicitud por parte del 
peticionante, salvo en aquellos casos en que la Autoridad de Aplicación 

hubiera requerido al solicitante información y/o documentación 
aclaratoria y/o complementaria en los términos del punto 5.3. del 

presente, en cuyo caso, el cómputo del plazo indicado precedentemente 
se reiniciará a partir de la fecha de presentación de la información y/o 

documentación solicitada. 

6.3. La Autoridad de Aplicación comunicará las razones de la denegación 

de la licencia. 

Artículo 7. Proveedores de facilidades de telecomunicaciones a 
Prestadores 

7.1 El arrendamiento de infraestructura de telecomunicaciones a 
Prestadores de servicios, requerirá la titularidad de una licencia de 

servicios de telecomunicaciones. 

7.2 La mera autorización otorgada a Prestadores, gratuita u onerosa, de 
"derechos de vía", de elementos o bienes ajenos a la prestación de 

servicios de telecomunicaciones, no requerirá la titularidad de la 
mencionada licencia. 
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Artículo 8. Reventa 

8.1 Los interesados que deseen revender a terceros servicios de 
telecomunicaciones ofrecidos por un Prestador, deberán previamente 

obtener una licencia de servicios de telecomunicaciones. 

8.2 Los Prestadores que revendan servicios de telecomunicaciones 
deberán ofrecerlos indicando claramente las condiciones de calidad del 

servicio ofrecido. 

8.3 El Prestador que revenda servicios de telecomunicaciones es 

responsable ante su Cliente por la prestación del servicio, por lo que se 
hace pasible de aplicación del régimen sancionatorio respectivo. 

Artículo 8° bis - Operador Móvil Virtual 

 
Los interesados en brindar servicios de telefonía móvil y que no posean 

frecuencias asignadas del espectro radioeléctrico para la prestación de 

estos servicios deberán contar con la licencia de servicios de 
telecomunicaciones y el registro de operador móvil virtual. 

 
Los Prestadores de telefonía móvil serán responsables ante sus Clientes 

por la prestación del servicio, por lo que se hacen pasibles de aplicación 
del régimen sancionatorio respectivo. 

 
La Autoridad de Aplicación podrá dictar los actos de aplicación e 

interpretación que estime pertinentes. 
 

(Artículo incorporado por art. 4° del Decreto N° 2426/2012 B.O. 
17/12/2012.) 

Artículo 9. Requisitos para la obtención de la licencia 

Para obtener una licencia deberá efectuarse ante la Autoridad de 
Aplicación una presentación, suscripta por una persona con facultades 

suficientes para ello, que contenga la siguiente información y/o 
documentación: 

9.1 Documentación personal y societaria 

a) Instrumento que acredite la personería de quien suscribe la 
presentación. 

http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=206135
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b) En el caso de personas jurídicas: copias certificadas por escribano 

público del acta constitutiva, estatutos o contratos sociales y todas sus 
reformas, con la respectiva constancia de inscripción en el Registro 

Público de Comercio, CUIT y copia de las inscripciones en la 

Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP); nómina y copia, 
bajo declaración jurada de su autenticidad, de los instrumentos que 

acrediten la designación de las autoridades vigentes. Balance o estado 
patrimonial correspondiente al último ejercicio anual, certificado por 

profesional en ciencias económicas, con su firma legalizada por el 
Consejo Profesional respectivo. En el caso de sociedades cuya 

antigüedad fuere inferior a un ejercicio, deberá presentarse un estado 
de situación patrimonial certificado, con las mismas formas que las 

previstas para los balances. 

c) Las sociedades extranjeras deberán acreditar el cumplimiento de lo 

establecido por el artículo 118 y concordantes de la Ley de Sociedades 
Nº 19.550. 

d) En el caso de personas físicas: apellido y nombre completos; tipo y 

número de documento; CUIT y copia de las inscripciones en el Registro 
Público de Comercio y en la Administración Federal de Ingresos Públicos 

(AFIP); domicilio legal; declaración patrimonial firmada y certificada por 
un contador público nacional, cuya firma deberá estar certificada por el 

Consejo Profesional respectivo; certificado expedido por el Registro 
Nacional de Reincidencia con una antigüedad no mayor a NOVENTA (90) 

días corridos, contados desde la fecha de la presentación. La firma del 

solicitante deberá estar certificada ante escribano público y legalizada 
por el Colegio Profesional respectivo. No se otorgarán licencias a quienes 

hayan sido condenados por delitos dolosos y cuya pena no se hubiera 
cumplido. 

e) Declaración de someterse a la jurisdicción de los Tribunales en lo 

Contencioso Administrativo Federal sitos en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, con expresa renuncia a todo otro fuero o jurisdicción que 

pudiere corresponderle, respecto de cualquier incidencia que, de modo 
directo o indirecto, pudieran surgir o derivar, frente a la Autoridad de 

Aplicación o la Autoridad de Control, de su actuación como Prestadores. 

f) Declaración jurada por la que el peticionante manifiesta conocer y se 

obliga a cumplir todas las normas del marco regulatorio de los servicios 
de telecomunicaciones. Esta declaración deberá ser suscripta por un 

representante del Prestador con facultades suficientes para tal acto, 
debiendo la firma y la personería estar certificada por escribano público. 
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g) Declaración jurada por la que el peticionante se compromete a 

adoptar sistemas y procedimientos de seguridad, tendientes a 
resguardar la confidencialidad de las comunicaciones que se cursen por 

medio de sus instalaciones y equipos, conforme las reglas del buen arte. 

Esta declaración deberá ser suscripta por un representante del 
Prestador, con facultades suficientes para tal acto, debiendo la firma y la 

personería estar certificadas por escribano público. 

9.2 Información de los servicios a brindar. 

a) Descripción de los servicios a brindar, objetivos y modalidades. 

b) Plan Técnico y cronograma para los TRES (3) primeros años, que 

contenga la descripción y ubicación de la red que utilizará para brindar 
su servicio. Si el solicitante no tuviera experiencia previa en la 

prestación de servicios de telecomunicaciones, el Plan Técnico deberá 
ser presentado por un ingeniero matriculado con competencia técnica en 

la materia. 

c) Descripción de la cobertura geográfica prevista para los TRES (3) 

primeros años. Para el caso de los servicios telefónicos se deberán 
presentar mapas indicando las Areas del Prestador donde se ofrecerá el 

mismo. 

d) Plan de Inversión. Se deberá informar el programa de inversiones 
generales a efectuar, así como las inversiones en materia de instalación 

y operación de la red para los TRES (3) primeros años. 

El Plan de Inversión deberá ser consistente con el Plan Técnico 

presentado. De no ser consistente, el o los servicios informados, no 
podrán ser registrados. 

e) El registro del servicio no podrá efectuarse si el Plan de Inversión y el 

Plan Técnico presentados, tomando en cuenta la o las áreas a cubrir y 
las exigencias del servicio a prestar, no fueran consistentes con la 

información económica brindada por el solicitante acerca de los recursos 

propios y de terceros, previstos de obtener, así como de los ingresos 
futuros por la prestación del servicio. 

9.3 Una vez recibidas las solicitudes y previo a que la Autoridad de 

Aplicación dicte resolución, la Autoridad de Control podrá requerir al 
solicitante la información o aclaraciones que considere convenientes 

sobre su solicitud o sobre los documentos adjuntos a los que se refiere 
el presente artículo. 



272 
 

9.4 No es requisito que la sociedad solicitante de la licencia tenga como 

objeto social exclusivo la prestación de servicios de telecomunicaciones. 

Artículo 10. Obligaciones de los Prestadores 

Todo Prestador deberá: 

 

10.1 Obligaciones Generales 

a) Iniciar la prestación de los servicios registrados, dentro del plazo de 
DIECIOCHO (18) meses, contados a partir de la fecha de su 

registración, salvo que la Autoridad de Aplicación haya otorgado 

prórroga expresa. Los servicios registrados deberán prestarse en 
condiciones de regularidad, continuidad, calidad y respetando el 

principio de no discriminación. 

b) Suministrar anualmente a la Autoridad de Control, datos relevantes 
acerca de la prestación de sus servicios, como ser su cobertura, número 

de Clientes por Area del Prestador, minutos de tráfico, ingresos totales y 
toda otra información que la Autoridad de Aplicación o de Control le 

solicite en forma general. 

c) Suministrar anualmente a la Autoridad de Control, información 

respecto del estado de implementación del Plan Técnico y del Plan de 
Inversiones y en su caso, de las adecuaciones de aquéllos. 

d) Informar a la Autoridad de Control acerca de cualquier falla o 

interrupción en el servicio que afecte al CINCO POR CIENTO (5 %) de 
Clientes o QUINIENTOS (500) Clientes, el que fuera mayor, y que 

superara los CIENTO VEINTE (120) minutos de duración. La mencionada 

información deberá ser suministrada dentro de los TRES (3) días, 
contados a partir del acaecimiento de dichas circunstancias. 

e) Abonar la tasa en concepto de control, fiscalización y verificación, 

equivalente a CINCUENTA CENTESIMOS PORCENTUAL (0,50%) de los 
ingresos totales devengados por la prestación de sus servicios, netos de 

los impuestos y tasas que los graven, excepto la prevista en este 
apartado, según lo establecido en el artículo 11 del Decreto Nº 1185/90. 

f) Realizar las inversiones para el desarrollo del Servicio Universal, a 
brindar por sí o por intermedio de terceros, por los montos y conforme 
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los mecanismos establecidos en el Reglamento de Servicio Universal 

vigente. 

g) Asegurar el cumplimiento de las normas y especificaciones técnicas 

en materia de equipos y aparatos de telecomunicaciones y de los 
requisitos técnicos que, en cada caso, resulten aplicables. 

h) Prestar los servicios cumpliendo debidamente las reglas del buen arte 

y las calidades de servicio exigidas por las normas vigentes. Los 
Prestadores deberán cumplir con las metas de calidad y eficiencia que 

defina la Autoridad de Aplicación. 

i) Adoptar las medidas necesarias para: 

1. asegurar el funcionamiento adecuado de sus instalaciones, 

2. no interferir a otros servicios o Cliente y/o Usuarios, 

3. garantizar la seguridad de los bienes y de las personas, 

j) Atender a los requerimientos en materia de defensa nacional y de 

seguridad pública que le sean formulados por las autoridades 
competentes. 

k) Cumplir con las obligaciones derivadas del Reglamento General del 

Servicio Universal, del Reglamento General de Administración, Gestión y 
Control del Espectro Radioeléctrico, del Reglamento Nacional de 

Interconexión, del Plan Fundamental de Numeración, del Plan 
Fundamental de Señalización, del Reglamento de Tarifas cuando fuere 

aplicable, del Reglamento de Calidad de Servicio, y toda otra norma y/o 
Reglamento aplicable a los servicios de telecomunicaciones. 

l) Obtener autorización previa de la Autoridad de Aplicación, con 
dictamen previo de la Autoridad de Control, ante cualquier modificación 

de las participaciones accionarias en las sociedades titulares, que 
impliquen la pérdida del control social en los términos del artículo 33 de 

la Ley Nº 19.550 y sus modificatorias, sin perjuicio del cumplimiento de 
lo dispuesto en la Ley Nº 25.156, la que no le podrá ser denegada si el 

Prestador transferente: 

i) ha cumplido con los compromisos asumidos con el Estado Nacional 

para la prestación del servicio de telecomunicaciones; 

ii) no registrare deuda alguna con el Estado Nacional referida a: 
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a) La tasa establecida por los artículos 10 y 11 del Decreto Nº 1185/90 

y sus modificatorios. 

b) Los derechos y aranceles establecidos por el Reglamento de 

Administración, Gestión y Control del Espectro Radioeléctrico. 

iii) acredite el cumplimiento de las obligaciones previstas en el inciso f) 
del presente artículo. 

iv) hubiere dado cumplimiento a los requisitos y condiciones que su 
título original establece para el cambio del control social. 

v) haya obtenido, en su caso, la autorización para el cambio del control 

en la sociedad titular de la autorización y/o permiso de uso de 
frecuencias radioeléctricas en los términos de la reglamentación 

correspondiente. 

El adquirente deberá acreditar el cumplimiento de los requisitos 

establecidos en el apartado 9.1. del presente Reglamento. La Autoridad 
de Aplicación deberá expedirse, respecto de la solicitud de modificación 

de las participaciones accionarias que importen las condiciones previstas 
en el punto l) del presente artículo, dentro del plazo de sesenta (60) 

días, contados a partir de la fecha de la presentación de la solicitud de la 
misma. 

m) Mantener actualizada la información y/o documentación que 
corresponda, presentada en los términos del apartado 9.1. del presente 

artículo. 

10. 2 Obligaciones hacia los prestadores: 

a) Interconectarse a la Red Pública Nacional de Telecomunicaciones y 

permitir la interconexión de sus redes y servicios a otros Prestadores en 
los términos del Reglamento Nacional de Interconexión. 

b) De ser requeridos, dar en arrendamiento a otros Prestadores todo 

segmento libre de sus ductos terrestres y todo espacio libre en los 
mástiles de antenas radioeléctricas que le pertenezcan, si fuera 

técnicamente factible y si la construcción de nuevos ductos o mástiles 
de antena fuera inconveniente debido a razones relacionadas con la 

protección del medio ambiente, la zonificación urbana o la planificación 
regional, y/o si los canales de cable y los espacios de antena no 

resultaren razonablemente necesarios para satisfacer las necesidades 

presentes y futuras del titular de dichas facilidades y de los Clientes y/o 
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Usuarios de aquél. El arriendo deberá retribuirse en las formas y modos 

propios del mercado. 

c) Respetar los principios de sana competencia, no incurrir en conductas 

anticompetitivas, prácticas predatorias y/o discriminatorias, conforme lo 
establecido en la legislación vigente. El incumplimiento de lo aquí 

indicado, será considerado falta grave a los efectos del régimen 
sancionatorio 

10. 3 Obligaciones hacia los Clientes y/o Usuarios 

a) Garantizar a los Clientes y Usuarios los derechos que les 
corresponden, de acuerdo con la normativa aplicable. 

b) Garantizar a los Clientes y Usuarios la transparencia de la información 

y de las condiciones de contratación, así como la publicidad de los 
precios de los servicios que presten, sin establecer condiciones 

irrazonables que impidan el ejercicio de la libertad de opción entre 

Prestadores. 

c) Garantizar a los Clientes y Usuarios la confidencialidad de los 
mensajes transmitidos y el secreto de las comunicaciones. 

d) Ofrecer a sus Clientes y Usuarios, toda vez que se trate de un 

servicio telefónico o si la naturaleza del servicio lo requiriera, el acceso a 

servicios de llamadas gratuito para emergencia, policía, bomberos, 
ambulancias y relativas a siniestros de navegación. Si se encontrare 

disponible, este servicio deberá ofrecerse con numeración uniforme de 
carácter nacional, dentro de lo técnicamente posible. 

Artículo 11. Tarifas 

11.1 Los Prestadores podrán fijar libremente las tarifas y/o precios de 
los servicios brindados, para categorías objetivas de Clientes, las que 

deberán aplicarse con carácter no discriminatorio, garantizando la 
transparencia de los precios que apliquen a cada uno de los servicios 

que brinden al público. 

11.2 Los Prestadores con Poder Dominante se sujetarán a las pautas 
establecidas por el artículo 26 del Decreto Nº 1185/90 y sus 

modificatorios. Los demás Prestadores deberán informar, a 
requerimiento de la Autoridad de Control, sus planes generales de 

tarifas y promociones. 
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11.3 Los Prestadores podrán establecer libremente los períodos de 

facturación, siempre que sean regulares y sus condiciones se ajusten a 
lo dispuesto por la Ley Nº 24.240. 

11.4 La Autoridad de Aplicación, con criterio general y no 
discriminatorio, podrá ajustar los servicios de los Prestadores a las 

pautas establecidas en el artículo 26 del Decreto N. 1185/90 y sus 
modificatorios. 

11.5 Si no existiera competencia efectiva, en la prestación de los 

servicios de telefonía local, de telefonía de larga distancia nacional o de 

telefonía internacional, en cada Area Local del Servicio Básico 
Telefónico, los Prestadores de dichas Areas deberán respetar las tarifas 

máximas establecidas en la Estructura General de Tarifas, como lo 
dispuesto en el Anexo I del Decreto N. 62/90 y modificatorios. Por 

debajo de los valores establecidos por la Estructura General de Tarifas, 
los Prestadores referidos podrán determinar libremente sus tarifas, por 

áreas, rutas, tramos de larga distancia y/o grupos de clientes. 

11.6 Los Prestadores Históricos tendrán libertad para la fijación de 
tarifas del servicio de telefonía local, o de larga distancia nacional, o de 

larga distancia internacional, en un Area Local del Servicio Básico 

Telefónico, una vez que exista competencia efectiva. 

11.7 Para demostrar la existencia de competencia efectiva, el Prestador 
Histórico interesado deberá presentar a la Autoridad de Aplicación un 

dictamen que demuestre que otro u otros Prestadores de un mismo 
servicio, han alcanzado el veinte por ciento (20%) de los ingresos 

totales, generados por los Prestadores de dicho servicio en el Area Local 
del Servicio Básico Telefónico en cuestión. Dicho dictamen deberá ser 

emitido por un auditor externo en telecomunicaciones, de primer nivel 
nacional o internacional, a satisfacción de la Autoridad de Aplicación. 

Esta podrá requerir al Prestador y/o a terceros la información aclaratoria 

y/o complementaria que estime necesaria. Una vez aprobado el 
dictamen, la competencia efectiva se considerará iniciada desde el 

primer día del próximo período de facturación del servicio. 

11.8 Aunque no se verificara aún el supuesto previsto en el apartado 
precedente, se considerará que existe competencia efectiva en la 

prestación del servicio de larga distancia nacional, o del internacional, 
para las llamadas originadas en un Area Local del Servicio Básico 

Telefónico, si los Clientes y/ o Usuarios en dicha Area pueden elegir 
Prestador, mediante la modalidad de selección por marcación, entre más 
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de dos (2) Prestadores del servicio de que se trate, si, cada uno de 

ellos, ofreciera más de un destino de larga distancia. 

11.9 Los Prestadores de servicios de telefonía deberán informar 

trimestralmente, a la Autoridad de Control, los ingresos obtenidos, 
desagregados por Area Local del Servicio Básico Telefónico y por servicio 

de telefonía local, de larga distancia nacional, o internacional. Esta 
información estará a disposición de los Prestadores, debiendo ser 

publicada en la página institucional de Internet de cada Prestador. 

 

Artículo 12: Separación Contable de los servicios 

12.1 Los Prestadores de servicios de telefonía local y de larga distancia, 

nacional e internacional, deberán tener un régimen de separación de 
cuentas y de contabilidad de costos según los términos previstos en la 

Resolución Nº 26.874 SC/96 y sus modificatorias, toda vez que dichos 

servicios sean técnicamente identificables. Sin perjuicio de ello, la 
Autoridad de Aplicación podrá extender esta obligación a otros 

Prestadores, estableciendo los criterios y condiciones de la contabilidad 
de costos que correspondan. 

12.2 Todo Prestador, cuyo objeto social admita otras actividades 

distintas a la prestación de servicios de telecomunicaciones, deberá 
tener para estas últimas, un régimen de separación de cuentas y de 

contabilidad de costos acorde a las pautas, criterios y condiciones que 
establezca la Autoridad de Control. En su caso, serán de aplicación los 

términos previstos en la Resolución SC Nº 26.874/96 y sus 

modificatorias. 

Artículo 13. Cesión o transferencia de la licencia 

13.1 El Prestador podrá ceder o transferir la licencia, previa autorización 
de la Autoridad de Aplicación, la que no le podrá ser denegada si el 

Prestador transferente o cedente: 

i) no registra deuda alguna con el Estado Nacional en concepto de: 

a) tasa establecida por el artículo 11 del Decreto Nº 1185/90 y sus 

modificatorios; 

b) derechos y aranceles establecidos por el Reglamento General de 

Administración, Gestión y Control del Espectro Radioeléctrico 
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ii) ha realizado las inversiones previstas en el inciso f) del apartado 

10.1. del presente Reglamento; 

iii) ha cumplido con los compromisos asumidos con el Estado Nacional 

relacionados con la prestación del servicio de telecomunicaciones; y 

iv) ha dado cumplimiento a los requisitos y/o condiciones que su título 
original impone a la cesión o transferencia de su licencia, en caso de 

corresponder; 

v) ha obtenido, en su caso, la autorización para la transferencia de la 

autorización y/o permiso de uso de frecuencias radioeléctricas en los 
términos de la reglamentación correspondiente; y siempre que el 

Prestador cesionario: 

a) hubiera presentado la información requerida por el apartado 9.1. el 
presente Reglamento. 

b) manifieste y acepte, bajo declaración jurada, que conoce y se obliga 
a cumplir todas las obligaciones asumidas por el Prestador cedente, con 

motivo de la licencia objeto de la cesión. 

13.2. La Autoridad de Aplicación deberá expedirse, respecto de la 
solicitud de cesión o transferencia de la licencia, dentro del plazo de 

sesenta (60) días, contados a partir de la fecha de presentación de la 

misma. 

13.3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 13.1., los 
Prestadores Históricos, conforme al Decreto Nº 62/90 y sus 

modificatorios, deberán respetar las normas que sobre la materia les 
rige según las licencias oportunamente otorgadas por el Poder Ejecutivo 

Nacional. 

Artículo 14. Areas Locales del Servicio Básico Telefónico de baja 

Teledensidad 

14.1 Todo Prestador, incluido el Prestador Histórico y los Operadores 
Independientes, que brinde el servicio de telefonía local fijo, y/o móvil, 

y/o de Internet, en las Areas Locales del Servicio Básico Telefónico, cuya 
Teledensidad fuere igual o inferior al QUINCE POR CIENTO (15 %), 

estará exento de: 

i) el pago de la tasa establecida por el artículo 11 del Decreto Nº 

1185/90 y sus modificatorios, únicamente respecto de los ingresos 
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devengados por la prestación del servicio telefónico local fijo y/o de 

Internet en el Area del Servicio Básico Telefónico de que se trate, y 

ii) cumplir con las obligaciones de inversión para el desarrollo del 

Servicio Universal establecidas en el inciso "f" del apartado 10.1. del 
presente reglamento, únicamente respecto de los ingresos devengados 

por la prestación del servicio telefónico local fijo y/o de Internet en el 
Area del Servicio Básico Telefónico de que se trate. 

14. 2 A fin de determinar la Teledensidad de las Areas Locales del 

Servicio Básico Telefónico iguales o inferiores al QUINCE POR CIENTO 

(15 %), la Autoridad de Aplicación requerirá anualmente que los 
Prestadores Históricos, para cada una de esas Areas, presenten una 

declaración jurada, avalada por un dictamen técnico de un auditor 
externo, de primer nivel, que indique la Teledensidad alcanzada. Los 

nuevos prestadores de telefonía local que se acojan a dicho régimen 
deberán informar, anualmente, el número de líneas fijas de telefonía 

básica instaladas en dichas áreas. Si la información recibida fuera 
satisfactoria, a criterio de la Autoridad de Aplicación, el o los Prestadores 

de los servicios indicados se considerarán incluidos en lo establecido por 
el apartado 14.1 precedente. Dicha información será transmitida al 

Consejo de Administración del Fondo Fiduciario del Servicio Universal. 

14.3 Los Operadores Independientes gozarán de las dos exenciones 

establecidas en el apartado 14.1, respecto de todos los servicios de 
telecomunicaciones brindados en el área de prestación correspondiente 

a su licencia original, a partir del 1 de enero de 2001. 

Artículo 15. Costos de tramitación de las solicitudes de licencia 

Los solicitantes de una licencia de servicios de telecomunicaciones 

deberán, para iniciar los trámites para la obtención de la licencia, abonar 
a la Autoridad de Control la suma de CINCO MIL PESOS ($5.000) en 

concepto de costos de tramitación, la que percibirá los montos por 
cuenta y orden de la Autoridad de Aplicación. 

Artículo 16. Sanciones. Condiciones de caducidad de las 

licencias. 

16.1 Será de aplicación en materia de infracciones, sanciones y 

procedimientos lo establecido en el artículo 38 del Decreto Nº 1185/90, 
sus modificatorios y lo previsto a continuación. 
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16.2 La Autoridad de Aplicación podrá declarar la caducidad de las 

licencias conferidas en los términos del presente Reglamento, ante el 
acaecimiento de alguna de las siguientes causales: 

16.2.1. La verificación de que el Prestador no brinde al público uno o 
más de los servicios registrados, pasados DIECIOCHO (18) meses desde 

la fecha de su registración, salvo que la Autoridad de Aplicación haya 
otorgado prórroga expresa, en cuyo caso, dicho plazo se computará a 

partir de su vencimiento. 

16.2.2 La interrupción total de los servicios; 

16.2.3 Falta reiterada de pago de: 

a) las tasas establecida por los artículos 10 y 11 del Decreto Nº 1185/90 

y sus modificatorios, y 

b) los derechos y aranceles establecidos por el Reglamento General de 

Administración, Gestión y Control del Espectro Radioeléctrico; 

16.2.4 Incumplimiento reiterado de las obligaciones establecidas en el 
inciso f) del apartado 10.1. del presente Reglamento; 

16.2.5 Cesión o transferencia a terceros de la licencia o el cambio de 
control social, que no hubiera sido autorizada previamente por la 

Autoridad de Aplicación, conforme lo previsto por el inciso m) del 
apartado 10.1. y el artículo 13 del presente Reglamento; 

16.2.6 Todo acto jurídico, cualquiera fuera su naturaleza o modo, de los 

Prestadores, que establezca gravámenes, directos o indirectos, sobre la 
licencia, sin la previa autorización por parte de la Autoridad de 

Aplicación, previo dictamen de la Autoridad de Control; 

16.2.7 Quiebra, disolución y/o liquidación del Prestador. 

16.2.8 Reiterado incumplimiento de lo prescripto en el apartado 10.2. 

(c) del presente Reglamento. 

16.3 La caducidad de las licencias se regirá por las siguientes reglas: 

16.3.1 La declaración de caducidad basada en las causales previstas en 

los apartados precedentes, deberá ser precedida por una intimación a 
remediar el incumplimiento bajo apercibimiento de caducidad, 

otorgándose un plazo no mayor a TREINTA (30) días para subsanar el 
incumplimiento; 
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16.3.2 La declaración de caducidad con causa en la declaración de 

quiebra, disolución o liquidación de la sociedad será aplicable sin 
necesidad de requerimiento previo alguno. 

16.4 Declarada la caducidad de una licencia, no podrá otorgarse otra a 
su titular original o a una afiliada de aquél, por el término de CINCO (5) 

años, contados a partir de que la declaración de caducidad quede firme 
en sede administrativa y/o judicial. Afiliada significa, en relación a 

cualquier persona y al momento en que la determinación deba 
efectuarse, cualquier otra persona que, directa o indirectamente, la 

controle o esté controlada por, o bajo el control común de tal persona. A 
los efectos de esta definición el término control en relación a 

determinada persona significará la posición directa o indirecta, por 
cualquier título, de la potestad de establecer o fijar los lineamientos y 

políticas de dirección de tal persona. 

Artículo 17. Disposiciones transitorias 

17.1. Los solicitantes que obtuvieran una licencia para servicios de 

telecomunicaciones, bajo los términos del presente Reglamento, podrán 
dar comienzo a la prestación de sus servicios inmediatamente, con la 

excepción de los servicios incluidos en los apartados 8.1, 8.7.1 y 9.2 del 

Anexo 1 del Decreto Nº 62/90 y sus modificatorios, los que se podrán 
brindar, sin restricción alguna, desde el 9 de noviembre de 2000. 

17.2. Los titulares de licencias otorgadas con anterioridad al presente, 

quedan habilitados para prestar servicios de telecomunicaciones, en los 
términos del artículo 5 y demás disposiciones de este Reglamento, 

debiendo respetar los procedimientos previstos para la prestación de 
nuevos servicios de telecomunicaciones, con idéntica excepción 

temporal que la establecida en el apartado precedente. 

17.3. Los titulares de licencias y/o frecuencias que hubieran sido 

otorgadas y/o autorizadas mediante licitación, concurso o subasta, así 
como los operadores independientes, brindarán los servicios concedidos 

respetando los términos y condiciones establecidos en sus títulos 
originales, quedando habilitados para la prestación de todos los demás 

servicios en los términos del apartado precedente. 

17.4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 17.2 del presente 

reglamento, los prestadores que hubieran obtenido una licencia en los 
términos del Artículo 5º, puntos 1 y 2, del Decreto Nº 264/98 o del 

Reglamento General de Licencias y Plan General de Licencias, aprobado 
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por la Resolución Nº 16.200/SC/99, que autoricen la prestación de 

servicios de telefonía: 

17.4.1. Deberán dar cumplimiento a las obligaciones que de dichos 

títulos derivan y cuya ejecución debió haberse cumplido o deba 
cumplirse hasta el 8 de noviembre del año 2000. 

17.4.2. Dentro de los TREINTA (30) días contados a partir de la fecha de 

vigencia del presente Reglamento, estos Prestadores podrán optar, para 
la prestación del servicio de telefonía local, entre: 

a) cumplir con los compromisos asumidos en cuanto a cobertura 
geográfica y cobertura poblacional para el servicio de telefonía local 

previsto en su correspondiente licencia, para los primeros DOCE (12) 
meses posteriores al período que se inicia el 8 de noviembre de 2000, o 

b) concretar una inversión mínima en infraestructura de 

telecomunicaciones por un valor equivalente a DOS (2) dólares 

estadounidenses por cada habitante de cada Area Local del Servicio 
Básico Telefónico, en la cual desee iniciar la prestación del servicio de 

telefonía local. La referida inversión deberá concretarse antes del 30 de 
junio de 2001. 

17.4.3. Sin perjuicio del respeto de las demás disposiciones del presente 

Reglamento, cumplidas las obligaciones que se derivan de la opción 
ejercida, dichos Prestadores no tendrán otro requerimiento a satisfacer 

para la prestación de servicios de telefonía local, así como de telefonía 
de larga distancia nacional o de larga distancia internacional. 

17.5. Todo aquél que, en el período comprendido entre la fecha de 
entrada en vigencia del presente Reglamento y el 30 de junio de 2001 

inclusive, quedara autorizado para la prestación del servicio de telefonía 
local, deberá realizar una inversión mínima en infraestructura de 

telecomunicaciones para brindar el referido servicio, equivalente a DOS 
(2) dólares estadounidenses por cada habitante del Area Local del 

Servicio Básico Telefónico, en la cual desee iniciar la prestación del 
servicio telefónico local. La inversión mencionada deberá concretarse 

antes de transcurridos los primeros SEIS (6) meses a contar desde que 
se encuentre registrado para brindar el servicio de telefonía local de 

referencia. 

17.6. La exención contemplada en el apartado 14.1.(i) del presente 

Reglamento se aplicará a partir del 1 de enero de 2001. 
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ANEXO II 

REGLAMENTO NACIONAL DE INTERCONEXION (RNI) 

Capítulo I: Objeto, alcances y definiciones. 

Capítulo II: Objetivos y Principios Generales. 

Capítulo III: Intervención de la Autoridad de Aplicación. 

Funciones y Procedimientos. 

Capítulo IV: Elementos técnicos de la Interconexión. 

Capítulo V: Aspectos económicos de la Interconexión. 

Capítulo VI: Disposiciones adicionales 

Capítulo VII: Disposiciones transitorias 

CAPITULO I 

OBJETO, ALCANCES Y DEFINICIONES 

Artículo 1º.- Objeto. 

El objeto del presente Reglamento Nacional de Interconexión (RNI) es 

establecer: 

a) los principios y normas reglamentarias que regirán los Convenios de 

Interconexión entre los distintos Prestadores 

b) en particular, las normas que rigen el derecho de solicitar y la 
obligación de conceder la Interconexión, así como su modificación en el 

tiempo. 

Artículo 2º.- Alcances. 

El presente Reglamento comprende los mecanismos económicos, 

técnicos y jurídicos en base a los cuales los Prestadores concretan los 
acuerdos de Interconexión, para proporcionar a sus clientes y/o usuarios 

acceso a servicios y clientes y/o usuarios de otros Prestadores. 

La Interconexión se regirá en general por los principios, procedimientos 

y disposiciones del presente Reglamento y en particular por los 
Convenios de Interconexión celebrados por las partes, los que no podrán 
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contener términos y condiciones discriminatorios o que se opongan a 

este Reglamento. 

Artículo 3º.- Competencias. 

3.1. La modificación de este Reglamento se realizará por Decreto del 

Poder Ejecutivo Nacional, con la intervención previa, conjunta, de las 
Secretarías de Comunicaciones y de Defensa de la Competencia y del 

Consumidor. 

3.2. Cuando se menciona la Autoridad de Aplicación, y se trate de los 

siguientes temas, se entenderá que ésta resolverá e interpretará, en 
forma conjunta, con la Secretaría de Defensa de la Competencia y del 

Consumidor: 

a) Determinación de la metodología de cálculo de los precios de los 
elementos y funciones de red asociados a la Interconexión 

b) Determinación y actualización de los precios referenciales de las 
Facilidades Esenciales 

c) Determinación y puesta en funcionamiento de la metodología de 

cálculo de los costos incrementales de largo plazo 

d) Análisis de los plazos y condiciones económicas que permitan iniciar 

la modalidad de Portabilidad de Números 

e) Análisis y definición de los precios referenciales de interconexión 
correspondientes a los servicios a NTS. 

f) Intervención en caso de divergencias entre Prestadores acerca de la 
metodología de cálculo de los costos incrementales de largo plazo. 

g) Análisis de la metodología de identificación de prácticas 

anticompetitivas en el sector de las telecomunicaciones. 

h) En caso de sanción por infracción a lo establecido por el presente 

Reglamento que determine la caducidad de la licencia del Prestador. 

En aquellos casos que no se refieran a los ítems mencionados en este 
apartado, resolverá e interpretará exclusivamente la Autoridad de 

Aplicación. 

3.3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado precedente, los 

Ministerios a los que pertenezcan las dos Secretarías respectivamente, 
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pueden, a través de una resolución única, decidir otros casos en los que 

ambas Secretarías deban resolver en forma conjunta. 

Artículo 4º.- Definiciones. 

A los fines del presente Reglamento, se adoptan las siguientes 

definiciones: 

 Area Local del Servicio Básico Telefónico: Zona geográfica de 

prestación, en la cual el tráfico telefónico del Prestador Histórico 
se cursa sin un prefijo de acceso al servicio de larga distancia –

nacional e internacional— independientemente de que dicho 
tráfico se origine o termine en su red de telecomunicaciones, 

alámbrica o inalámbrica y por el que se cobra una tarifa 
independiente de la distancia.  

 Autoridad de Aplicación: es la SECRETARIA DE 
COMUNICACIONES.  

 Autoridad de Control: es la COMISION NACIONAL DE 
COMUNICACIONES.  

 Precio de Interconexión: Precio que debe pagar el Prestador 
Solicitante por el uso de los elementos y funciones de red del 

Prestador Solicitado. Este precio deberá ser justo, razonable, no 

discriminatorio entre Prestadores y no superior al ofrecido a los 
usuarios o clientes por la provisión de servicios similares.  

 Cliente: es el usuario vinculado contractualmente a un Prestador.  
 Convenio de Interconexión: es el acuerdo jurídico, técnico y 

económico que celebran dos o más Prestadores, con el objeto de 
que los clientes y/o usuarios de cada uno de ellos tengan acceso a 

los servicios y clientes y/o usuarios del otro.  
 Costo Incremental de Largo Plazo: el costo incremental de 

largo plazo de un servicio o elemento de la red es la diferencia en 
los costos atribuibles de largo plazo de inversión y operación 

causada por el incremento en la producción del servicio o 
instalación adicional del elemento de la red de que se trate, 

incluyendo el costo de oportunidad del capital para actividades de 
similar riesgo y características sobre estos recursos y activos, 

calculados tomando en cuenta los principios básicos indicados en 

el artículo 29 de este Reglamento.  
 Elemento de red: es una facilidad o equipo utilizado en la 

prestación de un servicio de telecomunicaciones e individualizado 
a los fines de la Interconexión. Este término incluye, entre otros, 

características, funciones, cualidades y capacidades como, por 
ejemplo, acceso local a abonados, conmutación, bases de datos, 
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sistemas de transmisión y de señalización, así como la información 

necesaria para la facturación, cobranza y encaminamiento.  
 Facilidades Esenciales: se entienden por facilidades esenciales 

las funciones y elementos de una red pública de 

telecomunicaciones que: a) son suministradas exclusivamente o 
de manera predominante por un solo Prestador o por un número 

limitado de Prestadores y b) cuya substitución con miras a la 
prestación de un servicio no sea factible en lo económico o en lo 

técnico.  
 Interconexión: Es la conexión física y funcional de las redes de 

telecomunicaciones utilizadas por el mismo o diferentes 
Prestadores, de manera que los clientes y/o usuarios puedan 

comunicarse entre sí o acceder a los servicios de otros 
Prestadores.  

 Oferta de Interconexión de Referencia: Listado de elementos 
y funciones de red con capacidad de ser utilizados para la 

Interconexión y que son ofrecidos por un Prestador en las 
condiciones y precios que en esa Oferta se indican.  

 Operadores Independientes: Los licenciatarios del servicio 

básico telefónico en áreas locales, conforme fueran definidos en el 
Capítulo XIX del Pliego de Bases y Condiciones, aprobado por 

Decreto N. 62/90 y sus modificatorios.  
 Portabilidad numérica: es la capacidad que permite a los 

clientes mantener sus números cuando cambien de Prestador y/o 
de servicio y/o de ubicación geográfica en la que recibe el servicio, 

de acuerdo a las disposiciones del Plan Fundamental de 
Numeración Nacional.  

 Práctica Predatoria: prestar servicios a precios inferiores a sus 
costos, sin razones fundadas en los usos y costumbres 

comerciales con la finalidad de desplazar la competencia en el 
mercado o de producir daños en la imagen o en el patrimonio o en 

el valor de las marcas de sus proveedores de bienes o servicios.  
 Prestador: es un licenciatario de servicios de telecomunicaciones.  

 Prestador con Poder Dominante: Se entenderá que un 

Prestador tiene Poder Dominante en la prestación de un servicio 
cuando los ingresos generados por su prestación superen el 

SETENTA Y CINCO POR CIENTO (75%) de los ingresos totales 
generados por todos los Prestadores del servicio de que se trate, 

en un área determinada o en el ámbito nacional, según fuera el 
caso.  

 Prestador con Poder Significativo: Se entenderá que un 
Prestador tiene Poder Significativo en la prestación de un servicio, 

cuando los ingresos generados por su prestación superen el 
VEINTICINCO POR CIENTO (25%) de los ingresos totales 
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generados por todos los Prestadores del servicio de que se trate, 

en un área determinada o en el ámbito nacional, según fuera el 
caso.  

 Prestador Histórico: Se consideran tales a cada una de las 

licenciatarias del servicio básico telefónico (LSB) en la región norte 
o sur, en los términos del Decreto Nº 2347/90 y del Decreto Nº 

2344/ 90 respectivamente.  
 Prestador Solicitado: Prestador al que se le solicita la 

Interconexión.  
 Prestador Solicitante: Prestador que solicita la Interconexión.  

 Presuscripción: es la selección que hace un cliente de un 
determinado Prestador del servicio de larga distancia, para que el 

Prestador del servicio telefónico local le enrute su tráfico de larga 
distancia sin necesidad de marcar un código de identificación de 

aquel Prestador en cada llamada.  
 Punto de Interconexión: punto de acceso de un Prestador 

donde se produce la Interconexión con otro Prestador.  
 Reglamento o RNI: este Reglamento Nacional de Interconexión.  

 Tarifa: Precio que paga el cliente y/o usuario al Prestador por el 

servicio que le brinda.  
 Telecomunicación: Toda transmisión, emisión o recepción de 

signos, señales, escritos, imágenes, sonidos o informaciones de 
cualquier naturaleza, por hilo, radioelectricidad, medios ópticos u 

otros sistemas electromagnéticos.  
 UIT: UNION INTERNACIONAL DE TELECOMUNICACIONES.  

 Usuario: es toda persona física o jurídica que utiliza los servicios 
de un Prestador.  

 

CAPITULO II 

OBJETIVOS Y PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 5º.- Objetivos. 

De acuerdo a la política nacional establecida para el sector de 

telecomunicaciones, la finalidad de la Interconexión es el beneficio del 
usuario, para lo cual se procuran alcanzar los siguientes objetivos: 

a) Promover el ingreso al mercado de nuevos Prestadores a fin de 
permitir la mejora de la calidad y la reducción de los precios que los 

usuarios pagan por los servicios, asegurando su libertad de elección 
ante la diversidad de servicios disponibles. 
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b) Promover la integración de las diferentes regiones del país mediante 

los servicios de telecomunicaciones. 

c) Garantizar condiciones equitativas en la prestación de los servicios 

evitando toda imposición que implique un uso ineficiente de los recursos 
de los Prestadores. 

d) Asegurar la Interconexión e interoperabilidad de las redes y servicios 

de telecomunicaciones. 

e) Fundar la Interconexión en principios de orientación a costos, 

transparencia, igualdad, reciprocidad y no discriminación. 

Artículo 6º.- Principios Generales. 

Se establecen los siguientes principios generales en materia de 

Interconexión: 

a) Acuerdo entre partes: Los Prestadores tienen libertad para convenir 
precios, términos y condiciones de Interconexión. Los acuerdos no 

podrán ser discriminatorios o fijar condiciones técnicas que impidan, 
demoren o dificulten la Interconexión. 

b) Obligatoriedad: Todos los Prestadores están obligados a estar 
interconectados. Los Prestadores Solicitantes tienen el derecho de pedir 

la Interconexión y los Prestadores Solicitados están obligados a 
concederla, interconectándose directamente y, si ello no fuera 

técnicamente razonable, de manera indirecta. 

c) No discriminación: Los Prestadores tienen derecho a obtener iguales 
condiciones técnicas o económicas que aquéllas que se ofrezcan a otros 

Prestadores que requieran facilidades similares, independientemente del 

servicio que presten. 

d) Compensación Recíproca: Los Prestadores tienen el derecho de 
establecer compensaciones recíprocas para el origen, transporte y 

terminación de las comunicaciones. 

e) Eficiencia: Ningún Prestador podrá imponer términos y condiciones de 

Interconexión que generen un uso ineficiente de las redes y equipos de 
los Prestadores interconectados. 

f) Arquitectura Abierta: Los Prestadores tienen la obligación de utilizar, 

en la Interconexión, normas técnicas acordes con las normas y 
recomendaciones de la UIT y con los Planes Fundamentales. 
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g) Precios en base a costos incrementales de largo plazo: los 

Prestadores Solicitantes tienen derecho a que los precios de las 
Facilidades Esenciales, se determinen en función de los costos 

incrementales de largo plazo. 

h) Comercialización de servicios: Los Convenios de Interconexión no 

podrán tener cláusulas que impongan a los Prestadores, condiciones 
discriminatorias o que les restrinjan la libertad de ofrecer y comercializar 

a otros Prestadores servicios que permite la Interconexión. 

 

CAPITULO III 

INTERVENCION DE LA AUTORIDAD DE APLICACION. 

FUNCIONES Y PROCEDIMIENTOS. 

Artículo 7º.- Intervención de la Autoridad de Aplicación. 

La Autoridad de Aplicación intervendrá: 

a) Ante la negativa de un Prestador a otorgar la Interconexión requerida 

por un Prestador Solicitante. 

b) A requerimiento de alguna de las partes, cuando, con posterioridad a 
la solicitud de Interconexión, en cualquiera de las etapas de la 

negociación, hubiera demoras injustificadas y/o falta de acuerdo que 

dificulten o impidan celebrar el Convenio de Interconexión. 

c) A requerimiento de alguna de las partes, cuando no hubiera acuerdo 
respecto a las condiciones, precios de la Interconexión o cuando, con 

posterioridad al Convenio de Interconexión, se demore 
injustificadamente la concreción de lo pactado en el Convenio o se 

verifica un tratamiento discriminatorio respecto de un Convenio 
celebrado con otro Prestador. 

d) De oficio, en todo momento, cuando fundadas razones de interés 
público lo requieran o cuando se afectare lo dispuesto en este 

Reglamento. 

e) Ante la impugnación de un tercero interesado, conforme lo dispuesto 
por el artículo 11 del presente Reglamento. 
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f) Periódicamente, de oficio, a efecto de revisar los precios de 

Interconexión referenciales de las Facilidades Esenciales. 

Artículo 8º.- Procedimiento 

8.1 El Prestador que solicite la intervención de la Autoridad de Aplicación 

deberá detallar las características y los antecedentes de su propuesta de 
Interconexión, especificando los puntos controvertidos o hechos que se 

denuncian. Los Prestadores deberán aportar las pruebas y antecedentes 
que sustenten su posición, incluyendo los precios propuestos, con su 

fundamentación. 

8.2 La Autoridad de Aplicación convocará a las partes a una audiencia, 

en el término de DIEZ (10) días, a fin de escuchar las posiciones. Dentro 
de los DIEZ (10) días siguientes, la Autoridad de Aplicación arribará a 

una determinación preliminar con la información que posea, y ordenará 
la conexión física y funcional y la aplicación de los precios, términos y 

condiciones que correspondan. Dispondrá que la parte beneficiada por 
tal orden deberá garantizar, en las condiciones que establezca la 

Autoridad de Aplicación, la devolución a la otra parte de las sumas 
pertinentes, con más los intereses de ley, si la decisión final de la 

Autoridad de Aplicación diera la razón a esta última. 

8.3 A partir de la determinación preliminar, la Autoridad de Aplicación 

iniciará una investigación de la cuestión y decidirá dentro de un plazo 
razonable, que no podrá exceder los CUARENTA (40) días, dictando una 

resolución que establezca los precios, términos y condiciones definitivos 
de la Interconexión. 

8.4 En cualquier momento, antes de la decisión definitiva, las partes 
podrán llegar a un acuerdo y desistir de la intervención de la Autoridad 

de Aplicación. 

Artículo 9º.- Criterios de evaluación en caso de conflictos 

A efectos de dirimir los conflictos que se pudiesen plantear entre las 

partes que negocian un acuerdo de Interconexión, o ante la solicitud de 
otro Prestador o tercero con interés legítimo, que considere que los 

términos o condiciones de un Convenio de Interconexión que ha sido 
celebrado entre Prestadores, son discriminatorios o no respetan los 

principios generales de Interconexión previstos por este Reglamento, la 
Autoridad de Aplicación tendrá en cuenta, entre otros, los siguientes 

criterios: 
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i) el interés del usuario; 

ii) las obligaciones y condiciones impuestas por las respectivas licencias; 

iii) el interés del Gobierno Nacional de fomentar ofertas innovadoras en 
el mercado y de dotar a los usuarios de una amplia gama de servicios de 

telecomunicaciones, en todo el territorio nacional; 

iv) la disponibilidad y, en su caso, generación de alternativas técnicas y 

comercialmente viables para la Interconexión solicitada; 

v) la igualdad en las condiciones de acceso; 

vi) la naturaleza de la solicitud, en relación con los recursos disponibles 

para satisfacerla; 

vii) las posiciones relativas de las partes en el mercado; 

viii) el interés público. 

Artículo 10.- Obligación de Informar de la Autoridad de 

Aplicación. Publicidad. 

10.1 Los Convenios deberán ser presentados en el término de DIEZ (10) 
días, contados a partir de la fecha de su celebración ante la Autoridad 

de Aplicación para su registro, en soporte magnético y en papel. 

10.2 Dentro de los TRES (3) días de su registro, y a fin de que los 

interesados tomen conocimiento de la celebración de dicho Convenio, 
las partes, a su cargo, publicarán en el Boletín Oficial y en un diario de 

circulación nacional y en uno de circulación local o regional, los 
Prestadores involucrados y el tipo de Interconexión establecido. Los 

Convenios se considerarán informados luego de efectuada dicha 
publicación. 

10.3 Los Prestadores publicarán los Convenios de Interconexión 
completos en su página institucional en Internet. Los Convenios 

registrados son públicos y pueden ser consultados por los interesados. 
Sólo se reservará la información confidencial, a petición de cualesquiera 

de las partes intervinientes. 

Artículo 11.- Revisión de Contratos.- 

11.1 Los Convenios registrados podrán ser observados por otros 

Prestadores y por terceros interesados durante el término de TREINTA 
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(30) días, contados a partir de la fecha de la publicación indicada en el 

apartado 10.2. Aquellos que efectúen observaciones o impugnaciones 
deberán hacerlo fundadamente, por escrito y con copia en soporte 

magnético, en los formatos que indique la Autoridad de Aplicación, para 

el traslado a las partes involucradas. 

11.2 Vencido el plazo de TREINTA (30) días establecido, si no existieran 
observaciones o impugnaciones, los Convenios se considerarán 

aprobados. 

11.3 Si se hubieran presentado observaciones o impugnaciones, la 

Autoridad de Aplicación deberá resolver dentro del término de TREINTA 
(30) días, previo traslado por DIEZ (10) días a las partes involucradas. 

11.4 Los Convenios de Interconexión deberán prever su adecuación 

inmediata, a requerimiento del Prestador Solicitante, toda vez que el 
Prestador Solicitado hubiere convenido con un tercer Prestador 

condiciones más favorables. 

11.5 Sin perjuicio de lo expuesto, la Autoridad de Aplicación podrá exigir 

la modificación de un Convenio de Interconexión cuando su contenido no 
respetara los principios, pautas u obligaciones establecidos por la 

Reglamentación vigente, o cuando resulte necesario para garantizar la 
interoperabilidad de las redes. 

Artículo 12.- Contenidos de los Convenios de Interconexión. 

12.1 Los Convenios de Interconexión entre Prestadores deberán 
contemplar como mínimo: 

a) Los principios generales aplicables. 

b) La descripción de los servicios de Interconexión objeto del acuerdo. 

c) Las contraprestaciones económicas. 

d) Las características técnicas y operativas de la Interconexión. 

e) Los plazos y las condiciones de la implementación y desarrollo de la 

Interconexión. 

12.2 Los Convenios incluirán, asimismo, cláusulas que contemplen los 
siguientes aspectos, con una descripción pormenorizada cuando las 

modalidades de la Interconexión y las características del Prestador así lo 
requieran: 
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12.2.1. Servicios de Interconexión que se prestarán. 

12.2.2. Condiciones de pago, incluyendo los procedimientos de 
facturación y de liquidación. 

12.2.3. Facilidades complementarias de tasación —toda vez que sea 

técnicamente razonable—, facturación y cobranza, de acuerdo a los 
siguientes principios generales: 

a) La tasación a efectuar debe comprender un período de facturación 
homogéneo con el aplicado por el Prestador Solicitado a sus clientes. 

b) Los Prestadores deberán establecer pautas objetivas y razonables 

que determinen cuándo las obligaciones pecuniarias son líquidas y 
exigibles. 

c) Los valores establecidos por la gestión de cobranza deberán 
diferenciar equitativamente los casos en que esta gestión obtenga o no 

el cobro requerido; 

d) Los Prestadores deberán acordar la forma de tratamiento de la 
morosidad. 

e) El Prestador Solicitado deberá entregar al Prestador Solicitante, 
respecto de sus clientes, información desagregada (por período, servicio 

cursado y tipo de clientes) sobre el tráfico medido, la facturación 
registrada, los montos percibidos con moras incluidas, si las hubiere. 

f) La falta de pago por parte del Cliente de los servicios facturados por 

cuenta y orden de otros Prestadores, no será causal de cese de los 
servicios brindados por el Prestador Solicitado. El Prestador Solicitado 

deberá proporcionar en forma no discriminatoria el bloqueo del acceso 

de un Usuario y/o Cliente ante la falta de pago de los servicios 
brindados por el Prestador Solicitante, cuando éste así lo requiera, y 

medie una autorización expresa de la Autoridad de Aplicación, en la 
medida que dicho bloqueo resulte técnicamente factible. 

12.2.4. Identificación y localización de los Puntos de Interconexión. 

12.2.5. Parámetros respecto a la calidad, confiabilidad y/o disponibilidad 
de las interconexiones y las compensaciones por incumplimiento de 

aquellas. 

12.2.6. Recaudos para la operación y el mantenimiento de las 
interconexiones. 
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12.2.7. Procedimientos a aplicar en caso que se propongan 

modificaciones de la red o a los servicios de Interconexión ofrecidos por 
una de las partes. 

12.2.8. Condiciones en el uso compartido de instalaciones, incluida la 
coubicación. 

12.2.9. Funciones y elementos de red desagregados y Facilidades 

Esenciales convenidas en su caso, con sus respectivos precios, forma de 
pago, plazos de provisión, plazo de vigencia del Convenio, restricciones 

y otras obligaciones de las partes. 

12.2.10. Protocolos, formatos, señalización, niveles, impedancias, 

conectores y demás características necesarias para que la información 
pueda ser intercambiada en el Punto de Interconexión. 

12.2.11. Fechas o períodos en los cuales las partes se obligan a cumplir 

los compromisos de Interconexión. 

12.2.12. La capacidad inicial necesaria y la proyectada para la gestión 

del tráfico futuro. 

12.2.13. El acceso a servicios auxiliares y suplementarios, de así 
corresponder. 

12.2.14.Los procedimientos de resolución de litigios que puedan surgir 
entre las partes, sin perjuicio de la intervención que corresponda de la 

Autoridad de Aplicación. 

12.2.15. La determinación de la responsabilidad de cada una de las 
partes. 

12.2.16. Plazo de vigencia y pautas para la renegociación de los 
Convenios de Interconexión. 

Artículo 13: Obligaciones de los Prestadores 

13.1 Los Prestadores deberán facilitar la Interconexión en condiciones 
no discriminatorias, transparentes, proporcionales, fundadas en criterios 

objetivos. A este respecto, deberán ofrecer condiciones técnicas y 
económicas iguales a las que proporcionen a sus propios servicios, a sus 

filiales o asociadas, o unidades de negocio, en particular las relativas a 
la calidad de los servicios, los plazos de entrega y las condiciones de 

suministro. Asimismo, los Prestadores deberán facilitar, a quienes 
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soliciten Interconexión, información relevante sobre las especificaciones 

técnicas y funcionales de los Puntos de Interconexión. 

13.2 Ningún Prestador podrá realizar cambios en su red que afecten una 

Interconexión sin notificación previa y fehaciente a los Prestadores 
afectados y a la Autoridad de Aplicación, con CUATRO (4) meses de 

anticipación. 

13.3 Los Prestadores Solicitados están obligados a proporcionar en 
forma no discriminatoria al Prestador Solicitante la facilidad 

complementaria de tasación –de ser técnicamente razonable- y/o 

facturación y cobranza por cuenta y orden de éste, consistente en la 
generación y/o recepción de los registros, su inclusión en las facturas, 

su envío al cliente, recepción de pago y liquidación con el Prestador 
Solicitante, conforme se establezca en el Convenio de Interconexión 

respectivo y sujeto a los principios generales indicados en el apartado 
12.2.3. del artículo 12 del presente Reglamento. Queda exceptuado de 

esta obligación el Prestador Solicitado que no implemente esta facilidad 
para sí en la prestación de su servicio. Estas facilidades deberán ser 

provistas, si requeridas, por todo Prestador del servicio telefónico local: 
a) respecto de los servicios telefónicos de larga distancia nacional e 

internacional, b) respecto de la modalidad "abonado llamante paga", c) 
de otros servicios. 

13.4 Los Prestadores que brinden servicio telefónico fijo local y los que 
brinden servicio de telefonía móvil, así como aquéllos que, con carácter 

general, la Autoridad de Aplicación por resolución fundada así lo 
determine, deberán implementar sistemas de selección de Prestadores 

de larga distancia, según lo establecido en los artículos 22 y 34 del 
presente Reglamento. 

13.5 Los Prestadores con Poder Significativo y con Poder Dominante, 

deberán establecer sus precios de Interconexión, conforme los principios 

de transparencia y de orientación a costos, en los términos del artículo 
26 de este Reglamento y a los del sistema de contabilidad de costos a 

los que se refiere el artículo 27 de este Reglamento. Sin perjuicio de 
ello, la Autoridad de Aplicación podrá extender esta obligación a otros 

Prestadores. 

13.6 Los Prestadores con Poder Significativo y los Prestadores con Poder 
Dominante deberán presentar a la Autoridad de Control cuentas 

separadas de los servicios de Interconexión, incluyendo los prestados 
internamente, los prestados a terceros y las de otros servicios, conforme 

la normativa que al respecto dicte la Autoridad de Aplicación siguiendo 
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los lineamientos establecidos en el artículo 28 del presente Reglamento. 

Sin perjuicio de ello, la Autoridad de Aplicación podrá extender esta 
obligación a otros Prestadores. 

13.7 Los Prestadores con Poder Dominante deberán elaborar una Oferta 
de Interconexión de Referencia, en los términos del artículo 24 de este 

Reglamento, que deberán hacer pública. Dicha Oferta describirá en 
forma suficientemente desglosada, las condiciones técnicas y 

económicas de los distintos elementos y funciones de red que la 
componen. La Autoridad de Aplicación podrá extender esta obligación a 

otros Prestadores. 

13.8 Los Prestadores con Poder Dominante deberán ofrecer 

Interconexión en las centrales de conmutación locales y de nivel 
superior de conmutación y suministrar PURDSI en los puntos de 

Interconexión donde se halle disponible a los Prestadores Solicitantes 
que así lo demanden. Asimismo, deberán mantener y proveer 

ampliaciones de señalización R2N (digital) en los Puntos de 
Interconexión que el Prestador Solicitante demande, hasta el 1 de enero 

de 2002. La Autoridad de Aplicación, por razones debidamente 
fundadas, podrá modificar dicho plazo o extender esta obligación a otros 

Prestadores. 

13.9 Los Prestadores con Poder Dominante y con Poder Significativo 

deberán facilitar el acceso al bucle de abonado, si fuera técnicamente 
razonable, en los plazos, condiciones y precios acordados libremente 

entre las partes o que determine la Autoridad de Aplicación en caso de 
desacuerdo. 

13.10 Los Prestadores con Poder Dominante que no ofrezcan 

Interconexión en determinadas centrales de conmutación, deberán 
implementar alternativas técnicas que permitan al Prestador Solicitante 

interconectarse con ellas. La referida Interconexión deberá proporcionar 

similares condiciones técnicas, económicas y operativas a las que serían 
propias de la Interconexión directa a esas centrales de conmutación. La 

Autoridad de Aplicación podrá extender esta obligación a Prestadores 
con Poder Significativo. 

13.11 Los Prestadores Históricos y los Operadores Independientes 

podrán modificar sus Areas Locales del Servicio Básico Telefónico, 
ubicadas en la región correspondiente a su licencia original, con la 

previa autorización de la Autoridad de Aplicación, la que no podrá ser 
denegada sin razón suficiente. Esta autorización no será necesaria 

cuando aquellos Prestadores, en cada Area Local del Servicio Básico 
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Telefónico que deseen modificar, acrediten que no revisten la calidad de 

Prestador con Poder Dominante. 

CAPITULO IV 

ELEMENTOS TECNICOS DE LA INTERCONEXION 

Artículo 14.- Arquitectura abierta de redes, interoperabilidad y 
compatibilidad. 

Las redes de telecomunicaciones deberán adaptarse al concepto de 

arquitectura de redes abiertas, entendiéndose por tal la obligación del 
Prestador Solicitado de permitir el uso eficiente de su red por parte de 

los Prestadores Solicitantes, bajo parámetros tecnológicos que 
posibiliten el acceso y la individualización de funciones. Los Prestadores 

deberán prever la compatibilidad e interoperabilidad de sus redes, a los 
fines de permitir la Interconexión con las demás redes. 

Artículo 15.- Puntos y Niveles de Jerarquía de Interconexión. 

La Interconexión provista por el Prestador Solicitado no deberá limitar ni 
condicionar el diseño de la red del Prestador Solicitante. A estos fines, el 

Prestador Solicitante podrá requerir Interconexión en los diferentes 
niveles de jerarquía de la red y en cualquier Punto de Interconexión que 

se solicite, siempre que sea técnicamente razonable. En caso de 

desacuerdo, intervendrá la Autoridad de Aplicación. 

Artículo 16.- Equipos e Interfaces. 

Los enlaces de Interconexión y los equipos que sirven de interfaz para la 
Interconexión podrán ser provistos por cualquiera de los Prestadores. 

Todo Prestador está obligado a conectar a su red los elementos de red 

homologados por la Autoridad de Control, evitando constreñir al otro 
Prestador en la selección de sus equipos o en la configuración de su red, 

aumentando sus costos o demorando la concreción de la Interconexión. 
Cada uno de los Prestadores se hará cargo solamente de la capacidad 

necesaria para cursar su tráfico. 

Artículo 17.- Coubicación. 

Los equipos para la Interconexión podrán estar localizados en las 

instalaciones de cualquiera de los Prestadores. A estos efectos, los 
Prestadores deberán poner a disposición de los demás Prestadores, el 

espacio físico y los servicios auxiliares que se les solicite, en sus propias 
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instalaciones, en la medida que sea técnicamente factible y en las 

mismas condiciones que las de sus propios equipos o las pactadas con 
otros Prestadores. La Autoridad de Aplicación definirá los precios 

referenciales y las condiciones de la coubicación y publicará un Manual 

de Coubicación 

Artículo 18.- Facilidades Esenciales 

18.1. Los Prestadores con Poder Dominante deberán proveer, al costo 
incremental de largo plazo y en forma desagregada, acceso a las 

funciones y elementos de su red identificados como Facilidades 

Esenciales por la Autoridad de Aplicación, la que está facultada para 
introducir modificaciones que determine mediante resolución fundada. 

Se definen inicialmente las siguientes Facilidades Esenciales: 

1. Acceso o terminación local: es el origen o completamiento de una 
comunicación conmutada en una red local desde el cliente de un 

Prestador hacia el Punto de Interconexión o viceversa, esto es, desde el 
Punto de Interconexión hasta el cliente, incluyendo su señalización, en 

condiciones no inferiores a las suministradas a sus propios clientes. 

2. Bucle de abonado: son los medios técnicos de conexión entre el punto 

terminal de la red telefónica pública nacional, ubicado en las 
instalaciones del cliente del Prestador con Poder Dominante o con Poder 

Significativo, y la central de conmutación local, sin incluir el acceso a las 
funciones de conmutación de la central de dicho Prestador. La facilidad 

consiste en el enlace propiamente dicho y en el aprovechamiento de su 
capacidad portante y simultánea de distintas informaciones. La 

Autoridad de Aplicación, en caso de desacuerdo, definirá los precios 
referenciales y las condiciones de la provisión desagregada del bucle de 

abonado de acuerdo al criterio de costos incrementales de largo plazo. 

3. Puerto: es el dispositivo físico terminal en el cual se realiza la 

Interconexión obteniéndose la capacidad de entregar y recibir 
comunicaciones conmutadas. Deberán acordarse, como mínimo, las 

interconexiones a nivel de E1 (2.048 Kbits/seg.), según 
recomendaciones UIT G-703. 

4. Coubicación: es la facilidad definida en el artículo 17 del presente 

Reglamento. 

5. Servicio de operadora: es el tratamiento de llamadas de emergencias 

y servicios a la comunidad y servicios de acceso a información de guía. 
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6. Tránsito local: es la transferencia del tráfico conmutado, a través de 

la red de un tercer Prestador en una misma área local e incluye la 
facilidad de conexión de troncales de entrada y salida, la conmutación 

entre troncales y las funciones que están centralizadas en la central de 

tránsito como registro de llamados, enrutamiento de llamados y 
conversión de señalización. 

18.2. Toda solicitud de una facilidad, función o elemento de red 

requerida por un Prestador Solicitante y no suministrada por el 
Prestador Solicitado, podrá ser sometida a consideración de la Autoridad 

de Aplicación a efectos de que ésta evalúe: i) la razonabilidad y la 
factibilidad técnica y/o económica de lo solicitado, ii) si la negativa a 

proveer lo requerido impide la prestación del servicio al usuario o 
infringe lo establecido en este Reglamento. En su caso, la Autoridad de 

Aplicación podrá obligar al Prestador Solicitado a proveer al Prestador 

Solicitante la facilidad, función o elemento de red requerido por aquél, 
en las condiciones económicas previstas en el punto 26.1. del presente 

Reglamento. 

Artículo 19.- Calidad de los Servicios. 

Las condiciones de la Interconexión provista por el Prestador Solicitado 

deben ser por lo menos de igual calidad a las que él se provee a sí 
mismo, a sus compañías vinculadas o controladas y/o a terceros. El 

Convenio de Interconexión deberá incluir las condiciones destinadas a 
garantizar la calidad de la Interconexión, como así también la calidad de 

los servicios, según lo establecido en el artículo 12 del presente 
Reglamento. 

Artículo 20.- Interrupciones. 

20.1 En caso de interrupciones involuntarias en la Interconexión 
superiores a DOS (2) horas, los Prestadores responsables de la misma 

deberán informar a la Autoridad de Control en un plazo menor a CINCO 
(5) días y hacer su máximo esfuerzo para reestablecerla a la brevedad 

posible. 

20.2 Los Prestadores deberán llevar un registro de fallas en las 
interconexiones que contendrá al menos: tipo de falla, hora en que se 

produjo, hora en que se solucionó, causa, diagnóstico, solución y 

afectación a la otra red. Este registro deberá conservarse por TRES (3) 
años. 
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20.3 La Autoridad de Control podrá intimar al inmediato 

restablecimiento de la Interconexión e imponer las sanciones que 
correspondan de acuerdo al régimen de penalidades vigente. 

Artículo 21.- Señalización. 

La información transferida en la Interconexión a través de la 
señalización deberá ser acorde a lo establecido en el Plan Fundamental 

de Señalización Nacional. 

Artículo 22.- Igual Acceso. 

Los Prestadores deberán brindar a otros Prestadores de servicios de 

telecomunicaciones igual acceso que el ofrecido a sus propios usuarios 
y/o clientes y servicios y a las compañías vinculadas. 

Artículo 23.- Planes Fundamentales de Numeración Nacional y de 
Señalización Nacional. 

La Autoridad de Aplicación administrará los recursos de numeración para 

la prestación de los servicios de telecomunicaciones, elaborando los 
planes respectivos y disponiendo las asignaciones, de manera tal de 

propender al objetivo de hacer disponible los números y códigos para los 
diferentes servicios y Prestadores, bajo los principios definidos en el 

presente Reglamento. Los Planes Fundamentales de Numeración 

Nacional y de Señalización Nacional, con sus respectivas asignaciones, 
serán publicados en la página institucional de Internet de la Autoridad 

de Control. 

 

CAPITULO V 

ASPECTOS ECONOMICOS DE LA INTERCONEXION 

Artículo 24.- Publicidad y contenido de la Oferta de 

Interconexión de Referencia. 

24.1 Los Prestadores obligados a elaborar y poner a disposición una 

Oferta de Interconexión de Referencia, deberán presentarla ante la 
Autoridad de Aplicación, desglosada por elementos y funciones de red y 

conteniendo, como mínimo, la siguiente información: 
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a) La localización y descripción de los Puntos de Interconexión y los 

niveles de red ofrecidos, incluyendo la numeración asociada a cada uno 
de ellos. 

b) Las modalidades de Interconexión, en un inmueble del Prestador que 
realiza la oferta, en uno del Prestador Solicitante y en otro de un tercero 

utilizado por el Prestador Solicitado, señalándose las particularidades de 
índole técnico o económico que sean aplicables en cada caso. 

c) Se describirán las características técnicas de los diferentes tipos de 

enlace de transmisión que soportan a la Interconexión, indicando los 

plazos de suministro de los enlaces, sus valores en función de la 
capacidad, concentración de trama, distancia y plazo del arriendo, tanto 

para su contratación inicial cuanto para la modificación posterior de sus 
características. 

d) Las capacidades de Interconexión ofertadas a otros Prestadores en 

cada Punto de Interconexión. Se especificarán los servicios de 
originación y terminación de llamadas, de tránsito conmutado hacia 

otras redes, el servicio de acceso para llamadas de larga distancia, 
nacionales e internacionales y de acceso a Prestadores. 

e) Las especificaciones técnicas de las interfaces ofertadas en los Puntos 
de Interconexión, incluyendo, entre otras, las características físicas y 

eléctricas del interfaz, el sistema de señalización empleado, los servicios 
y las capacidades funcionales ofertadas a través del interfaz. 

f) Los tipos de llamadas, según enrutamientos, redes de destino y 

demás características, como así la calidad del servicio. Se señalará, en 

particular, la información relativa a los tipos de llamadas, a las 
capacidades y facilidades asociadas a los aspectos de calidad del servicio 

y disponibilidad de sistemas redundantes orientados a una mejora de la 
calidad. 

g) Se facilitará información sobre los procedimientos de provisión de 

servicios avanzados proporcionados por el Prestador a sus clientes 
finales y que requieran de interoperabilidad en los Puntos de 

Interconexión. 

h) Las características y las condiciones para la selección de Prestador, 

incluyendo, limitaciones o peculiaridades que afecten a determinados 
orígenes o destinos de llamadas. 
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i) Las características y las condiciones para la contratación de los 

números, cuando ello resulte aplicable. Se describirán las capacidades y 
opciones técnicas que dan soporte a la portabilidad de los números, 

detallando, en especial, las peculiaridades relativas a calidad del 

servicio, a las facilidades adicionales, a las tarifas. 

j) Se describirán los procedimientos y condiciones ofrecidos de acceso a 
la información para la explotación de los servicios, como ser los servicios 

de guía, de tratamiento de llamadas de emergencia y de asistencia a los 
Prestadores a los que se ofrezca la Interconexión. 

k) Se describirán las condiciones necesarias para la realización y el 
mantenimiento de la Interconexión, en especial los métodos y fases de 

las pruebas para la verificación de la Interconexión y para las 
actualizaciones o modificaciones en los Puntos de Interconexión. 

l) Se describirán los precios máximos aplicables a cada uno de los 

componentes de las interconexiones en que se base en la Oferta de 
Interconexión de Referencia, de acuerdo con los principios establecidos 

en el artículo 26 del presente Reglamento. 

m) Otra información cuya inclusión sea procedente, conforme lo 

establezca la normativa vigente. 

24.2. En la Oferta de Interconexión de Referencia podrán establecerse 
diferentes condiciones técnicas o económicas, en función del tipo de 

Interconexión y de las condiciones de los servicios. La Autoridad de 
Aplicación garantizará que dichas condiciones respeten el principio de no 

discriminación y el de transparencia. 

24.3. Los Convenios de Interconexión que celebren los Prestadores a 

que se refiere el apartado 

24.1 del presente artículo podrán contener condiciones no contempladas 
en la Oferta de Interconexión de Referencia. 

24.4. La Autoridad de Aplicación podrá observar la Oferta de 
Interconexión de Referencia presentada por el Prestador, debiendo éste 

modificar aquellas condiciones que no cumplan con el presente 
Reglamento. 

24.5. La Oferta de Interconexión de Referencia deberá estar a 

disposición para la consulta de todo interesado en la oficina del 
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Prestador obligado. Asimismo, éste deberá publicarla en su página 

institucional de Internet. 

24.6.La Autoridad de Aplicación determinará la información a brindar 

por los Prestadores que tengan Poder Significativo. 

Artículo 25.- Modificación de la Oferta de Interconexión de 
Referencia. 

Los Prestadores obligados a publicar su Oferta de Interconexión de 
Referencia deberán actualizarla anualmente, como mínimo, quedando 

sometida cualquier modificación a las exigencias establecidas y a los 
siguientes plazos: 

25.1. El plazo a partir del cual la modificación de la oferta se considerará 

efectiva será de TREINTA (30) días, contados a partir de la fecha de su 
presentación ante la Autoridad de Control, salvo que la Autoridad de 

Aplicación señale un plazo diferente. 

25.2. Las modificaciones que tengan su origen en normas aprobadas por 

el Poder Ejecutivo Nacional, deberán incorporarse al texto de la oferta y 
serán de aplicación a partir de los TREINTA (30) días de su publicación, 

salvo que se señale un plazo diferente. 

Artículo 26.- Precios de Interconexión. 

26.1 Los precios de Interconexión podrán fijarse libremente, deberán 

ser justos, razonables y no discriminatorios. 

26.2. En caso de intervención de la Autoridad de Aplicación, los precios 
de los elementos y funciones de red no identificados como Facilidades 

Esenciales, se determinarán en función del costo de provisión eficiente. 

26.3. En caso de intervención de la Autoridad de Aplicación, se 

entenderá que el costo de provisión de los elementos y funciones de 
red, no identificados como Facilidades Esenciales, brindados por los 

Prestadores con Poder Significativo o Dominante, se corresponde con el 
de una prestación eficiente, si los precios, calculados en función de dicho 

costo, no superan los valores que resulten de aplicar lo previsto en el 
apartado 26.4. del presente artículo. 

26.4. En caso de intervención de la Autoridad de Aplicación, a petición 
de parte ante falta de acuerdo o de oficio, para el supuesto establecido 

en el apartado 26.3. precedente, el Prestador Solicitado deberá 



304 
 

demostrar que los precios pretendidos no son superiores a la media 

aritmética de los establecidos para servicios, funciones o elementos de 
red similares, vigentes en países con esquemas de mercado 

competitivos, tales como: Australia, Canadá, Chile, Nueva Zelanda, 

Estados Unidos de Norteamérica y la Unión Europea. 

26.5. Los precios de Interconexión deberán estar suficientemente 
desglosados, de manera que el Prestador Solicitante no tenga que pagar 

por aquello que no esté estrictamente relacionado con el servicio 
solicitado. La estructura de precios distinguirá, entre otras, las 

siguientes categorías: 

a) Montos que cubran la instalación inicial de la Interconexión. 

b) Montos periódicos por la utilización permanente de los elementos y 

facilidades de red. 

c) Montos variables por los servicios auxiliares y suplementarios. 

d) Montos relacionados al tráfico entrante y saliente a la red conectada 

en proporción a unidades de tiempo o a la capacidad de red requerida, 
con posibilidad de establecer tarifas diferentes para distintos horarios. 

26.6. Los precios unitarios de Interconexión deben ser independientes 

del volumen o de la capacidad utilizados. Podrán aplicarse descuentos 

con transparencia, basados en criterios objetivos y no podrán ser 
discriminatorios entre Prestadores con similares requerimientos, de 

elementos y facilidades semejantes. El incumplimiento de este punto 
será considerado falta grave. 

Artículo 27.- Contabilidad de costos. 

Sin perjuicio de lo establecido por la Resolución Nº 26874 SC/96 y sus 
modificatorias, la Autoridad de Aplicación establecerá los criterios y 

condiciones de la contabilidad de costos aplicable para la determinación 
de los precios de Interconexión, cuyas características principales serán: 

27.1 El sistema de contabilidad de costos deberá mostrar, de manera 

transparente, las principales categorías bajo las que se agrupan los 
costos y las reglas utilizadas para su reparto, en especial las que se 

refieren a la distribución equitativa de los costos comunes y conjuntos. 

27.2 El reparto de los costos deberá llevarse a cabo de forma tal que se 

imputen a los servicios, siguiendo el principio de causalidad. La 
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determinación de su monto habrá de hacerse en proporción a la 

correspondiente contribución al costo por cada servicio, mediante la 
definición de generadores de costo. Para cada concepto de costo se 

deberá establecer un generador de costo representativo y fácilmente 

medible que identifique la causa por la que se incurre en aquél y que, a 
la vez, sirva como unidad de reparto del mismo. 

27.3 Para asegurar el adecuado reparto del costo, cada uno de sus 

conceptos deberá clasificarse, con independencia de otros criterios que 
el Prestador adopte, en alguna de las siguientes categorías: 

a) costos directos atribuibles: los relacionados, directa e 
inmediatamente, con la prestación de los servicios, por lo que pueden 

repartirse directamente entre los servicios. 

b) costos indirectos atribuibles: los que pueden ser relacionados con la 
prestación de los servicios a través de su conexión con algún otro costo, 

por lo que su reparto se efectuará de igual manera que el de los costos 
con los que guardan relación y, mediante ulteriores distribuciones de 

éstos, entre los servicios. 

c) costos no atribuibles: los que no pueden relacionarse ni directa, ni 

indirectamente, con la prestación de los servicios en los términos 
indicados en los párrafos anteriores. 

27.4 Corresponde a la Autoridad de Control comprobar que el sistema 

de contabilidad de costos adoptado por los Prestadores obligados se 
adapta a los criterios establecidos. Las modificaciones que se pretendan 

introducir en el sistema de contabilidad de costos, deberán ser 

sometidas a comprobación previa de la Autoridad de Control. Si en el 
plazo de SESENTA (60) días desde esa presentación no ha dictado 

resolución, el Prestador podrá utilizar el sistema propuesto a todos los 
efectos. 

27.5 Cuando un Prestador resulte obligado, ya sea por su Poder 

Dominante o por haber sido instado por la Autoridad de Aplicación, a 
llevar y presentar contabilidad de costos, conforme a las disposiciones 

de este Reglamento, deberá presentar el sistema a aplicar en el plazo de 
CIENTO VEINTE (120) días desde la aprobación del presente 

Reglamento o desde que reciba la pertinente notificación. 

27.6 La Autoridad de Control pondrá a disposición de las partes 

interesadas, previa solicitud de éstas, una descripción de los sistemas 
de contabilidad de costos aprobados y la información sobre los costos de 
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cada ejercicio, presentada por los Prestadores obligados, con un grado 

de desagregación tal que permita conocer la relación entre los precios 
de Interconexión ofertados y sus costos asociados y que respete la 

confidencialidad de la información comercial. 

Artículo 28.- Separación de cuentas. 

28.1 Los Prestadores con Poder Dominante y otros que, con carácter 

general y no discriminatorio, determine la Autoridad de Aplicación, 
deberán elaborar y presentar anualmente a la Autoridad de Control 

cuentas separadas para sus actividades relacionadas con la 

Interconexión. Las cuentas incluirán los servicios de Interconexión que 
el Prestador se preste a sí mismo, a sus entidades filiales o asociadas y 

a otros Prestadores. 

28.2 Son objetivos principales de la separación o segmentación de 
cuentas: 

a) Poner de manifiesto los costos de las diferentes actividades que 
realice el Prestador y en particular, asegurar que los relativos a los 

servicios de Interconexión están claramente identificados y separados 
de los costos de otros servicios. 

b) Asegurar que los servicios de Interconexión prestados para otras 

áreas de negocio del Prestador obligado o, en su caso, para sus filiales o 
asociadas, se presten en condiciones equivalentes a las ofrecidas a 

terceros. 

a) Poner de manifiesto la posible existencia de subvenciones cruzadas 

entre los distintos segmentos de actividad considerados. 

28.3 Sin perjuicio del grado de segmentación de las actividades que se 
establezca en otras normas aplicables, o de la conveniencia del 

Prestador comprendido por el apartado 1 del presente, deberán 
considerarse, como mínimo, aquellos segmentos de actividad 

relacionados con los servicios de acceso dedicados a clientes finales, los 

servicios de Interconexión, distinguiendo los brindados a otros 
Prestadores de los brindados por el Prestador a sí mismo y a sus 

empresas filiales y asociadas. 

28.4 La segmentación deberá presentarse acompañada por un informe 
realizado por un auditor externo al Prestador, en el que se ponga de 

manifiesto la coherencia de dicha información con los estados 
financieros agregados de los que parte, el respeto a los principios de 
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segmentación establecidos en este artículo y que la información 

segmentada representa la imagen fiel de la contribución al resultado 
global de cada segmento. 

28.5 La presentación de las cuentas segmentadas deberá realizarse 
dentro del mes siguiente al que corresponda para la aprobación de los 

balances anuales del Prestador. 

Artículo 29.- Cálculo de costos incrementales. 

El costo incremental de largo plazo será calculado tomando en cuenta, 

entre otros, los siguientes principios básicos: 

29.1 Incluirá únicamente los costos atribuibles de los elementos, 
funciones, y activos estrictamente necesarios para la provisión de la 

Interconexión, incluyendo los costos de planificación, operación y 
mantenimiento de la infraestructura necesaria. El rendimiento sobre 

estos recursos y activos deberá estar basado en indicadores de mercado 

del costo de capital. 

29.2 En ningún caso, podrán ser considerados como costos atribuibles 
los de gerenciamiento general, de planificación estratégica, de 

comercialización, de publicidad, atención al cliente, cobranza u otros. 

29.3 Para calcular el valor de los activos se tomará en cuenta su valor 

de reposición, considerando la prestación más eficiente de largo plazo 
para proveer la funcionalidad de la red requerida. 

29.4 Para determinar los factores de depreciación y los costos de 

reposición no se tomarán como parámetros los valores registrados en la 
contabilidad de las empresas, sino los valores de mercado y estudios de 

depreciación independientes. 

29.5 Para el cálculo de los costos incrementales no podrán utilizarse los 

costos históricos. 

CAPITULO VI 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Artículo 30.- Portabilidad de números. 

30.1 La Autoridad de Aplicación determinará los plazos y condiciones en 

que los Prestadores proporcionarán la Portabilidad de números entre 
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ellos, entre servicios y entre áreas geográficas, conforme los siguientes 

supuestos: 

a) Cambio de Prestador de red telefónica fija, cuando no haya 

modificación de servicio ni de ubicación física del cliente. 

b) Cambio de Prestador de red telefónica móvil, aunque cambie la 
modalidad del servicio prestado. 

c) Cambio de Prestador para los servicios de red inteligente, incluyendo 
los servicios de numeración personal, cuando no haya modificación de 

servicio. 

La Autoridad de Aplicación, podrá establecer otros supuestos, así como 
otras cuestiones relacionadas con la conservación de los números por 

los clientes. 

30.2 La portabilidad numérica es un derecho del cliente o usuario. 

Cualquiera que sea el procedimiento adoptado para proveer la 
conservación de números, el usuario y/o cliente deberá estar en 

condiciones de poder conocer la tarifa que se aplicará a cada llamada 
que efectúe. 

Artículo 31.- Confidencialidad. 

Toda aquella información no contenida en el Convenio de Interconexión 
obtenida en el proceso de negociación debe ser considerada como 

confidencial, así como toda aquella información que se transmite por 
dicha Interconexión y que no pueda considerarse como pública. 

Artículo 32.- Infracciones y Sanciones. 

Será de aplicación en materia de infracciones, sanciones y 
procedimientos lo establecido en el artículo 38 del Decreto Nº 1185/90, 

sus modificatorios y lo previsto a continuación.  

Serán motivo de sanción: 

a) La falta de presentación y/o publicación de la Oferta de Interconexión 

de Referencia en los términos y condiciones establecidos en el artículo 
24 del presente Reglamento. 

b) La dilación injustificada a proporcionar la conexión física y funcional 

de las redes, de acuerdo a lo establecido en este Reglamento. 



309 
 

c) La falta de presentación de los Convenios de Interconexión ante la 

Autoridad de Aplicación. 

d) La falta de publicación de los Convenios de Interconexión en tiempo 

oportuno. 

e) La renuencia a entregar la información que requiera la Autoridad de 
Aplicación para arbitrar en los problemas de Interconexión. 

f) El incumplimiento reiterado de los términos y condiciones de los 
Convenios de Interconexión. 

g) No reportar las fallas a que se refiere el artículo 20 del presente 

Reglamento o la reincidencia en la no atención a fallas que afecten la 
Interconexión. 

h) Entregar en forma intencional información, servicios o facilidades que 
degraden la calidad de la Interconexión con otras redes. 

i) Desconectar una red o interrumpir la Interconexión en forma 

intencional sin la debida autorización previa de la Autoridad de 
Aplicación. 

j) La provisión de servicios de Interconexión a precios inferiores al costo 
incremental de largo plazo de proveer dichos servicios por considerarse 

práctica predatoria. 

Las conductas indicadas en los apartados precedentes se califican como 
falta grave. 

Artículo 33.- Incumplimiento. 

33.1 En caso que un Prestador no cumpla con las obligaciones pactadas 
o establecidas en el Convenio de Interconexión, la parte perjudicada 

podrá denunciarlo ante la Autoridad de Control. Esta, en base al análisis 
de los antecedentes del caso, intimar a la parte incumplidora a cesar en 

su conducta en un plazo perentorio de CINCO (5) días. En caso que el 
incumplimiento no sea subsanado será considerado falta grave. No se 

podrá disponer la desconexión del servicio, sin la conformidad previa de 

la Autoridad de Aplicación. 

33.2 Si la Autoridad de Control verificara la falta de, al menos, tres 
pagos, no necesariamente consecutivos, de los precios de Interconexión 

y en caso de verificarse imposibilidad de subsanar dicho incumplimiento 
en un plazo máximo de 30 días, autorizará la desconexión de las 
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facilidades afectadas, tomando los recaudos que resguarden los 

derechos de los usuarios de los servicios. 

Artículo 34.- Selección del Prestador. 

Se entenderá por selección de Prestador la facultad del cliente y/o 

usuario del servicio telefónico (fijo o móvil) de elegir al Prestador de 
larga distancia para cursar todas o parte de sus llamadas o acceder a 

servicios conmutados de cualquier servicio de telecomunicaciones. 

La selección del Prestador se llevará a cabo mediante presuscripción o el 

procedimiento de llamada por llamada (selección por marcación), en los 
términos y condiciones que la reglamentación establece. 

a) Los clientes y/o usuarios del servicio básico telefónico podrán 

seleccionar al Prestador del servicio de larga distancia nacional e 
internacional, respetando las normas de Presuscripción y mediante la 

modalidad de selección por marcación, la que deberá estar disponible 

desde el 9 de noviembre de 2000, allí sea posible la selección de 
Prestadores. 

b) Los clientes y/o usuarios de telefonía móvil (SRMC, STM y PCS 

conforme se define en los reglamentos respectivos), de ser 
técnicamente razonable, podrán seleccionar el Prestador de servicio de 

larga distancia nacional e internacional: a) mediante presuscripción para 
las llamadas efectuadas desde el área local de registro del cliente móvil, 

b) mediante la modalidad de selección por marcación en todos los casos, 
c) mediante otra modalidad que reglamente la Autoridad de Aplicación. 

Artículo 35.- Servicios con traducción numérica (NTS) 

35.1 Los servicios NTS son los que, para ser accedidos por su cliente, 
requieren de la traducción del número por el Prestador de servicios 

telefónicos al que está conectado dicho cliente (acceso a Internet, a 
audiotexto, a llamadas de cobro revertido automático, etc.). 

35.2 Los servicios NTS se brindan fijando libremente el precio a percibir 
de su cliente, por unidad de llamada y su duración. 

35.3 El precio del servicio NTS podrá incluir la remuneración de los 

costos de originación de la llamada convenidos con el Prestador de 
servicios telefónicos al que está conectado el cliente. En caso de 

desacuerdo, la Autoridad de Aplicación determinará el valor de 

referencia de la originación de la llamada. Lo establecido no obsta al 
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mantenimiento de otras modalidades acordadas entre Prestadores, 

como ser la modalidad 0610 u otras. 

35.4 Los servicios NTS podrán ser facturados por cuenta y orden de su 

Prestador, a su solicitud, por el Prestador de servicios telefónicos. 

35.5 En caso de desacuerdo, la Autoridad de Aplicación definirá los 
precios de Interconexión de referencia relativos a los servicios NTS. 

 

 

 

CAPITULO VII 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Artículo 36.- Provisión de Tránsito y de Enlaces 

Los Prestadores Dominantes deberán proveer al Prestador Solicitante, 
en forma no discriminatoria, es decir, a precios no superiores a los 

ofrecidos a sus clientes, enlaces de larga distancia, así como el tránsito 
de larga distancia hacia localidades en las que no exista otro Prestador 

de dichos servicios y enlaces dedicados locales. 

Artículo 37.- Precios de Interconexión Referenciales 

Hasta tanto se establezcan los precios de las Facilidades Esenciales 

indicadas en el artículo 18 del presente Reglamento, se determinan los 
siguientes valores referenciales para las Facilidades Esenciales que a 

continuación se indican, calculados por aplicación de canasta de precios, 
valores tarifarios, valores de mercado, entre otros, los que serán de 

aplicación en caso de intervención de la Autoridad de Aplicación a 

petición de parte o de oficio, cuando las partes que negocian un acuerdo 
de Interconexión, no lleguen a un entendimiento. 

1. Origen y terminación de las llamadas en el área local 

expresados en dólares estadounidenses por minuto, son los siguientes: 

 1,1 centavos/minuto (u$s 0,011/min) en localidades mayores a 
5.000 habitantes o con una densidad telefónica superior a 15 

teléfonos cada 100 habitantes.  
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 1,3 centavos/minuto (u$s 0,013/min) para el resto de las 

localidades y en las áreas previstas por la licencia original de los 
Operadores Independientes.  

2. Tránsito dentro del área local 

expresados en dólares estadounidenses por minuto 

 0,30 centavos/minuto (u$s 0,0030)  

A los valores indicados, se les aplicará una reducción por eficiencia de 

Prestador ( pricecap) de 3% semestral durante los 2 primeros años 
posteriores a la entrada en vigencia del presente Reglamento, cuyo 

ejemplo se exhibe en el siguiente cuadro. 

 

3. Coubicación 

El alquiler mensual expresado en dólares estadounidenses será: 

a) AMBA y localidades del Interior con más de 100.000 líneas telefónicas 
fijas: 

CIENTO VEINTICINCO (u$s125) por los primeros 2 metros cuadrados. 

QUINCE (u$s 15) por cada metro cuadrado adicional. 

b) Resto de las localidades del Interior: 
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OCHENTA (u$s 80) por los primeros 2 metros cuadrados. 

DIEZ (u$s 10) por cada metro cuadrado adicional. 

4. Puertos 

u$s 2000 por única vez. 

Artículo 38. Adecuación de los Convenios de Interconexión 

vigentes 

38.1 Los Convenios de Interconexión, celebrados con anterioridad a la 
fecha de entrada en vigencia del presente, deberán ser adecuados a lo 

establecido en el presente Reglamento, de así corresponder. 

38.2 El actual régimen de interconexión de los Operadores 

Independientes mantendrá su vigencia hasta el 8 de Noviembre de 
2001, salvo renuncia expresa de su parte. A partir de esa fecha, 

quedarán exceptuados los Operadores Independientes que sólo pudieran 
cursar su tráfico de larga distancia, nacional e internacional, desde el 

Centro de Tránsito correspondiente, a través de un único Prestador, y 
mientras dure dicha circunstancia. 

Artículo 39. Grupos de Trabajo 

39.1 A efectos de establecer los precios referenciales de la coubicación y 
de la provisión desagregada del bucle de abonado, la Autoridad de 

Aplicación conformará un Grupo de Trabajo que deberá expedirse en un 
plazo de NOVENTA (90) días, contados a partir de la fecha de su 

conformación. 

39.2. A efectos de analizar y definir los precios referenciales de 

Interconexión correspondientes a los servicios NTS, así como las demás 
condiciones mínimas de Interconexión de esos servicios, la Autoridad de 

Aplicación conformará un Grupo de Trabajo que deberá expedirse en un 
plazo de NOVENTA (90) días, contados a partir de la fecha de su 

conformación. 

Artículo 40. Migración de servicios. 

La Autoridad de Aplicación permitirá una compensación única y 

excepcional por el diferencial de ingresos que surja con motivo de la 
migración de servicios 0610, 0800 y 0810 a Interconexión, siempre que 

se trate de empresas no vinculadas, en la próxima revisión del 
mecanismo de price cap correspondiente al año 2001 previsto en el 
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cuadro tarifario. Dicha compensación corresponderá al diferencial de 

ingresos a partir del día 9 de noviembre de 2000 hasta el día 8 de 
noviembre de 2001. A partir de esa fecha, los mencionados servicios 

quedarán excluidos del cuadro tarifario. 

ANEXO III 

(Anexo sustituido por art. 1° del Decreto N° 558/2008 B.O. 4/4/2008) 

REGLAMENTO GENERAL DEL SERVICIO UNIVERSAL 

ARTICULO 1º.- DEFINICIONES. 

A los fines del presente Reglamento, se adoptan las siguientes 

definiciones: 

Area Local del Servicio Básico Telefónico: Zona geográfica de prestación 
en la cual el tráfico telefónico del Prestador Histórico se cursa sin un 

prefijo de acceso al servicio de larga distancia —nacional e 
internacional— independientemente de que dicho tráfico se origine o 

termine en su red de telecomunicaciones, alámbrica o inalámbrica y por 
el que se cobra una tarifa independiente de la distancia. 

Area no cubierta: Zona geográfica no cubierta con servicios de 
telecomunicaciones. 

Autoridad de Aplicación: Es la SECRETARIA DE COMUNICACIONES del 

MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y 
SERVICIOS. 

Autoridad de Control: Es la COMISION NACIONAL DE 
COMUNICACIONES, organismo actuante en la órbita de la SECRETARIA 

DE COMUNICACIONES. 

Beneficiarios del Fideicomiso: Son los prestadores de servicios de 
telecomunicaciones titulares de programas o servicios o programas 

iniciales financiados por el Fondo Fiduciario del Servicio Universal y los 
adjudicatarios de programas y servicios licitados. 

Comité Técnico: Es el órgano que asiste al Fondo Fiduciario del Servicio 
Universal. 

Contrato de Fideicomiso: Es el contrato que suscribe el Fiduciante con el 

Fiduciario, en el marco de lo previsto por la Ley Nº 24.441 y su 
reglamentación. 

http://infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=139207
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Fondo Fiduciario: Es el fondo integrado por los aportes de inversión de 

todos los prestadores de servicios de telecomunicaciones, que se crea 
en este Reglamento, el que podrá ser integrado también por donaciones 

o legados y con cooperaciones financieras no reembolsables. 

Fiduciante: Son los prestadores de servicios de telecomunicaciones, 

obligados a efectuar el aporte de inversión al Fondo Fiduciario del 
Servicio Universal. 

Fiduciario: Es la entidad financiera que celebre el contrato de 

fideicomiso con los prestadores de servicios de telecomunicaciones 

obligados al aporte de inversión. 

Fideicomisario: Será beneficiario residual la SECRETARIA DE 
COMUNICACIONES, la que deberá afectar los recursos involucrados, 

exclusivamente a programas vinculados al Servicio Universal. 

Licenciatarias del Servicio Básico Telefónico (LSB): Se consideran tales a 

cada una de las licenciatarias del Servicio Básico Telefónico (LSB) en la 
región norte o sur, en los términos del Decreto Nº 2347 y del Decreto 

Nº 2344, ambos de fecha 8 de noviembre de 1990, respectivamente. 

Operadores Independientes: Los Licenciatarios del Servicio Básico 
Telefónico en áreas locales, conforme fueran definidos en el Capítulo XIX 

del Pliego de Bases y Condiciones, aprobado por Decreto Nº 62 de fecha 
5 de enero de 1990 y sus modificatorios. 

Prestador: Es un licenciatario de servicios de telecomunicaciones. 

Programa: Son las prestaciones del Servicio Universal que comprende 
las categorías definidas en el Artículo 5º. 

Programas Iniciales: Son las prestaciones del Servicio Universal, 
definidas en el Artículo 6º del presente Reglamento. 

Reglamento: El presente Reglamento General del Servicio Universal. 

Telecomunicación: Toda transmisión, emisión o recepción de signos, 

señales, escritos, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier 

naturaleza, por hilo, radioelectricidad, medios ópticos u otros sistemas 
electromagnéticos. 

 

ARTICULO 2º.- SERVICIO UNIVERSAL. 



316 
 

Es el conjunto de servicios y programas, variables en el tiempo, 

definidos por el ESTADO NACIONAL, destinados a la población en 
general con una determinada calidad y a precios accesibles, a los que se 

deberá tener acceso, con independencia de su localización geográfica y 

sus condiciones sociales, económicas y las referidas a impedimentos 
físicos. 

Para efectuar la calificación de los servicios y programas, la Autoridad de 

Aplicación podrá considerar la totalidad de los servicios de 
telecomunicaciones, sin importar tecnologías. 

La Autoridad de Aplicación podrá modificar, adaptar e incorporar 
servicios y programas, conforme las necesidades de la población lo 

requieran. 

Sin perjuicio de los servicios y programas que la Autoridad de Aplicación 
defina en el marco del presente reglamento, las Licenciatarias del 

Servicio Básico Telefónico (LSB) tienen la obligación de expandir la red 
de telefonía fija en un plazo de SESENTA (60) meses, en el total del 

ámbito geográfico de sus respectivas regiones, a partir de la entrada en 
vigencia del presente decreto. La Autoridad de Aplicación determinará 

en cada caso si las LSB podrán financiar dicha obligación con los fondos 

del Fondo Fiduciario del Servicio Universal. 

ARTICULO 3º.- PRINCIPIOS GENERALES. 

Son principios generales a los fines de la implementación del Servicio 
Universal: igualdad de oportunidades, flexibilidad y adaptabilidad, 

consistencia interna, eficiencia, transparencia y estabilidad. 

ARTICULO 4º.- COMPETENCIAS. 

La SECRETARIA DE COMUNICACIONES, como Autoridad de Aplicación, 

tendrá competencia exclusiva para el dictado de los actos generales y 
particulares, vinculados con la aclaración, interpretación y aplicación del 

presente Reglamento. Asimismo podrá requerir la intervención de la 

Autoridad de Aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia Nº 
25.156, cuando por la naturaleza de la cuestión resulte necesaria o 

conveniente, con carácter previo, a los fines del dictado del acto 
pertinente. 

En tales casos, dicho organismo deberá pronunciarse en un plazo 

máximo de TREINTA (30) días; transcurrido el mismo, se entenderá que 
no presenta objeciones. Cuando la complejidad del asunto así lo 
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requiera, podrá extenderse el plazo a su solicitud, por un término 

máximo de TREINTA (30) días. En todos los casos, la opinión o dictamen 
tendrá carácter no vinculante. 

ARTICULO 5º.- CATEGORIAS DEL SERVICIO UNIVERSAL. 

Los Programas del Servicio Universal comprenderán las siguientes 
categorías: 

a) Areas no cubiertas o con necesidades insatisfechas: áreas excluidas 
de la obligación de servicio a tarifa básica por parte de los prestadores 

históricos. 

b) Grupos de clientes con necesidades insatisfechas: grupos de clientes 
que por sus necesidades sociales especiales o por características físicas, 

económicas, o de otra índole, tengan limitaciones de acceso a los 
servicios, independientemente de su localización geográfica. 

ARTICULO 6º.- PROGRAMAS INICIALES. 

La Autoridad de Aplicación redefinirá los programas iniciales previstos en 
el Anexo III del Decreto Nº 764 de fecha 3 de setiembre de 2000, en 

orden a garantizar, según el caso, la continuidad de aquellos que se 
encuentran en ejecución y la implementación de los que se redefinan 

como tales. 

Asimismo, tendrán el carácter de programas iniciales aquellas 

prestaciones distintas de las previstas en el Anexo III del Decreto Nº 
764/00 desarrolladas por los Licenciatarios y que la Autoridad de 

Aplicación determine que involucran prestación de Servicio Universal, en 
los términos del Artículo 3º del presente decreto. 

ARTICULO 7º.- APORTES DEL SERVICIO UNIVERSAL. 

Los prestadores de servicios de telecomunicaciones en el país, deberán 
aportar el UNO POR CIENTO (1%) de la totalidad de los ingresos 

devengados por la prestación de los servicios de telecomunicaciones, 
netos de los impuestos y tasas que los graven. 

Dichos aportes integrarán el Fondo Fiduciario del Servicio Universal. 

La Autoridad de Aplicación y los prestadores, en el marco de sus 
respectivas responsabilidades, llevarán adelante las acciones 

correspondientes, a los fines de su efectiva implementación, de 
conformidad con lo establecido en el presente régimen. 
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ARTICULO 8º.- DEL FONDO FIDUCIARIO DEL SERVICIO UNIVERSAL. 

Los aportes de inversión previstos en el artículo precedente, serán 
administrados a través del Fondo Fiduciario del Servicio Universal. 

El Fondo precitado podrá integrarse asimismo con donaciones o legados 

y con cooperaciones financieras no reembolsables. No podrán integrarse 
aportes provenientes del ESTADO NACIONAL. 

El Fondo Fiduciario del Servicio Universal se implementará mediante la 
suscripción de un contrato de fideicomiso, de conformidad con lo 

establecido en la Ley Nº 24.441 y sus modificatorias. 

Corresponderá a los prestadores el carácter de fiduciante. 

El fiduciario será elegido mediante un proceso de selección que 

garantice la concurrencia, a satisfacción de la Autoridad de Aplicación. 

El modelo de Contrato de fideicomiso deberá ser aprobado por la 
Autoridad de Aplicación. 

A tal fin los prestadores deberán realizar el proceso de selección y 
proponer el modelo de contrato dentro del plazo de SESENTA (60) días a 

partir de la entrada en vigencia del presente decreto. 

A los fines de la suscripción del contrato de fideicomiso citado, los 
prestadores deberán definir la metodología en orden a establecer la 

forma de representación. 

Los costos de administración del Fondo Fiduciario del Servicio Universal 

en ningún caso podrán superar el CERO COMA CINCO POR CIENTO 
(0,5%) de los aportes e inversión que ingresen alFondo Fiduciario del 

Servicio Universal anualmente, y serán controlados y auditados de 
conformidad con lo establecido en los artículos siguientes. 

Dichos costos, tampoco involucrarán el pago de remuneraciones u 

honorarios de los miembros del Comité Técnico. 

El estado patrimonial y el origen y aplicación de fondos del Fondo 

Fiduciario del Servicio Universal, será informado públicamente, debiendo 
presentarse informes trimestrales y detallados ante la Autoridad de 

Aplicación y un balance anual, auditado por un estudio contable 
independiente de reconocida solvencia profesional. El referido balance 

deberá contener un informe en el que se consignarán los resultados 
anuales obtenidos en cada Programa. 
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En caso de incumplimiento del deber de constitución del Fideicomiso en 

los términos previstos en el presente, la Autoridad de Aplicación podrá, 
sin perjuicio del ejercicio de la potestad sancionatoria, adoptar las 

medidas necesarias a efectos de su efectiva constitución, a través del 

BANCO DE LA NACION ARGENTINA. 

La constitución e implementación del Fondo Fiduciario del Servicio 
Universal (FFSU) deberá realizarse dentro del plazo de CIENTO 

OCHENTA (180) días a partir de la entrada en vigencia del presente 
decreto. La falta de constitución, implementación, funcionamiento u 

operatividad del FFSU, no exime a las Licenciatarias del Servicio Básico 
Telefónico (LSB) de continuar con el cumplimiento de la obligación de 

expansión de la red. En caso de incumplimiento o interrupción de la 
citada obligación, serán pasibles de las sanciones establecidas en el 

marco normativo, que podrán alcanzar hasta la pérdida de la licencia, 

según corresponda y de conformidad a la gravedad de la misma. 

ARTICULO 9º.- COMITE TECNICO. 

El Fondo Fiduciario del Servicio Universal contará con la asistencia de un 
Comité Técnico. 

El Comité Técnico estará integrado por SIETE (7) miembros, los que 
tendrán idoneidad técnica y probada experiencia para desarrollar las 

actividades propias del Comité Técnico. 

Serán designados de la siguiente manera: 

a) DOS (2), nombrados por el Secretario de Comunicaciones; uno 

ejercerá el cargo de Director Ejecutivo. 

b) UNO (1), por la COMISION NACIONAL DE COMUNICACIONES. 

c) TRES (3) por los Prestadores; DOS (2) de ellos designados por las 

Licenciatarias del Servicio Básico y el tercero por el resto de los 
prestadores, excluidos los Operadores Independientes. 

d) UNO (1), por los Operadores Independientes. 

En caso de empate, el voto del Director Ejecutivo será computado como 
doble. 

La falta de integración del Comité Técnico por parte de alguno de los 

sectores que tienen derecho a ello, no impedirá su conformación y su 
normal desenvolvimiento. 
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ARTICULO 10.- FUNCIONES DEL COMITÉ TECNICO. 

Serán funciones del Comité Técnico: 

a) Recibir de la Autoridad de Aplicación la nómina de programas o 
servicios y expedirse sobre la factibilidad técnica, económica y de 

financiamiento de los mismos, ésta última, según la capacidad financiera 
del Fondo Fiduciario. 

b) Desarrollar el procedimiento de licitación, en el caso que 
corresponda, a los fines de la selección del prestador que lo 

implementará. 

c) Efectuar las adjudicaciones correspondientes, previo dictamen de la 
Autoridad de Aplicación y, en su caso, suscribir los instrumentos 

pertinentes. 

d) Realizar las auditorías necesarias, a los fines de comprobar la 

adecuación del plan de desarrollo de la propuesta seleccionada y, a 
partir de tal circunstancia, autorizar la liberación de los pagos 

correspondientes, por parte del Fondo Fiduciario del Servicio Universal. 

e) Controlar la ejecución de los Programas incluidos en el Servicio 
Universal. 

f) Elaborar las proyecciones anuales de recursos correspondientes a los 
Programas establecidos y ponerlas en conocimiento de la Autoridad de 

Aplicación. Las necesidades derivadas del financiamiento no podrán 
superar la capacidad financiera del Fondo Fiduciario del Servicio 

Universal. 

g) Proponer la adopción de medidas para mejorar la eficacia y eficiencia 

para alcanzar los objetivos del Servicio Universal. 

h) Evaluar la correspondencia de los montos por los programas iniciales 
establecidos en cada caso, en base a las pautas metodológicas a 

establecerse por la Autoridad de Aplicación. 

i) Dar las instrucciones que deberá cumplir el Fiduciario del Fondo 

Fiduciario del Servicio Universal (FFSU), conforme lo que se establezca 
en el Contrato de Fideicomiso. 

j) Ordenar al Fiduciario los desembolsos destinados a financiar los 

programas de Servicio Universal. 



321 
 

k) Poner en conocimiento de la Autoridad de Aplicación cualquier 

irregularidad que se detecte, en relación con la aplicación de los Fondos 
del Servicio Universal. 

l) Solicitar a la Autoridad de Aplicación la colaboración que estime 
necesaria, a los efectos de lograr el cumplimiento de los fines del Fondo 

Fiduciario del Servicio Universal. 

m) Determinar la necesidad de subcontratación de estudios cuando, la 
complejidad del tema así lo requiera. 

n) Elaborar los informes referidos a los gastos de financiamiento del 
Fondo Fiduciario del Servicio Universal. 

o) Realizar, al cierre de cada ejercicio fiscal, una evaluación de los 

resultados obtenidos en cada Programa durante el año anterior y 
realizar la planificación financiera del Fondo Fiduciario, sin perjuicio de 

los ajustes que puedan realizarse por intervención de oficio de la 

Autoridad de Aplicación. 

p) Producir los informes que fueran requeridos por la Autoridad de 
Aplicación. 

q) Realizar, en general, todos los demás actos que sean necesarios para 

el cumplimiento de sus funciones. 

ARTICULO 11.- PROCEDIMIENTOS DE FINANCIAMIENTO SEGUN 

MODALIDAD. 

Según fueren establecidos por la Autoridad de Aplicación los programas 
y/o servicios o programas iniciales —conforme la definición del Artículo 

1º del presente Reglamento—, los procedimientos para llevar adelante 

su financiamiento serán: 

a) Para el caso de nuevos programas y/o servicios, licitación. 

b) Para el caso de los programas iniciales, determinación conforme 
metodología que establezca la Autoridad de Aplicación, según las pautas 

contenidas en el Artículo 16 del presente. 

ARTICULO 12.- PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN PARA PROGRAMAS Y/O 

SERVICIOS. 



322 
 

La Autoridad de Aplicación será competente para determinar los 

programas y servicios propuestos, a los fines de su financiamiento por el 
Fondo Fiduciario del Servicio Universal. 

Efectuada la determinación de los programas, la Autoridad de Aplicación 
remitirá los mismos al Comité Técnico, el que procederá a evaluar la 

factibilidad técnica, económica y de financiamiento del programa, así 
como su posibilidad de implementación con los recursos del Fondo 

Fiduciario del Servicio Universal. 

Presentados los programas, a los fines de la elección del prestador que 

habrá de llevarlo adelante, se utilizará el sistema de licitación, 
correspondiendo al Comité Técnico, a partir de las necesidades que tal 

programa contenga: 

a) La formulación de los pliegos de bases y condiciones. 

b) El desarrollo de todo el procedimiento de selección. 

c) Previo a adjudicar, dará intervención con carácter vinculante a la 

Autoridad de Aplicación. 

d) La adjudicación del programa o servicio, incluida la suscripción de los 
documentos pertinentes. 

ARTICULO 13.- REQUISITOS DE LA LICITACION. 

El procedimiento de licitación deberá resguardar los principios de 
publicidad y concurrencia. 

ARTICULO 14.- INTERVENCION DE LA AUTORIDAD DE APLICACION. 

Con el resultado de la evaluación y de la oferta que resulte seleccionada, 
se dará intervención a la Autoridad de Aplicación, de conformidad a los 

términos previstos en el Artículo 12, inciso c) del presente. 

La Autoridad de Aplicación se expedirá sobre la selección de la oferta, 

ponderando la conveniencia de la adjudicación, de conformidad a 
parámetros objetivos. El dictamen de la Autoridad de Aplicación será 

vinculante para el Comité Técnico. 

De no formularse objeciones por parte de la Autoridad de Aplicación, o 
no existiendo dictamen dentro de los QUINCE (15) días posteriores a la 

remisión de la documental vinculada al procedimiento licitatorio, 
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continuará el trámite, procediéndose a la adjudicación de las obras o 

servicios y suscribiéndose la documentación pertinente. 

En caso que la Autoridad de Aplicación califique como inconveniente la 

propuesta sometida a consideración, deberá procederse a declarar 
fracasada la licitación. 

ARTICULO 15.- ADJUDICACION, CONSTITUCION DE GARANTIAS. 

Concluido el procedimiento de selección, y una vez que se hubiera 
pronunciado favorablemente la Autoridad de Aplicación, se requerirá a la 

adjudicataria, en el caso que los pliegos, por la naturaleza del proyecto, 
así lo exigieran, la constitución de la garantía de cumplimiento prevista. 

ARTICULO 16.- METODOLOGIA PARA PROGRAMAS INICIALES. 

La metodología para la continuidad o efectiva implementación de los 
programas iniciales deberá contemplar pautas para la identificación del 

grupo beneficiario, tipo de subsidio que se otorga, grado de focalización 
y establecer mecanismos susceptibles para ponderar el beneficio en 

términos de equidad distributiva. 

ARTICULO 17.- FISCALIZACION DE APORTES AL FONDO FIDUCIARIO 
DEL SERVICIO UNIVERSAL. 

El cumplimiento del deber de realizar aportes por parte de los sujetos 
alcanzados por el Artículo 7º del presente al Fondo Fiduciario del 

Servicio Universal, será auditado y fiscalizado por la Autoridad de 
Control en la forma y modos que determine la Autoridad de Aplicación y 

sobre la base de lo previsto en los Artículos 18 y 19 del presente. 

ARTICULO 18. - MECANISMOS DE INFORMACION Y RECAUDACION. 

Los prestadores deberán emitir una declaración jurada con el detalle de 

las sumas facturadas a sus clientes durante el trimestre anterior y 
presentar la documentación que acredite su aporte efectivo. La 

presentación de la misma se deberá realizar dentro de los TREINTA (30) 
días corridos posteriores a finalizado el trimestre. 

Las sumas determinadas se ingresarán al Fondo Fiduciario del Servicio 
Universal en las fechas de vencimiento mensuales que establezca la 

Autoridad de Aplicación. 

La Autoridad de Aplicación establecerá el procedimiento con el fin de dar 
cumplimiento a los deberes establecidos en el presente artículo; 
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teniéndose en consideración que para la determinación del aporte 

mencionado deberá contemplarse la compensación por la prestación de 
los programas del Servicio Universal, de conformidad con el principio de 

aporte o prestación. 

ARTICULO 19.- MECANISMO DE CONTROL. 

Los Prestadores de Servicios de Telecomunicaciones obligados a efectuar 

los aportes al Servicio Universal, una vez cerrado su balance anual, 
deberán presentarlo a la Autoridad de Control, debidamente auditado. 

En informe adjunto al balance, deberá figurar desagregadamente el total 

de montos anuales destinados al cumplimiento de las obligaciones del 
Servicio Universal, según lo establecido en el presente Reglamento. 

ARTICULO 20.- RECLAMOS POR MONTOS INGRESADOS AL FONDO 

FIDUCIARIO DEL SERVICIO UNIVERSAL. 

Si se detectaran diferencias en los montos consignados en las 

declaraciones juradas o el prestador no ingresara los montos 
correspondientes en el Fondo Fiduciario del Servicio Universal, la 

Autoridad de Control, intimará al Prestador a regularizar la situación, 
bajo apercibimiento de aplicar el régimen sancionatorio vigente. 

ARTICULO 21.- OBLIGACION DE CONTINUIDAD DE LOS SERVICIOS. 

En caso de concluirse o finalizarse un Programa incluido en el Servicio 
Universal y/o al extinguirse el subsidio que le hubiera sido asignado, se 

mantiene para los Prestadores la obligación de continuidad del servicio, 
conforme los precios o tarifas aplicables a tales servicios de no 

encontrarse alcanzados por tal beneficio. 

ANEXO IV 

REGLAMENTO SOBRE ADMINISTRACION, GESTION Y CONTROL 

DEL ESPECTRO RADIOELECTRICO 

INDICE 

Artículo 1: Objeto del Reglamento 

Artículo 2: Competencias 

Artículo 3: Definiciones 
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Artículo 4: Facultades de la Autoridad de Aplicación y de la Autoridad de 

Control 

Artículo 5: Característica del Espectro Radioeléctrico. Carácter de las 

Autorizaciones y de los Permisos 

Artículo 6: Acceso a facilidades del Espectro Radioeléctrico. Autorización 
y Habilitación de estaciones, medios o sistemas 

Artículo 7: Condiciones de autorización 

Artículo 8: Autorización y/o permisos de uso de frecuencias 

Artículo 9: Criterios para la realización de los concursos 

Artículo 10: Vigencia 

Artículo 11: Transferencia de las Autorizaciones y/o Permisos 

Artículo 12: Migración de banda de los sistemas 

Artículo 13: Planificación del Espectro Radioeléctrico 

Artículo 14: Representación Internacional 

Artículo 15: Ingeniería del Espectro Radioeléctrico 

Artículo 16: Compatibilidad Electromagnética 

Artículo 17: Identificación de estaciones 

Artículo 18: Registro de equipos 

Artículo 19: Laboratorios 

Artículo 20: Control 

Artículo 21: Clandestinidad 

Artículo 22: Deber de Colaboración 

Artículo 23: Informatización 

Artículo 24: Publicidad de la Información 
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Artículo 25: Infracciones y Sanciones 

Artículo 26: Prohibición 

Artículo 27: Confidencialidad 

Artículo 28: Disposición Transitoria 

Artículo 1 - Objeto del Reglamento 

El objeto del presente Reglamento es establecer los principios y 

disposiciones que regirán la administración, gestión y control del 
espectro radioeléctrico. 

Artículo 2 - Competencias 

2.1. La modificación de este Reglamento se realizará por Decreto del 
Poder Ejecutivo Nacional, con la intervención previa, conjunta, de las 

Secretarías de Comunicaciones y de Defensa de la Competencia y del 
Consumidor. 

2.2. Cuando se menciona la Autoridad de Aplicación, y se trate de los 
siguientes temas, se entenderá que ésta resolverá e interpretará, en 

forma conjunta, con la Secretaría de Defensa de la Competencia y del 
Consumidor: 

a) Diseño de los parámetros económicos de las subastas para la 

adjudicación de frecuencias. 

b) Determinación del valor económico de referencia para las bandas de 

frecuencias a subastar, así como para las bandas previstas en el artículo 
28. 

c) Determinación de las salvaguardas necesarias tendientes a evitar la 

concentración de espectro y configuración de posición dominante. 

d) Determinación de los límites máximos a establecer para la 

concentración de frecuencias por un mismo titular por procesos de 
fusión, cesión, compra o transferencias de las mismas. 

En aquellos casos que no se refieran a los ítems mencionados en este 

apartado, resolverá e interpretará exclusivamente la Autoridad de 

Aplicación. 
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2.3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado precedente, los 

Ministerios a los que pertenezcan las dos Secretarías respectivamente, 
pueden, a través de una resolución única, decidir otros casos en los que 

ambas Secretarías deban resolver en forma conjunta. 

Artículo 3 - Definiciones 

A los fines del presente Reglamento, se adoptan las siguientes 

definiciones: 

a) Aplicaciones industriales, científicas y médicas (de la energía 

radioeléctrica) (ICM): aplicación de equipos o de instalaciones 
destinados a producir y a utilizar en un espacio reducido energía 

radioeléctrica con fines industriales, científicos, médicos, domésticos o 
similares, con exclusión de todas las aplicaciones de telecomunicación. 

b) Asignación: autorización que otorga la Autoridad de Aplicación para 

que una estación radioeléctrica utilice una frecuencia o un canal 

radioeléctrico determinado en condiciones especificadas. 

c) Atribución de una Banda de Frecuencias: inscripción en el Cuadro de 
Atribución de Bandas de Frecuencias de la República Argentina, de una 

banda de frecuencia determinada, para que sea utilizada por uno o 
varios servicios de radiocomunicación terrenal o espacial o por el 

servicio de radioastronomía en condiciones especificadas. Este término 
se aplica también a la banda de frecuencias considerada. 

d) Autoridad de Aplicación: es la Secretaría de Comunicaciones. 

e) Autoridad de Control: es la Comisión Nacional de Comunicaciones. 

f) Comprobación Técnica de Emisiones: es el conjunto de actividades de 

radiomonitoreo, fiscalización e inspección que tiene por objeto: 
comprobar el cumplimiento de los aspectos técnicos, operativos y 

reglamentarios de cada estación radioeléctrica a través de su detección 
o mediante controles in situ; identificar y localizar las fuentes de 

interferencias y estaciones radioeléctricas no autorizadas; aportar los 
datos necesarios sobre la utilización del espectro radioeléctrico; 

intervenir en los programas internacionales de monitoreo y realizar 
todas aquellas mediciones electrónicas que se orienten a los quehaceres 

científicos y técnicos del espectro radioeléctrico; 

g) Espectro radioeléctrico: es el conjunto de las ondas radioeléctricas u 

ondas hertzianas, sin solución de continuidad, entendiéndose por tales a 
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las ondas electromagnéticas, cuya frecuencia se fija convencionalmente 

por debajo de 3.000 GHz, que se propagan en el espacio sin guía 
artificial. 

h) Gestión del espectro: la acción, propia e indelegable del Estado, de 
procedimientos económicos, jurídicos, científicos, técnicos y 

administrativos, destinada a la determinación, revisión, coordinación y 
cumplimiento de los requisitos de utilización del espectro radioeléctrico, 

así como el control de los usos a que se destina dicho recurso. 

i) Habilitación de estaciones, medios y sistemas de 

radiocomunicaciones: faculta al permisionario y/o autorizado a operar 
estaciones radioeléctricas, medios y/o sistemas de radiocomunicaciones. 

j) Interferencia: efecto de una energía electromagnética no deseada 

debida a una o varias emisiones, radiaciones, inducciones o sus 
combinaciones, sobre la recepción en un sistema de radiocomunicación 

que se manifiesta como degradación de la calidad, falseamiento o 
pérdida de la información que se podría obtener en ausencia de ésta 

energía no deseada; 

k) Radiación (radioeléctrica): flujo saliente de energía electromagnética 

de una fuente cualquiera en forma de ondas radioeléctricas, o esta 
misma energía; 

l) Radiocomunicación: toda telecomunicación transmitida por medio de 

las ondas radioeléctricas; 

m) Servicio de radiocomunicación: servicio que implica la transmisión, la 

emisión o la recepción de ondas radioeléctricas para fines específicos de 
telecomunicaciones; 

n) Servicio de radiodifusión: servicio de radiocomunicación cuyas 

emisiones se destinan a ser recibidas directamente por el público en 
general. Dicho servicio abarca emisiones sonoras, de televisión o de otro 

género; 

o) Telecomunicación: toda transmisión, emisión o recepción de signos, 

señales, escritos, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier 
naturaleza, por hilo, radioelectricidad, medios ópticos u otros sistemas 

electromagnéticos. 
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Artículo 4 - Facultades de la Autoridad de Aplicación y de la 

Autoridad de Control 

4.1. Sin perjuicio de las facultades que las normas vigentes otorgan a la 

Autoridad de Aplicación, corresponderá a ésta: 

i) Definir las políticas en materia del espectro radioeléctrico. 

ii) Realizar la gestión del Espectro Radioeléctrico y planificar su uso. 

iii) Otorgar las autorizaciones y/o permisos de uso de frecuencias del 

Espectro Radioeléctrico, para la explotación de los servicios de 
radiocomunicaciones, excepto radiodifusión. 

iv) Establecer el régimen sancionatorio conforme a las modalidades de 
operación que correspondan a cada servicio o sistema de 

radiocomunicaciones. 

4.2. Sin perjuicio de las facultades que las normas vigentes otorgan a la 
Autoridad de Control, le corresponderá: 

i) Ejercer el poder de policía en la materia, realizando el control del 
espectro y efectuando las fiscalizaciones de los servicios radioeléctricos. 

ii) Establecer los mecanismos necesarios para la comprobación técnica 

de las emisiones radioeléctricas, la identificación de interferencias 
perjudiciales y demás perturbaciones a los sistemas y servicios de 

radiocomunicación, con el objeto de asegurar el mejor funcionamiento 
de los servicios y la utilización eficiente del espectro radioeléctrico. 

iii) Formular, coordinar e implementar planes o acciones tendientes a 
difundir en la sociedad la importancia del uso y aplicaciones del espectro 

radioeléctrico. 

iv) Dictar los documentos técnicos necesarios para las mediciones y 
pruebas de los equipos y sistemas de comunicaciones radioeléctricos, 

con el objeto de posibilitar su homologación técnica y autorización de 
venta y uso. 

v) Delegar, en caso de necesidad o conveniencia, en terceros 
debidamente autorizados, de reconocida experiencia, solvencia técnica y 

responsabilidad, tareas operativas de apoyo a la gestión del espectro. 

vi) Verificar el adecuado cumplimiento de las obligaciones y condiciones 
de los permisos o autorizaciones de uso de frecuencias otorgadas. 
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Artículo 5 - Característica del Espectro Radioeléctrico. Carácter 

de las Autorizaciones y de los Permisos 

5.1. El Espectro Radioeléctrico es un recurso intangible, escaso y 

limitado, cuya administración es responsabilidad indelegable del Estado 
Nacional. 

5.2. Las autorizaciones y/o permisos de uso de frecuencias del Espectro 

Radioeléctrico se otorgarán con carácter precario, por lo que la 
Autoridad de Aplicación podrá sustituir, modificar o cancelar las mismas, 

total o parcialmente, sin que ello dé derecho a indemnización alguna a 

favor del autorizado o permisionario de que se trate. 

Artículo 6 - Acceso a facilidades del Espectro Radioeléctrico. 
Autorización y Habilitación de estaciones, medios o sistemas 

6.1. Todas las personas tienen derecho a hacer uso de las facilidades 

que brinda el Espectro Radioeléctrico de conformidad con las leyes, 

normas, recomendaciones internacionales y el presente Reglamento, 
estando obligadas, en todos los casos, a no introducir alteraciones que 

afecten su utilización por terceros. 

6.2. Se deberá contar con autorización previa para la instalación, 
modificación y operación de estaciones, medios o sistemas de 

radiocomunicación. 

6.3. Previo a la operación de las estaciones radioeléctricas, medios o 

sistemas, los mismos deberán contar con la correspondiente 
Habilitación. 

6.4. La Autoridad de Control podrá establecer mecanismos de 

habilitación ficta, con el objeto de facilitar la puesta en servicio de 
estaciones radioeléctricas, medios o sistemas de radiocomunicaciones. 

Artículo 7 - Condiciones de autorización 

7.1. Las frecuencias serán asignadas dentro de cada banda, de acuerdo 
con las atribuciones inscriptas en el Cuadro de Atribución de Bandas de 

Frecuencias vigente de la República Argentina. 

7.2. La potencia que en cada caso se autorice y se utilice será la mínima 

necesaria para la normal prestación del servicio o de la comunicación, 
pudiendo ser superada únicamente en caso de emisiones de socorro. 
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7.3. A los efectos de la asignación de frecuencias y autorización de 

instalación y puesta en funcionamiento de estaciones radioeléctricas, se 
adoptan los siguientes principios generales: 

i) La demanda del espectro radioeléctrico será satisfecha por medio de 
concursos o a demanda, aplicando criterios de distribución equitativos y 

preservando el interés general. 

ii) Los anchos de banda a otorgar deberán corresponderse con las 
necesidades de tráfico de los servicios que se prestarán. 

iii) Las autorizaciones y/o permisos de uso de frecuencias se otorgarán 
con alcance nacional, exclusivamente para aquellos servicios que 

justifiquen debidamente esa modalidad de asignación. 

iv) Se alentará la utilización eficiente del Espectro Radioeléctrico, por lo 
que se privilegiará la aplicación de tecnologías digitales y las técnicas de 

acceso múltiple automático y toda otra concurrente con tal objetivo. 

Artículo 8 - Autorización y/o permisos de uso de frecuencias 

8.1. La Autoridad de Aplicación autorizará el uso de bandas de 

frecuencia para la prestación de servicios de telecomunicaciones 
mediante: i) concursos o subastas públicas de conformidad con lo 

establecido en el presente artículo o, ii) a demanda. 

8.2. Ante la solicitud de autorización de uso de una banda de frecuencia, 

la Autoridad de Aplicación publicará en el Boletín Oficial la banda de 
frecuencias solicitada, estableciendo un plazo de QUINCE (15) días a fin 

de que terceros tomen conocimiento de la petición y, en su caso, 
manifiesten su interés inscribiéndose en el registro que a tales efectos 

abrirá la Autoridad de Control. 

8.3. La autorización de uso de una banda de frecuencia se efectuará 

mediante concursos o subastas públicas, de acuerdo a lo indicado en el 
artículo 7, cuando: a) hubiere más interesados inscriptos que bandas de 

frecuencias disponibles para su autorización o b) se previera escasez de 
frecuencias. 

8.4. En caso que no ocurriere alguno de los supuestos indicados en el 

apartado 7.3. del presente Reglamento, las autorizaciones se otorgarán 
a demanda. 
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8.5. Sin perjuicio de lo dispuesto por el Numeral 8.1., la Autoridad de 

Aplicación podrá asignar en forma directa frecuencias a Organismos 
Nacionales, Entidades Estatales y Entidades con participación 

mayoritaria del ESTADO NACIONAL. (Numeral incorporado por art. 1° 

del Decreto N° 2426/2012 B.O. 17/12/2012.) 

Artículo 9 - Criterios para la realización de los concursos 

9.1. En cada concurso o subasta pública, la Autoridad de Aplicación 
podrá reservar una porción de las bandas atribuidas al servicio por cada 

área de explotación definida, con el objeto de evaluar los resultados de 

la compulsa y redefinir las estrategias para los próximos concursos. 

9.2. En los casos que corresponda, la Autoridad de Aplicación efectuará 
semestralmente los concursos referidos. 

9.3. La Autoridad de Aplicación podrá establecer un valor económico de 

referencia para las bandas de frecuencias a concursar o subastar. 

9.4. Los pliegos de bases y condiciones de los concursos que se realicen, 

deberá respetar los siguientes principios: i) Se requerirá la información 
que considere necesaria para la evaluación objetiva de los proponentes, 

ii) Se requerirá la constitución de las garantías de cumplimiento que 
corresponda y iii) salvaguardas necesarias tendientes a evitar la 

concentración de espectro y la configuración de posición dominante. 

Artículo 10 - Vigencia 

10.1. El plazo de vigencia de las autorizaciones y/o permisos de uso de 

frecuencias que se otorguen, será determinado en cada caso. 

10.2. Las nuevas autorizaciones que se otorguen para el uso del 

espectro radioeléctrico, destinadas a la prestación de servicios o soporte 
de red de los mismos, en ningún caso tendrán un plazo de vigencia 

inferior a CINCO (5) años, y en concordancia con el procedimiento de 
asignación que por esta norma se aprueba. Vencido dicho plazo, la 

Autoridad de Aplicación podrá extender la vigencia del mismo, por otro 
similar y sucesivos. 

Artículo 11 Transferencia de las Autorizaciones y/o Permisos 

11.1. Las autorizaciones y habilitaciones otorgados para instalar y 
operar una estación, medios o sistemas radioeléctricos, así como las 

autorizaciones y/o permisos de uso de frecuencias del Espectro 

http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=206135
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Radioeléctrico, no podrán ser transferidas, arrendadas, ni cedidas, total 

o parcialmente, sin la aprobación previa de la Autoridad de Aplicación. 

11.2. La aprobación referida en el apartado 11.1. del presente Artículo 

sólo podrá otorgarse en aquellos casos en que los autorizados y/o 
permisionarios acrediten que las frecuencias están siendo utilizadas por 

estaciones radioeléctricas instaladas de conformidad con los planes 
técnicos presentados, al momento de la transferencia, 

11.3 La aprobación se otorgará sólo si el autorizado o permisionario 

acredita asimismo que: 

i) no registra deuda alguna con el Estado Nacional en concepto de: 

a) tasa establecida por el artículo 11 del Decreto Nº 1185/90 y sus 

modificatorios; 

b) derechos y aranceles establecidos por este Reglamento, 

ii) ha realizado las inversiones previstas en el inciso f) del apartado 

10.1. del Reglamento de Licencias para Servicios de 
Telecomunicaciones; 

iii) ha cumplido con los compromisos asumidos con el Estado Nacional 
relacionados con la prestación del servicio de telecomunicaciones; y 

iv) si el cesionario se compromete a cumplir con las obligaciones 

asumidas por el cedente en el momento del otorgamiento de la 
frecuencia. 

11.4. Las transferencias, arriendo y/o cesiones, totales o parciales, que 
se realicen en violación al presente Reglamento acarrearán la caducidad 

de la autorización y/o permiso, sin que ello otorgue derecho a 
indemnización alguna. 

11.5. Los autorizados y/o permisionarios para el uso de frecuencias no 

podrán incurrir en actos o conductas especulativos, ya que las 
autorizaciones y los permisos se otorgan para el uso eficiente y efectivo 

del Espectro Radioeléctrico. 

11.6. En caso que una porción significativa del total de la banda 

asignada no fuere utilizada en los términos y condiciones establecidos 
en la autorización y/o permiso otorgados, la Autoridad de Aplicación 

podrá cancelar la autorización y/o permiso para el uso de dicha porción 
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de la banda, previa intimación al autorizado y/o permisionario de que se 

trate, a fin de que justifique las razones por las que no la utiliza. 

Artículo 12 - Migración de banda de los sistemas 

12.1. La Autoridad de Aplicación podrá requerir a los titulares de 

autorizaciones y/o permisos de uso de frecuencias, la migración de sus 
sistemas si, como consecuencia de cambios en la Atribución de las 

Bandas de Frecuencias, ello resultare necesario. En su caso, la Autoridad 
de Aplicación establecerá un plazo de entre DOS (2) y CUATRO (4) años 

para la migración, asignando las frecuencias de destino 

12.2. Los autorizados y/o permisionarios que, habiendo sido autorizados 

para utilizar una banda de frecuencias, respecto de la cual la Autoridad 
de Aplicación hubiese dispuesto la migración de los sistemas explicitados 

en el apartado 12.1 precedente, podrán convenir con el autorizado y/o 
permisionario obligado a desocupar dicha banda, las condiciones de la 

anticipación del plazo de migración, referido en dicho apartado, 
asumiendo el requirente los costos de dicha migración. En caso de 

discrepancia, la Autoridad de Aplicación resolverá la misma. 

12.3. Los autorizados y/o permisionarios afectados por el apartado 12.1 

del presente Reglamento no tendrán derecho a reclamar indemnización 
alguna por la migración dispuesta. 

Artículo 13 - Planificación del Espectro Radioeléctrico 

A los efectos de la planificación estratégica del uso del Espectro 
Radioeléctrico y de la gestión de posiciones orbitales para satélites de 

telecomunicación, la Autoridad de Aplicación realizará las siguientes 
acciones: 

a) Fijar el orden de prioridad sobre los servicios y demás cuestiones 

esenciales vinculadas a la materia. 

b) Definir los criterios a seguir para promover, fomentar y desarrollar la 

utilización de ciertas bandas de frecuencias y desalentar e inhibir el uso 
de otras. 

c) Adoptar como referencia la atribución de las bandas de frecuencias 

establecidas para la Región 2 de la UNION INTERNACIONAL DE 
TELECOMUNICACIONES (UIT), así como las resoluciones y 

recomendaciones elaboradas por dicho organismo y por la COMISION 

INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES (CITEL); lo dispuesto en 
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los acuerdos del MERCOSUR y aquellos criterios que se adopten con el 

objeto de aprovechar las economías de escala, en beneficio de los 
usuarios y las atribuciones de bandas de frecuencias vigentes y las 

adoptadas por los países de la Región 2. 

d) Establecer el carácter, alcance y vigencia de las autorizaciones y/o 

permisos de los servicios y sistemas de radiocomunicaciones a otorgar, 
teniendo en cuenta los mayores beneficios a la población y respetando 

el principio de no discriminación entre los autorizados o permisionarios. 

e) Fijar la política a seguir y las acciones a desarrollar en los foros 

internacionales, destinadas a proteger los intereses estratégicos de la 
República Argentina en materia de atribución de bandas de frecuencias, 

servicios de radiocomunicaciones, incluida la radiodifusión y en el 
análisis y toma de decisión sobre la incorporación del país a acuerdos 

regionales y/o mundiales en la materia. 

f) Fijar la política y el grado de participación de las entidades nacionales 
que nuclean a los productores de bienes y servicios de 

telecomunicaciones en los asuntos relacionados con los intereses del 
sector. 

g) Establecer los criterios a seguir para el otorgamiento de 
autorizaciones provisorias destinadas a experimentar nuevas tecnologías 

en desarrollo, exigiendo a los autorizados la presentación de los 
resultados a efectos de promover su utilización de así corresponder. 

h) Establecer las pautas para el acceso al uso del Espectro 

Radioeléctrico que promuevan una sana competencia en beneficio de la 

sociedad. 

i) Tomar decisiones vinculadas a la atribución de bandas de frecuencias 
y elaborar los procedimientos a seguir para el dictado de los 

reglamentos técnicos de servicios radioeléctricos y la atribución de 
bandas de frecuencias. 

j) Atribuir las bandas de frecuencias a los nuevos sistemas y servicios, 
siempre que las tecnologías aplicables estén disponibles en el mercado 

de las telecomunicaciones para uso comercial. 

k) Establecer el criterio a seguir a fin de detectar la existencia de 
reservas de frecuencias del Espectro Radioeléctrico y evitar su 

concentración, así como prevenir el abuso de posición dominante. 
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l) Priorizar las asignaciones para la prestación de servicios públicos de 

telecomunicaciones, de resultar necesario el uso del Espectro 
Radioeléctrico. 

m) Definir los reglamentos de los nuevos servicios, a efectos de asimilar 
las bondades tecnológicas y nuevas aplicaciones que caracterizan a los 

modernos sistemas de telecomunicaciones, facilitando la convergencia 
de servicios y el acceso del usuario a múltiples prestaciones, a través de 

una misma red. 

n) Precisar las características de los distintos servicios de 

radiocomunicaciones a efectos de facilitar una adecuada valuación del 
uso del Espectro Radioeléctrico. 

Artículo 14 - Representación Internacional 

La Autoridad de Control asistirá a la Autoridad de Aplicación en la 

representación del Estado Nacional ante los organismos y entidades 

internacionales, así como en la elaboración y negociación de tratados, 
acuerdos o convenios internacionales y de cooperación técnica y de 

asistencia, relacionados con la administración, gestión y control del 
Espectro Radioeléctrico  

Artículo 15 - Ingeniería del Espectro Radioeléctrico 

Las normas y procedimientos para la determinación de las bandas de 
frecuencias y su utilización, establecerán: los límites, canalizaciones, 

guardas de protección, potencias de equipos, clases de emisión, 
determinación de zonas y criterios técnicos de compartición y todo otro 

parámetro técnico que permita regular el uso de bandas y subbandas de 
frecuencias y su correlación con los servicios que las utilizan. 

Artículo 16 - Compatibilidad Electromagnética 

16.1. Las normas deberán reglamentar tanto el uso que se da al 
Espectro Radioeléctrico como medio de comunicación, como así la 

aplicación industrial, científica y médica de la energía radioeléctrica y de 
aquellas otras radiaciones electromagnéticas generadas por sistemas 

eléctricos o electrónicos, en la medida que éstas incidan sobre el 
Espectro Radioeléctrico. 

16.2. La Autoridad de Aplicación dictará los reglamentos que 

establezcan: i) los requisitos técnicos que deberá cumplir todo equipo, 

medio y/o sistema, instalación eléctrica o electrónica, con el objeto de 
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que los mismos se ajusten a criterios de compatibilidad 

electromagnética, de conformidad con los estándares recomendados por 
los organismos internacionales específicos en la materia, y ii) la 

obligación de utilizar los dispositivos que resulten necesarios con el 

objeto de suprimir cualquier perturbación o interferencia que pudiera 
causarse sobre los servicios de radiocomunicaciones y, en su caso, la 

degradación del Espectro Radioeléctrico. 

Artículo 17 - Identificación de estaciones 

17.1. La Autoridad de Aplicación determinará aquellas estaciones de 

radiocomunicaciones que deberán individualizarse con una señal 
identificatoria. 

17.2. Las señales distintivas serán adjudicadas, conforme la modalidad 

que establezca la Autoridad de Control, de acuerdo con las 
especificaciones, reglamentos nacionales y convenios internacionales en 

la materia. 

17.3. La Autoridad de Control dictará normas y procedimientos que 

promuevan la identificación automática de las estaciones radioeléctricas. 

Artículo 18 - Registro de equipos 

Los equipos y sistemas de radiocomunicación así como las actividades 

vinculadas con su fabricación, comercialización y uso, estarán 
alcanzados por la normativa de homologación vigente. 

Artículo 19 – Laboratorios 

19.1. La Autoridad de Aplicación dictará las normas para la habilitación 

de los laboratorios que habrán de realizar las mediciones radioeléctricas 

previas a la homologación de los equipos y sistemas radioeléctricos. 

19.2. La Autoridad de Control creará un registro de laboratorios 
habilitados para realizar las mediciones y verificación del cumplimiento 

de las normas técnicas de los equipos y sistemas radioeléctricos a que 
hace referencia el apartado 19.1. precedente. 

Artículo 20 - Control 

Las actividades de control del Espectro Radioeléctrico tendrán como 
objetivo velar por la sana utilización del recurso, vigilando el 

cumplimiento de la reglamentación, velando por el efectivo uso en 
concordancia con lo que se establece en el artículo 9º del presente 
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Reglamento y potenciando el proceso de gestión del espectro 

radioeléctrico a través de la realimentación de información para el 
planeamiento y administración del recurso. 

Las tareas se ejecutarán conforme a las siguientes acciones: 

i) Programadas y otras que respondan a situaciones no previstas, a 
través de un sistema integrado que permita una cobertura operativa 

nacional. El sistema nacional de comprobación técnica de emisiones 
realizará el control en forma programada y permanente en las distintas 

bandas de frecuencias, integrando a estas acciones, progresivamente, la 

mayor cantidad de grupos urbanos del país. 

ii) Los sistemas de detección y medición que se apliquen al control 
deberán responder a la evolución tecnológica conforme lo hagan las 

técnicas, equipos y sistemas que empleen los usuarios del espectro 
radioeléctrico. A tal fin, serán referencias válidas las recomendaciones 

que en la materia dicta la UNION INTERNACIONAL DE 
TELECOMUNICACIONES (UIT) y las Autoridades de Aplicación de los 

países de la Región II. 

iii) Respuesta rápida y eficaz a las denuncias o reclamos de terceros o 

usuarios del espectro radioeléctrico, originadas en interferencias, 
infracciones o por usos indebidos del recurso. 

Artículo 21 - Clandestinidad 

Conforme lo establecido en el artículo 36 de la Ley Nº 19798, las 
estaciones radioeléctricas, medios y sistemas de radiocomunicación que 

funcionen sin la autorización formal correspondiente se consideran 
clandestinas y deberán ser desmanteladas, en caso contrario, quedarán 

sujetas a secuestro y comiso. 

Artículo 22 - Deber de Colaboración 

Los autorizados y/o permisionarios y usuarios de cualquier estación, 

sistema radioeléctrico o servicio de radiocomunicación están obligados a 
facilitar toda tarea de fiscalización que realice la Autoridad de Control y 

a colaborar con el Estado en los casos y en la forma que establece la Ley 
de Telecomunicaciones y el presente Reglamento. 

Artículo 23 – Informatización 
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La gestión del Espectro Radioeléctrico será soportada por un sistema 

informático que permita: 

i) Obtener y procesar información en una base de datos cuya finalidad 

será satisfacer los requerimientos operativos de la administración, 
gestión y control del Espectro Radioeléctrico. 

ii) Facilitar los procesos y cálculos necesarios para la asignación 

automática de frecuencias, en los casos en que sea técnicamente 
factible, y demás aplicaciones de la ingeniería del Espectro, 

incorporando cartografía digitalizada en aquellos procesos que resulte 

posible. 

iii) La convergencia de la información generada por los mecanismos de 
control en una base de datos que será parte del sistema informático de 

gestión del espectro y en la cual se registrará la actividad de las 
estaciones radioeléctricas, incorporándose los parámetros técnicos y 

administrativos más relevantes, así como la información sobre las 
sanciones que se hubieran impuesto a sus titulares. 

Artículo 24 - Publicidad de la Información 

24.1. La información contenida en la base de datos del sistema 
informático referido en el artículo precedente, será de propiedad del 

Estado Nacional y estará disponible al público en forma gratuita, sin 
perjuicio del soporte documental de los registros, que habrá de 

mantenerse actualizado y disponible para el acceso al público según el 
procedimiento y modalidades de acceso que establezca la Autoridad de 

Aplicación. 

24.2. La Autoridad de Control publicará en su página institucional de 

Internet el estado de ocupación de las bandas de frecuencias atribuidas 
a los diferentes servicios. 

Artículo 25 - Infracciones y Sanciones 

Será de aplicación lo establecido en el artículo 38 del Decreto Nº 
1185/90 y sus modificatorios, correspondiendo a la Autoridad de 

Aplicación determinar para cada servicio y/o modalidad, las infracciones 
y sanciones específicas que correspondan. 

Artículo 26 - Prohibición 
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De conformidad con lo establecido por el artículo 17 de la Ley Nº 19798, 

no podrá cursarse radiocomunicación alguna que pueda afectar la 
seguridad nacional, las relaciones internacionales, la vida normal de la 

sociedad y sus instituciones, la moral y las buenas costumbres. 

Artículo 27 - Confidencialidad 

Conforme lo establecido por el artículo 21 de la Ley Nº 19798, toda 

persona que por motivo o en ocasión de su trabajo o por cualquier 
circunstancia, aun eventual, tomare conocimiento del contenido de las 

comunicaciones radioeléctricas, está obligada a guardar secreto al 

respecto y no dar conocimiento de ellas a terceros. 

Artículo 28 - Disposición Transitoria 

El titular de frecuencias, en una banda determinada, destinadas a la 
prestación de uno o varios servicios, que solicite el uso de esas 

frecuencias para brindar un servicio distinto, por el que otros 

Prestadores hubieran abonado un precio o comprometido coberturas, 
plazos de puesta en servicio y/ o inversiones, en bandas de 

características similares en capacidad y uso, deberá: a) abonar al Estado 
Nacional un valor proporcional al uso remanente posible de esas 

frecuencias para los nuevos servicios solicitados y al precio promedio 
abonado por aquellos Prestadores, en similares plazos y condiciones y, 

de corresponder, b) dar cumplimiento a similares obligaciones o 
compromisos a los asumidos por esos Prestadores. El monto a pagar y/o 

los compromisos a asumir serán determinados por la Autoridad de 
Aplicación en función de esos criterios, del ancho de banda a utilizar y 

del área de cobertura de que se trate. Esta obligación quedará sin efecto 
una vez cumplidos CUATRO (4) años, contados a partir de la publicación 

de la presente. 

 

 

 

 

 

 


